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8-C.8. CAMARA DE SENADORES 


1) TEXTO DE LA CITACION 
“Montevideo, 3 de enero de 1989. 


La CAMARA DE SENADORES, se reunirá en sesión ex- 
traordinaria mañana miércoles 4, a la hora 15, a fin de infor- 
marse de los asuntos entrados y considerar el siguiente 


ORDEN DEL DIA 


Discusión general y particular del proyecto de ley por 
el que se establecen diversas disposiciones con relación a la 
convocatoria del Cuerpo Electoral para que se pronuncie so- 
bre el recurso de referéndum contra los artículos 1? a 4? de la 
Ley N* 15.848, de 22 de diciembre de 1986. 


(Carp. N* 1311/88 - Rep. N* 1/89) 


LOS SECRETARIOS” 


2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores senadores Aguirre, Batalla, Bomio 
de Brun, Capeche, Carrere Sapriza, Cersósimo, Cigliuti, 
Fá Robaina, Ferreira, Flores Silva, Forteza, García Costa, 
Jude, Lacalle Herrera, Martínez Moreno, Mederos, Ola- 
zábal, Pereyra, Pozzolo, Rodríguez Camusso, Senatore, 
Terra Gallinal, Tourné, Traversoni, Xavier y Zumarán. 


FALTAN: con licencia, los señores senadores Batlle, Gar- 
gano, Posadas, Singer y Ubillos. 
3) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la 
sesión. 


(Es la hora 15 y 21 minutos) 
— Dése cuenta de los asuntos entrados. 


(Se da de los siguientes:) 
“Montevideo, 2 de enero de 1989, 


El Ministerio de Transporte y Obras Públicas remite la infor- 
mación solicitada por los señores senadores Francisco RodrÍ- 
guez Camusso y Walter Olazábal, relacionada con la solicitud 
de restablecimientos de los servicios de AFE en forma perma- 
nente y en especial durante la Semana de Turismo. 


— A disposición de los señores senadores Francisco Ro- 
dríguez Camusso y Walter Olazábal. 


El Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca remite la 
información solicitada por el señor senador Carlos Julio Pe- 
reyra, relacionada con procedimientos realizados por la Direc- 
ción de Contralor Legal. 
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— A disposición del señor senador Carlos Julio Pereyra. 


El Ministerio de Salud Pública remite nota relacionada con 
las palabras pronunciadas en Sala por el señor senador Juan 
Raúl Ferreira referente al Centro Departamental de Salud Pú- 
blica de Artigas. 


— A disposición del señor senador Juan Raúl Ferreira. 


El Ministerio de Industria y Energía acusa recibo de las 
palabras pronunciadas en Sala por el señor senador Reinaldo 
Gargano relacionadas con la restitución por parte de la Seguri- 
dad Social de regímenes especiales a determinadas jubilacio- 
nes y sobre la situación de los ex-empleados de los bancos 
intervenidos y de la refinería de la Administración Nacional 
de Combustibles, Alcohol! y Portland. 


— A disposición del señor senador Reinaldo Gargano. 


El Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca acusa recibo 
del pedido de informes formulado por el señor senador Luis 
Alberto Lacalle Herrera relacionado con viajes al exterior en 
el período 1985-1988 inclusive, en misión oficial. 


— A disposición del señor senador Luis Alberto Lacalle 
Herrera. 


La Suprema Corte de Justicia remite Mensaje por el que soli- 
cita información del señor senador Guillermo García Costa. 


— Fue entregado al señor senador. 


La Suprema Corte de Justicia remite sendos Mensajes por los 
que comunica que ha dictado sentencias en autos caratulados: 
“NCR del Uruguay S.A. contra Estado. Ministerio de Econo- 
mía y Finanzas, Dirección General Impositiva. Acción de Nu- 
lidad. Inconstitucionalidad” y autos caratulados: “Italcolor 
S.A. contra Estado. Ministerio de Economía y Finanzas, Di- 
rección General Impositiva. Acción de Nulidad. Inconstitucio- 
nalidad”. 


— Ténganse presente.” 


4) SOLICITUDES DE LICENCIA 


SEÑOR PRESIDENTE. - Dése cuenta de una solicitud de 
licencia. 


(Se da de la siguiente:) 


“El señor senador Posadas solicita licencia por el término de 
31 días, a partir de la fecha". 


Léase. 


(Se lee:) 
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“Montevideo, enero 4 de 1989. 

Señor Presidente del Senado 

Dr. Enrique E. Tarigo 

Presente 


De mi mayor consideración: 


Por la presente solicito licencia por el término de 31 días a 
partir de la fecha debido a que viajaré al exterior. 


Sin otro particular saluda a usted con particular estima 
Juan Martín Posadas. Senador”. 

— Se vaa votar si se concede la licencia solicitada. 

(Se vota:) 

— 18 en 20. Afirmativa. 

Dése cuenta de otra solicitud de licencia. 

(Se da de la siguiente:) 


"El señor senador Gargano solicita licencia por el término 
de 31 días, a partir de la fecha". 


— Léase. 
(Se lee:) 


“Montevideo, 29 de diciembre de 1988. 


Sr. Presidente de la Cámara de Senadores 
Dr. Enrique E. Tarigo 

Presente 

De mi mayor consideración: 

Con motivo de haber sido invitado por las autoridades 
cubanas a participar en los actos de conmemoración del XXX* 
ANIVERSARIO de su Revolución, solicito al Senado licencia 
por el término de 31 días, contados a partir del día de la fecha. 

Sin otro particular, saludo a Ud. muy atte. 

Reinaldo Gargano. Senador” 

— Se va a votar si se concede la licencia solicitada. 

(Se vota:) 

— 19 en 20, Afirmativa. 

Dése cuenta de otra solicitud de licencia. 


(Se da de la siguiente:) 


"El señor senador Ubillos solicita licencia por el día de 
hoy." 
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— Léase. 

(Se lee:) 

“Señor Presidente de la Cámara de Senadores: 

Solicito licencia por el día de hoy. 

Saludo a Ud. muy atentamente. 

Francisco Mario Ubillos. Senador” 

— $e va a votar si se concede la licencia solicitada. 

(Se vota:) 

— 20 en 20. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

5) RECURSO DE REFERENDUM. Artículos 1* a 4? de la 
Ley N* 15.848, de 22 de diciembre de 1986. Se regla- 
menta. 

SEÑOR PRESIDENTE - El Senado entra al orden del día 
con la consideración del “Proyecto de Ley por el que se esta- 
blecen diversas disposiciones con relación a la convocatoria 
del Cuerpo Electoral para que se pronuncie sobre el recurso 
de referéndum contra los artículos 1? a 4? de la Ley N* 15,848, 
de 22 de diciembre de 1986. (Carp. N* 1311/88 - Rep. N* 1/ 
89)”. 


(Antecedentes:) 


"Carpeta N* 1311/88 
Repartido N* 1/89 
CAMARA DE SENADORES 
Comisión de 
Constitución y Legislación 
INFORME 
Al Senado: 


Vuestra Comisión de Constitución y Legislación aconseja 
al Senado la sanción de este proyecto de ley, que recoge las 
inquietudes de la Corte Electoral, hechas suyas por el Poder 
Ejecutivo, respecto a la necesidad de introducir ciertas modi- 
ficaciones a la Ley de Elecciones, reglamentar la obligatorie- 
dad del voto y el recurso de referéndum contra las leyes, así 
como dictar ciertas disposiciones concretas sobre el próximo 
referéndum contra la Ley N* 15.848. 


Respecto al tercero de los temas mencionados, vuestra Co- 
misión recuerda al Senado que ya le había elevado, con arre- 
glo al artículo 79 inciso 2* de la Constitución, un proyecto de 
ley reglamentaria del instituto, y hace suyas las palabras con 
que la Corte Electoral y el Poder Ejecutivo encarecieron a la 
Asamblea General la necesidad de dictar, por vía legal, da 
reglamentación en cuestión: 
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“La ley debiera establecer que las hojas de votación, en 
este caso, serán proporcionadas a las Comisiones Receptoras 
por la Corte Electoral. Sin perjuicio de ello se deberían entre- 
gar, a su costo, a las colectividades políticas los ejemplares de 
hojas que soliciten hasta veinte días antes de la convocatoria. 
Se considera conveniente, para evitar toda clase de polémica, 
que el texto legal proporcione la fórmula de expresión de la 
voluntad del votante en estos casos. 


Lo precedentemente expuesto contiene los puntos esencia- 
les que debería contemplar la ley, con miras al acto que la 
Corte está obligada a organizar de inmediato. 


Considera, no obstante, que no debe cerrar esta comunica- 
ción sin señalar que el procedimiento consuetudinario del 
planteo de este tipo de recurso por vía del recogimiento de 
firmas, debe ser abandonado definitivamente. Las característi- 
cas verdaderamente diabólicas del método, cuando se proyec- 
ta a una parte tan significativa de la masa ciudadana han 
quedado en evidencia y la que ha debido sufrirlas, en mayor 
grado, ha sido la Corporación Electoral. 


Aunque la preocupación fundamental, en el momento, ra- 
dica en las soluciones que le permitan encarar de inmediato el 
acto de referéndum, la Corte se permite expresar que conside- 
ra que la reglamentación legal prevista por el inciso 2? del 
artículo 79 de la Constitución, debe ser encarada sin mayores 
dilaciones. La amarga experiencia vivida no debe ser repetida, 
no sólo por aquellos que integren en el futuro este Órgano y no 
estén dispuestos a lavarse las manos declarando que procede 
lo que no controlen debidamente, sino por la misma tranquili- 
dad de la República conmovida recientemente”. 


Damos por reproducidas las consideraciones efectuadas en 
el Mensaje del Poder Ejecutivo -que textualmente transcriben 
las de la Corte Electoral- y en el informe anterior de esta 
Comisión, respecto a la reglamentación del recurso de refe- 
réndum, que se adjuntan al presente informe. 


El mismo, por consiguiente, se circunscribe a la explica- 
ción de las modificaciones introducidas al proyecto de ley del 
Poder Ejecutivo y al que anteriormente elevara esta Comisión 
a ese alto Cuerpo. 


Desde este punto de vista y en lo que dice exclusiva rela- 
ción con la Ley de Elecciones, aparte de leves variantes de 
redacción, se han introducido las siguientes variaciones al tex- 
to remitido por el Poder Ejecutivo: 


a) En el artículo 38 de la Ley N* 7.812 se ha precisado 
que el contralor que los delegados partidarios ejercen 
sobre las Comisiones Receptoras de Votos se limita a 
la etapa de su funcionamiento, el día de las elecciones. 
Asimismo, se le ha quitado a dicho control el califica- 
tivo de “exclusivo”, por cuanto se considera que debe 
quedar claro que el mismo no excluye al que le- 
galmente corresponde, sobre las decisiones relativas al 
acto electoral, a las Juntas Electorales y a la propia 
Corte Electoral. 


CAMARA DE SENADORES 


4 de Enero de 1989 


b) Congruentemente con la modificación introducida al 
artículo 77 de la Ley de Elecciones, vuestra Comisión 
sugiere agregar la locución “del departamento” en el 
artículo 78, de modo que la regla relativa a las Comi- 
siones Receptoras que actúan en las ciudades -artículo 
77- que implica la prohibición del voto interdeparta- 
mental, se haga extensiva a los electores que sufragan 
en las demás Comisiones Receptoras. 


c) Se suprimió la modificación propuesta al artículo 92 de 
la Ley N* 7.812, por entender esta Comisión que la le- 
gislación electoral, en todo lo relativo al ejercicio del 
sufragio y a sus garantías, es esencialmente formalista, 
por cuya causa establecer en la ley que la inobservan- 
cia de una de sus formalidades clásicas no es causal de 
anulación, implica disminuir tales garantías e invadir 
una esfera de actuación tradicionalmente reservada a la 
jurisprudencia de la Corte Electoral. 


Debe quedar claro, por último, que ello no equivale -a 
“contrario sensu”- a erigir esta omisión en causal preceptiva 
de anulación del voto. Ello quedará, en cada caso, a criterio 
de la Corte Electoral. 


En cuanto al Capítulo II de esta ley, que reglamenta la 
obligatoriedad del voto en las elecciones y en los actos de 
referéndum, vuestra Comisión ha disentido con el criterio de 
la Corte Electoral y propone el retorno al régimen de la Ley 
N? 13.882, de 13 de setiembre de 1970, que tras los comicios 
de 1971 se aplicó sin inconvenientes, en lugar del que el go- 
bierno de facto estableció por decreto-ley N? 15.655, de 25 de 
octubre de 1984, por considerar que la supresión de algunas 
de las severas prescripciones del sistema anterior no coadyuva 
a la efectiva obligatoriedad del voto ni se adecua a la norma 
constitucional que la estatuye. 


Desde este punto de vista, vuestra Comisión estima que las 
sanciones a quienes incumplen su obligación de votar deben 
ser severas y efectivas, así como, a ese efecto, abarcar una 
variada gama de conductas, tal como se preveía en la legisla- 
ción sancionada en 1970. 


Muy pocas variantes proponemos introducir en la misma, 
únicamente referidas a la actualización de los valores de las 
multas, previstos ahora en Unidades Reajustables y al régimen 
procesal para hacerlas efectivas en vía judicial, atento al pró- 
ximo cese de la vigencia del viejo Código de Procedimiento 
Civil. 


En cuanto a los capítulos III, IV y V, ellos reproducen la 
arquitectura del proyecto reglamentario del recurso de refe- 
réndum. Las modificaciones que a éste se han introducido son 
las siguientes: 


1%) El artículo 29, último del capítulo HI, reproduce el 
anterior artículo 21, relativo a las competencias de la 
Corte Electoral en materia de referéndum. En él se ha 
suprimido, por razones políticas de oportunidad, la ora- 
ción concerniente a la inexistencia de control político 
sobre el ejercicio de esas atribuciones, 
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2%) Al fin del capítulo IV se ha incluido el artículo 36, que 
establece el efecto no suspensivo de la interposición 
del recurso. Se consagra así lo que constituye la regla 
general en materia de recursos no procesales, desde 
que los actos jurídicos regularmente dictados deben 
cumplirse mientras no hayan sido revocados o abroga- 
dos. Razones de orden práctico y de seguridad jurídica, 
avalan además esta solución. 


32) En el artículo 37 -capítulo TV- se ha extendido el plazo 
a 120 días y se ha precisado desde cuándo corre el 
mismo. 


4) Los artículos 38, 41 y 42 se han intercalado en el texto 
legal anteriormente aprobado por vuestra Comisión. 
Corresponden, respectivamente, a los artículos 7%, 4? y 
5% del proyecto del Poder Ejecutivo, y contienen nor- 
mas necesarias y de fácil inteligencia. 


5%) En el artículo 40 se ha suprimido la referencia al voto 
en blanco, que resulta polémica en las actuales circuns- 
tancias políticas. 


Idéntica solución, jurídicamente correcta e impuesta por el 
artículo 331 de la Constitución para los plebiscitos de reforma 
de la Carta, fluye igualmente del artículo 43 para los eventua- 
les referéndum posteriores al que se realizará sobre la Ley 
N? 15.848. 


6?) En el artículo 45 se ha eliminado la determinación del 
efecto derogatorio de los referéndum que resulten afir- 
mativos y supriman del ordenamiento jurídico las leyes 
recurridas. 


Vuestra Comisión se considera eximida de expresar las 
razones de estricto orden político que la han determinado a 
dar este paso en aras de la rápida aprobación del presente 
proyecto de ley, dada su notoriedad. Pero también se siente en 
el deber de expresar que esta supresión no debe interpretarse 
como abandono del anterior criterio jurídico expresado al res- 
pecto, que su mayoría mantiene “in totum”. 


7%) El capítulo de Disposiciones Transitorias y Especiales 
principia con el artículo 6* del proyecto del Poder Eje- 
cutivo, relativo a la partida que se debe autorizar para 
que la Corte Electoral organice el próximo referéndum. 


8%) La solución que, para el mismo y por única vez, se 
establece respecto a la forma de votar en dicho acto, no 
representa la solución más práctica ni la que más facili- 
te el pronunciamiento de la ciudadanía. Nos hemos 
visto, sin embargo, en la necesidad de adoptarla, ante 
la discusión insoluble respecto a quiénes corresponde- 
ría votar por “NO”, circunstancia a la que algunos, 
desde una óptica sicológica y atento al histórico plebis- 
cito de 1980, parecen atribuir efectos determinantes 
sobre la decisión que ha de adoptar el Cuerpo 
Electoral. 


92) El artículo 49, por último, ha zanjado la discusión so- 
bre el modo de computar los votos en blanco en el 
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próximo referéndum. Á pesar de que esta Comisión, en 
mayoría, estima que la solución jurídicamente acertada 
es la que ha estampado en el artículo 43, piensa tam- 
bién que los votos en blanco no han de resultar deter- 
minantes en la decisión del soberano sobre Ley 
N? 15.848 y que no vale la pena, por eilo, introducir en 
este proyecto una solución diferente, que seguramente 
ententecería y dificultaría su aprobación. 


Es cuanto tenemos que informar al Senado. 
Sala de la Comisión, 2 de enero de 1989. 


Gonzalo Aguirre Ramírez, Pedro W. Cersósimo, Juan 
Carlos Fá Robaina, Dardo Ortiz, Américo Ricaldoni, 
Miembros Informantes. 
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PROYECTO DE LEY SUSTITUTIVO 


CAPITULO I 


De las modificaciones a la ley de elecciones 


ARTÍCULO 1. - Sustitúyense los artículos 32 a 44 
(Capítulo IV) y los artículos 55, 56, 57, 58, 59, 61, 62, 65, 73, 
77 y 78, inciso 1*, de la Ley de Elecciones N* 7.812, de 16 de 
enero de 1925 y sus modificativas, por los siguientes 
artículos: 


“CAPITULO IV 


De las Comisiones Receptoras 


Artículo 32. - Las Comisiones Receptoras de Votos se 
compondrán de tres miembros. Las funciones de actuario se- 
rán desempeñadas por el Secretario de la Comisión. 


Art. 33. - Las designaciones para integrar dichas Comisio- 
nes recaerán en funcionarios públicos. Sólo por excepción, si 
éstos no fueran suficientes, podrán recaer en ciudadanos que 
no tengan esa calidad. En ambos casos se tomarán en cuenta 
solamente a quienes tengan su inscripción cívica vigente en el 
departamento en que deban actuar. 


Art. 34. - Para ser miembro de las Comisiones Receptoras 
se requiere saber leer y escribir. No podrán ser designados 
quienes se hallaren en las condiciones que prescribe el artícu- 
lo 27 de la Ley de Registro Cívico Nacional. 


Art. 35. - La condición de miembro de las Comisiones 
Receptoras es irrenunciable sin causa justificada. Las renun- 
cias se presentarán ante la Junta Electoral respectiva, cuya 
resolución será irrecurrible. 
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Art. 36. - Veinte días antes de la elección, por lo menos, 
las Juntas Electorales procederán a designar tres titulares y 
tres suplentes ordinales para cada Comisión Receptora de 
Votos. 


Art. 37. - A efectos de hacer posible el cumplimiento del 
cometido previsto por el artículo precedente, los organismos 
públicos deberán proporcionar a las Juntas Electorales, por lo 
menos noventa días antes del acto eleccionario, la nómina de 
los funcionarios de su dependencia, en las condiciones que 
determinará la Corte Electoral. 


Bajo la responsabilidad de los respectivos jerarcas, deberá 
incluirse en las referidas nóminas la totalidad de los funciona- 
rios que pertenezcan a su repartición, con la única excepción 
de los que, por encontrarse en la situación prevista en el artí- 
culo 34, no pueden integrar Comisiones Receptoras. 


Art. 38. - Los integrantes de las Comisiones Receptoras de 
Votos, sean o no funcionarios públicos, deberán actuar con 
imparcialidad y tener presente que su designación se ha efec- 
tuado con total prescindencia de su filiación política. 


Durante el funcionamiento de las Comisiones Receptoras 
de Votos el contralor político de sus actos quedará a cargo de 
los delegados partidarios. 


Art. 39. - Los funcionarios públicos que sean designados 
para integrar Comisiones Receptoras de Votos, en caso de 
ejercer sus funciones, tendrán derecho a una licencia de cuatro 
días. 


Los que no concurran o lo hagan pasada la hora prevista 
en el artículo 55, sin justificar debidamente su omisión serán 
sancionados con una multa equivalente al importe de un mes 
de sueldo, que será retenido de sus haberes. 


Los descuentos se efectuarán a requerimiento de la Corte 
Electoral, la que instrumentará las medidas necesarias para la 
aplicación de las sanciones. 


Art. 40. - La Junta Electoral publicará las designaciones, 
comunicará a cada uno de los designados su nombramiento y 
los convocará para constituirse el día de la elección y a la 
hora fijada en el artículo 53, en el local en que ha de funcio- 
nar la Comisión Receptora. 


Art, 41. - En la comunicación a que se refiere el artículo 
anterior se hará constar el orden, en que fueron designados 
por la Junta Electoral los miembros de la Comisión Recepto- 
ra, titulares y suplentes. 


Art. 42. - Son atribuciones de las Comisiones Receptoras: 


a) Recibir los sufragios de los ciudadanos con arreglo a lo 
establecido en el Capítulo VIT. 


b) Decidir inmediatamente todas las dificultades que ocu- 
rran a fin de no suspender su misión. 


c) Efectuar los escrutinios primarios a que se refiere el 
Capítulo XL 
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d) Conservar el orden impidiendo que se altere la norma- 
lidad del ejercicio del sufragio, para lo cual dispondrá 
de la fuerza pública necesaria. 


Art. 43. - Las Comisiones Receptoras deberán actuar con 
la totalidad de sus miembros, pero podrán adoptar resolución 
por mayoría de votos. 


Cuando se produjeran discordias, el miembro disidente 
podrá fundarlas en el acta de clausura. 


Art. 44. - La Junta Electoral remitirá a cada Comisión 
Receptora, por intermedio de los funcionarios a quienes auto- 
rice para tal fin la Corte Electoral, los elementos siguientes: 


12. - La nómina de electores del circuito que corresponde a 
la Comisión Receptora dispuesta en la forma que es- 
tablece el artículo 23. En esta nómina figurarán, al 
lado de cada nombre, el número y la serie de la ins- 
cripción. 


2%. - Los cuadernos de las hojas electorales correspondien- 
tes a los electores del circuito en que funcione la Co- 
misión Receptora, preparados por la Oficina Nacional 
Electoral, con arreglo a lo que establece el artículo 
31. 


3". - Cuaderneta que contenga los formularios impresos 
para la lista ordinal de votantes y las actas que deba 
levantar la Comisión. 


4?. - Una o varias urnas para la votación, la cuales tendrán 
cada una dos cerraduras diferentes. 


5*. - Una caja de cuatrocientos cincuenta sobres de vota- 
ción para cada circuito urbano y sub-urbano, y de 
trescientos cincuenta para los circuitos rurales. Estos 
sobres serán de papel no transparente y llevarán una 
tirilla perforada en su unión con el sobre. En éste, que 
ostentará el escudo nacional, se hallarán impresas las 
palabras: “Firma del Presidente...”, “Firma del Secre- 
tario...” y en la tirilla las que siguen: “Serie... Circui- 
to N2..., Sobre N?... (aquí el número correlativo de 
la...) Votante N?...”. 


6%. - Los sellos que sean necesarios. 
7%. - Utiles para tomar impresiones dactiloscópicas. 


8*. - Utiles de escritorio necesarios para el buen funciona- 
miento de la Comisión. 


92. - Hojas para identificación u observación. 


10. -Folleto conteniendo las disposiciones legales y regla- 
mentarias pertinentes al funcionamiento de la Comi- 
sión Receptora de Votos. 


11. - Formularios para extender constancia de voto. 
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Además, las Juntas Electorales remitirán a las Comisiones 
Receptoras todos los útiles que consideren indispensables al 
buen funcionamiento de dichas Comisiones. 


Art. 55. - El día de la elección, a la hora siete, deberán 
concurrir al local correspondiente todos los miembros desig- 
nados, titulares y suplentes, a fin de proceder a la instalación 
de la Comisión Receptora de Votos y dar cumplimiento a las 
tareas previas a la recepción del sufragio. 


Art. 56. - Los miembros titulares que al llegar la hora siete 
no se hubieran hecho presentes, serán sustituidos inmediata- 
mente por los suplentes ordinales, en el orden que correspon- 
da. De todo ello se dejará constancia en el acta de instalación. 


Art. 57. - Llegada la hora establecida en el artículo ante- 
rior se procederá en la forma siguiente: 


a) si estuvieran presentes los tres miembros designados 
como titulares, deberán constituirse sin demora. 


b) si faltare alguno de los tres miembros titulares, la Co- 
misión se integrará con los suplentes que hubieran con- 
currido, respetando el orden en que fueron designados. 


Cc) si no estuviera presente ninguno de los miembros titu- 
lares, la Comisión se integrará con los suplentes. 


Art. 58. - Si los titulares y suplentes presentes no llegaran 
a tres, invitarán a cualquier ciudadano o ciudadanos para que 
ocupen provisoriamente los puestos de los ausentes e inmedia- 
tamente comunicarán a la Junta Electoral lo ocurrido. 


Art. 39. - Recibida por la Junta Electoral la comunicación 
a que se refiere el artículo anterior, designará de inmediato el 
miembro o miembros que sean necesarios para integrar la 
Comisión. 


Esta designación será comunicada de inmediato al Presi- 
dente de la Comisión que corresponda. 


En las zonas rurales la comunicación se hará en la forma 
más rápida posible y por intermedio de la dependencia poli- 
cial más próxima al lugar en que funcione la Comisión. 


En este último caso, el funcionario policial dejará constan- 
cia de la comunicación en los libros de la Oficina y la trasmi- 
tirá por escrito al Presidente de la Comisión. 


Art. 61. - La Presidencia de la Comisión Receptora de 
Votos será ejercida por el primer titular designado por la Junta 
Electoral. En caso de ausencia de éste, por el segundo titular 
y, en caso de inasistencia de ambos, por el tercer titular. 


Si ninguno de los titulares se hiciera presente, ejercerá la 
Presidencia uno de los suplentes ordinales, de acuerdo al or- 
den en que fueron designados. 


Art. 62. - La Secretaría de la Comisión Receptora de Vo- 
tos será desempeñada por el segundo titular designado por la 
Junta Electoral. A falta de éste, por el tercer titular y, en 
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ausencia de ambos, ocupará el cargo uno de los suplentes 
ordinales, conforme al orden de su designación. 


Art. 65. - Si en el transcurso de la votación un integrante 
de la Comisión se viera imposibilitado de continuar actuando 
por razones de fuerza: mayor, se invitará a un ciudadano para 
que lo sustituya provisoriamente y se dará cuenta de inmedia- 
to a la Junta Electoral para la designación definitiva. 


De esta sustitución se dejará constancia en el acía de clau- 
sura. 


Art. 73, - Acto continuo, los sobres de votación serán 
firmados por el Presidente y por el Secretario y se llenarán los 
claros correspondientes a la serie y al circuito. Cumplidos 
estos requisitos, se colocarán los sobres recibidos en la caja 
correspondiente, con la tirilla hacia abajo. 


Art. 78. - Ante las demás Comisiones Receptoras podrán 
sufragar también los electores del departamento no compren- 
didos en el circuito en que éstas actúen, siempre que se cum- 
plieren las condiciones siguientes”. 


ARTICULO 2*. - Deróganse los artículos 64 y 80 de la 
Ley N* 7.812, de 16 de enero de 1925. 


ARTICULO 3*. - Suprímese en el artículo 63 de la 
referida ley la referencia al Actuario incorporada por la Ley 
N? 10.789, de 23 de marzo de 1946. 


CAPITULO H 
De la reglamentación de la obligatoriedad del voto 


ARTICULO 4*. - En cada acto eleccionario las autori- 
dades de las Comisiones Receptoras de Votos estamparán en 
las credenciales cívicas y en las hojas electorales de los votan- 
tes, un sello refrendado con las firmas del Presidente y Secre- 
tario de la Comisión, que certifique el cumplimiento del acto 
del voto. 


A los ciudadanos que voten sin exhibir la credencial cívica 
o a aquellos en cuyas credenciales no haya espacio suficiente 
para estampar el sello y firmas a que se refiere el inciso ante- 
rior, las Comisiones Receptoras les expedirán una constancia 
de que han cumplido aquel acto. 


Sin perjuicio de lo dispuesto precedentemente, el hecho de 
figurar el ciudadano en la lista ordinal de votantes, constituirá 
prueba suficiente de la emisión del voto, De ese hecho se 
podrá solicitar certificación en la oficina electoral correspon- 
diente. 


ARTICULO 5*. - El ciudadano que por motivos fundados 
no haya votado, lo justificará, dentro de los treinta días 
siguientes al acto eleccionario, ante la Junta Electoral donde 
radique su inscripción o la de su traslado si lo tuviere, o en la 
que le corresponda, según su residencia, la que así lo hará 
constar en la credencial cívica estampando en ella un sello 
que diga: “Elecciones realizadas el día... de... 19... -No pudo 
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votar”, seguido de las firmas del Presidente y Secretario de la 
Junta, o expedirá la constancia respectiva en caso de no haber 
espacio en la credencial, o de pérdida de la misma. 


Las Juntas Electorales resolverán dentro de los sesenta 
días de la presentación. 


ARTICULO 6%. - Serán causas fundadas para no cumplir 
con la obligación de votar, siempre que se comprueben feha- 
cientemente: 


a) Padecer enfermedad, invalidez o imposibilidad física 
que le impida el día de las elecciones la concurrencia a 
la Comisión Receptora; 


b) Hallarse ausente del país el día de las elecciones; 


c) Imposibilidad de concurrir a la Comisión Receptora de 
Votos durante el día de las elecciones por razones de 
fuerza mayor, y 


d) Hallarse comprendido en una de las causales de sus- 
pensión de la ciudadanía establecidas por el artículo 80 
de la Constitución. 


ARTICULO 7?. - Los ciudadanos que se encontraren 
comprendidos en la excepción prevista por el apartado a) del 
artículo anterior deberán presentar a la Junta Electoral que co- 
responda, de acuerdo a lo establecido en el artículo 5%, dentro 
de los treinta días siguientes al de la elección, un certificado 
probatorio expedido por un médico dependiente del Minis- 
terio de Salud Pública. En caso de no haber médico dependi- 
ente del Ministerio de Salud Pública en la localidad, el certifi- 
cado podrá ser expedido por otro médico; en defecto de am- 
bos, el certificado será suplido por una información sumaria 
ante el Juzgado de Paz. 


Los que se hallaren comprendidos en el apartado b) del 
mismo artículo, deberán concurrir a la oficina consular uru- 
guaya más próxima a su residencia temporaria, dentro de los 
veinte días anteriores y dentro de los veinte días posteriores a 
la elección, para acreditar hallarse en el exterior, labrándose 
las actas correspondientes, que los señores cónsules deberán 
remitir a la Corte Electoral dentro de los veinte días siguientes 
a su expedición, entregando asimismo al interesado, una copia 
autenticada, Para este caso, el plazo del artículo 5% comenzará 
a correr desde su regreso al país. 


Queda comprendido dentro de esta excepción, todo el per- 
sonal diplomático, consular y en general todos quienes se 
hallaren adscriptos al servicio exterior de la República, cir- 
cunstancia que se comprobará con la nómina del mismo que 
al efecto enviará el Ministerio de Relaciones Exteriores a la 
Corte Electoral, en vísperas electorales. La Corte Electoral 
enviará a la Junta Electoral respectiva la nómina que corres- 
ponda. 


La excepción establecida en el aparato c) del artículo 6% 
deberá ser deducida ante la Junta Electoral correspondiente, 
dentro de los treinta días siguientes a la elección, presentando 
prueba de la circunstancia alegada. 
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ARTICULO 8*. - El ciudadano que sin causa justificada 
no cumpliera con la obligación de votar, incurrirá en una 
multa equivalente al monto de una Unidad Reajustable 
(artículo 38 de la Ley N* 13.728, de 17 de diciembre de 1968) 
por la primera vez y de tres Unidades Reajustables por cada 
una de las siguientes. El pago de las multas se hará efectivo 
en las Juntas Electorales del Departamento donde el ciuda- 
dano debió votar y dichas Oficinas estamparán en la creden- 
cial del ciudadano omiso un sello, con las firmas del Pre- 
sidente y del Secretario de la Junta, que diga: “Elecciones del 
día ... de ... de 19....- No votó, pagó multa de N$ ...”. En caso 
de que el ciudadano omiso, al pagar la multa no presentase su 
credencial, la Junta Electoral le expedirá una constancia de 
pago en la que conste la serie y el número de la credencial y 
el nombre del ciudadano, así como el hecho de haber pagado 
la multa, con especificación de su monto y la mención de la 
fecha del acto electoral a que se refiere. 


ARTICULO 9* - En el acto de la presentación de escritos 
de cualquier naturaleza ante las Oficinas del Estado (Poder 
Legislativo, Administración Central, Municipios, Entes Autó- 
nomos, Servicios Descentralizados, Poder Judicial, Tribunal 
de lo Contencioso Administrativo, Tribunal de Cuentas y Jus- 
ticia Electoral) se exhibirá la Credencial Cívica del o de los 
firmantes en la que luzcan los sellos a que se refieren los artf- 
culos 42, 5* y 8* de la presente ley o, en su defecto, las cons- 
tancias sustitutivas correspondientes expedidas por las Juntas 
Electorales. 


El funcionario que reciba los escritos deberá dejar cohs- 
tancia en ellos, con su puño y letra y firmándola, de la serie, 
el número y el texto del último de los sellos previsto en esta 
ley, que luzcan en las credenciales de cada uno de tos firman- 
tes. 


No obstante lo dispuesto en el inciso 1%, se admitirá la 
presentación de escritos sin la justificación a que él se refiere, 
la que deberá realizarse dentro de los treinta días siguientes. 
Transcurrido ese plazo sin que se cumpla con la exhibición 
que indica el inciso 1*, se tendrá el escrito por no presentado y 
se declarará de oficio la nulidad de las actuaciones posteriores 
a aquella presentación. 


La resolución que contenga esta declaración, recaída en 
asuntos tramitados ante las oficinas del Poder Judicial o del 
Tribunal de lo Contencioso Administrativo, sólo admitirá el 
recurso de reposición. 


ARTICULO 10. - Ninguna persona, firma o empresa 
comercial o industrial, podrá intervenir en licitaciones de 
cualquier clase o llamado de precios, ante las Oficinas del 
Estado, sin la exhibición de la Credencial Cívica de la persona 
interveniente, titulares o representantes de dichas empresas, 
industrias o casas de comercio, en la que se hallen estampados 
algunos de los sellos a que se refieren los artículos 4%, 5? y 8%, 


La exhibición de la Credencial Cívica podrá sustituirse por 
la de la constancia expedida por la Junta Electoral respectiva. 


Quedan exceptuadas las personas que, por tratarse de ex- 
tranjeros que no tengan derecho al voto, no están comprendi- 
das en las disposiciones de esta ley. 
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ARTICULO 11. - Los ciudadanos que hayan cumplido 18 
años de edad antes del último acto electoral y no exhiban sus 
credenciales con algunos de los sellos previstos en los 
artículos 4%, 5* y 8*, o las constancias sustitutivas expedidas 
por las Juntas Electorales, no podrán: 


a) Otorgar escrituras públicas, salvo testamentos y las 
provenientes de ventas judiciales. En este último caso, 
la excepción no rige para el comprador, 


b) Cobrar dietas, sueldos, jubilaciones y pensiones de 
Cualquier naturaleza, excepto la alimenticia; 


c) Percibir sumas de dinero que por cualquier concepto 
les adeude el Estado (Poderes Ejecutivo, Legislativo y 
Judicial, Municipios, Entes Autónomos y Servicios 
Descentralizados); 


d) Ingresar a la Administración Pública. Esta prohibición 
no será subsanada con el pago de la multa prevista en 
el artículo 8* de la presente ley; 


€) Inscribirse ni rendir examen ante cualesquiera de las 
Facultades de la Universidad, ni Institutos Normales, ni 
Institutos de Profesores, 


f) Obtener pasajes para el exterior de ninguna empresa o 
compañía de transporte de pasajeros. 


ARTICULO 12. - Las multas establecidas en el artículo 
8*, se duplicarán cuando los ciudadanos omisos tengan la cali- 
dad de profesionales con títulos expedidos por ta Universidad 
de la República, o funcionarios públicos. 


ARTICULO 13. - La prueba del cumplimiento de la 
obligación del voto o la justificación de su incumplimiento, se 
entiende por una sola vez después de cada acto electoral, en 
aquellas relaciones del ciudadano con el mismo Organismo 
Público que suponen el ejercicio de una actividad profesional, 
o la repetición o continuidad de una misma gestión. Cuando 
se extienda a distintos Organismos, la exigencia de esta ley se 
cumplirá en la repartición donde se inicie el trámite. 


Los profesionales que actúen en forma habitual, tramitan- 
do asuntos de terceros ante las oficinas del Poder Judicial o 
del Tribunal de lo Contencioso Administrativo harán la justi- 
ficación a que se refiere el inciso anterior en oportunidad de la 
iniciación de cada asunto en que intervengan. 


ARTICULO 14 - Los escribanos públicos. los funcionar- 
ios públicos y los empleados de empresas privadas que no re- 
alicen los contralores a que se refieren los artículos 9%, 10 y 
11, serán pasibles de las siguientes sanciones: 


a) Multa de 10% (diez por ciento) del sucido nominal 
mensual, si se tratare de empleados de empresas priva- 
das. En caso de reincidencia, se duplicará la multa; 


b) Multa equivalente al importe de tres Unidades Reajus- 
tables cuando el omiso fuere escribano público. La re- 
incidencia será sancionada con el doble de la multa y 
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con seis meses de suspensión en el ejercicio de la fun- 
ción. 


c) Multa equivalente a un 20% (veinte por ciento) del 
sueldo, si se tratare de funcionario público. La reinci- 
dencia será sancionada con multa doble, 


ARTICULO 185. - Las intimaciones de pago de las multas 
previstas por esta ley, las hará la Corte Electoral por medio de 
las oficinas electorales departamentales a través de la policía. 
Vencido el plazo de la intimación sin haberse realizado el 
pago, la autoridad electoral promoverá ante la Justicia de Paz 
y por la vía ejecutiva, el cobro de lo adeudado. A tales efectos 
la documentación expedida por las oficinas electorales y en la 
que conste el monto de la deuda, constituirá título ejecutivo. 


ARTICULO 16. - Incurrirá en omisión el funcionario 
público que, comprobada la falta de alguno de los contralores 
a que se refieren los artículos 99, 10 y 11, no la denunciara al 
Jefe de su repartición el que de inmediato la pondrá en cono- 
cimiento de la Junta Electoral Departamental. 


Recibida la denuncia por la Junta Electoral respectiva, dis- 
pondrá la aplicación de la sanción que corresponda. Á esos 
efectos podrá ordenar las retenciones de haberes necesarios 
para cubrir la multa respectiva. 


ARTICULO 17. - El importe de las multas previstas en 
los artículos 8% y 14 tendrá la condición de proventos de la 
Corte Electoral no pudiéndose destinar a la toma de personal. 


ARTICULO 18. - El régimen de sanciones establecidas 
en la presente ley empezará a aplicarse a los 120 días de reali- 
zado cada acto eleccionario. 


ARTICULO 19. - Las infracciones a la presente ley com- 
prenden tanto a los ciudadanos naturales como legales y las 
disposiciones del presente capítulo entrarán en vigor a partir 
del próximo acto eleccionario. 


ARTICULO 20. - Las disposiciones del presente capítulo 
se aplicarán, también a los actos de plebiscito y referéndum. 
CAPITULO MI 


Reglamentación del recurso de referéndum 
contra las leyes 


Disposiciones Generales 


ARTICULO 21. - Las leyes, salvo aquellas indicadas en 
el artículo siguiente, pueden ser impugnadas mediante el re- 
curso de referéndum, instituido por el artículo 79, inciso 
segundo, de la Constitución. 


ARTICULO 22. - No son impugnables mediante el re- 
curso de referéndum: 


a) Las leyes constitucionales (artículo 331, literal D), de 
la Constitución. 
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b) Las leyes cuya iniciativa, por razón de materia, es ex- 
clusiva del Poder Ejecutivo (artículos 86 in fine, 133 y 
214 de la Constitución). 


c) Las leyes que establezcan tributos, entendiéndose por 
tales los impuestos, las tasas y las contribuciones espe- 
ciales (artículos 11, 12 y 13 del Código Tributario). 


Establecer tributos es crear nuevos hechos generadores, 
que determinan el nacimiento de obligaciones tributarias ine- 
xistentes hasta la entrada en vigencia de la ley de que se trata 
(artículos 14 y 24 del Código Tributario), así como aumentar 
la cuantía de las obligaciones tributarias existentes por modi- 
ficación de sus bases de cálculo o de sus alícuotas. 


No establecen tributos las leyes que modifican su denomi- 
nación, pero no sus hechos generadores. 


ARTICULO 23. - No están comprendidas en las ex- 
cepciones precedentes: 


a) Las leyes interpretativas de la Constitución (artículo 
85, numeral 20 de la Constitución). 


b) Las leyes remitidas a la Asamblea General con declara- 
ción de urgente consideración, cuya iniciativa es exclu- 
siva del Poder Ejecutivo por razón de procedimiento 
(artículo 168, numeral 7%, de la Constitución). 


c) Las leyes que, habiendo sido objetadas u observadas 
por el Poder Ejecutivo por inconstitucionalidad formal 
resultante de su falta de iniciativa, hubieren sido pro- 
mulgadas tras el levantamiento de las objeciones u 0b- 
servaciones por la Asamblea General (artículos 137 y 
145 de la Constitución). 


ARTICULO 24. - El recurso de referéndum será direc- 
tamente interpuesto ante la Corte Electoral. 


ARTICULO 25, - El recurso de referéndum podrá inter- 
ponerse contra la totalidad de la ley o, parcialmente, contra 
uno o más de sus artículos, precisamente individualizados por 
su número. 


ARTICULO 26. - Podrán promover e interponer el re- 
curso de referéndum las personas inscriptas en el Registro 
Cívico Nacional y habilitadas para votar, a la fecha de su 
promoción o de su interposición, en razón de: 


a) Ser ciudadanos naturales. 


b) Ser ciudadanos legales y, en los casos de los literales A 
y B del artículo 75 de la Constitución, haber obtenido 
su carta de ciudadanía tres años antes de la fecha de la 
interposición del recurso. 


c) Ser extranjeros no ciudadanos y haber cumplido con 
los extremos exigidos por el artículo 78 de la Constitu- 
ción para tener derecho al sufragio. 
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No podrán interponer el recurso de referéndum las perso- 
nas que tengan la ciudadanía suspendida por alguna de las 
causales previstas en el artículo 80 de la Constitución, 


ARTICULO 27. - El recurso de referéndum podrá inter- 
ponerse dentro del año de la promulgación de la ley recurrida. 
El término comenzará a correr al día siguiente de efectuada la 
misma por el Poder Ejecutivo. 


ARTICULO 28. - La promulgación se realizará por el 
Poder Ejecutivo: 


a) En forma expresa, por decreto que dispone el “cúmpla- 
se” de la ley, su publicación, su inserción en el Regis- 
tro Nacional de Leyes y Decretos y su archivo. 


b) En forma tácita, en la situación prevista en el artículo 
144 de la Constitución. 


ARTICULO 29. - La Corte Electoral es el juez del acto 
de referéndum (artículo 322, literal C de la Constitución),así 
como su organizador, y el órgano competente para la 
calificación del recurso (artículo 31). 


CAPITULO IV 


De la promoción e interposición del recurso 
de referéndum contra las leyes 


ARTICULO 30. - Quienes intentaren promover la inter- 
posición de un recurso de referéndum deberán comparecer por 
escrito ante la Corte Electoral, en un número no inferior al 
uno por mil (1%.) de los inscriptos habilitados para votar, 
dentro de los ciento ochenta días contados desde el siguiente 
al de la promulgación de la ley, estampando su impresión 
dígito pulgar derecho y su firma y expresando: 


12) Su nombre, y la serie y número de su credencial cívica 
vigente. 


2%) El nombre y la identificación cívica de quienes actua- 
rán como representantes de los promotores. 


3%) El domicilio común que constituyen a todos los efec- 
tos. 


4%) La ley o disposición legal objeto del recurso, cuyo tex- 
to deberán también acompañar, en el ejemplar del Dia- 
rio Oficial en que se hubiere publicado. 


ARTICULO 331. - Producida esta comparecencia, la Corte 
Electoral calificará la procedencia del recurso en un término 
de diez días continuos, que se contarán a partir del día 
siguiente a dicha comparecencia. Este término se suspenderá 
durante la Semana Santa o de Turismo y durante los días 
feriados de Carnaval. 


Al efecto indicado, la Corte Electoral dictaminará: 


a) Si los promotores de la interposición del recurso alcan- 
zan el porcentaje requerido por el artículo anterior. 
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b) Si la promoción de la interposición del recurso se ha 
realizado dentro del término señalado en dicho artícu- 
lo. 


c) Si la ley o la disposición legal de que se trata es recu- 
rrible, de acuerdo con lo dispuesto por los artículos 22 
y 23 de esta ley. 


Si no se hubiere llenado cualquiera de estos extremos, la 
Corte Electoral declarará no proceder la interposición del re- 
curso. En caso contrario, franqueará los procedimientos para 
su interposición. 


La decisión que negare la procedencia de la interposición, 
será susceptible del recurso de revisión para ante la propia 
Corte Electoral, que podrán presentar los promotores de dicha 
interposición o sus representantes, en un término perentorio 
de diez días continuos, que correrán a partir del día siguiente 
al de su notificación. La Corte Electoral reglamentará los pro- 
cedimientos relativos a la sustanciación y decisión del recur- 
$0. 


ARTICULO 32. - Si la Corte Electoral no se pronunciare 
dentro del indicado término de diez días continuos, se consid- 
erará aceptada la procedencia del recurso y se procederá con 
arreglo a lo dispuesto por el artículo siguiente, 


ARTICULO 33. - Calificada afirmativamente, luego del 
control sumario de la regularidad formal de la comparecencia, 
la procedencia del recurso, la Corte Electoral convocará pú- 
blicamente, mediante aviso a publicar por cinco días contin- 
uos en el Diario Oficial y en dos diarios de circulación 
nacional, a los inscriptos habilitados para votar que deseen 
adherir al recurso, a que lo hagan en la forma que se deter- 
mina en el artículo siguiente. 


Si del control de la regularidad formal de la comparecen- 
cia resultare, previamente, el incumplimiento de alguno de los 
requisitos exigidos por los ordinales 2*, 3? y 4* del artículo 30, 
la Corte Electoral lo comunicará por escrito a los promotores 
de la interposición del recurso o a sus representantes y decla- 
rará suspendido el transcurso del término establecido en el 
artículo 31, pudiendo aquéllos subsanar dicho incumplimiento 
en un término de siete días continuos, que se contarán a partir 
del día siguiente al de la notificación recibida y a cuyo venci- 
miento volverá a correr el término para calificar la proceden- 
cia del recurso. 


ARTICULO 34, - Quienes desearen adherir al recurso 
deberán expresar su voluntad en forma secreta y en acto que 
se celebrará en todo el país entre: los sesenta y los noventa 
días siguientes a la calificación afirmativa de la procedencia 
del recurso y en día domingo. A tal efecto, se aplicarán, en lo 
pertinente, las disposiciones que rigen para la emisión del 
voto en las elecciones nacionales. Las adhesiones se formula- 
rán ante Comisiones Receptoras integradas por funcionarios 
públicos que se instalarán en las capitales departamentales y 
en los distritos electorales con más de diez mil inscriptos, 


Los recurrentes deberán introducir en el sobre correspon- 
diente una hoja en la que se leerá: “Interpongo el recurso de 
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referéndum contra...”. Esta leyenda concluirá con la mención 
de la ley o de aquellos de sus artículos que se pretendiere 
impugnar. 

Realizado el escrutinio y si los recurrentes alcanzaren el 
porcentaje del 25% previsto en el artículo 79 inciso 2* de la 
Constitución, la Corte Electoral procederá en la forma esta- 
blecida en el artículo 36. 


Si, por el contrario, no se obtuviere en dicha oportunidad 
el número de recurrentes exigido constitucionalmente, la Cor- 
te Electoral convocará nuevamente al Cuerpo Electoral, con 
la misma finalidad, para el día en que venza el año a que se 
refiere el artículo 27 de esta ley. Dicho día será feriado no 
laborable y las mesas receptoras estarán abiertas un mínimo 
de ocho horas y, como máximo, hasta la hora 24. 


La Corte Electoral reglamentará la convocatoria y el acto 
de expresión de voluntad de los recurrentes, en todo lo no 
previsto por este artículo. 


ARTICULO 35. - Si la Corte Electoral, realizado el 
segundo acto de expresión de voluntad por parte de los recur- 
rentes, declarare que éstos no han alcanzado el 25% de los 
inscriptos habilitados para votar, su decisión será recurrible en 
la misma forma y término previstos en el artículo 31. 


ARTICULO 36. - La interposición del recurso de 
referéndum no tendrá efecto suspensivo sobre la ley recurrida, 


CAPITULO V 


De la convocatoria y pronunciamiento 
del Cuerpo Electoral 


ARTICULO 37. - Si el recurso hubiere sido deducido por 
el veinticinco por ciento (25%) de los inscriptos habilitados 
para votar, la Corte Electoral convocará al Cuerpo Electoral a 
referéndum, el que deberá realizarse dentro de los ciento ve- 
inte días siguientes a la proclamación de que el recurso fue in- 
terpuesto en tiempo y forma. 


El plazo precedente no será de aplicación cuando dicha 
convocatoria ocurriere dentro de los seis meses anteriores a la 
celebración de las elecciones nacionales ordinarias, en cuyo 
caso el referéndum se realizará en el mismo acto que éstas. 


ARTICULO 38. - En los referéndum, el voto será secreto 
y obligatorio. Su omisión estará sujeta a las sanciones previs- 
tas en el Capítulo IT de la presente ley. 


ARTICULO 39. - Con noventa días de antelación a la 
realización de los actos de referéndum, los organismos 
públicos deberán proporcionar a las Juntas Electorales la 
nómina completa de los funcionarios de su dependencia que 
desempeñan tareas en los respectivos Departamentos, con la 
única excepción de los que, por encontrarse en la situación 
prevista en el artículo 34 de la Ley de Elecciones N* 7812, de 
16 de enero de 1925, no puedan integrar Comisiones Re- 
ceptoras. 
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La referida nómina deberá indicar necesariamente: serie y 
número de credencial cívica y escalafón y grado de fun- 
cionario. 


ARTICULO 40. - Los votantes se pronunciarán por “SI” 
o por “NO”. Votarán por Sl quienes deseen hacer lugar al 
recurso y por NO quienes estén en contra de él. El voto en 
blanco se considerará voto por NO. 


ARTICULO 41. - Las hojas destinadas a la expresión de 
voluntad de los inscriptos habilitados para votar en el acto de 
referéndum serán impresas y suministradas a las Comisiones 
Receptoras por la Corte Electoral. Sin perjuicio de ello, los 
Partidos Políticos podrán solicitar a su costo, cantidades razo- 
nables de dichas hojas, hasta veinte días antes de la votación. 


ARTICULO 42, - Decláranse aplicables en lo pertinente 
al acto de referéndum las disposiciones de la Ley de 
Elecciones número 7812, de 16 de enero de 1925. 


ARTICULO 43. - Efectuado el escrutinio, la Corte Elec- 
toral proclamará el resultado. Se considerará que el Cuerpo 
Electoral ha hecho lugar al recurso, cuando sufraguen por SI 
más de la mitad de los votantes cuyo voto sea considerado 
válido. 


ARTICULO 44. - La proclamación del resultado del 
referéndum será impugnable mediante los mismos recursos y 
con los mismos efectos que los previstos por la legislación 
electoral vigente (artículos 162 a 165 de la Ley N* 7812, de 
16 de enero de 1925). 


ARTICULO 45. - Proclamando el resultado del 
referéndum, la Corte Electoral dispondrá que el mismo sea 
publicado en el Diario Oficial y en dos diarios de circulación 
nacional. Si el Cuerpo Electoral hubiere hecho lugar al re- 
curso, también se dará cuenta de este resultado al Poder 
Ejecutivo, a los efectos de su publicación en el Registro 
Nacional de Leyes y Decretos, a la Asamblea General y a la 
Suprema Corte de Justicia. 


CAPITULO VI 
Disposiciones especiales y transitorias 


ARTICULO 46. - A efectos de solventar los gastos que 
demande la organización y celebración del acto de pronuncia- 
miento del Cuerpo Electoral sobre el recurso de referéndum 
interpuesto contra los artículos 1 a 4 de la Ley N* 15.848, de 
22 de diciembre de 1986, el Poder Ejecutivo pondrá a disposi- 
ción de la Corte Electoral la cantidad de N$ 1.250:000.000 
(un mil doscientos cincuenta millones de nuevos pesos). 


Facúltese a dicho organismo a designar hasta veinte peo- 
nes eventuales por el término de seis meses. 


ARTICULO 47. - Dentro de los veinte días de promul- 
gada la presente ley, los organismos públicos cumplirán con 
la obligación prevista en su artículo 38. a los efectos de la 
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realización del referéndum contra los artículos 1 a 4 de la Ley 
N? 15.848, de 22 de diciembre de 1986. 


ARTICULO 48. - En dicho referéndum quienes deseen 
hacer lugar al recurso votarán en hojas que lucirán la siguiente 
leyenda: “Voto por dejar sin efecto los artículos 1 a4de 
la Ley N* 15,848”. Quienes deseen no hacer lugar al recurso, 
votarán en hojas que lucirán la siguiente leyenda: “Voto por 
confirmar los artículos 1 a 4 de la Ley N* 15,848”. 


ARTICULO 49. - En el referéndum contra los artículos 1 
a 4 de la Ley N* 15.848, de 22 de diciembre de 1986, se con- 
siderará que el Cuerpo Electoral ha hecho lugar al recurso si 
sufragaron en la primera de las formas indicadas más votantes 
que aquellos que lo hicieren por confirmar las disposiciones 
recurridas. 


ARTICULO 50. - Esta Ley entrará en vigencia desde la 
fecha de su promulgación. 


Sala de la Comisión, 2 de enero de 1989. 


Gonzalo Aguirre Ramírez, Pedro W. Cersósimo, Juan 
Carlos Fá Robaina, Dardo Ortiz, Américo Ricaldoni, 
Miembros Informantes, Hugo Batalla (Con salvedades y 
discrepancias, en especial referidas a los Capítulos II, II, 
TV, V y VI), Senadores. 


Ministerio de Educación y Cultura 
Ministerio del Interior 
Ministerio de Economía y Finanzas 


Montevideo, 27 de diciembre de 1988 


Señor Presidente de la 
Asamblea General 
Presente 


De mi consideración: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de comunicarle que ha 
resuelto convocar a sesiones extraordinarias al Poder Legisla- 
tivo, según lo dispuesto por el artículo 104 de la Constitución 
de la República. 


Motiva esta convocatoria haber recibido un Mensaje de la 
Corte Electoral referido a la celebración del referéndum con- 
tra ciertos artículos de la Ley N* 15,848; asunto éste que 
posee la necesaria urgencia como para que el Parlamento de- 
libere sobre el mismo y resuelva lo pertinente. 


El Poder Ejecutivo se permite -por compartirla en lo esen- 
cial- transcribir la exposición de motivos redactada por la 
Corte Electoral y hacer suyo cl proyecto elaborado por dicho 
organismo especializado. 


“L- Costo estimado 


El acto implica la convocatoria de todo el Cuerpo Electo- 
ral, por lo que las tareas preparatorias y la instrumentación de 
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la votación consiguiente, tendrían un costo similar al de una 
elección nacional. 


El costo del acto que debe cumplirse se estima en la suma 
de N$ 1:250.000.000 (nuevos pesos mil doscientos cincuenta 
millones). 


Corresponde destacar que varios rubros significativos 
comprenden adquisiciones y reparaciones de elementos no 
desechables después de su uso por primera vez y en conse- 
cuencia, será posible su utilización en las elecciones naciona- 
les próximas. 


Los abastecimientos deberán ser cumplidos rápidamente, 
por lo que la disponibilidad de fondos tendría que ser 
inmediata. 


Con cargo a la partida que a estos efectos se le conceda, la 
Corte estima que debe quedar autorizada para contratar veinte 
peones, con los que se cubriría la insuficiencia de operarios 
para la preparación y acondicionamiento de los materiales 
requeridos por una votación de las magnitudes de la que debe 
cumplirse. Cabe destacar que la Corporación que presido, no 
ha efectuado nombramientos y que, en el transcurso de su 
gestión, se han suprimido numerosos cargos vacantes. 


Il. Integración de las Comisiones Receptoras de Votos 
con funcionarios públicos. 


La Corte es partidaria de transformar en régimen perma- 
nente la integración de las comisiones receptoras de votos con 
funcionarios públicos, que con innegable buen suceso se apli- 
có en los actos de plebiscito y elecciones cumplidos en el 
período de facto. 


La Ley de Elecciones de 1925 establece una forma de 
designación de estas comisiones por las Juntas Electorales, 
mediante un sistema complejo de doble voto simultáneo con 
un escrutinio especial, que una experiencia de medio siglo 
demostró no da seguridades del desarrollo regular de las vota- 
ciones y de la elaboración eficiente de los documentos nece- 
sarios para que los escrutinios definitivos no den lugar a dudas 
de clase alguna. 


Resulta evidente que en su origen, el sistema que se trata 
de sustituir procuraba asegurar las garantías del sufragio por 
el contralor recíproco de los partidos políticos. Esas segurida- 
des pueden lograrse también con la actuación de los delegados 
de los centros políticos, que en muchas ocasiones terminaban 
por sustituir a los miembros de comisiones inasistentes en 
mesas que empezaban a funcionar muchas veces recién al 
mediodía. 


Esas irregularidades de funcionamiento provocaron en 
1971, la prórroga del horario de votación en una medida de 
dudosa legalidad, impuesta por la excepcionalidad de las cir- 
cunstancias, pues fue grande el número de mesas que se insta- 
laron tardíamente, 


La integración con funcionarios públicos da seguridades 
de la constitución en hora de las comisiones receptoras y del 
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manejo de la documentación por gente acostumbrada a ese 
tipo de tareas. 


Hace algún tiempo, la Corte Electoral hizo llegar a una 
comisión especial del Senado, el proyecto que más adelante se 
reproduce. Se estima conveniente que el régimen que se pro- 
picia sea establecido por un texto que sustituya los artículos 
correspondientes de la Ley N* 7.812, manteniendo, de ese 
modo, la estructura de un ordenamiento de más de sesenta 
años de antigúedad. Dos disposiciones propuestas que no tie- 
nen relación directa con la integración de las mesas, requieren 
explicación especial. 


En el proyecto se contempla la posibilidad del voto fuera 
del circuito del custodia militar de la mesa correspondiente, 
restableciendo de este modo la redacción que al artículo 77 de 
la Ley de Elecciones N* 7.812 de 16 de enero de 1925 dio la 
Ley N* 14.041 de 22 de octubre de 1971 y que por inadverten- 
cia no se tuvo en cuenta cuando se sancionó el Decreto-Ley 
N? 14,802 de 17 de julio de 1978. 


También propicia el proyecto, que las faltas de firmas del 
Presidente o Secretario de la Comisión Receptora, o de am- 
bos, en la hoja de observación, no dé lugar a la anulación del 
voto. La realidad demuestra que el elector no tiene la posibili- 
dad de controlar el cumplimiento de esos requisitos, como se 
ha afirmado en la antigua jurisprudencia de la Corte. La hoja 
de observación con la impresión digital queda encerrada en el 
correspondiente sobre de observación y no hay posibilidad 
alguna de que pueda ser sustituida antes de realizarse el escru- 
tinio departamental. 


Por otra parte, se evitaría todo tipo de maniobras que pu- 
diera intentarse sobre la base de la omisión de estos requisitos 
en mesas que ya no dan seguridades de que el Presidente y el 
Secretario pertenezcan a distintos partidos. 


La Corte considera que el nuevo régimen debe, necesaria- 
mente, aplicarse desde el acto de referéndum que va a cum- 
plirse y que para esta ocasión, el plazo para que los organis- 
mos públicos proporcionen a las Juntas Electorales las 
nóminas de sus funcionarios, sea de veinte días a partir de la 
promulgación de la ley. 


TIL. Obligatoriedad del voto 


La Corte no tiene dudas de que en el caso de referéndum 
el voto es obligatorio por imperio de la Constitución. 


Podría discutirse, en cambio, si son aplicables las sancio- 
nes para la omisión de votar, establecidas por la ley con refe- 
rencia a las elecciones. 


Por lo tanto se considera necesario que la ley establezca, 
de manera expresa la vigencia de esas disposiciones en los 
casos de referéndum para hacer efectiva la obligación consti- 
tucional. 


IV Aplicación en lo pertinente, de las disposiciones de 
la Ley de Elecciones N* 7812 


Sería necesario que la ley estableciera, de manera expresa, 
que en lo pertinente, rigen para este caso las disposiciones de 
la Ley de Elecciones N* 7812 de 16 de enero de 1925. 
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Podría decirse que fuera de las normas que rigen los actos 
previos a la elección casi todas las demás serían aplicables al 
acto de votación sobre referéndum. De ese modo quedaría 
despejada toda duda como podría ser, por ejemplo, si rige la 
servidumbre de la propiedad privada en los casos en que la 
autoridad electoral reclame locales para la instalación de cir- 
cuitos o las diposiciones que regulan las garantías para el 
ejercicio personal del sufragio o las que se refieren a los 
recursos, etc. 


V. Fórmulas para la votación 


La ley debiera establecer que las hojas de votación, en este 
caso, serán proporcionadas a las Comisiones Receptoras por la 
Corte Electoral. Sin perjuicio de ello se deberían entregar, a 
su costo, a las colectividades políticas los ejemplares de hojas 
que soliciten hasta veinte días antes de la convocatoria. Se 
considera conveniente para evitar toda clase de polémica, que 
el texto legal proporcione la fórmula de expresión de la volun- 
tad del votante en estos casos. 


Lo precedentemente expuesto contiene los puntos esencia- 
les que debería contemplar la ley, con miras al acto que la 
Corte está obligada a organizar de inmediato. 


Considera, no obstante, que no debe cerrar esta comunica- 
ción sin señalar que el procedimiento consuetudinario del 
planteo de este tipo de recurso por vía del recogimiento de 
firmas, debe ser abandonado definitivamente. Las característi- 
cas verdaderamente diabólicas del método, cuando se proyec- 
ta a una parte tan significativa de la masa ciudadana han 
quedado en evidencia y la que ha debido sufrirlas, en mayor 
grado ha sido la Corporación Electoral. 


Aunque la preocupación fundamental, en el momento, ra- 
dica en las soluciones que le permitan encarar de inmediato el 
acto de referéndum, la Corte se permite expresar que conside- 
ra que la reglamentación legal prevista por el inc. 2% del 
artículo 79 dela Constitución de la República, debe ser encar- 
ada sin mayores dilaciones. La amarga experiencia vivida no 
debe ser repetida, no sólo por aquellos que integren en el 
futuro este órgano y no estén dispuestos a lavarse las manos 
declarando que procede lo que no controlen debidamente, sino 
por la misma tranquilidad de la República conmovida recien- 
temente. 


El Poder Ejecutivo, saluda al Señor Presidente con su ma- 
yor consideración. 


JULIO MARIA SANGUINETTI Presidente de la República 


PROYECTO DE LEY 


Artículo 1%, - Sustitúyense el Capítulo FV y los artículos 
55, 56, 57, 58, 59, 61, 62, 65, 73, 77 y 92 de la Ley de 
Elecciones N* 7812 de 16 de enero de 1925, por los siguientes 
Capítulo y artículos: 


CAMARA DE SENADORES 


4 de Enero de 1989 
CAPITULO IV 
DE LAS COMISIONES RECEPTORAS 


Art. 32%. - Las Comisiones Receptoras de Votos se com- 


* pondrán de tres miembros. Las funciones de actuario serán 


desempeñadas por el Secretario de la Comisión. 


Art. 33*. - Las designaciones para integrar dichas Comisio- 
nes recaerán en funcionarios públicos. Sólo por excepción, si 
éstos no fueran suficientes, podrán recaer en cuidadanos que 
no tengan esa calidad. En ambos casos se tomarán en cuenta 
solamente a quienes tengan su inscripción cívica vigente en el 
departamento en que deban actuar. 


Art. 34%, - Para ser miembro de las Comisiones Receptoras 
se requiere saber leer y escribir. No podrán ser designados 
quienes se hallaren en las condiciones que prescribe el Art, 27 
de la ley de Registro Cívico Nacional. 


Art. 35%. - La condición de miembro de las Comisiones 
Receptoras es irrenunciable sin causa justificada. Las renun- 
cias se presentarán ante la Junta Electoral respectiva, cuya 
resolución será irrecurrible. 


Ant. 36%. - Veinte días, por lo menos, antes de la elección, 
las Juntas Electorales procederán a designar tres titulares y 
tres suplentes ordinales para cada Comisión Receptora de Vo- 
tos. 


Art. 37”. - A efectos de hacer posible el cumplimiento del 
cometido previsto en el artículo precedente, los organismos 
públicos deberán proporcionar a las Juntas Electorales, por lo 
menos noventa días antes del acto eleccionario, la nómina de 
los funcionarios de su dependencia, en las condiciones que 
determinará la Corte Electoral. 


Bajo la responsabilidad de los respectivos jerarcas, deberá 
incluirse en las referidas nóminas la totalidad de los funciona- 
rios que pertenecen a su repartición, con la única excepción 
de los que, por encontrarse en la situación prevista en el Art. 
34, no pueden integrar Comisiones Receptoras. 


Art. 38%. - Los integrantes de las Comisiones Receptoras 
de Votos, sean o no funcionarios públicos, deberán actuar con 
imparcialidad teniendo presente que su designación se ha 
efectuado con total prescindencia de su filiación política. 


El contralor político de los actos de las Comisiones Recep- 
toras de Votos quedará a cargo exclusivo de los delegados 


Art. 39%. - Los funcionarios públicos que sean designados 
para integrar Comisiones Receptoras de Votos, en caso de 
ejercer sus funciones, tendrán derecho a una licencia de cuatro 
días. 


Los que no concurran o lo hagan pasada la hora prevista 
en el artículo 55, sin justificar debidamente su omisión serán 
sancionados con una multa equivalente al importe de un mes 
de sueldo que será retenido de sus haberes. 
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Los descuentos se efectuarán a requerimiento de la Corte 
Electoral, la que instrumentará las medidas necesarias para la 
aplicación de las sanciones. 


Art. 40%. - La Junta Electoral publicará las designaciones, 
comunicará a cada uno de los designados su nombramiento y 
los convocará para constituirse el día de la elección y a la 
hora fijada en el Art. 53, en el local en que ha de funcionar la 
Comisión Receptora. 


Art. 41? - En la comunicación a que se refiere el artículo 
anterior se hará constar el orden en que fueron designados por 
la Junta Electoral los miembros de la Comisión Receptora, 
titulares y suplentes. 


Art. 422, - Son atribuciones de las Comisiones Receptoras: 


a) Recibir los sufragios de los ciudadanos con arreglo a lo 
establecido en el Capítulo VIH. 


b) Decidir inmediatamente todas las dificultades que ocu- 
rran a fin de no suspender su misión. 


c) Efectuar los escrutinios primarios a que se refiere el 
Capítulo XT. 


d) Conservar el orden impidiendo que se altere la norma- 
lidad del ejercicio del sufragio, para lo cual dispondrá 
de la fuerza pública necesaria, 


Art. 43%. - Las Comisiones Receptoras deberán actuar con 
la totalidad de sus miembros, pero podrán adoptar resolución 
por mayoría de votos. 


Cuando se produjeran discordias, el miembro disidente 
podrá fundarlas en el acta de clausura. 


Art. 44*. - La Junta Electoral remitirá a cada Comisión 
Receptora, por intermedio de los funcionarios a quienes auto- 
rice para tal fin la Corte Electoral, los elementos siguientes: 


1”.- La nómina de electores del circuito que corresponde a 
la Comisión Receptora dispuesta en la forma que es- 
tablece el Art. 23. En esta nómina figurarán, al lado 
de cada nombre, el número y la serie de la 
inscripción. 


2%.. Los cuadernos de las hojas electorales correspondien- 
tes a los electores del circuito en que funciona la Co- 
misión Receptora, preparados por la Oficina Nacional 
Electoral, con arreglo a lo-que establece el Art. 31. 


3%.- Cuaderneta que contenga los formularios impresos 
para la lista ordinal de votantes y las actas que deba 
levantar la Comisión. 


4?.- Una o varias umas para la votación, las cuales tendrán 
cada una dos cerraduras diferentes. 


5%.- Una caja de cuatrocientos cincuenta sobres de vota- 
ción para cada circuito urbano y sub-urbano, y de 
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trescientos cincuenta para los circuitos rurales. Estos 
sobres serán de papel no transparente y llevarán una 
tirilla perforada en su unión con el sobre. En éste, que 
ostentará el escudo nacional, se hallarán impresas las 
palabras: “Firma del Presidente...”, “Firma del Secre- 
tario...” y en la tirilla las que siguen: “Serie... Circui- 
to N?..., Sobre NP”... (aquí el número correlativo de 
la...) Votante N2...” 


6*.- Los sellos que sean necesarios. 
7*.- Utiles para tomar impresiones dactiloscópicas. 


8”.- Utiles de escritorio necesarios para el buen funciona- 
miento de la Comisión. 


9*.- Hojas para identificación u observación. 


10*.- Folleto conteniendo las disposiciones legales y regla- 
mentarias pertinentes al funcionamiento de la Comi- 
sión Receptora de Votos. 


11*.- Formularios para extender constancia de voto. 


Además, las Juntas Electorales remitirán a las Comi- 
siones Receptoras todos los útiles que consideren in- 
dispensables al buen funcionamiento de dichas Comi- 
siones. 


Árt. 55%. - El día de la elección, a la hora siete, deberán 
concurrir al local correspondiente todos los miembros desig- 
nados, titulares y suplentes, a fin de proceder a la instalación 
de la Comisión Receptora de Votos y dar cumplimiento a las 


" tareas previas a la recepción del sufragio. 


Art. 56%. - Los miembros titulares que al llegar la hora 
siete, no se hubieran hecho presente, serán sustituidos inme- 
diatamente por los supientes ordinales en el orden que corres- 
ponda. De todo ello se dejará constancia en el acta de 
instalación. 


Art. 57%. - Llegada la hora establecida en el artículo ante- 
rior se procederá en la forma siguiente: 


a) si estuvieran presentes los tres miembros designados 
como titulares, deberán constituirse sin demora. 


b) si faltare alguno de los tres miembros titulares, la 
Comisión se integrará con los suplentes que hubieran 
concurrido, respetando el orden en que fueron designa- 
dos. 


c) si no estuviera presente ninguno de los miembros 
titulares, la Comisión se integrará con los suplentes. 


Art. 58*. - Si los titulares y suplentes presentes no llegaran 
a tres, invitarán a cualquier ciudadano o ciudadanos para que 
ocupen provisoriamente los puestos de los ausentes e inmedia- 
tamente comunicarán lo ocurrido a la Junta Electoral. 


La Comisión Receptora funcionará en la forma indicada 
hasta que se reciba comunicación de la Junta Electoral esta- 
bleciendo cuál habrá de ser su integración definitiva. 
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En ausencia de todos los designados, titulares y suplentes, 
la Comisión Receptora recién podrá instalarse una vez que la 
Junta Electoral halla designado por lo menos a uno de los tres 
miembros siguiéndose entonces el procedimiento establecido 
en los párrafos precedentes. 


Ant. 59. - Recibida por la Junta Electoral la comunicación 
a que se refiere el artículo anterior designará de inmediato el 
miembro o miembros que sean necesarios para integrar la 
Comisión. 


Esta designación será comunicada de inmediato al Presi- 
dente de la Comisión que corresponda. 


En las zonas rurales la comunicación se hará telegráfica- 
mente o telefónicamente a la dependencia policial más próxi- 
ma al lugar en que funcione la Comisión. 


En este último caso el funcionario policial dejará constan- 
cia de la comunicación en los libros de la Oficina y la trans- 
mitirá por escrito al Presidente de la Comisión. 


Art. 619. - La Presidencia de la Comisión Receptora de 
Votos será ejercida por el primer titular designado por la Junta 
Electoral, en caso de ausencia de éste, por el segundo titular y 
en la hipótesis de insasistencia de ambos, por el tercer titular. 


Si ninguno de los titulares se hiciera presente, ejercerá la 
Presidencia uno de los suplentes ordinales, de acuerdo al or- 
den en que fueron designados. 


Art. 62%. - La Secretaría de la Comisión Receptora de 
Votos será desempeñada por el segundo titular designado por 
la Junta Electoral; a falta de éste por el tercer titular; en caso 
de ausencia de ambos, ocupará el cargo uno de los suplentes 
ordinales conforme al orden de su designación, 


Art. 65?. - Si en el transcurso de la votación un integrante 
de la Comisión se viera imposibilitado de continuar actuando 
por razones de fuerza mayor, se invitará a un ciudadano para 
que lo sustituya provisoriamente y se dará cuenta de inmedia- 
to a la Junta Electoral para la designación definitiva. 


De esta sustitución se dejará constancia en el acta de 
clausura, 


Art. 73%. - Acto continuo los sobres de votación serán ini- 
cialados por el Presidente y por el Secretario, llenándose los 
claros correspondientes a la serie y al circuito. Se dejará con- 
stancia por parte de ambos, en el acta de instalación, de la 
inicial utilizada en los sobres de votación. Cumplido este re- 
quisito se colocarán los sobres recibidos en la caja correspon- 
diente, con la tirilla hacia abajo. 


Art. 777. - El sufragio se emitirá solamente ante las Comi- 
siones Receptoras del departamento en que se halle vigente la 
inscripción cívica. 


Ante las Comisiones que actíen, en las ciudades sólo po- 
drán sufragar los electores comprendidos en el circuito que 
corresponda a cada una de dichas Comisiones. Exceptúanse 
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de esta disposición los miembros de la Comisión Receptora de 
Votos, los integrantes de la custodia militar y los delegados 
partidarios, quienes podrán sufragar ante la Comisión que ac- 
túen, debiendo en tal caso admitirse sus votos con observación 
por identidad si no pertenecieran al circuito. 


Art. 92%. - La hoja de identificación a que se refieren los 
artículos anteriores, además de la impresión digital, tendrá el 
nombre del elector, la serie y el número de su inscripción y 
las firmas del Presidente y del Secretario de la Comisión Re- 
ceptora. 


La omisión de firmar por parte de uno de ellos o de ambos 
no será causal suficiente para la anulación del voto observado. 


Art. 2*. - Deróganse los artículos 64 y 80 y suprímese la 
referencia al Actuario contenida en el numeral segundo del 
artículo 63 de la Ley de Elecciones N* 7812 de 16 de enero de 
1925. 


Art. 3*, - Decláranse aplicables los procedimientos y san- 
ciones previstos en el Decreto-Ley N* 15.655 de 25 de octubre 
de 1984, a quienes incumplieran injustificadamente con la 
obligación de sufragar en los actos de plebiscito y de 
referéndum. 


Art. 4”. - Las hojas destinadas a la expresión de voluntad 
de los inscriptos habilitados para votar en el acto de reféndum 
serán impresas y suministradas a las Comisiones Receptoras 
por la Corte Electoral. Sin perjuicio de ello, los Partidos Polí- 
ticos podrán solicitar a su costo, cantidades razonables de 
dichas hojas, hasta veinte días antes de la votación. 


Art. 5*. - Decláranse aplicables en lo pertinente al acto de 
referéndum las disposiciones de la Ley de Elecciones N* 7812 
de 16 de enero de 1925. 


Art. 6. - A efectos de solventar los gastos que demande la 
organización y celebración del acto de pronunciamiento del 
Cuerpo Electoral sobre el recurso de referéndum interpuesto 
contra los artículos 1% a 4% de la Ley N* 15.848 de 22 de 
diciembre de 1986, el Poder Ejecutivo pondrá a disposición 
de la Corte Electoral la cantidad de N$ 1.250:000.000 (mil 
doscientos cincuenta millones de nuevos pesos). 


Facúltase a dicho organismo a designar hasta veinte peo- 
nes eventuales por el término de seis meses. 


Art. 7*. - Dentro de los veinte días de promulgada la 
presente ley los organismos públicos deberán proporcionar a 
las Juntas Electorales la nómina completa de los funcionarios 
de su dependencia que desempeñan tareas en los respectivos 
Departamentos, con la única excepción de los que, por encon- 
trarse en la situación prevista en el artículo 34 de la Ley de 
Elecciones N* 7.812, de 16 de enero de 1925, no pueden 
integrar Comisiones Receptoras. 


La referida nómina deberá indicar necesariamente: serie y 
número de credencial cívica y escalafón y grado del funciona- 
rio. 


Art. 8*. - Comuníquese, etc. 
Antonio Marchesano. Adela Reta. Ricardo Zerbino. 
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CORTE ELECTORAL 


Montevideo, 26 de diciembre de 1988. 


Señor Presidente de la Asamblea General 
Dr. Enrique E. Tarigo 


Señor Presidente: 


La Corte Electoral, en sesión de la fecha, ha adoptado la 
resolución cuyo texto tengo el honor de comunicarle conjun- 
tamente con la presente. 


Al mismo tiempo la Corporación que presido resolvió ha- 
cer conocer a los Poderes Legislativo y Ejecutivo, las estima- 
ciones sobre costos del acto que debe organizar en el plazo 
más breve posible y los aspectos que considera imprescindible 
reglamentar legalmente, para llevar a cabo esa tarea. 


Paso a exponerle los puntos a que acabo de hacer re- 
ferencia. 


1.- Costo estimado 


El acto implica la convocatoria de todo el Cuerpo Electo- 
ral, por lo que las tareas preparatorias y la instrumentación de 
la votación consiguiente, tendrían un costo similar al de una 
elección nacional. 


El costo del acto que debe cumplirse se estima en la suma 
de N$ 1.250:000.000 (nuevos pesos mil doscientos cincuenta 
millones). 


Corresponde destacar que varios rubros significativos 
comprenden adquisiciones y reparaciones de elementos no 
desechables después de su uso por primera vez y en conse- 
cuencia, será posible su utilización en la elecciones nacionales 
próximas, 


Los abastecimientos deberán ser cumplidos rápidamente, 
por lo que la disponibilidad de fondos tendría que ser inme- 
diata. 


Con cargo a la partida que a estos efectos se le conceda, la 
Corte estima que debe quedar autorizada para contratar veinte 
peones, con los que se cubriría la insuficiencia de operarios 
para la preparación y acondicionamiento de los materiales re- 
queridos por una votación de las magnitudes de la que debe 
cumplirse. Cabe destacar que la Corporación que presido, no 
ha efectuado nombramientos y que, en el transcurso de su 
gestión, se han suprimido numerosos cargos vacantes. 


11.- Integración de las Comisiones Receptoras de Votos 
con funcionarios públicos. 


La Corte es partidaria de transformar en régimen perma- 
nente la integración de las comisiones receptoras de votos con 
funcionarios públicos, que con innegable buen suceso se apli- 
có en los actos de plebiscito y elecciones cumplidos en el pe- 
ríodo de facto. 
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La ley de elecciones de 1925 establece uma forma de de- 
signación de estas comisiones por las Juntas Electorales, me- 
diante un sistema complejo de doble voto simultáneo con un 
escrutinio especial, que una experiencia de medio siglo de- 
mostró no da seguridades del desarrollo regular de las vota- 
ciones y de la elaboración eficiente de los documentos nece- 
sarios para que los escrutinios definitivos no den lugar a dudas 
de clase alguna. 


Resulta evidente que en su origen, el sistema que se trata 
de sustituir procuraba asegurar las garantías del sufragio por 
el contralor recíproco de los partidos políticos. Esas segurida- 
des pueden lograrse también con la actuación de los delegados 
de los centros políticos, que en muchas ocasiones terminaban 
por sustituir a los miembros de comisiones inasistentes en 
mesas que empezaban a funcionar muchas veces recién a me- 
diodía. 


Esas irregularidades de funcionamiento provocaron, en 
1971, la prórroga del horario de votación en una medida de 
dudosa legalidad, impuesta por la excepcionalidad de las cir- 
cunstancias, pues fue grande el número de mesas que se insta- 
laron tardíamente. 


La integración con funcionarios públicos da seguridades 
de la constitución en hora de las comisiones receptoras y del 
manejo de la documentación por gente acostumbrada a ese 
tipo de tareas. 


Hace algún tiempo, la Corte Electoral hizo llegar a una 
comisión especial del Senado, el proyecto que más adelante se 
reproduce. Se estima conveniente que el régimen que se pro- 
picia sea establecido por un texto que sustituya los artículos 
correspondientes de la Ley N* 7312, manteniendo, de ese 
modo, la estructura de un ordenamiento de más de sesenta 
años de antigiedad. Dos disposiciones propuestas que no tie- 
nen relación directa con la integración de las mesas, requieren 
explicación especial: 


En el proyecto se contempla la posibilidad del voto fuera 
del circuito del custodia militar de la mesa correspondiente, 
restableciendo de este modo la redacción que al artículo 77 de 
la Ley de Elecciones N* 7.812, de fecha 16 de enero de 1925 
dio la Ley N* 14.041, de 22 de octubre de 1971 y que por in- 
advertencia no se tuvo en cuenta cuando se sancionó el De- 
creto -Ley N* 14.802, de 17 de julio de 1978. 


También propicia el proyecto, que las faltas de firmas del 
Presidente o Secretario de la Comisión Receptora, o de am- 
bos, en la hoja de observación, no dé lugar a la anulación del 
voto. La realidad demuestra que el elector no tiene la posibili- 
dad de controlar el cumplimiento de esos requisitos,como se 
ha afirmado en la antigua jurisprudencia de la Corte, La hoja 
de observación con la impresión digital queda encerrada en el 
correspondiente sobre de observación y no hay posibilidad 
alguna de que pueda ser sustituída antes de realizarse el escru- 
tinio departamental, 


Por otra parte, se evitaría todo tipo de maniobras que pu- 
diera intentarse sobre la base de la omisión de estos requisitos 
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en mesas que ya no dan seguridades de que el Presidente y el 
Secretario pertenezcan a distintos partidos. 


La Corte considera que el nuevo régimen debe, necesari- 
amente, aplicarse desde el acto de referéndum que va a cum- 
plirse y que para esta ocasión, el plazo para que los organis- 
mos públicos proporcionen a las Juntas Electorales las 
nóminas de sus funcionarios, sea de veinte días a partir de la 
promulgación de la ley, 


TII.- Obligatoriedad del voto. 


La Corte no tiene dudas de que en el caso de referéndum 
el voto es obligatorio por imperio de la Constitución. 


Podría discutirse, en cambio, si son aplicables las san- 
ciones para la omisión de votar, establecidas por la ley con 
referencia a las elecciones. 


Por lo tanto se considera necesario que la ley establezca, 
de manera expresa, la vigencia de esas disposiciones en los 
casos de referéndum para hacer efectiva la obligación consti- 
tucional, 


IV.- Aplicación en lo pertinente, de las disposiciones de 
la Ley de Elecciones N* 7812. 


Sería necesario que la ley estableciera, de manera expresa, 
que en lo pertinente, rigen para este caso las disposiciones de 
la Ley de Elecciones N* 7812 de 16 de enero de 1925. 


Podría decirse que fuera de las normas que rigen los actos 
previos a la elección casi todas las demás serían aplicables al 
acto de votación sobre referéndum. De ese modo quedaría 
despejada toda duda como podría ser, por ejemplo, si rige la 
servidumbre de la propiedad privada en los casos en que la 
autoridad electoral reclame locales para la instalación de cir- 
cuitos o las disposiciones que regulan las garantías para el 
ejercicio personal del sufragio o las que se refieren a los 
recursos, etc.. 


V.- Fórmulas para la votación. 


La ley debiera establecer que las hojas de votación, en este 
caso, serán proporcionadas a las Comisiones Receptoras por la 
Corte Electoral. Sin perjuicio de ello se deberían entregar, a 
su costo, a las colectividades políticas los ejemplares de hojas 
que soliciten hasta veinte días antes de la convocatoria. Se 
considera conveniente, para evitar toda clase de polémica, que 
el texto legal proporcione la fórmula de expresión de la volun- 
tad del votante en estos casos. 


Lo precedentemente expuesto contiene los puntos esencia- 
les que debería contemplar la ley, con miras al acto que la 
Corte está obligada a organizar de inmediato. 


Considera, no obstante, que no debe cerrar esta comunica- 
ción sin señalar que el procedimiento consuetudinario del 
planteo de este tipo de recurso por vía del recogimiento de 
firmas, debe ser abandonado definitivamente. Las característi- 
cas verdaderamente diabólicas del método, cuando se proyec- 
ta a una parte tan significativa de la masa ciudadana han que- 
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dado en evidencia y la que ha debido sufrirlas, en mayor 
grado ha sido la Corporación Electoral. 


Aunque la preocupación fundamental, en el momento, ra- 
dica en las soluciones que le permitan encarar de inmediato el 
acto de referéndum, la Corte se permite expresar que conside- 
ra que la reglamentación legal prevista por el inc. 22 del ar- 
tículo 79 de la Constitución, debe ser encarada sin mayores 
dilaciones. La amarga experiencia vivida no debe ser repetida, 
no sólo por aquellos que integren en el futuro este órgano y no 
estén dispuestos a lavarse las manos declarando que procede 
lo que no controlen debidamente, sino por la misma tranquili- 
dad de la República conmovida recientemente. 


En virtud de lo expresado más arriba la Corte Electoral 
propone el siguiente: 


PROYECTO DE LEY 


Artículo 1%. - Sustitúyense el capítulo IV y los artículos 
55, 56, 57, 58, 59, 61, 62, 65, 73, 77 y 92 de la Ley de 
Elecciones N* 7812 de 16 de enero de 1925, por los siguientes 
Capítulo y artículos: 


CAPITULO IV 


DE LAS COMISIONES RECEPTORAS 


Artículo 32%, - Las Comisiones Receptoras de Votos se 
compondrán de tres miembros. Las funciones de actuario se- 
rán desempeñadas por el Secretario de la Comisión. 


Art. 33%. - Las designaciones para integrar dichas Comisio- 
nes recaerán en funcionarios públicos. Sólo por excepción, si 
éstos no fueran suficientes, podrán recaer en ciudadanos que 
no tengan esa calidad. En ambos casos se tomará en cuenta 
solamente a quienes tengan su inscripción cívica vigente en el 
departamento en que deban actuar, 


Art. 34%, - Para ser miembro de las Comisiones Receptoras 
se requiere saber leer y escribir. No podrán ser designados 
quienes se hallaren en las condiciones que prescribe el art. 27 
de la ley de Registro Cívico Nacional. 


Art. 35%. - La condición de miembro de las Comisiones 
Receptoras es irrenunciable sin causa justificada. Las renun- 
cias se presentarán ante la Junta Electoral respectiva, cuya 
resolución será irrecurrible. 


Art. 36%, - Veinte días, por lo menos, antes de la elección, 
las Juntas Electorales procederán a designar tres titulares y 
tres suplentes ordinales para cada Comisión Receptora de 
Votos, 


Art. 37”. - A efectos de hacer posible el cumplimiento del 
cometido previsto en el artículo precedente, los organismos 
públicos deberán proporcionar a las Juntas Electorales, por lo 
menos noventa días antes del acto eleccionario, la nómina de 
los funcionarios de su dependencia, en las condiciones que 
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determinará la Corte Electoral. Bajo la responsabilidad de los 
respectivos jerarcas, deberá incluirse en las referidas nóminas 
la totalidad de los funcionarios que pertenecen a su reparti- 
ción, con la única excepción de los que, por encontrarse en la 
situación prevista en el art. 34, no pueden integrar Comisiones 
Receptoras. 


Art. 38. - Los integrantes de Comisiones Receptoras de 
Votos, sean o no funcionarios públicos, deberán actuar con 
imparcialidad teniendo presente que su designación se ha 
efectuado con total prescindencia de su filiación política. 


El contralor político de los actos de las Comisiones Recep- 
toras de Votos quedará a cargo exclusivo de los delegados 
partidarios. 


Ast. 39%, - Los funcionarios públicos que sean designados 
para integrar Comisiones Receptoras de Votos, en caso de 
ejercer sus funciones, tendrán derecho a una licencia de cuatro 
días. 


Los que no concurran o lo hagan pasada la hora prevista 
en el Art. 55, sin justificar debidamente su omisión, serán san- 
cionados con una multa equivalente al importe de un mes de 
sueldo, que será retenido de sus haberes, 


Los descuentos se efectuarán a requerimiento de la Corte 
Electoral, la que instrumentará las medidas necesarias para la 
aplicación de las sanciones. 


Art. 40%. - La Junta Electoral publicará las designaciones, 
comunicará a cada uno de los designados su nombramiento y 
los convocará para constituirse el día de la elección y a la 
hora fijada en el Art. 53, en el local en que ha de funcionar la 
Comisión Receptora. 


Art. 412, - En la comunicación a que se refiere el artículo 
anterior se hará constar el orden en que fueron designados por 
la Junta Electoral los miembros de la Comisión Receptora, 
titulares y suplentes. 


Art. 42%, - Son atribuciones de las Comisiones Receptoras: 


a) Recibir los sufragios de los ciudadanos con arreglo a lo 
establecido en el Capítulo VIII 


b) Decidir inmediatamente todas las dificultades que ocu- 
rran a fin de no suspender su misión. 


c) Efectuar los escrutinios primarios a que se refiere el 
Capítulo XI. 


d) Conservar el orden impidiendo que se altere la norma- 
lidad del ejercicio del sufragio, para lo cual dispondrá 
de la fuerza pública necesaria. 


Art. 43% - Las Comisiones Receptoras deberán actuar con 
la totalidad de sus miembros, pero podrán adoptar resolución 
por mayoría de votos. 
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Cuando se produjeran discordias, el miembro disidente 
podrá fundarlas en el acta de clausura. 


Art. 44%. - La Junta Electoral remitirá a cada Comisión 
Receptora, por intermedio de los funcionarios a quienes auto- 
rice para tal fin la Corte Electoral, los elementos siguientes: 


1”. - La nómina de electores del circuito que corresponde a 
la Comisión Receptora dispuesta en la forma que es- 
tablece el Art. 23. En esta nómina figurarán, al lado 
de cada nombre, el número y la serie de la inscrip- 
ción. 


22. - Los cuadernos de las hojas electorales correspondien- 
tes a los electores del circuito en que funciona la 
Comisión Receptora, preparados por la Oficina Na- 
cional Electoral, con arreglo a lo que establece el 
Art. 31. 


32, - Cuaderneta que contenga los formularios impresos 
para la lista ordinal de votantes y las actas que deba 
levantar la Comisión. 


47. - Una o varias umas para la votación, las cuales ten- 
drán cada una dos cerraduras diferentes. 


5%, - Una caja de cuatrocientos cincuenta sobres de vota- 
ción para cada circuito urbano y sub-urbano, y de 
trescientos cincuenta para los circuitos rurales. Estos 
sobres serán de papel no transparente y llevarán una 
tirilla perforada en su unión con el sobre. En éste, que 
ostentará el escudo nacional, se hallarán impresas las 
palabras: “Firma del Presidente...” “Firma del Secre- 
tario...” y en la tirilla las que siguen: “Serie... Circui- 
to N”... Sobre NY"... (aquí el número correlativo de la 
...) Votante N2...”. 


6*. - Los sellos que sean necesarios. 
7?. - Utiles para tomar impresiones dactiloscópicas. 


8”. - Utiles de escritorio necesarios para el buen funciona- 
miento de la Comisión. 


9*. - Hojas para identificación u observación. 


10*.-Folleto conteniendo las disposiciones legales y regla- 
mentarias pertinentes al funcionamiento de la Comi- 
sión Receptora de Votos. 


11*.-Formularios para extender constancia de voto. 


Además, las Juntas Electorales remitirán a las Comisiones 
Receptoras todos los útiles que consideren indispensables al 
buen funcionamiento de dichas Comisiones. 


Art. 552. - El día de la elección, a la hora siete, deberán 
concurrir al local correspondiente todos los miembros desig- 
nados, titulares y suplentes, a fin de proceder a la instalación 
de la Comisión Receptora de Votos y dar cumplimiento a las 
tareas previas a la recepción del sufragio. 
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Art. 56%. - Los miembros titulares que al llegar la hora 
siete no se hubieran hecho presentes, serán sustituidos inme- 
diatamente por los suplentes ordinales en el orden que corres- 
ponda. De todo ello se dejará constancia en el acta de 
instalación, 


Art. 57%, - Llegada la hora establecida en el artículo ante- 
rior se procederá en la forma siguiente: 


a) si estuvieran presentes los tres miembros designados 
como titulares, deberán constituirse sin demora. 


b) si faltare alguno de los tres miembros titulares, la Co- 
misión se integrará con los suplentes que hubieran con- 
currido, respetando el orden en que fueron designados. 


Cc) si no estuviera presente ninguno de los miembros titu- 
lares, la Comisión se integrará con los suplentes. 


Art. 58%. - Si los titulares y suplentes presentes no llegaran 
a tres, invitarán a cualquier ciudadano o ciudadanos para que 
ocupen provisoriamente los puestos de los ausentes e inmedia- 
tamente comunicarán lo ocurrido a la Junta Electoral. 


La Comisión Receptora funcionará en la forma indicada 
hasta que se reciba comunicación de la Junta Electoral esta- 
bleciendo cuál habrá de ser su integración definitiva. 


En ausencia de todos los designados, titulares y suplentes, 
ta Comisión Receptora recién podrá instalarse una vez que la 
Junta Electoral haya designado por lo menos a uno de los tres 
miembros siguiéndose entonces el procedimiento establecido 
en los párrafos precedentes. 


Art. 59%, - Recibida por la Junta Electoral la comunicación 
a que se refiere el artículo anterior designará de inmediato el 
miembro o miembros que sean necesarios para integrar la 
Comisión. 


Esta designación será comunicada de inmediato al Presi- 
dente de la Comisión que corresponda. 


En las zonas rurales la comunicación se hará telegráfica- 
mente o telefónicamente a la dependencia policial más próxi- 
ma al lugar en que funcione la Comisión. 


En este último caso el funcionario policial dejará constan- 
cia de la comunicación en los libros de la Oficina y la trans- 
mitirá por escrito al Presidente de la Comisión. 


Art. 61%. - La Presidencia de la Comisión Receptora de 
Votos será ejercida por el primer titular designado por la Junta 
Electoral, en caso de ausencia de éste, por el segundo titular y 
en la hipótesis de inasistencia de ambos, por el tercer titular. 


Si ninguno de los titulares se hiciera presente, ejercerá la 
Presidencia uno de los suplentes ordinales, de acuerdo al or- 
den en que fueron designados. E 


Art. 62% - La Secretaría de la Comisión Receptora de 
Votos será desempeñada por el segundo titular designado por 
la Junta Electoral; a falta de éste por el tercer titular; en caso 
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de ausencia de ambos, ocupará el cargo uno de los suplentes 
ordinales conforme al orden de su designación. 


Art. 65%, - Si en el transcurso de la votación un integrante 
de la Comisión se viera imposibilitado de continuar actuando 
por razones de fuerza mayor, se invitará a un ciudadano para 
que lo sustituya provisoriamente y se dará cuenta de inmedia- 
to a la Junta Electoral para la designación definitiva. 


De esta sustitución se dejará constancia en el acta de 
clausura. 


Art. 73% - Acto continuo los sobres de votación serán 
inicialados por el Presidente y por el Secretario, llenándose 
los claros correspondientes a la serie y al circuito. Se dejará 
constancia por parte de ambos, en el acta de instalación, de la 
inicial utilizada en los sobres de votación. Cumplido este re- 
quisito se colocarán los sobres recibidos en la caja correspon» 
diente, con la tirilla hacia abajo. 


Art. 77%. - El sufragio se emitirá solamente ante las Comi- 
siones Receptoras del departamento en que se halle vigente la 
inscripción cívica. 


Ante las Comisiones que actúen en las ciudades sólo po- 
drán sufragar los electores comprendidos en el circuito que 
corresponda a cada una de dichas Comisiones. Exceptúanse 
de esta disposición los miembros de la Comisión Receptora de 
Votos, los integrantes de la custodia militar y los delegados 
partidarios, quienes podrán sufragar ante la Comisión que ac- 
túen, debiendo en tal caso admitirse sus votos con observación 
por identidad si no pertenecieran al circuito. 


Art. 92%. - La hoja de identificación a que se refieren los 
artículos anteriores, además de la impresión digital, tendrá el 
nombre del elector, la serie y el número de su inscripción y 
las firmas del Presidente y del Secretario de la Comisión Re- 
ceptora. 


La omisión de firmar por parte de uno de ellos o de ambos 
no será causal suficiente para la anulación del voto observado. 


Art. 2%. - Deróganse los artículos 64 y 80 y suprímese la 
referencia al Actuario contenida en el numeral 2? del artículo 
63 de la Ley de Elecciones N* 7812 de 16 de enero de 1923, 


Art. 3*, - Decláranse aplicables los procedimientos y san- 
ciones previstos en el Decreto-Ley N* 15,655, de 25 de octu- 
bre de 1984, a quienes incumplieran injustificadamente con la 
obligación de sufragar en los actos de plebiscito y de referén- 
dum. 


Art. 4%. - Las hojas destinadas a la expresión de voluntad 
de los inscriptos habilitados para votar en el acto de referén- 
dum serán impresas y suministradas a las Comisiones Recep- 
toras por la Corte Electoral. Sin perjuicio de ello, los Partidos 
Políticos podrán solicitar a su costo, cantidades razonables de 
dichas hojas, hasta veinte días antes de la votación. 


Art. 5%, - Decláranse aplicables en lo pertinente al acto de 
referéndum las disposiciones de la Ley de Elecciones 
N*7.812 de 16 de enero de 1925. 
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Art. 6%. - A efectos de solventar los gastos que demande la 


organización y celebración del acto de pronunciamiento del * 


Cuerpo Electoral sobre el recurso de referéndum interpuesto 
contra los artículos 1% a 4% de la Ley N* 15.843 de 22 de 
diciembre de 1986, el Poder Ejecutivo pondrá a disposición 
de la Corte Electoral la cantidad de N$ 1.250:000.000 (mil 
doscientos cincuenta millones de nuevos pesos). Facúltase a 
dicho organismo a designar hasta veinte peones eventuales 
por el término de seis meses, 


Art. 7%, - Dentro de los veinte días de promulgada la 
presente ley los organismos públicos deberán proporcionar a 
las Juntas Electorales la nómina completa de los funcionarios 
de su dependencia que desempeñan tareas en los respectivos 
Departamentos, con la única excepción de los que, por encon- 
trarse en la situación prevista en el artículo 34 de la Ley de 
Elecciones N* 7.812 de 16 de enero de 1925, no pueden inte- 
grar Comisiones Receptoras. 


La referida nómina deberá indicar necesariamente: serie y 
número de credencial cívica y escalafón y grado del fun- 
cionario. 


Art. 8*. - Comuníquese, etc.. 


Saludo a usted con la más alta y distinguida consideración. 


Renán Rodríguez José L. Bellani Cánepa 
Presidente Secretario Letrado 
Montevideo, 26 de diciembre de 1988 
PROCLAMACIÓN 


VISTO: El informe de la Comisión Especial que ha tenido 
asu cargo las tareas administrativas de contralor de las firmas 
de los inscriptos habilitados para votar, que interponen el re- 
curso de referéndum, contra los artículos 1? a 4? de la Ley 
N* 15.848, del 22 de diciembre de 1986. 


RESULTANDO; Que aun cuando quedan verificaciones 
por realizar, los cómputos llevados demuestran que está confi- 
gurada la situación prevista en el inc. 2? del artículo 7* de la 
Reglamentación de 28 de julio de 1986, por lo que ha procedi- 
do a suspender la tarea dando cuenta a esta Corte. 


CONSIDERANDO: Que como las firmas validadas y las 
ratificadas en los actos dispuestos por la resolución de 9 de 
noviembre último, superan el 25% de los inscriptos habilita- 
dos para votar al 17 de diciembre de 1987, corresponde, sin 
más trámite, así declararlo públicamente. 


LA CORTE ELECTORAL RESUELVE: 


11. - Proclamar que el recurso interpuesto llena la exigen- 
cia numérica del inc. 2% del artículo 79 de la Constitución y 
que, en consecuencia, corresponde convocar a sus efectos al 
Cuerpo Electoral para que se pronuncie sobre el mismo. 


22, - Una vez efectuadas las estimaciones de las exigencias 
mínimas de tiempo para las tareas preparatorias, se decretará 
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la fecha de la convocatoria y el cierre del padrón a los efectos 
del acto. 


3*, - Publíquese y comuníquese a los Poderes Legislativo y 
Ejecutivo. 


Renan Rodríguez Dr. Jose L. Bellani Canepa 
Presidente Secretario Letrado. 
PROYECTO DE LEY 


REGLAMENTACION DEL RECURSO DE 
REFERENDUM CONTRA LAS LEYES 


I 
Disposiciones generales 


Artículo 1* - Las leyes, salvo aquellas indicadas en el 
artículo siguiente, pueden ser impugnadas mediante el recurso 
de referéndum, instituido por el artículo 79, inciso segundo, 
de la Constitución. 


Art. 2*. - No son impugnables mediante el recurso de 
referéndum: 


a) Las leyes constitucionales (artículo 331, literal D, de la 
Constitución). 


b) Las leyes cuya iniciativa, por razón de materia, es ex- 
clusiva del Poder Ejecutivo (artículos 86 in fine, 133 y 
214 de la Constitución). 


c) Las leyes que establecen tributos, entendiéndose por 
tales los impuestos, las tasas y las contribuciones espe- 
ciales (artículos 11, 12 y 13 dei Código Tributario). 


Establecer tributos es crear muevos hechos generadores, 
que determinan el nacimiento de obligaciones tributarias ine- 
xistentes hasta la entrada en vigencia de la ley de que se trate 
(artículos 14 y 24 del Código Tributario). 


No establecen tributos las leyes que modifican su denomi- 
nación, pero no sus hechos generadores, ni aquellas que modi- 
fican sus bases de cálculo o sus alícuotas (artículo 2", numeral 
2%, del Código Tributario). 


Art. 3*, - No están comprendidas en las excepciones pre- 
cedentes: 


a) Las leyes interpretativas de la Constitución (artículo 
85, numeral 20 de la Constitución). 


b) Las leyes remitidas a la Asamblea General con declara- 
toria de urgente consideración, cuya iniciativa es ex- 
clusiva del Poder Ejecutivo por razón de procedimiento 
(artículo 168, numeral 7*, de la Constitución). 


c) Las leyes que, habiendo sido objetadas u observadas 
por el Poder Ejecutivo por inconstitucionalidad formal 
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resultante de su falta de iniciativa, hubieren sido pro- 
mulgadas tras el levantamiento de las objeciones u ob- 
servaciones por la Asamblea General, salvo que la Su- 
prema Corte de Justicia las hubiere declarado inconsti- 
tucionales por la misma razón aducida por el Poder 
Ejecutivo al observarlas (artículos 137 y 145 de la 
Constitución). 


d) Las disposiciones legislativas incluidas en una ley de 
Presupuesto Nacional o de Rendición de Cuentas, 
siempre que hubieren sido declaradas inconstituciona- 
les por la Suprema Corte de Justicia, por violación del 
artículo 216, inciso segundo, de la Constitución. 


Art. 4%, - El recurso de referéndum será directamente in- 
terpuesto ante la Corte Electoral, 


Art. 5%, - El recurso de referéndum podrá interponerse 
contra la totalidad de la ley o, parcialmente, contra uno o más 
de sus artículos, precisamente individualizados por su núme- 
ro. 


Art. 6? - Podrán interponer el recurso de referéndum las 
personas inscriptas en el Registro Cívico Nacional y habilita- 
das para votar, a la fecha de su interposición, en razón de: 


2) Ser ciudadanos naturales. 


b) Ser ciudadanos legales y, en los casos de los literales A 
y B del artículo 75 de la Constitución, haber obtenido 
su carta de ciudadanía tres años antes de la fecha de la 
interposición del recurso. 


c) Ser extranjeros no ciudadanos y haber cumplido con 
los extremos exigidos por el artículo 78 de la Constitu- 
ción para tener derecho al sufragio. 


No podrán interponer el recurso de referéndum las perso- 
nas que tengan la ciudadanía suspendida por alguna de las 
causales previstas en el artículo 80 de la Constitución. 


Art. 72, - El recurso de referéndum podrá interponerse 
dentro del año de la promulgación de la ley recurrida. El 
término comenzará a correr al día siguiente de efectuada la 
misma por el Poder Ejecutivo. 


Art. 8?. - La promulgación se realizará por el Poder Ejecu- 
tivo: 


a) En forma expresa, por decreto que dispone el “cúmpla- 
se” de la ley, su publicación, su inserción en el Regis- 
tro Nacional de Leyes y Decretos y su archivo. 


b) En forma tácita, en la situación prevista en el artículo 
144 de la Constitución. 


Tr 
Promoción e interposición 
Artículo 9%. - Quienes intentaren promover la interposi- 


ción de un recurso de referéndum deberán comparecer por 
escrito ante la Corte Electoral, en número no inferior al uno 
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por mil (1 %00) de los incriptos habilitados para votar, dentro 
de los ciento ochenta días contados desde el siguiente al de la 
promulgación de la ley, y expresar: 


1% Su nombre, su firma y su identificación cívica. 


2%) El nombre y la identificación cívica de quienes actua- 
rán como representantes de los promotores, 


3%) El domicilio que constituyen a todos los efectos. 


4%) La ley o disposición legal objeto del recurso, cuyo 
texto deberán también acompañar, en el ejemplar del 
Diario Oficial en que se hubiere publicado, 


Art. 10. - Producida esta comparecencia, la Corte Electo- 
ral calificará la procedencia del recurso en un término de diez 
días corridos, que correrán a partir del día siguiente a dicha 
comparecencia, Este término se suspenderá durante la Semana 
Santa o de Turismo y durante los días feriados de Carnaval. 


Al efecto indicado, la Corte Electoral dictaminará: 


a) Si los promotores alcanzan interposición del recurso al 
porcentaje requerido por el artículo anterior, 


b) Si la promoción de la interposición del recurso se ha 
realizado dentro del término señalado en dicho artícu- 
lo. y 


€) Si la ley o disposición legal de que se trate es recurri- 
ble, de acuerdo con lo dispuesto por los artículos 2* y 
3” de esta ley. 


Si no se hubieren llenado cualquiera de estos extremos, la 
Corte Electoral declarará no proceder la interposición del re- 
curso. En caso contrario, franqueará los procedimientos para 
su interposición. 


La decisión que negare la procedencia de la interposición, 
será susceptible del recurso de revisión para ante la propia 
Corte Electoral, que sólo podrán presentar los promotores de 
dicha interposición en un término perentorio de diez días co- 
rridos, que correrán a partir del día siguiente de su notifica- 
ción. La Corte Electoral reglamentará los procedimientos re- 
lativos a la sustanciación y decisión del recurso. 


Art. 11. - Si la Corte Electoral no se pronunciare dentro 
del indicado término de diez días corridos, se considerará 
aceptada la procedencia del recurso y se procederá con arre- 
glo a lo dispuesto por el artículo 13. 


Art. 12. - Si la ley a recurrir fuere de las referidas en el 
literal c) del artículo 3* y la declaración de su inconstituciona- 
lidad se hubiere solicitado a la Suprema Corte de Justicia por 
cualquiera de las vías previstas en el artículo 258 de la Consti- 
tución, los promotores deberán presentar testimonio de las 
actuaciones correspondientes, expedido por aquélla, que 
acompañarán en el acto de su comparecencia a los demás 
requisitos exigidos por el artículo 9, en cuyo caso la Corte 
Electoral franqueará provisoriamente los procedimientos de 
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interposición del recurso y lo comunicará a la Suprema Corte 
de Justicia. 


Si no se hubiere solicitado la declaración de la inconstitu- 
cionalidad de la ley, los promotores deberán presentar certifi- 
cado negativo de ese hecho, expedido por la Suprema Corte 
de Justicia y que acompañarán también en el acto de su com- 
parecencia, en cuyo caso la Corte Electoral franqueará los 
procedimientos de interposición del recurso y lo comunicará a 
la Suprema Corte de Justicia, a los efectos de que si a ésta, 
posteriormente, le fuere solicitada dicha declaración de in- 
constitucionalidad, se lo comunique de inmediato. En este 
último caso, se procederá con arreglo a lo dispuesto por el 
artículo siguiente. 


Art. 13. - Si la Suprema Corte de Justicia no hiciere lugar 
a la declaración de inconstitucionalidad solicitada, comunica- 
rá de inmediato su sentencia a la Corte Electoral, la que con- 
firmará el franqueo de los procedimientos de interposición del 
recurso y mandará proseguirlos. 


En caso de que la sentencia declarare inconstitucional la 
ley, la Suprema Corte de Justicia también la comunicará de 
inmediato a la Corte Electoral y ésta declarará la improceden- 
cia del recurso y clausurará los procedimientos en el estado en 
que se encontraren. 


Art. 14. - Si la ley ya hubiere sido declarada inconstitucio- 
nal al tiempo de la comparecencia de los promotores del re- 
curso, la Corte Electoral declarará sin más trámite la improce- 
dencia del recurso. La no presentación del certificado negati- 
vo o, en su caso, del testimonio exigido por el artículo 12, 
ameritará también la declaración de la improcedencia del re- 
curso, sin perjuicio de que esta omisión pueda ser subsanada 
en la forma indicada por el artículo 18. 


Art. 15, - Si la ley a recurrir fuere de las referidas en el 
literal d) del artículo 3 y la declaración de su inconstituciona- 
lidad se hubiere solicitado a la Suprema Corte de Justicia por 
cualquiera de las vías previstas en el artículo 258 de la Consti- 
tución, se procederá con arreglo a lo dispuesto en el inciso 
primero del artículo 12. 


Si los promotores del recurso no presentaren el testimonio 
de las actuaciones correspondientes a la solicitud de declara- 
ción de la inconstitucionalidad de la ley, se presumirá que la 
misma no ha sido pedida y la Corte Electoral declarará sin 
más trámite la improcedencia del recurso, sin perjuicio de que 
esta omisión pueda ser subsanada en la forma indicada por el 
artículo 18. : 


Art, 16. - Si la Suprema Corte de Justicia no hiciere lugar 
a la declaración de inconstitucionalidad solicitada, comunica- 
rá de inmediato su sentencia a la Corte Electoral y ésta decla- 
rará la improcedencia del recurso y clausurará los procedi- 
mientos en el estado en que se encontraren. 


En caso de que la sentencia declarare inconstitucional la 
ley, la Suprema Corte de Justicia también ia comunicará de 
inmediato a la Corte Electoral, la que confirmará el franqueo 
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de los procedimientos de interposición del recurso y mandará 
proseguirlos. 


Art, 17. - Si la ley ya hubiere sido declarada inconstitucio- 
nal al tiempo de la comparecencia de los promotores del re- 
curso, éstos deberán acompañar testimonio de la sentencia de 
la Suprema Corte de Justicia y la Corte Electoral, si $e hubie- 
ren cumplido los demás extremos exigidos por el artículo 9, 
declarará la procedencia del recurso y franqueará los procedi- 
mientos de su interposición. 


Art. 18. - Calificada afirmativamente la procedencia del 
recurso, la Corte Electoral, luego del control sumario de la 
regularidad formal de la comparecencia, convocará pública- 
mente, mediante aviso a publicar por cinco días seguidos en el 
Diario Oficial y en dos diarios de circulación nacional, a los 
inscriptos habilitados para votar que deseen adherir al recurso, 
a que lo hagan en la forma que se determina en el artículo 
siguiente, 


Si del control de la regularidad formal de la comparecen- 
cia resultare, previamente, el incumplimiento de alguno de los 
requisitos exigidos por los ordinales 2%, 3? y 4* del artículo 9*, 
la Corte Electoral lo comunicará por escrito a los promotores 
de la interposición del recurso y declarará suspendido el trans- 
curso del término establecido en el artículo 10, pudiendo 
aquéllos subsanar dicho incumplimiento en un término de sie- 
te días corridos, que correrá a partir del día siguiente al de la 
notificación recibida y a cuyo vencimiento volverá a correr el 
término para calificar la procedencia del recurso. 


Art. 19. - Hecha la convocatoria, la Corte Electoral habili- 
tará la comparecencia de quienes deseen adherir al recurso en 
la forma que establezca la reglamentación que ella dictará a 
ese efecto, pero, en todo caso, respetando las reglas siguien- 
tes: 


a) La comparecencia deberá efectuarla el recurrente en 
forma personal y munido de su correspondiente identi- 
ficación cívica. Su adhesión la expresará mediante su 
firma en los pliegos que a tal efecto le exhibirá el 
funcionario electoral, en los que deberá figurar clara- 
mente la ley o sus artículos objeto del recurso, o estam- 
pando en ellos su impresión dígito pulgar derecha. 


b) El control de la regularidad de la adhesión se hará, en 
el mismo acto de recabarse la misma, por los funciona- 
rios que la reciban. Respecto del acto de adhesión, sólo 
se admitirán y franquearán las impugnaciones que se 
interpongan en ese momento. 


c) Las oficinas o dependencias donde se reciban adhesio- 
nes deberán permanecer habilitadas al efecto durante 
un mínimo de seis horas diarias y durante todos los 
días, hasta el vencimiento del plazo constitucional o 
hasta la conclusión anticipada del procedimiento. 


d) Se procurará la habilitación de la mayor cantidad posi- 
ble de oficinas o dependencias y, para las zonas rura- 
les, se organizará un sistema de oficinas itinerantes. 
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Art. 20. - Mensualmente, durante todo el plazo constitu- 
cional, la Corte Electoral recabará la información necesaria a 
efectos de determinar el número de adherentes. El procedi- 
miento de obtención de adhesiones se suspenderá no bien la 
Corte declare que se ha obtenido el mínimo de adherentes al 
recurso, exigido por la Constitución (artículo 79, inciso se- 
gundo). 


Art. 21. - Al vencimiento del plazo establecido por el 
artículo 79 de la Constitución (artículo 7? de esta ley), con- 
cluirá el procedimiento de obtención de adhesiones y la Corte 
Electoral, si ya no lo hubiere hecho, contabilizará las adhesio- 
nes obtenidas y proclamará si hay o no lugar a la convocatoria 
del Cuerpo Electoral. 


Esta decisión será recurrible en la misma forma y término 
previstas en el inciso tercero del artículo 10. 


Art. 22, - En los casos a que refiere el artículo 12, si al 
vencimiento del plazo constitucional no hubiere recaído aún 
sentencia ejecutoriada de la Suprema Corte de Justicia sobre 
la declaración de inconstitucionalidad de la ley recurrida, la 
proclamación se hará igualmente pero, en caso de ser afirma- 
tiva, la convocatoria del Cuerpo Electoral se aplazará hasta 
que recaiga dicha sentencia y sólo se realizará si ésta mo 
hiciere lugar a la declaración solicitada. 


En igual caso, y si la disposición legal recurrida formare 
parte de una ley presupuestal (literal d del artículo 3” y artícu- 
lo 15), sólo se hará efectiva la convocatoria del Cuerpo Elec- 
toral si la sentencia de la Suprema Corte de Justicia hiciere 
lugar a la declaración de inconstitucionalidad solicitada. 


nm 


Convocatoria y pronunciamiento del Cuerpo Electoral 


Artículo 23. - Si el recurso hubiere sido interpuesto por el 
veinticinco por ciento (25%) de los inscriptos habilitados para 
votar, la Corte Electoral convocará a referéndum al Cuerpo 
Electoral, dentro de los noventa días siguientes, a efectos de 
que se pronuncie sobre la ley recurrida. 


Cuando el recurso hubiere sido interpuesto dentro de los 
seis meses anteriores a la celebración de las elecciones nacio- 
nales, el referéndum se realizará en el mismo acto que éstas. 


Art. 24. - En los referéndum, el voto será secreto y obliga- 
torio. Su omisión estará sujeta a las mismas sanciones que 
rigen para la omisión del voto en las elecciones nacionales. 


Art. 25. - Los votantes se pronunciarán por “SI” o por 
“NO”. Votarán por sí quienes deseen hacer lugar al recurso y 
por no quienes están en contra de él. 


Art. 26. - Efectuado el escrutinio, la Corte Electoral pro- 
clamará el resultado. Se considerará que el Cuerpo Electoral 
ha hecho lugar al recurso, con los efectos previstos en el 
artículo 28, cuando sufraguen por sí más de la mitad de los 
votantes cuyo voto sea considerado válido, El voto en blanco 
se considerará voto por no. 
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Art. 27. - La proclamación del resultado del referéndum 
será impugnable mediante los mismos recursos y con los mis- 
mos efectos que los previstos por la legislación electoral vi- 
gente (artículos 162 a 165 de la Ley N* 7.812, de 16 de enero 
de 1925). 


Art. 28. - Si el referéndum fuere afirmativo, la proclama- 
ción de su resultado por la Corte Electoral determinará la si- 
multánea derogación de las disposiciones legales recurridas. 
Dicho resultado y su efecto se publicarán en el Diario Oficial 
y en dos diarios de circulación nacional. 


Asimismo, se dará cuenta de él al Poder Ejecutivo, a los 
efectos de su publicación en el Registro Nacional de Leyes y 
Decretos, a la Asamblea General y a la Suprema Corte de 
Justicia. 


Art. 29. - Toda vez que, por cualquier causa, la Corte 
Electoral hubiere demorado un año, a partir de la fecha de 
presentación del recurso, de la finalización de la recepción de 
adhesiones al mismo o del vencimiento del plazo constitucio- 
nal para presentar el recurso (artículos 7* y 21 de esta ley), en 
proclamar si hay o no lugar a la convocatoria del Cuerpo 
Electoral, ésta se realizará igualmente, de conformidad con el 
artículo 23, si las firmas presentadas o las adhesiones recibi- 
das hubieren superado igualmente el veintisiete y medio por 
ciento (27.5%) de los inscriptos habilitados para votar. 


Iv 
DISPOSICIONES ESPECIALES 


Artículo 30. - La Corte Electoral es juez del acto de refe- 
téndum (artículo 322, literal C, de la Constitución), y las fun- 
ciones administrativas y jurisdiccionales que en tales calida- 
des le competen no están sujetas a control de los partidos 
políticos ni de los promotores del recurso o sus representantes, 


Art. 31. - Sin perjuicio de la posible reglamentación de 
esta ley por el Poder Ejecutivo (artículo 168, numeral 4? de la 
Constitución), la Corte Electoral podrá expedir los reglamen- 
tos necesarios para ejercer las atribuciones que se le cometen. 


Art. 32. - Esta ley entrará en vigencia en la fecha de su 
promulgación. 


Art. 33. - Comuníquese, etc. 


Gonzalo Aguirre Ramírez, Luis Alberto Lacalle Herre- 
ra, Juan Martín Posadas. Senadores” 


EXPOSICION DE MOTIVOS 


El presente proyecto de ley obedece a la necesidad de 
salvar la omisión del legislador en reglamentar el inciso se- 
gundo del artículo 79 de la Constitución, en lo relativo al 
recurso de referéndum contra las leyes. Dicha necesidad se ha 
puesto claramente de manifiesto con motivo de la presenta- 
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ción de un recurso de referéndum contra la Ley N* 15.843, de 
Caducidad de la Pretensión Punitiva del Estado, que ha permi- 
tido observar las graves dificultades que surgen en el proceso 
de verificación de la validez de las firmas de quienes recurren 
una ley. 


Asimismo, se han evidenciado otros problemas jurídicos, 
que el escueto texto constitucional vigente no resuelve y que 
es menester dilucidar. 


Los artículos 1? a 3? determinan cuáles leyes son recurri- 
bles mediante este instituto de democracia directa. El princi- 
pio general es la recurribilidad y las excepciones están esta- 
blecidas a texto expreso en la norma a reglamentar. No obs- 
tante, pueden surgir ciertas dudas que estos artículos disipan. 


Así, las leyes constitucionales no pueden ser sometidas a 
referéndum (artículo 2%-a), por cuanto son, en rigor, normas 
constitucionales y no legales, si bien no entran en vigencia 
hasta tanto no son ratificadas, en un plebiscito, por el Cuerpo 
Electoral. Por otra parte, cuando la Constitución habla genéri- 
camente de “las leyes” o de “la ley” se refiere a las llamadas 
leyes ordinarias, que sanciona el Parlamento y promulga el 
Poder Ejecutivo. 


En segundo lugar, la irrecurribilidad de las leyes cuya ini- 
ciativa sólo corresponde al Poder Ejecutivo refiere, obviamen- 
te, a los casos en que la exclusión de la iniciativa de los 
legisladores se debe a la materia de que tratan esas leyes, Y 
no alcanza a las leyes que, cualquiera sea su materia, están 
sometidas a un procedimiento excepcional, previa declaratoria 
de urgente consideración por parte del Poder Ejecutivo. Así lo 
explicitan los artículos 2*-b y 3%-b. 


En cuanto a las leyes “que establecen tributos”, no está en 
discusión su irrecurribilidad pero sí es conveniente clarificar 
qué especies de obligaciones con el Estado y sus entes auxi- 
liares están comprendidas en el género de los tributos, así 
como qué se entiende por establecer tributos. Ello se hace, 
con arreglo al Código Tributario, en el artículo 2*-c. 


Tampoco están excluidas del recurso de referéndum las 
leyes interpretativas de la Constitución, por cuanto éstas son 
leyes ordinarias, de la misma fuerza y rango normativo que 
todas las de ese carácter. Respecto de ellas, por consiguiente, 
rige el principio general del artículo 79 de la Carta y así lo 
establece el artículo 3*-a, 


Por último, los literales c y d del artículo 3% consagran 
soluciones especiales para situaciones en que determinadas 
leyes son declaradas inconstitucionales por la Suprema Corte 
de Justicia. Tal declaración pone de manifiesto, en el primer 
caso, que una ley recurrible en realidad no lo es, por faltarle la 
iniciativa del Poder Ejecutivo; y, en el segundo caso, que una 
disposición legal irrecurrible en puridad no lo es, por no ser 
de naturaleza presupuestal y no requerir la iniciativa exclusiva 
del Poder Ejecutivo. 


El artículo 4% determina que el órgano ante el cual debe 
interponerse el recurso es la Corte Electoral. Ello está de 
acuerdo con las únicas experiencias de aplicación de este ins- 
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tituto constitucional, es lo práctico y, por otra parte, no colide 
con texto alguno de la Constitución. 


El artículo S* habilita la recurribilidad de las leyes en 
forma parcial, esto es el sometimiento a referéndum no sólo 
de una ley en su conjunto sino también de uno o más de sus 
artículos, dado que el contenido dispositivo de una ley suele 
ser extenso, complejo y diverso, por cuya causa los recurren- 
tes pueden tener interés en impugnar parte de una ley y no su 
totalidad. 


El artículo 6* regula la cuestión de la legitimación activa 
para interponer el recurso de referéndum y, con arreglo a la 
norma constitucional que lo instituye, la atribuye a los inscrip- 
tos habilitados para votar. Precisa, además, quiénes lo son y 
quiénes están excluidos del ejercicio de este derecho por tener 
suspendida la ciudadanía (artículo 80 de la Constitución). 


El artículo 7" reitera el plazo de un año para interponer el 
recurso, fijado en la Constitución, y precisa desde qué día 
corre. Ello, con arreglo a lo que es criterio jurídico aceptado 
en materia de cómputo de términos. 


El artículo 8* explicita las dos formas -constitucionales- en 
que se promulgan las leyes, pues es a partir de la promulga- 
ción que corre el referido plazo de un año. 


El Capítulo II del proyecto -artículos 9? a 20- regula dos 
de los aspectos que la experiencia reciente ha demostrado que 
requieren una urgente reglamentación legal: la promoción y la 


, interposición del recurso. 


Esta distinción obedece a que se ha evidenciado que la 
interposición, esto es la presentación del recurso con arreglo a 
las exigencias constitucionales, requiere un complejo proceso 
previo que no es conveniente dejar librado a la discrecionali- 
dad de los recurrentes ni a la de la propia Corte Electoral, que 
se ve obligada, ante la ausencia de reglamentación legal del 
instituto, a llenar por sí ese vacío normativo. 


El artículo 9 resuelve tres problemas relativos a la promo- 
ción del recurso: A) Exigencia de un porcentaje mínimo de 
personas habilitadas a recurrir -que se fija en el 1/00 de las 
mismas- a fin de que la puesta en marcha de todo el mecanis- 
mo legal posterior esté respaldado por una cantidad razonable 
de inscriptos en el Registro Cívico; B) Un término de 180 días 
para promover el recurso, de modo de contribuir a la certeza 
jurídica resultante de la estabilidad de las leyes al concluir 
dicho lapso, así como de dar un plazo de cierta amplitud para 
los procedimientos posteriores, que no son breves ni muy ser- 
cillos; C) Requisitos formales de la promoción del recurso, 
que constituyen exigencias mínimas, razonables y de fácil 
comprensión. 


El artículo 10 establece y regula la etapa imprescindible 
de la calificación del recurso por la Corte Electoral, en el 
breve término de diez días corridos, que ahorrará los procedi- 
mientos referidos a recursos mal promovidos, sea por incum- 
plimiento de cualquiera de los requisitos del artículo 9 o por 
tratarse de una ley irrecurrible por este medio. 
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La misma norma, en su inciso final, consagra un necesario 
recurso de revisión contra la decisión de la Corte que negare 
la procedencia de la interposición del recurso. 


El artículo 11 establece un término necesario, de diez días 
corridos, para que la Corte Electoral califique la procedencia 
del recurso. En caso omiso, se le imputa un acto ficto que 
franquea los procedimientos para su interposición. 


Los artículos 12 a 17 regulan los casos excepcionales del 
artículo 3*,, literales c y d, en los cuales, según ya fue visto, la 
recurribilidad o no de ciertas leyes depende de que las mismas 
sean o no declaradas inconstitucionales por la Suprema Corte 
de Justicia. Los mismos regulan los complejos problemas que 
pueden plantearse en tales situaciones y agregan algunos re- 
quisitos formales, para estos casos, a los del artículo 9*. 


Las dificultades técnico-jurídicas que plantean estas nor- 
mas requerirían, para su explicación, un desarrollo extenso 
que alargaría en demasía esta exposición de motivos y que 
preferimos obviar. 


El artículo 18 regula la etapa inmediatamente posterior a 
la calificación afirmativa de la procedencia del recurso, que es 
la de la convocatoria pública, por parte de la Corte Electoral, 
a adherir al recurso. Y habilita, asimismo, una razonable y 
breve instancia de corrección de los errores formales que pu- 
dieren haberse cometido por los promotores del recurso, con 
relación a los requisitos de los ordinales 2* a 4? del artículo 9. 


El artículo 19 es una norma clave en la estructura del 
proyecto y para resolver con eficacia los graves problemas 
vividos en la corta experiencia de aplicación del instituto, 
desde que regula el punto neurálgico de la cuestión: la forma 
de adherir al recurso cuya procedencia ya ha sido aceptada 
por la Corte Electoral. 


A ese efecto, se suprime el anacrónico procedimiento de la 
recolección de firmas, fuente de mil y una dificultades, y se le 
sustituye por la comparecencia de los adherentes ante la Corte 
Electoral, ante cuyos funcionarios y en sus oficinas deberán 
expresar su voluntad, mediante su firma o estampando su im- 
presión dígito pulgar derecha, lo que se hará en los pliegos 
que a ese fin se les exhibirán. 


Los conocidos problemas relativos a la validez de la ex- 
presión de voluntad del recurrente se solucionan así en el 
mismo acto en que ella se formula, la que se determinará por 
los funcionarios actuantes y sin admitirse más impugnaciones 
que las que en ese momento se presenten. 


Todo el procedimiento ganará así en agilidad, seriedad, 
certidumbre y credibilidad. 


Los artículos 20 y 21 prevén la forma de actuación de la 
Corte Electoral durante todo el plazo constitucional y hasta su 
vencimiento, a los efectos de determinar si los adherentes 
alcanzan al mínimo de 25% del total de inscriptos habilitados 
para votar, requerido por el artículo 79 de la Constitución. La 
proclamación que hará la Corte, en el sentido de si hay o no 
lugar a la convocatoria del Cuerpo Electoral, será recurrible 
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en la forma y término establecidas en el artículo 10, o sea 
mediante el recurso de revisión. 


El artículo 22 regula el aplazamiento de la convocatoria 
del Cuerpo Electoral en los casos previstos en los artículos 12 


+ y 15, siempre que a la expiración del plazo constitucional no 


hubiere aún recaído sentencia ejecutoriada de la Suprema 
Corte de Justicia respecto de una solicitud de declaración de 
inconstitucionalidad de la ley recurrida. 


En el Capítulo TI, los artículos 23 a 29 reglamentan la 
convocatoria y el pronunciamiento del Cuerpo Electoral, así 
como sus efectos. 


Respecto de la primera, el artículo 23 determina que, en 
los casos en que ésta proceda, se realizará dentro de los 90 
días siguientes, término necesario para la organización del 
referéndum por la Corte, pero también suficiente y no excesi- 
vo. Se establece, asimismo, la simultaneidad del acto con las 
elecciones nacionales, toda vez que el recurso se interponga 
dentro de los seis meses anteriores a las mismas. 


El secreto y la obligatoriedad del voto, establecidos por el 
artículo 24, son necesarios y congruentes con lo dispuesto por 
el inciso 2” del artículo 77 de la Carta. 


Igualmente, la votación por “SI” -a favor del recurso- y 
por “NO” -en su contra- dispuesta por el artículo 25, está de 
acuerdo con lo prescripto por el artículo 331 literal C) de la 
Constitución respecto de los plebiscitos sobre reforma de la 
misma. Y, aunque así no fuera, tal es la única solución lógica 
y posible. 


El artículo 26 determina cuándo proclama el resultado la 
Corte Electoral y en qué caso -obvio- se considerará que el 
Cuerpo Electoral ha hecho lugar al recurso. Razonablemente, 
se equipara el voto en blanco al voto por “NO”. 


La proclamación del resultado del referéndum, acto juris- 
diccional de la Corte Electoral, será impugnable mediante el 
recurso de anulación, en igual forma y con los mismos efectos 
que los previstos, para las elecciones nacionales, por los 
artículos 162 a 165 de la Ley N* 7.812, según lo prevé el 
artículo 27. 


Por el artículo 28, si el referéndum fuere. afirmativo, su 
proclamación determinará la derogación de las disposiciones 
legales recurridas con éxito. Es la única solución compatible 
con la necesaria seguridad jurídica y con la imprescindible 
estabilidad de las situaciones creadas por aplicación de la ley 
recurrida, que, desde su promulgación, ha estado vigente, Por 
otra parte, las decisiones que hacen lugar a recursos contra 
actos jurídicos estatales, cuando se fundan en razones de mé- 
rito y no de legitimidad, no tienen efecto retroactivo ni deter- 
minan la anulación del acto recurrido, Mucho más tratándose 
de las leyes, que, en nuestra Constitución, no se anulan sino 
que ni siquiera se derogan cuando la Suprema Corte de Justi- 
cia las declara inconstitucionales. 


En cuanto al efecto que se da al vencimiento del plazo de 
un año que se otorga a la Corte Electoral para que se pronun- 
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cie sobre la convocatoria del Cuerpo Electoral, equivale a un 
acto ficto afirmativo cuando el 27,5% de los inscriptos habili- 
tados para votar hubieren sido recurrentes. 


Este plazo es necesario, a la luz de la experiencia recogida 
y actual, porque, en caso contrario, la omisión de la Corte 
Electoral en pronunciarse en tiempo razonable puede equiva- 
ler a una violación inconstitucional del derecho, otorgado por 
la Carta, a recurrir las leyes mediante el referéndum. 


Por otra parte, la Constitución otorga efectos fictos al 
transcurso del tiempo sin pronunciamiento de los órganos 
competentes, sea tanto en sentido afirmativo como negativo. 
Así, en los artículos 138, 168 inciso 10 y 318. 


Por último, las Disposiciones Especiales del Capítulo IV 
(artículos 30 a 32), no merecen mayor comentario. Sólo agre- 
gamos que la veda del control del ejercicio de las atribuciones 
que competen a la Corte Electoral en esta materia -artículo 
30- resulta necesaria a la luz de la reciente experiencia y, por 
otra parte, la misma no vulnera ninguna norma vigente. 


Gonzalo Aguirre Ramírez, Luis Alberto Lacalle Herre- 
ra, Juan Martín Posadas. Senadores” 


SEÑOR PRESIDENTE. - Leáse el proyecto. 
(Se lee) 


SEÑOR OLAZABAL. - Pido la palabra para una cuestión 
de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Para una cuestión de orden fun- 
dada en el inciso d) del artículo 66 del Reglamento, tiene la 
palabra el señor senador Olazábal. 


SEÑOR OLAZABAL. - Señor Presidente: la Constitución, 
en su artículo 104, establece que para hacer cesar el receso se 
pueden convocar sesiones extraordinarias con el exclusivo ob- 
jeto de tratar los proyectos que han motivado dicha citación. 
El texto de esta convocatoria, que ocasiona el levantamiento 
del receso, expresa que se considerará el proyecto de ley por 
el que se establecen diversas disposiciones con relación a la 
convocatoria del Cuerpo Electoral para que se pronuncie so- 
bre el recurso de referéndum contra los artículos 1? a 4* de la 
Ley N" 15.848, de 22 de diciembre de 1986. 


Es claro, entonces, señor Presidente, que esta convocatoria 
se refiere a todo asunto que tenga relación con el referéndum 
que se encuentra en curso en estos momentos en el país. Sin 
embargo, observando las disposiciones que emanan del infor- 
me de la Comisión, constatamos que además de las normas 
relativas a la realización de este referéndum se han incluido 
otras que no tienen que ver, concretamente, con la realización 
del referéndum, pues atañen a la posibilidad de futuros ejerci- 
cios del derecho de referéndum por parte de la ciudadanía. 


Por lo tanto, considero que todo lo que tiene que ver con el 
futuro está fuera de la convocatoria y, de tratar esos temas, el 
Senado incurriría en violación del artículo 104 de la Cons- 
titución. 
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En ese sentido, y como cuestión de orden, he querido 
plantear al Cuerpo este problema porque, por otra parte, en- 
tiendo que se debería dar tiempo a la Comisión para analizar 
el asunto. En consecuencia, propongo que se realice un cuarto 
intermedio -de una hora o de una hora y media- a fin de que la 
Comisión pueda eliminar del texto elevado a la consideración 
del Senado todos los artículos que no se relacionen con la 
convocatoria para que el Cuerpo Electoral se pronuncie sobre 
el recurso de referéndum contra los artículos 1% a 4? de la Ley 
N? 15.848. Para formular esta solicitud me baso en que de no 
modificarse el proyecto venido de Comisión, al tratarlo, el 
Senado estaría violando el artículo 104 de la Constitución, ya 
que la convocatoria es clara y, reitero, atañe a todo lo que 
tenga relación con la presente convocatoria a referéndum. Por 
lo tanto, desde nuestro punto de vista, excluye todo otro tema 
que no tenga relación con la actual convocatoria. 


De manera, pues, que las variadas normas - que son fácil- 
mente identificables- que no tienen relación alguna con el 
referéndum a realizarse contra los artículos 1% a 4* de la Ley 
N? 15.848, han sido incluidas en el proyecto de forma incons- 
titucional. 


SEÑOR AGUIRRE. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor se- 
nador. 


SEÑOR AGUIRRE. - Señor Presidente: es perfectamente 
clara la constitucionalidad del proyecto de ley que ha elevado 
la Comisión de Constitución y Legislación dei Senado. El 


_ único argumento que ha hecho el señor senador Olazábal es 


que el texto de la convocatoria que se realiza por Secretaría 
en una tarea administrativa se refiere únicamente al referén- 
dum por el que se debe convocar al Cuerpo Electoral para que 
se pronuncie sobre la impugnación que el 25% de los ciudada- 
nos inscriptos habilitados para votar ha hecho con relación a 
los artículos 1? a 4? de la Ley N* 15.848, 


Pero el único interés del señor senador preopinante es ex- 
cluir a los artículos que dicen relación con la reglamentación 
del recurso de referéndum en general, tal como lo manda el 
inciso 2* del artículo 79 de la Constitución de la República 
que, por su generalidad, también son aplicables, desde que la 
ley entre en vigencia, al próximo referéndum, salvo en los 
casos en que disposiciones transitorias y especiales de este 
proyecto de ley determinen una solución distinta para el 
mismo. 


Con el razonamiento que ha utilizado el señor senador 
Olazábal, puramente piedeletrista y basado en la decisión ad- 
ministrativa referente a la nominación de la convocatoria que 
figura en el Orden del Día de esta sesión, tampoco se podrían 
tratar en modo alguno las disposiciones modificativas de la 
Ley de Elecciones, que contiene abundantemente este proyec- 
to de ley y que venían en el Mensaje de la Corte Electoral, 
que hizo suyo el Poder Ejecutivo utilizando su iniciativa cons- 
titucional en materia legislativa. 


Reitero: de acuerdo a lo que ha expresado el señor senador 
Olazábal, no se podrían tratar las modificaciones a la Ley de 
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Elecciones; no se podrían tratar las normas referentes a la 
obligatoriedad del voto, que son de carácter general y rigen 
para las elecciones nacionales. Lo mismo sucedería con res- 
pecto a las normas relativas a la reglamentación del recurso 
de referéndum, Entonces, de los 50 artículos que tiene el pro- 
yecto solamente se podría tratar la habilitación de la partida 
que reclama la Corte Electoral para organizar el referéndum y 
la norma que expresa de qué forma se vota y cómo se tienen 
que computar los votos para proclamar el resultado del refe- 
réndum. 


Quiere decir que podríamos tratar tres artículos. Pero, ade- 
más, advierto que el receso se levantó para tratar el proyecto 
de ley del Poder Ejecutivo. El mismo refería a las modifica- 
ciones a la Ley de Elecciones, al voto obligatorio, a la regla- 
mentación del recurso de referéndum y, por último, a disposi- 
ciones concretas para el próximo referéndum. Esos son los 
temas que están en este proyecto de ley y, para demostrar que 
es así, voy a leer las disposiciones del proyecto del Poder 
Ejecutivo que eran artículos reglamentarios del recurso de 
referéndum y no disposiciones especiales para el próximo re- 
feréndum. 


El artículo 3* del proyecto del Poder Ejecutivo dice: “De- 
cláranse aplicables los procedimientos y sanciones previstos 
en el Decreto-Ley N* 15,655, de 25 de octubre de 1984, a 
quienes incumplieran injustificadamente con la obligación de 
sufragar en los actos de plebiscito y de referéndum”. Esto 
quiere decir que es en todos los actos, para el futuro y para 
siempre. 


Y el artículo 5* dice: “Decláranse aplicables en lo perti- 
nente al acto de referéndum, las disposiciones de la Ley de 
Elecciones N* 7812, de 16 de enero de 1925”. Esto es para el 
futuro y para siempre. En el artículo 4% se expresa cómo se 
preparan las hojas de expresión de voluntades destinadas a 
quienes voten en el referéndum y cómo se suministran éstas a 
las comisiones receptoras por la Corte Electoral. También ésta 
es una disposición de carácter general, de una vez y para 
siempre. 


Las únicas disposiciones transitorias y para este referén- 
dum, corresponden a los artículos 6* y 7? del proyecto de ley 
del Poder Ejecutivo. De modo que la Comisión en ningún 
momento ha excedido el mandato que tenía del Senado ni ha 
transgredido el artículo 104 de la Constitución. 


El tema fue discutido en la Comisión y todos sus miem- 
bros estuvimos contestes en que el criterio que íbamos a apli- 
car era arreglado a la Constitución de la República. 


Es lo que tenía que expresar. 
SEÑOR RICALDON!L - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR RICALDONL - Señor Presidente: casi todo lo que 
iba a señalar ha sido expuesto por el señor senador Aguirre. 
No veo, ni siquiera desde el punto de vista piedeletrista, nin- 
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gún tipo de vulneración de los textos constitucionales ni tam- 
poco de los reglamentarios que hacen a lo que es la celebra- 
ción de sesiones en el Senado. 


Es evidente que el motivo de la convocatoria, el levanta- 
miento del receso, y la sesión del día de hoy tienen por objeto 
analizar luego del pase correspondiente por la Comisión de 
Constitución y Legislación, como aquí se dispuso, un proyec- 
to de ley remitido por el Poder Ejecutivo, inspirado en el 
presentado por la Corte Electoral. 


Como señala el señor senador Aguirre, hasta el más 
despistado de los lectores de este proyecto de ley puede ad- 
vertir que entre ese y el que propone la Comisión por 
mayoría, no hay diferencia de materia. El proyecto elevado 
por el Poder Ejecutivo al Parlamento trata el tema de las 
elecciones macionmales en primer lugar, también del 
referéndum que habrá de realizarse en abril, y al mismo 
tiempo, a través del Mensaje de la Corte Electoral -que hace 
suyo el Poder Ejecutivo- habilita también la posibilidad de 
realizar agregados que atiendan a lo que fue preocupación de 
la Comisión de Constitución y Legislación, en su momento, 
en cuanto a reglamentar para otros referéndum que pueden 
sobrevenir en el futuro en lo que tiene que ver con muchos 
aspectos absolutamente necesarios, 


En la Comisión hemos trabajado los días viernes, lunes y 
martes. En esos tres días hemos analizado, como corresponde 
a una Comisión integrada por personas que tratan de hacer las 
cosas concienzudamente, todas y cada una de las disposicio- 
nes del proyecto de ley det Poder Ejecutivo. Hemos aprobado 
muchos artículos, hemos modificado otros así como suprimi- 
do algunos, y hemos agregado lo que nos pareció del caso. 
Nada de esto tiene que ver con una violación de la Constitu- 
ción ni con lo que dice y quiere decir el artículo 104 de la 
Constitución si se lee como corresponde. 


Nadie discute que toda vez que se considere un proyecto 
de ley elevado por la Comisión que se trate -y no habría forma 
racional de hacerlo- ésta tenga derecho a suprimir o modificar 
disposiciones del proyecto que se le somete a consideración, 


En ese sentido estamos convencidos, igual que el señor 
senador Aguirre, de que la lectura que hemos escuchado del 
señor senador Olazábal, no agrega ningún argumento que nos 
parezca de peso para dudar siquiera de la regularidad de los 
procedimientos. 


Quería señalar estos hechos porque quizás sea bueno que 
desde el comienzo de esta sesión se deje en claro que también 
en este aspecto hemos trabajado no solo intensamente, sino 
también escrupulosamente en lo que es el fondo de la cuestión 
y también en las formas que a veces tienen su importancia. 


SEÑOR PEREYRA. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor se- 
nador. 


SEÑOR PEREYRA. - Señor Presidente: a mí también me 
surge la misma duda que al señor senador Olazábal. 
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No soy jurista, pero tengo la obligación como legislador 
de procurar interpretar las disposiciones constitucionales. Y 
creo que éstas no sólo deben entenderse dentro del marco del 
texto gramaticalmente expuesto, sino dentro de un enfoque 
real de los problemas que tenemos que resolver. Efectivamen- 
te, el artículo 104 expresa que por razones graves y urgentes 
la Asamblea General, o cada una de las Cámaras, así como el 
Poder Ejecutivo, podrán convocar a sesiones extraordinarias, 
hacer cesar el receso, etcétera. 


¿Cómo se motivó la incorporación de este asunto? Por un 
Mensaje del Poder Ejecutivo, por un planteo realizado ante el 
Senado por ese Poder, y se consideró que era urgente dar 
resolución a un problema que tiene un plazo breve como es la 
realización del referéndum cuya aceptación por parte de la 
Corte Electoral es pública y notoria por haber llenado las 
exigencias constitucionales. 


De manera que lo realmente urgente es habilitar a la Corte 
Electoral para que se pueda realizar el referéndum que se 
acaba de solicitar, de acuerdo con el artículo 79 de la Consti- 
tución, sobre la vigencia o no de la Ley de Caducidad de la 
Pretensión Punitiva del Estado frente a las violaciones de los 
derechos humanos. 


No puede ser urgente, entonces, el tema de reglamentar el 
artículo 79, en su carácter general, por la sencilla razón de 
que ha estado vigente, sin esa condición, desde hace 22 años. 
Han pasado 22 años desde que se incorporó esta disposición a 
la Constitución y nunca se llevó a cabo dicha reglamentación. 
De modo que esto no es lo urgente sino lo que ya dije, es 
decir, habilitar a la Corte Electoral, dándole los recursos nece- 
sarios y votando las disposiciones correspondientes a los efec- 
tos de que en un marco de normalidad pueda realizar el refe- 
réndum al que nos hemos referido. En consecuencia, yo tam- 
bién pienso que el Senado obraría acertadamente si centrara 
su labor a este aspecto de Ja cuestión. 


Por otra parte, señor Presidente, a las diez de la mañana de 
hoy, hemos recibido el repartido que resume el trabajo de la 
Comisión. Ninguno de los legisladores presentes puede poner 
en tela de juicio la dedicación que en el tema han puesto sus 
miembros pero la complejidad del asunto -y sobre todo por los 
agregados que se han hecho- ha provocado que recién hoy a 
las diez de la mañana hayamos tomado contacto con un repar- 
tido que nos ha sido imposible estudiar detenidamente. 


Nosotros nos sentimos capaces de opinar de inmediato so- 
bre aquello que contenía el Mensaje del Poder Ejecutivo, 
aquello que la Corte Electoral había solicitado y que era pú- 
blico y notorio. Pero no así sobre todas estas nuevas disposi- 
ciones que se agregan, inclusive sanciones sumamente graves 
para aquellos que omitan cumplir con el deber de sufragar. 
Seguramente sobre esto último se producirá un extenso debate 
e inclusive será difícil de pronunciarse porque todos sabemos 
las distintas circunstancias que pueden darse ante una misma 
situación. Por ejemplo, el problema del voto en blanco, de si 
se contabiliza a favor o en contra, no se arregla con decir que 
para esta vez no rige una disposición determinada pero sí para 
el futuro, La cuestión estriba en saber si es lógico o no que un 
voto en blanco, que no es una opinión a favor o en contra de 
algo, deba ser contabilizado. 
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Insisto, entonces, en que si la reglamentación ya se dejó de 
lado para este plebiscito, no es un asunto que deha resolverse 
con urgencia hoy, sobre todo cuando es tan complejo. Ade- 
más, coincido con las apreciaciones del señor senador Olazá- 
bal, por lo que estoy dispuesto a acompañar su moción. Creo 
que lo que se propone es razonable porque no me parece que 
el Senado baga bien en legislar apresuradamente sobre cues- 
tiones que no son realmente urgentes y sí complicadas. 


Cuando se trata de temas tan importantes, entiendo que el 
debate parlamentario debe realizarse en un ámbito de sereni- 
dad y no arrastrado por la circunstancia de que dentro de muy 
pocos días tendrá que llevarse a cabo el referéndum. Por lo 
tanto, me parece saludable que el Parlamento se tome el tiem- 
po que sea necesario para reglamentar el artículo 79 y que hoy 
se limite a votar las disposiciones que son verdaderamente 
urgentes: las que habilitan a la Corte Electoral para levar a 
cabo el referéndum para el cual se han cumplido los requisitos 
constitucionales. 


Nada más. 


SEÑOR PRESIDENTE. - La Mesa desea informar a título 
aclaratorio, que en las páginas 28 y 42 del repartido, figuran 
las partes finales de los Mensajes del Poder Ejecutivo y de la 
Corte Electoral, respectivamente. En la página 28 se dice: “Lo 
precedentemente expuesto contiene los puntos esenciales que 
debería contemplar la ley, con miras al acto que la Corte está 
obligada a organizar de inmediato. 


Considera, no obstante, que no debe cerrar esta comunica- 
ción sin señalar que el procedimiento consuetudinario del 
planteo de este tipo de recurso por vía del recogimiento de 
firmas, debe ser abandonado definitivamente. Las característi- 
cas verdaderamente diabólicas del método, cuando se proyec- 
ta a una parte tan significativa de la masa ciudadana han 
quedado en evidencia y la que ha debido sufrirlas, en mayor 
grado ha sido la Corporación Electoral. 


Aunque la preocupación fundamental, en el momento, ra- 
dica en las soluciones que le permitan encarar de inmediato el 
acto del referéndum, la Corte se permite expresar que consi- 
dera la reglamentación legal prevista por el inciso 2% del 
artículo 79 de la Constitución de la República, debe ser encar- 
ada sin mayores dilaciones. La amarga experiencia vivida no 
debe ser repetida,” etcétera. 


SEÑOR FA ROBAINA. - Pido la palabra para ocuparme 
de la moción. : 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor se- 
nador. 


SEÑOR FA ROBAINA. - La Mesa, prácticamente ha adi- 
vinado mis intenciones y me ha dejado poco para agregar. 


Deseo manifestar que comparto los argumentos de los se- 
flores senadores Aguirre y Ricaldoni y, a mayor abundamiento 
para justificar mi oposición a la moción del señor senador 
Olazábal, quiero señalar que es notorio que el Mensaje del 
Poder Ejecutivo tiene origen en una iniciativa emanada de la 
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Corte Electoral y los párrafos que el señor Presidente leyó 
demuestran acabadamente que la reglamentación a que alude 
el artículo 79, inciso 2? de la Constitución integra el tema de 
la convocatoria. Me refiero al hecho de reglamentar por ley, 
con carácter general, el instituto del referéndum. 


Tan general es, señor Presidente, que la Corte hace refe- 
rencia a un episodio ya concluido, el que notoriamente con- 
movió al país: la recolección de firmas. Este es un proced- 
imiento arcaico que -en ello coincido con la opinión de la 
Corte- no debería repetirse. Es por eso que el proyecto legisla 
sobre la materia. Busca una solución que procura eludir ese 
procedimiento tan incierto de la recolección de firmas. 


Creemos, señor Presidente, que el proyecto está perfecta- 
mente encuadrado en la convocatoria a que refiere el artículo 
104 de la Constitución. Además, no puede perderse de vista 
que la iniciativa, que en forma primaria había presentado la 
Comisión, que se originaba en un proyecto elaborado por los 
señores senadores Aguirre, Posadas y Lacalle Herrera, ya fue 
estudiada e informada por la Comisión e integró el Orden del 
Día del Senado. De modo que no puede aducirse que el tema 
cayó en el plenario como un aerolito y que ha tomado a algún 
señor senador por sorpresa. Es evidente que todas las connota- 
ciones vinculadas directa o tangencialmente con el tema ya 
han sido manejadas en uno u otro sentido por todos los legis- 
ladores. 


En consecuencia, me siento tranquilo en el sentido de que 
no estamos oriilando ni violentando el espíritu del artículo 
104 de la Constitución. Pero si se entiende que hay alguna 
inconstitucionalidad, de todas maneras no es al Senado a 
quien corresponde dar opinión en ese sentido sino a la Supre- 
ma Corte de Justicia. En el momento oportuno podrán recurrir 
a ella los que consideren que la ley es inconstitucional. 


Nada más. 
SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor para ocuparse de la moción, 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. - Señor Presidente: en 
primer lugar quiero señalar que el artículo 104 de la Constitu- 
ción, en el párrafo pertinente, que es el tercero, es natural- 
mente muy claro y de aplicación muy estricta. Digo esto por- 
que en un giro idiomático, utilizado de cuando en cuando por 
el orden constitucional, dice: “Sólo por razones graves y ur- 
gentes la Asamblea General o cada una de las Cámaras, así 
como el Poder Ejecutivo podrán convocar a sesiones extraor- 
dinarias”, etcétera. El párrafo comienza excluyendo cualquier 
posibilidad que no sea aqueila que incluya razones graves y 
urgentes. 


En segundo lugar, tenemos que señalar que este proyecto 
llega al Senado en términos bastante especiales. El repartido 
que nos ha sido suministrado tiene sesenta y nueve páginas; el 
proyecto incluye cincuenta artículos, uno de los cuales, a su 
vez, es complejo porque está constituido por veintitrés artícu- 
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los aunque el número es uno sólo, y uno de estos veintitrés 
artículos tiene once incisos. Naturalmente, es un tema com- 
plejo y trascendente dado que tiene que ver con el ejercicio 
fundamental del orden democrático del país. 


Sin embargo, todos estos elementos, este conjunto de nor- 
mas que determinaron que la Comisión realizara un trabajo 
detenido y pormenorizado, nos fue repartido avanzada la ma- 
ñana de hoy para una sesión que el Senado fijó a la hora 15, 
Es decir que, en mi caso personal, por lo menos, he dispuesto 
desde aproximadamente las 10:30 o las 10:40 hasta las 14:30 
en que salí para el Senado. Ese fue el único lapso disponible 
para estudiar elementos tan complejos y extensos, donde se 
incluyen cantidad de aspectos que no estaban comprendidos 
en las disposiciones propuestas anteriormente. 


Debo decir que en el Mensaje de la Corte Electoral que 
recoge el Poder Ejecutivo, notoriamente se manejan los ele- 
mentos aquí comprendidos en dos planos absoluta y claramen- 
te diferenciados. En la misma página 28, que fue la que aludió 
en su lectura el señor Presidente, antes de las referencias a que 
se ha hecho mención, luego de detallar el porqué de cada una 
de las disposiciones que la Corte Electoral propone y el Poder 
Ejecutivo recoge, se dice: “Lo precedentemente expuesto con- 
tiene los puntos esenciales que debería contempiar la ley, con 
miras al acto que la Corte está obligada a organizar de inme- 
diato”. 


Aquí están los elementos de gravedad y urgencia, Luego 
dice: “Considera, no obstante, que no debe cerrar esta comu- 
nicación sin señalar ...”, etcétera. ¿Qué dice la Corte? Plantea 
lo que, a su juicio y con razón, en términos que compartimos, 
es grave y urgente. Esto también es compartido por el Poder 
Ejecutivo, porque hay un recurso que está en pleno desarrollo, 
que debe ser contemplado y resuelto en corto plazo, y la Corte 
Electoral no está materialmente habilitada para hacerlo. Pero 
lo demás es lo de más: no necesariamente debe ser resuelto 
dentro de los mismos plazos. Tan es ello así que yo señalo lo 
siguiente y que, por otra parte, tengo entendido que mi com- 
pañero de sector, el senador Batalla, ya bizo notar en la Comi- 
sión: supongamos que un poco insólitamente -porque nada 
hace prever que ello ocurra- un grupo de ciudadanos pone en 
marcha el ejercicio del referéndum para otro tema. Se requie- 
re un año para que se cumpla ese primer tramo. El Senado, así 
como todo el Parlamento, vuelve a sesionar en marzo. ¿En 
qué se obstaculizaría la realización de futuros referéndum si 
esto fuera resuelto en marzo, en abril o en mayo? Absoluta- 
mente en nada. Lo que no podemos demorar -y por eso esta- 
mos hoy aquí, 4 de enero- es la consideración de lo inmediato, 
de lo que tiene que ver con este recurso. 


Esto lo maneja en planos muy diferentes la Corte Electoral 
y lo recoge sin rectificación, también en planos muy diferen- 
tes, el Poder Ejecutivo. Sólo algunos componentes del Sena- 
do, con una impaciencia manifiesta que no es la primera vez 
que se registra en torno a este tema -y que inclusive determinó 
que se informara a la Comisión del orden del día semanas 
atrás, que ya había votos suficientes para disposiciones que 
después resultó que no los tenfan- estiman que tendríamos que 
considerar como grave y urgente la totalidad del articulado. 
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Por tanto, creo que es perfectamente procedente el plan- 
teamiento que ha formulado el señor senador Olazábal, no 
sólo desde el punto de vista constitucional, sino en cuanto 
refiere a la necesaria habilitación a todos los Senadores para 
que podamos considerar el tema permanente con el espacio, la 
información y la tranquilidad indispensables. 


Muchas gracias, señor Presidente. 


SEÑOR FERREIRA. - Pido la palabra para ocuparme de 
la moción de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR FERREIRA. - Señor Presidente: he escuchado 
con atención las reflexiones que han hecho los colegas, y 
quiero señalar que en gran medida comparto el conjunto de 
las preocupaciones expuestas. Quizás no lleguemos todos a las 
mismas conclusiones; pero, sobre todo, cuando ofa al señor 
senador Pereyra, me sentía identificado con algunas de las 
inquietudes que planteaba, más allá, reitero, de que de repente 
lleguemos a conclusiones no idénticas en cuanto a cómo debe- 
mos proceder en estas circunstancias. 


Tengo la sensación de que en estos momentos todos esta- 
mos bajo la presión -advertida o inadvertida, consciente o 
inconsciente, pero presión al fin, motivada por la expectativa 
que existe en los medios de prensa y en la opinión pública- de 
la reglamentación de la norma constitucional ante la inminen- 
cia de la celebración de un referéndum que tiene trascenden- 
cia para el futuro de la vida del país. 


Aspiro a que el Senado de la República sea capaz, después 
de una etapa de tantos enfrentamientos en la sociedad, en la 
vida y en el mundo político, de actuar con la serenidad de 
espíritu necesaria para aprobar un conjunto de normas que 
sean justas y que sean las verdaderas reglas de juego para el 
ejercicio de este derecho constitucional, independientemente 
de la posición que cada uno de nosotros tenga sobre la ley que 
se va a plebiscitar y de cuál sea el estado de ánimo de cada 
uno de nosotros en cuanto a cuál deberá ser el resultado de ese 
referéndum concreto. 


Confieso que no conozco en detalle el proyecto que se 
somete a consideración del Senado, porque ni siquiera ha ha- 
bido tiempo material para seguir aquellos procedimientos que 
serían los deseables, o sea, realizar las consultas necesarias, 
reuniones de bancada, participación de distintos señores legis- 
ladores, etcétera. Casi todos nos hemos enterado por la prensa 
y, a partir de esta mañana, por el repartido que se nos distribu- 
yó. No obstante ello, voy a acompañar en todo la posición que 
asuma mi sector político, el Movimiento por la Patria, pero a 
lo largo del debate me iré informando de muchos de estos 
temas. 


Creo que no sería bueno para el país ni para la serenidad 
de espíritu con que todos queremos que transcurra el proceso 
de dilucidación del tema de la caducidad de la pretensión 
punitiva del Estado, que adoptemos algunas normas que admi- 
tamos de antemano que serán válidas para este referéndum 
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pero no para otros, porque entonces cabe preguntarse qué es 
lo que hace distinto a este referéndum de los que puedan 
ocurrir en el futuro y de los que se hayan realizado en el 
pasado. 


Reitero que voy a acompañar todo aquello que aconseje 
mi sector político, pero me cuesta entender por qué es justo 
que una norma se aplique de determinada manera en este 
referéndum y con un criterio exactamente contrario en otras 
consultas ciudadanas que se puedan llevar a cabo. ¿Qué hace 
que este referéndum sea distinto de aquellos que se puedan 
celebrar en el futuro? Me parece que eso sería actuar bajo 
presión por lo inmediato, y es algo que no me gustaría. 


En este tema -que, reitero, a mi juicio ya ha dividido 
demasiado a la familia uruguaya y al sistema político- siento 
el peso y la responsabilidad enormes -lo quiero decir con 
mucha franqueza- de un legado que para mí es irrenunciable, 
que es el enfrentarlo sin medir costos políticos. Creo que más 
allá del acierto o del error en que todos pudimos haber actua- 
do en el pasado, cuando tratamos este tema, cada uno de 
nosotros debe sentir la enorme tranquilidaá de saber que mu- 
chos sacrificaron muchísimo, sin medir costos políticos mi 
electorales, para hacer aquello que consideraban era lo mejor 
para el país y sus instituciones. Con esa responsabilidad enci- 
ma y con ese ejemplo que mucha gente muy querida supo 
brindar con desprendimiento y con grandeza, a mí me costaría 
mucho adoptar medidas o reglas de juego para esta consulta 
distintas de las que se admitan para otras consultas, si admiti- 
mos que éstas son justas y garantizan el pronunciamiento ciu- 
dadano en el futuro. 


(Suena el timbre indicador de tiempo) 


Si bien se me ha vencido el tiempo, señor Presidente, 
solicito se me permita redondear la idea. 


Quiero decir, casi como un ciudadano más que deseo des- 
de el fondo del alma, que en este año electoral que se inicia, 
todos los uruguayos -aquellos que estemos de acuerdo con el 
mantenimiento de la Ley de Caducidad de la Pretensión Puni- 
tiva del Estado y aquellos que sostengan la necesidad de su 
derogación- podamos actuar de acuerdo a nuestra conciencia 
y respetando la manera como piensan y como sienten este 
tema todos los compatriotas. 


Espero señor Presidente, que con un poco de esfuerzo, 
después de muchas divisiones y enfrentamientos que no le han 
hecho bien a la República, podamos encontrar en la celebra- 
ción del referéndum un punto de partida desde el cual actue- 
mos todos casi al unísono, porque ahora lo que importa es el 
pronunciamiento ciudadano que se emitirá en el mes de abril, 
así como garantizar la pureza del mismo a través de una 
legislación imparcial, desprovista de tintes políticos, de inme- 
diatez y de consideraciones coyunturales. 


Entiendo, señor Presidente, la inquietud de algunos legis- 
ladores en el sentido de que no nos sintamos presionados por 
el hecho de que el referéndum se celebra en el mes de abril, 
cuando esta norma no ha sido reglamentada por más de dos 
décadas. 
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Muchas veces -aunque es lamentable que ello suceda- tie- 
nen que aproximarse los acontecimientos para que nos vea- 
mos en la necesidad de imponernos plazos para legislar, 


Personalmente, me sentiría satisfecho de que hoy, de esta 
sesión, saliera una norma objetiva, desprovista de considera- 
ciones políticas y que sirviera para reglamentar este derecho 
constitucional para el futuro. De lo contrario estaríamos, sim- 
plemente, posponiendo una vez más el problema. Me parece 
que no es el estilo de trabajo más aconsejable; desde muy 
pequeño, cuando entré por primera vez a esta Casa escuché 
por los parlantes a alguien que decía que era la última vez que 
se iba a legislar una ley de emergencia en materia de 
alquileres, 


(Suena el timbre indicador de tiempo) 


Ya termino, señor Presidente. De ahí en adelante, todos los 
años se legislaba de emergencia, por última vez, porque luego 
iba a elaborarse una ley definitiva. 


Creo que en un tema institucional, que afecta el ejercicio 
supremo de la ciudadanía en el sentido de consagrar o derogar 
una norma jurídica, no deberíamos arriesgarnos a tener que 
volver a actuar presionados por los acontecimientos históricos 
que puedan surgir en el futuro y que, con una dosis de grande- 
za de parte de todas las fuerzas políticas, hoy estaríamos en 
condiciones de aprobar un marco normativo que nos merezca 
confianza, objetividad y que nos de garantías de imparcialidad 
a todos los que estemos en favor de uno u otro pronuncia- 
miento en el próximo referéndum. 


Pido disculpas a la Mesa porque me excedí en el tiempo 
reglamentario. 


SEÑOR ORTIZ. - Pido la palabra para ocuparme de la 
moción. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR ORTIZ. - Creo que la consideración del proyecto 
en su totalidad encuadra, perfectamente, en lo que dispone el 
artículo 104 de la Constitución de la República que dice, 
expresamente que se “podrán convocar a sesiones extraordina- 
rias para hacer cesar el receso y con el exclusivo objeto de 
tratar los asuntos que han motivádo la convocatoria así como 
el proyecto de ley declarado de urgente consideración”; y 
hace, por lo tanto, una distinción entre “asuntos” y “proyecto 
de ley”. Esto último es un texto muy concreto; y la palabra 
“asunto” se refiere al tema. Según el propio diccionario 
“asunto” es la materia de que se trate y, evidentemente, este 
articulado se refiere a Ja misma materia. Sería distinto, natu- 
ralmente, si dentro del Mensaje del Poder Ejecutivo quisiéra- 
mos poner, por ejemplo, disposiciones relativas al tema de 
forestación, de alquileres o de bancos. Si fuese así, nos esta- 
ríamos apartando del asunto; pero, los artículos que se han 
introducido en este proyecto pertenecen al asunto, al mismo 
tema electoral, sobre lo que no puede haber dudas. Digo esto, 
porque de lo contrario, si la interpretación fuera tan estricta no 
se podría modificar ni un artículo ni ninguna redacción, por- 
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que estaríamos apartándonos del tema específico para el cual 
hemos sido convocados, y no es así. 


En cuanto a lo numeroso de los artículos -y que algunos de 
ellos tienen once incisos- debo manifestar que precisamente 
esos artículos numerosos están contenidos en los Mensajes de 
la Corte Electoral y del Poder Ejecutivo, que sí están dispues- 
tos a tratar. 


En relación a que algunos señores senadores recién en el 
día de hoy han tomado conocimiento del texto del proyecto 
elaborado por la Comisión es, estrictamente así; pero, también 
es cierto que la Comisión ha destinado al proyecto varias 
semanas y que sobre los textos enviados últimamente por la 
Corte Electoral y el Poder Ejecutivo no hay objeciones. Tam- 
bién cuando tratamos el Presupuesto General de Gastos o las 
Rendiciones de Cuentas que contienen, a veces, más de qui- 
nientos artículos, salvo los señores senadores que integran la 
Comisión o concurren a ella, los demás, en realidad, recién 
conocen el articulado el día que se reparte y se va a tratar en 
el Senado. Esa es la verdad y todos lo sabemos. Por otra parte, 
las Comisiones para algo existen y tienen representación de 
todos los sectores. 


Por lo tanto, me parece que esta incidencia constitucional 
no tiene un fundamento jurídico muy firme y ha sido presen- 
tada como un argumento político en el deseo de dilatar la 
consideración del tema, por parte de quienes no quieren tratar- 
lo. Si se quiere es, digamos, un recurso legítimo y como tal lo 
encaro, pero no tiene una jerarquía constitucional como para 
determinar que este texto se retire de la consideración del 
Senado. 


SEÑOR CERSOSIMO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR CERSOSIMO. - Señor Presidente: la Comisión de 
Constitución y Legislación consideró largamente todo este 
asunto, así como las características que debía tener el mismo 
para su tratamiento, a través del Mensaje y proyecto de ley 
del Poder Ejecutivo, para hacer cesar el receso de acuerdo con 
el artículo 104 de la Constitución de la República. Esta Comi- 
sión llegó a la conclusión de que de acuerdo con el artículo 
104 y como lo confirman los propios términos en que está 
redactado el Mensaje, como no puede ser de otra manera, la 
Comisión y, posteriormente, el Senado, pueden válidamente 
abocarse al tratamiento de este tipo de asuntos que han moti- 
vado la convocatoria a sesiones extraordinarias, porque no 
necesariamente el asunto o el proyecto de ley declarado de 
urgente consideración tiene que ser estrictamente aquello que 
en su forma literal envía el Poder Ejecutivo. De lo contrario, 
el Parlamento tendría que abocarse a dos situaciones realmen- 
te extremas: o acepta el asunto motivo de la convocatoria en 
la forma en que viene redactado o lo rechaza. Esto no sol- 
amente no es razonable, sino que no reconoce antecedentes en 
el seno del Parlamento. En este tipo de asuntos, y en los 
proyectos de ley con mayor razón, normalmente -podría decir 
que generalmente- las Comisiones del Senado en este caso, 
elaboran proyectos de ley sustitutivos que a veces ni se pare- 


4 de Enero de 1989 


cen ni, en el más lejano parentesco, al proyecto primitivo que 
ingresó al Cuerpo. 


De manera que este no es un caso distinto, ni tiene carac- 
terísticas diferentes a pesar de que nos encontremos en pleno 
receso, 


El artículo 104 de la Constitución de la República dispone 
que: “Sólo por razones graves y urgentes la Asamblea o cada 
una de las Cámaras, así como el Poder Ejecutivo, podrán 
convocar a sesiones extraordinarias para hacer cesar el receso 
y con el exclusivo objeto de tratar los asuntos que han motiva- 
do la convocatoria”. Dice “de tratar los asuntos que han moti- 
vado la convocatoria” y atento a ese precepto constitucional, 
y conforme con ello, el Poder Ejecutivo en su Mensaje de 27 
de diciembre de 1988 dice expresamente: “Señor Presidente 
de la Asamblea General. Presente. De mi consideración: El 
Poder Ejecutivo tiene el honor de comunicarle que ha resuelto 
convocar a sesiones extraordinarias al Poder Legislativo, se- 
gún lo dispuesto por el artículo 104 de la Constitución de la 
República. Motiva esta convocatoria haber recibido un Men- 
saje de la Corte Electoral referido a la celebración del referén- 
dum contra ciertos artículos de la Ley N* 15.848; asunto éste 
que posee la necesaria urgencia como para que el Parlamento 
delibere sobre el mismo y resuelva lo pertinente”. 


Es lógico que así sea y es lo que hemos hecho. Hemos 
deliberado sobre el asunto que motiva la convocatoria y deci- 
dido lo pertinente. Resolvimos en relación con el referéndum 
a celebrarse próximamente, cuyo recurso ha sido debidamente 
interpuesto y cuyo acto se encuentra cercano a ser cumplido. 
También hemos adoptado posición en cuanto a otros aspectos 
que dicen relación con el mismo y con los que puedan cele- 
brarse en el futuro. ' 


Nos parece que es absolutamente de recibo hacerlo así por 
cuanto esta es la oportunidad para reglamentar, respecto de las 
leyes, el precepto del inciso 2%) del artículo 79 de la Constitu- 
ción de la República, ya que ello no ha ocurrido desde su 
incorporación a la Carta, en 1967. Sólo se reglamentó lo que 
dice relación o tiene atinencia con la materia municipal a 
través de la Ley N* 9.515, de 28 de octubre de 1935, o sea, 
que se hizo hace 53 años. Pero el recurso de referéndum 
contra las leyes no ha sido reglamentado. 


En la Comisión entendimos -no sé si por unanimidad, pero 
sí por lo menos por una mayoría de cinco miembros que este 
era el momento oportuno para considerar y resolver respecto 
de este asunto, porque, de otra manera, entendíamos que el 
Parlamento, en el próximo año, no iba a ocuparse del mismo, 
por elementales razones que son notorias. Además nadie sabe 
lo que puede ocurrir a este respecto en una próxima 
Legislatura. 


De manera que consideramos debidamente este asunto y 
entendimos que la urgencia del caso ameritaba -como gusta 
decirse ahora- que resolviéramos respecto del acto de referén- 
dum que está en trámite y que ha de ser cumplido -parece ser 
ahora- el 16 de abril próximo así como imponer otras normas 
en relación con los referendos que puedan cumplirse en el 
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futuro, con el propósito de dar a la disposición constitucional 
la reglamentación que ésta pide y que ha sido postergada. 


Creemos que es aceptable y correcto desde el punto de 
vista constitucional adoptar la posición que ha señalado y 
traído al debate del Cuerpo la Comisión de Constitución y Le- 
gislación, la que, por otra parte, de ninguna manera establece 
quebrantamiento alguno de lo dispuesto en el artículo 104 de 
la Constitución ni del Mensaje de! Poder Ejecutivo que pide 
que se convoque al Cuerpo a sesiones extraordinarias para tra- 
tar este asunto y resolver, repito, lo que entienda pertinente en 
relación con el mismo. 


Por estas consideraciones es que entendimos antes y reite- 
ramos ahora que es claro el proceder de la Comisión de Cons- 
titución y Legislación y que, por consiguiente, sin perjuicio de 
entender que haya algunos señores senadores que no dispusie- 
ron de tiempo como para enterarse en profundidad del conte- 
nido del proyecto, al igual que nos ha ocurrido a nosotros en 
otros casos, es pertinente que el Senado se aboque a su consi- 
deración. 


SEÑOR SENATORE. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR SENATORE. - En este asunto que está conside- 
rando el Senado, los distintos señores senadores que han he- 
cho uso de la palabra han leído en forma parcial, o sea, la 
parte que más les interesa. Yo voy a leer totalmente lo que 
dice la Corte Electoral en la comunicación que elevó al Poder 
Ejecutivo. 


Allí se dice: “La Corte Electoral, en sesión de la fecha, ha 
adoptado la resolución cuyo texto tengo el honor de comuni- 
carle conjuntamente con la presente”. La resolución de que se 
habla es la que da por cumplidas las exigencias del artículo 79 
de la Constitución en cuanto al número de las firmas que se 
validaron para el recurso del referéndum. 


Dicho Mensaje continúa: “Al mismo tiempo la Corpora- 
ción que presido resolvió hacer conocer a los Poderes Legisla- 
tivo y Bjecutivo, las estimaciones sobre costos del acto que 
debe organizar en el plazo más breve posible y los aspectos 
que considera imprescindible reglamentar legalmente, para 
llevar a cabo esa tarea”. 


No hay duda, señor Presidente, que los aspectos que se 
considera imprescindible reglamentar legalmente para llevar a 
cabo esa tarea están esquematizados en el proyecto de ley que 
la Corte Electoral elevó al Poder Ejecutivo, porque se dice: 
“En virtud de lo expresado más arriba la Corte Electoral pro- 
pone lo siguiente:”¿Y qué hace el Poder Ejecutivo? Recibe la 
comunicación de la Corte Electoral y se dirige al señor Presi- 
dente de la Asamblea General en la siguiente forma: “El Po- 
der Ejecutivo tiene el honor de comunicarle que ha resuelto 
convocar a sesiones extraordinarias al Poder Legislativo, se- 
gún lo dispuesto por el artículo 104 de la Constitución de la 
República”. El mismo establece, tal como se ha leído, que se 
puede convocar a sesiones extraordinarias haciendo cesar el 
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receso “por razones graves y urgentes”. En este caso ello se 
hace con el exclusivo objeto de tratar los asuntos que han 
motivado la covocatoria. 


¿Cuál es el asunto que ha motivado esta convocatoria? Lo 
dice el Poder Ejecutivo: “Motiva esta convocatoria haber reci- 
bido un Mensaje de la Corte Electoral referido a la celebra- 
ción del referéndum contra ciertos artículos de la Ley número 
15.848; asunto éste que posee la necesaria urgencia como para 
que el Parlamento delibere sobre el mismo y resuelva lo perti- 
nente. El Poder Ejecutivo se permite -por compartirla en lo 
esencial- transcribir ía exposición de motivos redactada por la 
Corte Electoral y hacer suyo” -y aquí se plantea el problema- 
“el proyecto elaborado por dicho organismo especializado”. 


No cabe la menor duda, cualesquiera hayan sido los argu- 
mentos dados, los que he escuchado con mucha atención y 
respeto, que el proyecto elaborado por la Corte Electoral es el 
que eleva al Poder Ejecutivo con carácter grave y urgente, ya 
que lo que señala ese organismo es que resulta necesario re- 
glamentar y considera imprescindible hacerlo para llevar a 
cabo la tarea de organizar el plebiscito para un referéndum 
que acababa de declarar que había alcanzado las condiciones 
requeridas por el inciso 2* del artículo 79 de la Constitución. 


Creo que la objeción señalada en principio por el señor 
senador Olazábal y compartida luego por los señores senado- 
res Pereyra y Rodríguez Camuso, está perfectamente regulada 
de acuerdo con los documentos que tenemos aquí presentes y 
que la convocatoria a la sesión del Senado del día de hoy está 
encuadrada en lo que establece la comunicación y el Mensaje 
del Poder Ejecutivo. 


De acuerdo con la tesis sostenida por distinguidos profeso- 
res como los doctores Cassinelli Muñoz, Alberto Pérez Pérez, 
Korzeniak, etcétera -aunque el diario “El Día” de ayer (3/1/ 
89) trata de desvirtuar en una forma lamentable la opinión del 
doctor Korzeniak, profesor de Derecho Constitucional grado 5 
de la Facultad de Derecho- el asunto es muy claro, pues la 
Constitución establece en el artículo 332 -que refiere a los 
derechos reconocidos por la Carta y que se puede entender 
claramente- que en el caso de que no se hubieran dictado los 
reglamentos pertinentes -como no se ha hecho en el caso del 
referéndum- prescribe que: “Los preceptos de la presente 
Constitución que reconocen derechos a los individuos asf 
como los que atribuyen facultades e imponen deberes a las 
autoridades públicas, no dejarán de aplicarse por falta de la 
reglamentación respectiva, sino que ésta será suplida recu- 
rriendo a los fundamentos de leyes análogas, a los principios 
generales de derecho y a las doctrinas generalmente 
admitidas. - 


La Ley Orgánica Municipal N* 9,515 de 28 de octubre de 
1935 establece -de un modo que entiendo corresponde asimi- 
lar en este caso- el recurso de referéndum en materia munici- 
pal. Por consiguiente, considero que no sería menester aprobar 
ley alguna en esta oportunidad, sin perjuicio de señalar que 
estoy de acuerdo con que se reglamente el artículo 79 de la 
Constitución; pero creo que no debemos hacerlo con tanta 
urgencia y en un momento en que sobre cada uno de los 
legisladores que integran este Cuerpo están presionando una 
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serie de circunstancias que no son las más adecuadas para 
reglamentar prolija e imparcialmente el recurso de referén- 
dum. Tanto es así que para este plebiscito que se va a llevar a 
cabo, ya que se ha alcanzado el margen requerido por la 
Constitución, se establece que determinadas normas no 


: regirán. 


Por las razones que acabo de señalar, entiendo que sólo 
deberíamos aprobar lo que solicita la Corte Electoral como 
elemento imprescindible para que se lleve a cabo el referén- 
dum y dejar que la Justicia Ordinaria resuelva -de acuerdo con 
todos los fundamentos del derecho- qué efecto tiene el pro- 
nunciamiento de la ciudadanía en la instancia del plebiscito 
que se ha fijado para el próximo 16 de abril. 


Nada más. 
SEÑOR OLAZABAL. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - De acuerdo con el Reglamento, 
los señores senadores pueden hacer uso de la palabra sólo una 
vez y por cinco minutos. 


SEÑOR TOURNE., - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor Tourné. 


SEÑOR TOURNE. - Señor Presidente: las razones expues- 
tas por distintos señores senadores en cuanto a la pertinencia y 
oportunidad de limitarse estrictamente a remover los obstácu- 
los que impiden la convocatoria con carácter urgente al ple- 
biscito, contenidos en el Mensaje de la Corte Electoral, en 
nuestro criterio desbordan ampliamente las competencias 
constitucionales del Cuerpo y constituyen -más allá de argu- 
mentos de orden cobstitucional; por motivos de oportunidad- 
tema que debe ser discutido y analizado en otra instancia. 
Bastaría simplemente observar que no se ha incluido norma 
alguna con respecto al referéndum en materia municipal, capí- 
tulo sumamente importante dentro de esta temática. Desde la 
Ley N? 9.515 de octubre de 1935, mantenemos una legista- 
ción que a esta altura resulta obsoleta, a tal punto que la Corte 
Electoral, para poder proveer las medidas correspondientes, 
tiene que recurrir a los mecanismos de leyes análogas y a la 
facultad natural, reglamentaria de que dispone de acuerdo con 
la disposición constitucional pertinente. 


Sin entrar en razones de fondo que expondremos oportuna- 
mente, en cuanto consideramos que los capítulos concernien- 
tes a la reglamentación del referéndum contienen graves erro- 
res y, en algunos casos, textos inadmisibles que van a dar 
lugaf a una larga discusión, entendemos que sería un acto de 
cordura que el Senado se cifera estrictamente, en primer tér- 
mino, a dotar a la Corte Electoral de la infraestructura y los 
recursos necesarios para llevar a cabo el acto, con un alcance 
que inclusive contemple las elecciones nacionales de noviem- 
bre de este año. 


Por otra parte, la obligatoriedad del voto en esta circuns- 
tancia, sin duda constituye también un tema que exige un 
análisis pormenorizado. Nosotros nos inclinamos a conside- 
rarlo de urgencia y entendemos que, por ende, tiene que entrar 
en ha consideración de este texto, fuera de que la Corte ha 
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enviado, en su Mensaje al Poder Ejecutivo y al Poder Legisla- 
tivo, una reglamentación en la que se restituyen disposiciones 
dictadas en 1984 y normas de contenido modificatorio y am- 
pliatorio de aquéllas, que estimamos útiles a fin de viabilizar 
el plebiscito en el mes de abril de 1989. 


Las razones expuestas se suman a nuestra radical oposi- 
ción al contenido introducido por la Comisión de Constitución 
y Legislación en la reglamentación del referéndum, con dis- 
posiciones que constituyen verdaderas perlas en el rosario de 
excesos legales. Y digo esto sin ningún tipo de connotación 
peyorativa o disminutoria. Simplemente estoy haciendo una 
evaluación objetiva de un texto legal que lega al absurdo de 
condenar “in eternum”, a quien no haya votado, a que no 
pueda viajar o acceder a un empleo público por el resto de su 
vida. 


Este es un ejemplo de objeciones que indudablemente pue- 
den ser salvadas, pero nuestra posición se alimenta también 
con otro género de disposiciones que consideramos realmente 
inconvenientes para el funcionamiento del referéndum y del 
sistema electoral. Creemos que en esta materia hay que actuar 
con gran madurez y que el tema debe ser objeto de reflexión. 
Asimismo estimamos que debemos dejar transcurrir el tiempo, 
y recoger la experiencia de este plebiscito, Una vez depurados 
estos elementos, el Poder Legislativo podrá ocuparse de esta 
temática de la manera debida. 


SEÑOR BATALLA. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR BATALLA, - Señor Presidente: es de conoci- 
miento público mi posición con respecto al proyecto a consi- 
deración del Senado. He manifestado acuerdo único y exclusi- 
vo en lo que hace al capítulo primero, y señalado salvedades y 
discrepancias con respecto al resto del articulado. 


Entiendo que el tema que está planteado en este momento 
como cuestión de orden y que tiene un sentido jurídico posee 
sin duda fundamento. No lo planteé en la Comisión , porque 
entendí que la inoportunidad de reglamentar el recurso de 
referéndum con carácter general en este proyecto era notoria, 
en la medida en que al pretender legislar en un tema de excep- 
cional importancia, y sin la necesidad de tener que decidirlo 
ya, nos fbamos a encontrar con un carencia muy importante 
de elementos de juicio. Por eso me opuse en su momento, y 
mi voto fue el único discorde en el proyecto que hace algunos 
días llegó a Comisión; lo sigue siendo en cuanto a la regla- 
mentación con carácter general del recurso de referéndum. 


Entiendo que el proyecto debió haber venido con mucha 
mayor simplicidad y referido única y exclusivamente al con- 
tenido del proyecto del Poder Ejecutivo. Todo lo que se le ha 
agregado en Comisión -inctusive, la reglamentación expresa 
de la obligatoriedad del voto y la extensa reglamentación del 
recurso de referéndum- lo único que hará, en mi concepto, 
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será complicar la discusión y quitar al Parlamento la ser- 
enidad con que debe discutir un tema de esta profundidad. 


A mi juicio, el tema jurídico era en este aspecto accesorio, 
en la medida en que lo que se manifestaba -y se debe manifes- 
tar- es la voluntad política de proceder o no a la reglamenta- 
ción del recurso de referéndum con carácter general. 


Es cuanto quería manifestar. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar la moción formulada por el señor senador 
Olazábal. 


(Se vota:) 
-8 en 26. Negativa, 


En discusión general el proyecto que figura como único 
punto del orden del día. 


SEÑOR BATALLA. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR BATALLA. - Quien habla, pensó que alguien ha- 
ría una exposición de carácter general sobre el proyecto, te- 
niendo en cuenta que los señores miembros informantes -que 
son todos los miembros de la Comisión- han expresado su 
aprobación general ai proyecto. 


Deseo reiterar un concepto ya vertido en cuanto a que mi 
posición respecto a este proyecto es de apoyo a lo comprendi- 
do en el Mensaje del Poder Ejecutivo, en especial en lo que se 
refiere a la modificación a la Ley de Elecciones, en lo que 
hace a la integración de las Comisiones Receptoras de Votos 
y, también, a lo relativo al otorgamiento a la Corte Electoral 
de los recursos necesarios para los gastos que demandará la 
realización del referéndum. 


Creo que, en definitiva, el proyecto es inconveniente, en la 
medida en que agrega elementos de juicio muy polémicos que 
no tenían porqué haber sido comprendidos en este caso parti- 
cular. 


Señalé en el seno de la Comisión, durante la larga conside- 
ración del proyecto que allí se hizo, que lo que ocurría era que 
el propio Parlamento dudaba de su responsabilidad y de la 
posibilidad de proceder a la reglamentación del recurso, fuera 
de la presión que implica el tener que aprobar hoy las normas 
relativas a la implementación del referéndum que se llevará a 
cabo dentro de pocas semanas. 


Entendí y entiendo que es inconveniente reglamentar con 
carácter general un recurso respecto al que, de acuerdo con las 
normas vigentes, no se tiene experiencia y mo se sabe si la 
forma explicitada en este proyecto ha funcionado en otros 
países y de qué manera ha ocurrido. En este aspecto, no he- 
mos contado con el asesoramiento de ningún especialista, ni 
siquiera con el de la Corte Electoral. 
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En tal sentido, debemos decir que la Corte ha mantenido 
un total silencio sobre este tema y, es más, en algún momento 
se señaló en Comisión que este Organismo tenía conocimiento 
del proyecto y que, sin embargo, no había expresado ninguna 
objeción. Entonces, si asumimos que quien calla otorga, es 
solamente cuando y debe hablar; este es un viejo aforismo 
jurídico que debemos respetar en su integridad. 


En el seno de la Comisión señalamos la necesidad que 
había de escuchar la opinión de la Corte Electoral o de algu- 
nos especialistas en la materia, ya que entendimos que no era 
fácil reglamentar un recurso sobre el que no había experiencia 
alguna en el país. 


Tal como lo señalamos en nuestro informe anterior, dis- 
cordamos con la Comisión en cuanto a que ella aconsejó en su 
momento la reglamentación del recurso del referéndum inclu- 
yéndose disposiciones que desde nuestro punto de vista son 
polémicas y, prácticamente, implicaban eliminar toda posibi- 
lidad de que el pronunciamiento del pueblo, como soberano, 
tuviera alguna incidencia sobre el futuro del tema planteado, 
es decir, la responsabilidad de aquellos que serían o no juzga- 
dos por violaciones a los derechos humanos durante el período 
de la dictadura. 


Por estas razones, reitero, el proyecto, tal como viene, es 
de una inconveniente y desmesurada extensión y, además, 
contiene elementos que no le hacen bien a la discusión de 
algunos aspectos, como por ejemplo la obligatoriedad del 
voto. 


Nosotros que somos decididos partidarios -así como tam- 
bién lo es la Comisión Nacional Pro Referéndum- de la obli- 
gatoriedad del voto, consideramos que era imprescindible re- 
glamentar este aspecto manteniendo las reglas de juego exis- 
tentes aplicadas en la última elección. En ese sentido, cree- 
mos que para este caso también habría que establecer las 
mismas sanciones que habían regido en los últimos comicios. 
No crefmos conveniente o deseable cambiar las reglas de jue- 
go o aplicar un régimen de sanciones que fuera mayor al ya 
utilizado para el caso del referéndum. 


Reiteramos que creemos profundamente inconveniente 
que eso se dé en esa forma. Pensamos que lo bueno sería 
mantener lo vigente, a fin de que nadie creyera que acá había 
una búsqueda de soluciones que tendían a beneficiar o perju- 
dicar una determinada solución. De la misma forma, nos opu- 
simos tenazmente a toda disposición que pretendiera darle al 
referéndum un alcance derogatorio. 


Entendimos, también, que no era deseable ni posible que 
en la resolución del Parlamento se incluyera que este recurso 
tuviera un alcance anulatorio, ya que consideramos que el 
problema estaba más allá de lo que podía ser nuestra opinión 
y nuestro deseo. Creemos deseable, además, que todo aquello 
que fuera objeto de polémica no fuera comprendido en este 
proyecto. 


En cierto momento se planteó la posibilidad de que vota- 
ran quienes no están radicados en el país. En ese sentido, 
consideramos que no debíamos plantear esto en la Comisión, 
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por cuanto se trataba de un tema que evidentemente alteraba 
las reglas de juego de las últimas elecciones y, además, el 
hecho no era conseguir una ventaja o un beneficio más, sino 
que lo importante es que el pueblo pueda pronunciarse en 
relación a un tema que tiene que ver con valores importantes 
para la convivencia democrática, 


Desde nuestro punto de vista, repito, creemos que el pto- 
yecto debe ser de total simplicidad y limitarse al máximo a lo 
contenido por el del Poder Ejecutivo, es decir, regular la inte- 
gración de las Comisiones Receptoras de Votos. En las 
elecciones nacionales dichas Comisiones fueron integradas de 
acuerdo con las listas presentadas por los distintos partidos 
políticos. En el caso de llevarse a cabo un referéndum, se han 
elaborado leyes especiales, y en todo lo que fuere diferente a 
una elección nacional, siempre han habido decisiones de 
carácter legislativo que, en lo concreto, tendían a designar las 
Comisiones Receptoras de Votos de forma distinta, compues- 
tas por funcionarios públicos. 


Creímos que lo mejor era resolver el problema de acuerdo 
con la forma planteada por el Poder Ejecutivo e integrar las 
Comisiones Receptoras de Votos por funcionarios públicos. 
Al respecto, en el seno de la Comisión se planteó un solo 
matiz de discordancia y, aunque parezca mentira, fuimos par- 
tícipes de él, el señor senador Cigliuti y quien habla, ya que 
pensamos que no era conveniente eliminar la figura del actua- 
rio. Tal vez, esta fue la única discrepancia en todo el capítulo; 
por lo demás, compartimos el criterio del Poder Ejecutivo, ásí 
como también la necesidad de darle al referéndum un conteni- 
do de obligatoriedad del voto. 


Nuestras diferencias están en cuanto a lo que la Comisión 
aplica como solución, ya que realiza una larga enumeración, 
modifica algunas disposiciones vigentes en materia de regla- 
mentación del voto, pero no altera sustancialmente lo que 
para nosotros es una obligación indispensable de establecer en 
la reglamentación del referéndum. 


En lo que tiene que ver con los recursos, era imprescindi- 
ble también que los aportáramos a la Corte Electoral para 
solventar los gastos. Discrepamos sí sustancialmente en cuan- 
to a que el proyecto contiene una reglamentación del recurso 
del referéndum que vemos es inconveniente en oportunidad y 
en su contenido, sin perjuicio de que lo más destacado de la 
reglamentación anterior, es decir, el artículo 20 ha desapareci- 
do. 


Deseamos manifestar algo también en relación a lo relati- 
vo a la forma de votación. La Comisión, a través de una 
transacción -por decirlo asf- ha concluido que la forma de 
votación será a favor o en contra de los artículos 1* a 4* de la 
ley en cuestión. Sin perjuicio de que esto señala la verdad de 
la forma de votar, creo que lo lógico y lo correcto hubiera 
sido respetar la forma de votación establecida en el único 
antecedente que existe en el país, que es el “referéndum del 
vintén” a nivel municipal. 


No podemos dejar de señalar que el referéndum, como 
recurso a nivel nacional, rige única y exclusivamente a partir 
de la Constitución de 1967. Anteriormente regía de acuerdo 
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con las normas fijadas en la Ley Orgánica Municipal y fue 
aprobado como recurso frente a un aumento del boleto urbano 
en Montevideo, creo que en 1949 ó 1950. En ese momento la 
forma de votación fue por sí, aprobando el decreto y por no, 
rechazándolo. Nosotros creemos que esa era la forma real- 
mente correcta de votar. Sin embargo, no se hizo así y, en 
definitiva, se encontró un camino de transacción que no me 
parece -en ese caso- el mejor. 


En ese sentido, señor Presidente, nosotros queremos expre- 
sar claramente que entendemos que el proyecto debe limitarse 
a darle a la Corte Electoral los elementos indispensables para 
implementar el referéndum que se va a realizar. También creo 
que la fórmula a que se ha arribado para este referéndum con 
respecto a la manera de computar los votos en blanco es la 
que debe ser aplicada para todos los que se puedan efectuar en 
el futuro, Considero que no hay forma peor de violentar la vo- 
luntad ciudadana que entenderla en un sentido o en otro. El 
ciudadano que vota en blanco, vota en blanco y punto. No 
manifiesta su voluntad en un sentido ni en otro. Creo que 
tanta violencia implica darle al voto en blanco un sentido 
negativo, como afirmativo. 


Por estas y otras consideraciones que formularemos en el 
transcurso de la discusión particular es que nosotros le dare- 
mos nuestro voto en general a este proyecto, con las salveda- 
des y discrepancias que acabamos de formular. 


SEÑOR OLAZABAL. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE, - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR OLAZABAL. - Señor Presidente: lamento que en 
la oportunidad en que se estaba discutiendo mi moción de 
orden no me haya concedido el uso de la palabra para contes- 
tar una alusión. No quise plantear un problema ante la actitud 
de la Mesa, sencillamente porque el Reglamento dice que 
durante la discusión de las cuestiones de orden ningún orador 
podrá intervenir más de una vez, ni por más de cinco minutos, 
así como tampoco realizar alusiones personales o políticas. 
Este fue el motivo por el cual no insistí; pero lamento que la 
Mesa haya permitido una alusión política al señor senador 
Ortiz y que, luego de haberlo hecho, no se me haya otorgado 
la oportunidad para contestarla. 


El señor senador Ortiz manifestó que, en su Opinión, la 
verdadera intención con la cual estábamos planteando el pro- 
blema constitucional, era política y no jurídica. Entonces, yo 
debo contestar esa alusión clarificando, además, lo que desde 
mi punto de vista tienen de diferente Jo que son nuestras 
objeciones constitucionales a este proyecto de la Comisión de 
Constitución y Legislación, y lo que son nuestras oposiciones 
políticas a este proyecto que hemos mencionado. 


Señor Presidente: no pensamos que el problema constitu- 
cional sea de carácter menor. Es muy claro el sentido del 
artículo 104 de la Constitución de la República y es muy clara 
la intención del constituyente de salvaguardar muy especial- 
mente lo que pueda ocurrir en el receso parlamentario. Los 
levantamientos del receso son necesariamente limitativos y, 
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por lo tanto, en el proyecto a consideración no se puede in- 
cluir nada que exceda al tema objeto de la convocatoria. El 
Senado no lo ha entendido así, quizá este problema se diluci- 
de más tarde, en caso de que esto sea aprobado en la esfera ju- 
dicial. 


No obstante, al respecto deseo aclarar que la disposiciones 
que exceden la posibilidad de que el tema se trate hoy, a mi 
juicio son, justamente, las más polémicas que presenta este 
proyecto de ley. Creo que ahora sí, corresponde formular al- 
gunas apreciaciones de carácter político. Varios señores legis- 
ladores se refirieron a la necesidad que tiene el país de regla- 
mentar este recurso para que pueda llegarse al referéndum del 
mes de abril en un clima adecuado, e inclusive a la importan- 
cia de que la sesión de hoy tenga como carácter fundamental, 
justamente, el alcanzar ese clima y posibilitar las mejores 
relaciones entre los sectores políticos, con miras a incluir una 
serie de normas que puedan ser objetivas, compartibles y no 
discutibles por nadie. 


Si la Comisión se hubiera ceñido estrictamente a los térmi- 
nos de la convocatoria, las disposiciones de este proyecto que 
quedarían vigentes para aplicarse al referéndum en curso ten- 
drían justamente ese carácter, más allá de que pudiéramos 
compartirlas todas -o no compartir algunas- o de las salveda- 
des y críticas que seguramente le haríamos a algunas de ellas. 
Pero me animo a decir que en este proyecto no hay ninguna 
disposición irritativa, en lo que tiene que ver con las que se 
aplicarán en el referéndum de abril, como no las había en el 
proyecto de la Corte Electoral, ni en el del Poder Ejecutivo y 


como no debería haberlas habido en la discusión de hoy. 


¿En qué consiste el problema? En que a las normas que se 
van a aplicar en el referéndum -que, según el artículo 104 de 
la Constitución de la República, debería ser lo único a tratar 
en el día de hoy- se le han agregado otras disposicones que 
regularán futuros referendos, y de alguna manera se ha efec- 
tuado una fusión de dos temas que nada tienen que ver uno 
con el otro, aunque tengan puntos de contacto. Inclusive, esos 
dos temas están indicados en la carátula de los repartidos que 
tenemos a la vista. Uno de ellos es el que tiene que ver con la 
citación de hoy y consiste en aprobar disposiciones con rela- 
ción a la convocatoria del Cuerpo Electoral para que se pro- 
nuncie sobre el recurso de referéndum. Otro tema es la regla- 
mentacion del recurso de referéndum, de acuerdo con el artí- 
culo 79 de la Constitución de la República, El Senado no fue 
citado para discutir la reglamentación del recurso de referén- 
dum, parte en la que se concentran los artículos que son re- 
almente polémicos, aunque esto nada tiene que ver con el re- 
feréndum en curso sino con la forma en que se van a iniciar 
futuros referendos o con soluciones que a ellos atañen. Creo 
que lo único que se puede lograr al unir dichos artículos a este 
proyecto es enturbiar el clima que en forma unánime quere- 
mos crear en el país -de sacar una reglamentación aceptada 
por todos, para que no se planteen problemas en el momento 
de votar- ya que ellos son francamente inaceptables, inconsti- 
tucionales e inconvenientes, por introducirse en este momento 
-de agitación política en torno al referéndum- que se va a rea- 
lizar. 
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Digo, señor Presidente, que en esos artículos más polémi- 
cos hay, desde ya, una doble inconstitucionalidad: una, que 
viene de las disposiciones en si, que son claramente violato- 
rias de los artículos de la Constitución que exceden Jo que 
puede ser la facultad parlamentaria de interpretarlos; y Otra, 
que se están agregando en esta sesión, por incluirse en el 
receso, sin estar comprendidas en el tema objeto de la convo- 
catoria. 


Se ha dicho que la convocatoria es administrativa. Real- 
mente, no puedo comprender este argumento. El hecho de que 
la convocatoria sea única, administrativa o política, o que fue 
votada por los 31 señores senadores; si la hizo el Poder Ejecu- 
tivo o la Presidencia de la Cámara, un Secretario o un auxiliar 
administrativo, está claro que es la única que tenemos a la 
vista, Entonces, administrativa o políticamente con la unani- 
midad, es la que nos ha reunido hoy y a ella debemos atener- 
nos. 


Cuando la convocatoria expresa que lo que se va a tratar 
son disposiciones que tienen relación con el próximo referén- 
dum, entiendo que todo lo que no tiene relación con él, no 
debería incluirse en este proyecto de ley. 


No veo la diferencia entre reglamentar referendos futuros 
o incluir en este proyecto de ley artículos relacionados con de- 
salojos, prórroga de lanzamiento o leyes de refinanciación. 
Entiendo que, simplemente, está fuera del tema. 


En la discusión anterior se mezclaron asuntos que figuran 
en el artículo 104 de la Constitución, cuando se confundieron, 
de alguna forma, los temas que motivan la convocatoria con 
los proyectos de ley declarados de urgente consideración. 


Está claro que cuando el artículo 104 se refiere a los pro- 
yectos de ley declarados de urgente consideración, lo hace 
con respecto a las previsiones indicadas en el artículo 168, 
inciso 7*, que permiten al Poder Ejecutivo tomar iniciativas o 
proyectos con carácter de urgente consideración. Además, es 
evidente que el Poder Ejecutivo no siguió este camino, ya que 
lo único que hizo fue enviar un Mensaje, basándose en el 
artículo 104 de la Constitución, el que así se lo habilita, y, en 
consecuencia, no pueden existir confusiones acerca de lo que 
dispone el inciso 3* del artículo 104, 


Se nos podrá preguntar por qué tenemos este celo obsesivo 
y piedeletrista, estrictamente jurídico y que no tiene en cuenta 
otros elementos políticos en esta discusión. 


Al respecto, podemos decir, desde nuestro punto de vista, 
que se está violando la disposición del artículo 104 y que no 
es la primera vez que se levanta el receso y después se trata 
cualquier tema que no está relacionado con la convocatoria 
que motivó el levantamiento del receso. 


El primer día que nos sentamos en este Senado, justamen- 
te, tuvimos que plantear ese problema y, sin embargo, pode- 
mos observar que se continúa insistiendo en la consideración 
de asuntos para los cuales el Senado no ha sido citado y el 
receso no ha sido levantado. 


CAMARA DE SENADORES 


4 de Enero de 1989 


Por lo demás, señor Presidente, y entrando en la considera- 
ción específica de este proyecto, tenemos que decir que, en 
general, compartimos las disposiciones que se relacionan con 
el próximo referéndum. En la discusión general dejaremos 
claramente establecidas nuestras discrepancias. El señor sena- 
dor Batalla ya ha expresado el sentir de nuestro sector al 
respecto y, por otra parte, ha sido el único integrante del 
Frente Amplio que ha participado en las discusiones de la 
Comisión de Constitución y Legislación dando a conocer cuál 
es nuestra posición sobre el tema. 


Entendemos que es necesario que se reglamente y que se 
legisle sobre la forma en que se realizará el plebiscito de abril, 
porque no hubiera sido una buena técnica que la Corte Electo- 
ral, por razones obvias, hiciera todo el trabajo. 


Entendemos que se ha exagerado en algunas de las solu- 
ciones como, por ejemplo, las relacionadas con las multas y 
sanciones que se aplicará a los no votantes, aun compartiendo 
el principio de que el voto tiene que ser obligatorio y que, en 
consecuencia, debe existir una sanción para quien no cumpla 
con su deber. 


Pensamos que el procedimiento seguido, más allá de todas 
las razones de urgencia que puedan esgrimirse en el trata- 
miento de este tema, no es el más conveniente y, en este 
sentido, nos solidarizamos con todos los sefiores senadores 
que han planteado el problema que significa el haberse entera- 
do recién en el día de hoy de cuál es el articulado de estas '70 
disposiciones, teniendo un tiempo para estudiarlo que no va 
más allá de las dos horas y media. 


Esa no es nuestra situación, ya que en forma esporádica 
hemos seguido con atención las discusiones en la Comisión 
respectiva, y porque tenemos cierto conocimiento de lo que 
allí sucedía y de cuáles podían ser las disposiciones que llega- 
rían al Senado. 


Deseo resaltar que en este momento se están tratando pro- 
blemas de fundamental importancia y que, desde nuestro pun- 
to de vista, no es lógico que se redactara un proyecto de esta 
extensión y magnitud, para aprobarlo después “contra reloj” y 
teniendo que hacer confianza, cada uno de nosotros, en la 
actuación de nuestros colegas en la Comisión de Constitución 
y Legislación. 


Entrando a la consideración de los aspectos negativos de 
este proyecto de ley ... 


SEÑOR ORTIZ. - ¿Me permite una interrupción, señor 
senador? 


SEÑOR OLAZABAL. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor sena- 
dor. 


SEÑOR ORTIZ. - Señor Presidente: como fui aludido y 
observo que el señor senador Olazábal va a entrar al tema de 
fondo que motiva la reunión de esta tarde, desearía hacer 
algunas puntualizaciones. 
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No he disminuido la importancia del tema constitucional. 
Estos no son pequeños, pero a veces son pequeños quienes los 
tratan, Reitero que los temas constitucionales siempre tienen 
cierta importancia. 


En todos los temas constitucionales -y los jurídicos tam- 
bién lo son- existen siempre las dos y hasta las tres bibliote- 
cas. 


Creo que la devoción por el respeto a la Constitución es 
una virtud encomiable, y más en un legislador, pero a condi- 
ción de que no sea puesta de manifiesto esporádicamente. En 
el Senado se han votado leyes de presupuesto que no tenían 
iniciativa ni financiación, sabiendo que eran inconstituciona- 
les. No obstante todo eso, se votaron por parte de varios secto- 
res, llegando inclusive nosotros mismos a hacerlo. 


De manera que ese celo por el respeto estricto por la Cons- 
titución creo que debe tener sus limitaciones razonables. Hay 
situaciones y situaciones. 


Por ejemplo, acabo de leer que el Soviet Supremo, el 19 de 
diciembre del año pasado, aprobó con celeridad un proyecto 
de enmiendas a la Constitución, que constaba de cincuenta 
páginas. 


Entonces, puede ser que dada la importancia del tema, 
algún legislador soviético haya pensado que era demasiada 
celeridad, pero no debemos olvidar que son circunstancias 
distintas. En nuestro caso, dejando de lado las fechas del ca- 
lendario, los proyectos son ampliamente conocidos por todos 
los sefiores senadores: tanto el texto de la reglamentación del 
referéndum como el Mensaje del Poder Ejecutivo. En conse- 
cuencia, no es cuestión de fechas sino de conocimiento; se 
trata de un tema debatido y, reitero, ampliamente conocido, 
por lo que nadie puede verse sorprendido con un texto impro- 
visado o nuevo. 


Por lo tanto, señor Presidente, por más importancia que 
tengan, los temas constitucionales deben ser considerados con 
cierta relatividad, teniendo en cuenta las circunstancias, los 
actores y las consecuencias. Así, no se puede poco menos que 
señalar que el Senado en la tarde de hoy, al tratar este tema, 
está incurriendo en una grosera violación de los textos consti- 
tucionales. Entiendo que no se trata de eso y todos somos 
conscientes de ello. Por eso, expresé que por encima de esas 
consideraciones tan altamente jurídicas, lo que hay es una 
razón política, que comprendo y respeto. Pero tratar de reves- 
tir esa razón política -muy justificada- con un manto constitu- 
cional es algo muy común, aunque no se nos debe hacer creer 
que es exacto por aquella razón de que entre gitanos no nos 
echemos la buena ventura. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor sena- 
dor Olazábal. 


SEÑOR OLAZABAL. - Continúo mi exposición, señor 
Presidente, conmovido por la solidaridad que el señor senador 
Ortiz ha demostrado para con la reforma constitucional apro- 
bada en la Unión Soviética. 
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Sin embargo, quiero hacer notar que existe alguna pequeña 
diferencia ya que la mencionada reforma constitucional se ha 
venido discutiendo en la Unión Soviética por lo menos desde 
1986. De todas maneras, creo que eso está bastante fuera del 
tema en discusión. 


Por otra parte, el señor senador Ortiz ha formulado otros 
argumentos que son atinentes a nuestra realidad nacional. Por 
ejemplo, él ha mencionado que hemos votado varios textos 
inconstitucionales, refiriéndose concretamente a leyes de pre- 
supuesto. No sé si la memoria me falla, pero creo recordar 
que casi todas -si no todas- esas disposiciones presupuestales 
votadas, que en algún momento fueron objetadas por el Parti- 
do Colorado como inconstitucionales, contaron con el apoyo 
del señor senador Ortiz. Esto hace que, por lo menos, en esos 
casos dichas normas hayan tenido el aval de una persona con 
un amplio conocimiento, nunca puesto en duda, de temas 
constitucionales y jurídicos. Es decir que si alguna vez, por 
inadvertencia, votamos algo que realmente fuera inconstitu- 
cional, tenemos la total certeza de que no lo hicimos solamen- 
te quienes somos neófitos o ignorantes en materia jurídica 
pues estuvimos muy bien acompañados por distinguidos juris- 
tas que forman parte del Senado de la República. 


SEÑOR ORTIZ. - ¿Me permite una interrupción, señor 
senador? 


SEÑOR OLAZABAL. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor sena- 
dor. 


SEÑOR ORTIZ. - Es exacto lo que acaba de señalar el 
señor senador Olazábal; la diferencia estriba en que por haber 
incurrido en esos mismos defectos que acaba de mencionar, 
ahora no me pongo en “magister” de la Constitución, porque 
admito que a veces la violamos. 


Entonces, en unos casos no se puede ser un estricto guar- 
dián de las normas constitucionales y en otros dejar pasar por 
debajo de la manga irregularidades o inconstitucionalidades. 
Vamos a tener una conducta coherente. Por eso, como me 
confieso pecador, considero con cierta benignidad esto que el 
señor senador Olazábal, rasgándose las vestiduras, entiende un 
horror por tratarse de una inconstitucionalidad. En todo caso, 
es una más. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor seña- 
dor Olazábal. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. - ¿Me permite una in- 
terrupción, señor senador? 


SEÑOR OLAZABAL. - Antes de conceder la interrupción 
solicitada por el señor senador Rodríguez Camusso, quiero 
hacer una reflexión en voz alta. 


El señor senador Ortiz comenzó diciendo que era una bue- 
na virtud de un partamentario el ajustarse a la Constitución de 
la República. Diría que más que una virtud, es una primera 
obligación que debe cumplir un representante que esté aquí 
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por haber recibido un mandato del pueblo. Sin embargo, ter- 
mina su exposición expresando que los temas constitucionales 
tienen cierta relatividad y señala algo así -no son esas sus 
palabras textuales- como que entre gitanos no nos vamos a 
adivinar la suerte. Realmente, tengo que rechazar esa forma 
de pensar, mo es la mía. Además, aún dentro de lo que pueden 
ser cuestiones que bordean o contrarían la Constitución, hay 
temas y temas. No es lo mismo orillar la Constitución para 
hacer una donación a un instituto de lisiados a pesar de que 
ello no cuente con iniciativa del Poder Ejecutivo, que regla- 
mentar un derecho de referéndum que constituye uno de los 
pilares básicos de la Constitución y que forma parte, nada 
menos, que de las posibilidades de expresión que tiene el 
soberano en esa materia. 


De manera, pues, que aun dentro de la Constitución los 
temas no son todos iguales, y hay aspectos que deben ser 
cuidados mucho más que otros. 


Con mucho gusto concedo la interrupción que me había 
solicitado el señor senador Rodríguez Camusso. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor sena- 
dor Rodríguez Camusso. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. - Señor Presidente: he 
solicitado esta interrupción al señor senador Olazábal porque, 
confieso, algunos giros que está tomando el debate me preo- 
cupan, y no poco. 


Nadie está libre, a lo largo de una actuación parlamentaria 
de varios años, de cometer un error en la aplicación de una 
disposición constitucional. Nadie. Seguramente, quien habla 
los ha cometido, Pero una cosa es equivocarse en la interpre- 
tación de una disposición constitucional y otra quitar impor- 
tancia, jerarquía, sistemáticamente al hecho, y esto me resulta 
particularmente grave. 


Recuerdo, por ejemplo, que en la consideración de la últi- 
ma Rendición de Cuentas se pidió un recurso muy importante, 
de varias decenas de millones de nuevos pesos, para ampliar 
las obras de un establecimiento correccional. Y ocurre que esa 
disposición, esa autorización para gastar no estaba incluida en 
el Mensaje del Poder Ejecutivo. Entonces, el señor Ministro 
del Interior explicó que lo había incorporado al proyecto, pero 
que administrativamente se había traspapelado por lo que no 
figuraba en el Mensaje. Nosotros objetamos por inconstitucio- 
nal esa disposición y, sin embargo, ella fue aprobada en la 
Cámara de Representates y en el Senado, y no fue vetada, 
contra lo que es habitual, por el Poder Ejecutivo. ¿Estábamos 
equivocados nosotros? ¿Estuvo equivocada la mayoría? Bue- 
no; cada uno actuó según su conciencia se lo dictó. En otras 
oportunidades, votamos artículos que fueron cuestionados por 
otros señores legisladores y, a veces, no votamos en el Senado 
alguna disposición que había sido inclusive propuesta por 
nuestros propios compañeros en la Cámara de Representantes, 
por tener dudas en cuanto a su conslitucionalidad. 


Hay muchas materias que son discutibles y todos a veces 
acertamos y Otras nos equivocamos. Pero lo que no reputo 
válido es que por el hecho de que en algunas oportunidades se 
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hayan deslizado elementos de dudosa constitucionalidad o, 
según algunos criterios, de visible inconstitucionalidad, se 
esté habilitado para que todo pueda pasar. Como alguna vez 
pasó algo que no era constitucional, ahora ¡qué nos importa la 
Constitución! ¡Vamos a no extremar los recursos, vamos a no 
preocuparnos! Entonces, algo tan importante como es lo que 
tiene que ver con el ejercicio de la facultad suprema de la 
soberanía por parte del Cuerpo Electoral se está mirando, en 
cierta medida, a corazón ligero, porque el proyecto se reparte 
casi al mediodía -debe ser considerado a la hora 15- en térmi- 
nos absolutamente sumarios, con un informe muy breve, evi- 
dentemente incompleto sin perjuicio de su pertinencia, sin 
exposiciones orales que lo amplíen, Es decir, en términos ab- 
solutamente inconsistentes y que no guardan relación con la 
importancia y contenido del tema. 


No creo tampoco que sea de recibo -lo digo con todo el 
respeto y afecto personal que le tengo al señor senador Ortiz- 
invocar ejemplos que se dan en países que tienen sistemas 
políticos muy diferentes del que ha inspirado nuestro ordena- 
miento institucional y que están situados a miles de kilóme- 
tros de distancia No conozco la intimidad del proceso de 
discusión en el seno de las Comisiones del Pariamento Sovié- 
tico. Pero queda claro que en el momento que vamos a consi- 
derar la reglamentación del recurso de referéndum en el Uru- 
guay, el fundamento a que alude el señor senador Ortiz, con 
quien ideológicamente nos conocemos tan bien de modo recí- 
proco y desde hace tantos años, sea nada menos que un anfe- 
cedente soviético. Confieso que eso me entemece. Ya veo al 
señor senador Ortiz, a Gorbachov y la perestroika, directa- 
mente entrelazados en las fórmulas de discusión de las modi- 
ficaciones constitucionales. 


Confieso mi sorpresa. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor sena- 
dor Olazábal. 


SEÑOR OLAZABAL. - Señor Presidente: cambiando de 
tema y yendo a lo que son las disposiciones que desde nuestro 
punto de vista son absolutamente inaceptables, tenemos obli- 
gatoriamente que referirnos a lo que dispone el artículo 79 de 
la Constitución y que se reglamenta de diversa forma en este 
proyecto de ley. 


Aclaro que en la discusión general mi intención es hacer 
un breve repaso de oposiciones porque pensamos que será en 
la discusión particular en donde tendremos oportunidad de 
profundizar en cada uno de los artículos y disposiciones más 
polémicas y que desde nuestro punto de vista son más violato- 
rias del artículo 79 de la Constitución. 


SEÑOR PEREYRA. - Pido la palabra para una cuestión de 
orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR PEREYRA. - Mociono para que se prorrogue el 
tiempo de que dispone el orador. 
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SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar la moción formu- 
lada. 


(Se vota:) 
- 19 en 22. Afirmativa. 
Puede continuar el señor senador Olazábal. 


SEÑOR OLAZABAL. - El artículo 79 de la Constitución 
expresa que el 25% del total de inscriptos habilitados para 
votar podrán interponer dentro del año de su promulgación el 
recurso de referéndum contra las leyes y ejercer el derecho de 
iniciativa ante el Poder Legislativo. Es decir, que la Constitu- 
ción reconoce un año de plazo, desde la fecha de promulga- 
ción, para la interposición del recurso de referéndum contra 
las leyes. 


Según el texto que viene de la Comisión, ahora resulta que 
ese año queda reducido a 180 días, porque de no iniciarse el 
proceso de referéndum antes de ese período, no podrá interpo- 
nerse, 


Justamente hoy cuando reclamábamos tiempo para estu- 
diar todo este tipo de disposiciones, lo hacíamos en el enten- 
dido de que la Comisión ha trabajado exclusivamente con este 
referéndum que tenemos hoy en trámite y no ha tenido una 
amplitud de miras ni la elaboración teórica sobre distintas 
circunstancias que pueden producirse alrededor de un recurso 
de referéndum. 


¿Por qué digo esto? El año de plazo que da el artículo 79 
puede interpretarse, por lo menos en dos sentidos. En primer 
lugar, no hay ninguna duda que el constituyente que redactó 
este artículo 79 tenía en mente que el procedimiento para 
hacer efectivo el recurso de referéndum era el de recolectar 
firmas. De esto no hay ninguna duda porque no había en el 
momento de aprobarse esta Constitución ningún otro sistema 
que se hubiera seguido en el país o que estuviera en el comen- 
tario público o político. Es decir, que cuando el constituyente 
dio un año de plazo, seguramente estaba atendiendo a que el 
porcentaje que se había establecido del 25% era enormemente 
alto y, por lo tanto, estaba dando un tiempo extenso que posi- 
bilitara la recolección de firmas. Sin embargo nos encontra- 
mos con que en este proyecto no sólo desaparece el año sino 
también la recolección de firmas. Hay además otra razón que 
justifica el hecho de que tenga que esperarse un año, que es 
diferente pero es tan importánte como la otra. 


Hay leyes que no tienen por qué manifestar sus efectos 
adversos o perversos en forma inmediata. Estoy pensando que 
no es ninguna locura que un día pueda aprobarse una ley que 
manifieste con evidencia sus efectos negativos ante el país 
después de 7 y 8 meses de promulgada. En este caso si votára- 
mos lo que viene de la Comisión, después de los seis meses 
no habría ninguna posibilidad. Digo que en la reglamentación 
se ha trabajado con la cabeza puesta en la experiencia de este 
referéndum y sin la amplitud con que necesariamente hay que 
hacerlo. 


SEÑOR AGUIRRE. - ¿Me permite una interrupción, señor 
senador? 
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SEÑOR OLAZABAL. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor sena- 
dor. 


SEÑOR AGUIRRE. - Creo que la discusión no debe ser 
Jurídica, sino eminentemente política. Pero quiero decir que la 
afirmación que ha hecho el señor senador Olazábal, desde el 
punto de vista de las reglas conocidas y aceptadas por la 
doctrina y la jurisprudencia en materia de interpretación cons- 
titucional, carece de todo fundamento. En primer lugar, no 
fluye del texto interpretar que el procedimiento sea el de la 
recolección de firmas. El texto no dice, al respecto absoluta- 
mente nada. Ante el silencio del texto cabría recurrir, como es 
habitual, a los antecedentes de los debates que precedieron a 
la sanción de ese texto, sea en una Cámara cuando se trata una 
ley, o sea en una Asamblea General o Constituyente, cuando 
se trata de preparar el texto constitucional que luego se some- 
te a plebiscito. No hay un solo antecedente, y se pueden revi- 
sar todos los archivos del Poder Legislativo acerca de la refor- 
ma constitucional de 1966, que aclare este punto. Ninguna de 
las personas que hablaron en la Asamblea General se refirie- 
ron a él ni dijeron nada en cuanto a la recolección de firmas, 


Por otra parte, incurre en error comprensible el señor sena- 
dor Olazábal, cuando habla del constituyente que redactó la 
norma. Como tantas veces lo enseñó Justino Jiménez de Aré- 
chaga, el constituyente no es el que prepara el texto, sino que 
lo es el Cuerpo Electoral, que no delibera ante taquígrafos, no 
deja constancia de sus opiniones, y, en este caso, ni siquiera 
pudo remitirse a antecedentes que no existen. Por consiguien- 
te, tiene absoluta libertad el legislador, al cumplir la función 


- reglamentaria que le encomendó el propio constituyente en el 


artículo 79, para establecer el procedimiento de recolección 
de firmas o cualquier otro que considere más práctico o perti- 
nente, sin violentar la voluntad popular. 


SEÑOR PRESIDENTE, - Puede continuar el señor sena- 
dor Olazábal. 


SEÑOR OLAZABAL. - Señor Presidente: el señor senador 
Aguirre dice dos cosas que son ciertas: que el texto de la 
Constitución no expresa nada sobre la forma en que se hace 
efectivo el derecho de iniciativa y de referéndum. Y por otro 
lado, también tiene razón en que en todos los antecedentes de 
la discusión de la Constitución de 1967 tampoco se dice nada. 
Eso ya lo habíamos buscado afanosa e inútilmente. 


Pero yo digo que, más allá del texto y de los antecedentes, 
que pueden ser muy adecuados a la doctrina jurídica, hay otro 
factor que siempre se adecua a ella y que es la lógica. No sólo 
los antecedentes y el texto pueden ser válidos para juzgar el 
alcance de un artículo de la Constitución, sino que creo que la 
lógica es la que está por encima de todas las cosas. No se 
precisa entonces una discusión, que haya un texto aclaratorio, 
para saber que en este país, cuando todo el Cuerpo Electoral 
aprobó la reforma constitucional de 1967, si se le hubiera 
preguntado a cualquiera de los que votaron a favor o en contra 
de dicha reforma, de qué manera procedería para poner en 
práctica el recurso del referéndum, habría respondido que lo 
haría a través de la recolección de firmas. 
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Eso, señor Presidente, es lo que ocurrió en esta oportuni- 
dad. Es una prueba más de nuestra aseveración. ¿Quién dijo 
que el sistema estaba equivocado cuando se empezó a juntar 
las firmas para el referéndum? Nadie lo hizo; se discutió si 
iban a alcanzar o no; todo el mundo entendió, por unanimi- 
dad, que era el régimen indiscutible, lógico, por el cual se iba 
a hacer efectivo el derecho del referéndum. Y este régimen, 
lógico e indiscutido, se elimina para el futuro, sin grandes 
preámbulos, lisa y llanamente, en abierta violencia con el 
contenido del artículo 79 de la Constitución. 


SEÑOR ORTIZ. - ¿Me permite, una interrupción? 
SEÑOR OLAZABAL. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor sena- 
dor. 


SEÑOR ORTIZ. - Señor Presidente: el señor senador Ola- 
zábal, al comienzo de su exposición, dijo que el constituyente, 
cuando aprobó el artículo 79, sin duda tuvo en cuenta que el 
procedimiento sería el de la recolección de firmas y por eso 
fijó el plazo de un año. Yo digo, siguiendo el razonamiento 
del señor senador, que si el contituyente tuvo eso en cuenta 
fue porque pensó que la recolección de firmas insumiría ese 
plazo de un año. Esto quedó en evidencia en esta ocasión, 
donde a pesar de la importancia de la ley y de la inmensa 
propaganda, fue necesario un año para contar con el número 
requerido de firmas. Pero a continuación el señor senador 
señaló que puede haber una ley que recién a los ocho meses 
demuestre que es mala. En ese caso, ¿cuánto tiempo habría 
para recolectar las firmas? El año se vendría encima. De ma- 
nera que los dos argumentos que maneja el señor senador no 
casan entre sí. 


Entiendo, señor Presidente, que el plazo no se fijó tenien- 
do en cuenta la dificultad o el tiempo que se necesita para la 
obtención de las firmas, porque si no, no sirve el ejemplo de 
la ley que demuestra su mala calidad a los ocho o nueve 
meses de aplicación. Es decir, en tres meses sería imposible 
juntar las firmas correspondientes. Además en el proyecto que 
nos ocupa se establece que cuando en una primera instancia 
no se hayan obtenido las voluntades necesarias para resolver 
el plebiscito, se vuelve a convocar a la ciudadanía justo el 
último día del año. De manera que el plazo lo tienen todos; el 
año es un plazo que está a la disposición de todos. Por eso no 
advierto en que se coarta el derecho de los ciudadanos con 
este sistema que se establece en el proyecto. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor sena- 
dor Olazábal. 


SEÑOR OLAZABAL. - Es evidente que las leyes pueden 
ser malas, y perfectamente podemos pensar en una que sea tan 
mala que no se tarde más de quince días en conseguir las 
firmas para interponer el recurso del referéndum. 


No estamos refiriéndonos a la actualidad, no queremos 
pensar en disposiciones para el futuro basándonos, exclusiva- 
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mente, en lo que pasó con este último interminable trámite; 
pero nuestra hipótesis no es alocada. Dijimos que hay dos 
razones que justifican que el plazo sea de un año: una es que 
si se sigue con el procedimiento de juntar firmas, es muy 
probable que el establecimiento del recurso no se pudiera 
hacer en un plazo menor y la otra -que tenemos que contem- 
plar, porque la Constitución así lo establece- es que hasta el 
día antes en que venza el año de aplicación de una ley, existe 
el derecho de que se manifieste la voluntad del 25% de los 
habilitados para votar. 


Entonces, lo que debería haberse hecho, en lugar de la 
reglamentación tal cual aparece en este proyecto, es buscar 
fórmulas -que no deben ser imposibles de lograr- que habilita- 
ran diferentes procedimientos para un mejor pronunciamiento 
de la ciudadanía, de manera pues de asegurarse de que por la 
vía reglamentaria no se estén coartando uno de los derechos 
básicos que tiene el Cuerpo Electoral. Esta es nuestra posición 
de fondo sobre este trámite que se obliga a hacer a partir de 
los 180 días. Asimismo, debemos decir que el proyecto nos 
merece otro tipo de críticas que reservamos para la discusión 
particular. 


Señor Presidente: estoy de acuerdo con que existe la obli- 
gación de reglamentar lo que la Constitución pide. Por lo 
tanto, estoy de acuerdo con que se reglamente el artículo 79, 
Pero creo que este no es el momento de hacerlo porque no se 
ha pensado lo suficiente. 

La solución que se trae hoy a consideración no reglamenta 
sino que limita los alcances de dicho artículo y no puede 
haber limitaciones a lo que establece la Constitución. No de- 
bemos agregar mi quitar cosas; no podemos suplantar lo que 
establecen las normas constitucionales sino reglamentar su 
ejercicio sin cambiar su esencia. En la esencia del artículo 79 
está que haya un plazo de un año para interponer el recurso. 


SEÑOR FA ROBAINA. - ¿Me permite una interrupción? 
SEÑOR OLAZABAL. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor sena- 
dor. 


SEÑOR FA ROBAINA . - Señor Presidente: el señor sena- 
dor Olazábal parece que hoy ha venido dispuesto a realizar la 
exégesis de la Constitución. Nos está prodigando una cantidad 
de enseñanzas sobre la materia que los miembros de la Comi- 
sión de Constitución y Legislación recibimos y agradecemos. 
Pero ocurre que es más difícil aportar soluciones que criticar 
la labor de la Comisión. 


El señor senador dice que la solución que adoptó la Comi- 
sión es impensada al reglamentar el artículo 79, sustituyendo 
lo que con buen fundamento la Corte califica de instrumento 
diabólico, que es la recolección de firmas. ¿Cuál es, entonces, 
el camino sustitutivo? La Comisión encontró que la fórmula 
que no viola la Constitución, que no coarta el derecho de los 
ciudadanos porque tiene dos instancias para expresar su pro- 
pósito de incoar el recurso del referéndum difiere, por cierto, 
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del método de la recolección de firmas. Hay un detalle que no 
ha señalado el señor senador y que yo quiero subrayar, y es 
que en el procedimiento que propone la Comisión, a diferen- 
cia de lo que ocurre con el de la recolección de firmas -en el 
que se han ejercitado las más variadas prácticas de presión 
sobre la ciudadanía, según es público y notorio- no hay posi- 
bilidad de ejercer presión por cuanto la ciudadanía se habrá de 
expresar en forma secreta en las umas. 


Habría que no haber vivido en el Uruguay, señor Presiden- 
te en este último año, para no calibrar hasta dónde se han 
ejercitado presiones. Se hizo en todos los ámbitos: en la calle, 
en los centros de enseñanza, en los hospitales, en los propios 
domicilios de la gente, con el objetivo de recoger las firmas. 
En cambio, el procedimiento que se propone en este proyecto 
no posibilita esas formas de presión con que se pretenden 
recoger las firmas a los efectos de cubrir el coeficiente míni- 
mo de 25% de habilitados para votar. 


De manera que entiendo que es buena la fórmula aportada 
por la Comisión pero si hay otra mejor, todos somos recepti- 
vos. Esperamos que el señor senador Olazábal pueda aportarla 
durante la discusión particular. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Continúa en el uso de la palabra 
el señor senador Olazábal. 


SEÑOR OLAZABAL. - Justamente, puedo asegurar que 
tengo la intención de aportar ideas sobre cuáles deberían ser 
los mecanismos a aplicar que no violen el artículo 79 de la 
Constitución, sino que lo reglamenten realmente y aseguren, 
con la mayor racionalidad, la capacidad que tiene el 25% de 
los habilitados del Cuerpo Electoral de interponer el recurso 
de referéndum. Sin embargo, lamento que esto se diga hoy, 
porque ahora no me siento capacitado -al contrario de lo que 
parecen haberse sentido los integrantes de la Comisión de 
Constitución y Legislación- para traer una solución perfecta, 
debido al lapso breve del que disponemos. Puedo decir, sí, 
que estoy en condiciones de aportar muchas ideas, algunas 
incluso modificativas de este sistema que se presenta, que 
podrían mejorarlo y hacerlo más apto. Pero estoy en contra de 
que un mecanismo sustituya a otro, cuando en realidad lo que 
debería haberse buscado era la aplicación de distintos meca- 
nismos que permitieran que no se violentara el artículo 79 de 
la Constitución, Entonces, cuando se me pregunta cuál es el 
mecanismo apto, respondo modestamente que en este momen- 
to no tengo ninguno estructurado y que tampoco puedo apor- 
tar por escrito un proyecto sustitutivo. Por eso, entre otras 
razones, desde que ha empezado esta sesión, estoy pidiendo al 
Senado que hoy no se definan problemas que nada tienen que 
ver con el referéndum en curso, ya que esos aspectos se pue- 
den estudiar con calma una vez que éste se realice, y con 
ánimo constructivo podremos encontrar soluciones que sean 
mejores que estas, 


Además en el proyecto que viene de la Comisión de Cons- 
titución y Legislación se establece una rara interpretación de 
quiénes son los que votan por “Sf” o por “No” en el futuro. Se 
da vuelta lo que es la lógica de los hechos. Cuando el Cuerpo 
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Electoral inicia una acción contra leyes emanadas del Poder 
Legislativo y termina pidiendo el plebiscito, es elemental -es 
lo que debe ocurrir en todo el mundo- que es el dueño del 
“No”, porque está pidiendo que algo no se cumpla. Sin em- 
bargo, acá se invierten los términos. Se realizan determinadas 
interpretaciones jurídicas que, desde mi punto de vista, con- 
trarían la lógica de la cosa, y cuando ello ocurre así, esas 
soluciones jurídicas no pueden ser aceptables ya que son con- 
trovertidas. No sé si lo cito textualmente, pero recuerdo que 
alguien dijo alguna vez que, en definitiva, los temas jurídicos 
son temas de sentido común, y cuando una disposición legal 
contraría ese sentido entonces, de alguna manera se está vio- 
lentando la lógica del sistema legal. 


No quiero abundar ahora sobre este tema porque ya ten- 
dremos oportunidad de debatirlo cuando en la discusión parti- 
cular analicemos dos artículos: uno que tiene relación con el 
plebiscito de abril y otro que hace referencia a los futuros 
plebiscitos. 


Por último, quiero mencionar como algo sumamente gra- 
ve, que se haya incluido lo que parecía, de acuerdo con el 
proyecto anterior, que no iba a tener andamiento en éste. Me 
refiero a esa especie de obsesión de la Comisión de Constitu- 
ción y Legislación de computar los votos en blanco a favor 
del Gobierno. 


Aclaro que cuando digo que había una especie de obsesión 
no estoy tratando de irritar a nadie; simplemente estoy recor- 
dando que en dos artículos seguidos del proyecto que se pre- 
sentó y que no tuvo andamiento, se decía lo mismo con distin- 


" tas palabras: en uno se establecía con toda claridad que los 


votos en blanco equivalían a determinada posición y en el otro 
se hacía mención en forma más refinada ya que se exigía que 
para que el referéndum resultara triunfante, se necesitaba la 
mitad más uno de los votos válidos. 


Esta lamentable disposición ha sido recogida nuevamente. 
También entendemos que es claramente inconstitucional ya 
que exorbita con amplitud la disposición del artículo 79 y crea 
mayorías absolutas que la Constitución no establece. También 
se recurre a analogías inadecuadas, porque no tienen absoluta- 
mente nada que ver los procedimientos que se han dispuesto 
para reformar la Constitución con el recurso del referéndum, 
que están en capítulos diferentes y que se regulan, obviamen- 
te, por una lógica distinta. 


Inclusive, señor Presidente, se da la rara situación de que 
este mecanismo no se plantea para este referéndum, de lo que 
mucho nos alegramos. Incluso creo que como no se promueve 
para este referéndum, de alguna forma se está habilitando un 
diálogo y una discusión más ordenados de este proyecto. Pero 
ello no quita que para el futuro se esté planteando una solu- 
ción que se reconoce que es absolutamente inaceptable en 
estas circunstancias, y si se reconoce que esto es así para esta 
ocasión, también va a ser inaceptable para cualquier referén- 
dum que se considere en el futuro, porque la misma inconsti- 
tucionalidad y la misma exorbitación que se hace del artículo 
79, de acuerdo con esa interpretación que trae la Comisión, va 
a estar vigente en un planteamiento futuro de referéndum, sea 


50-C.S, 


cual sea el tema y el partido o partidos políticos que los lleven 
adelante, 


En este sentido quiero llamar a reflexión al Senado. Una 
vez más se está trabajando con la mente puesta en este refe- 
réndum, y pensando en éste se pretende reglamentar los poste- 
riores. 


SEÑOR FLORES SILVA - ¿Me permite una interrupción, 
sefior senador? 


SEÑOR OLAZABAL - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE - Puede interrumpir el señor sena- 
dor. 


SEÑOR FLORES SILVA.- Señor Presidente: con respecto 
a esta situación que está planteando el señor senador Olazá- 
bal, se debe tener en cuenta que en este referéndum se trae 
una solución diametralmente opuesta al sistema general que 
se propone. Entonces, me parece que el argumento del señor 
senador en este caso carece absolutamente de base. 


Pienso exactamente lo contrario que el señor senador: creo 
que para modificar y rectificar una decisión de este Parlamen- 
to, el soberano tiene que tener la mayoría absoluta de los 
votos, tal como se recogía en el artículo 26 del proyecto de los 
señores senadores Aguirre, Lacalle Herrera y Posadas, y como 
se recoge, como régimen permanente, en el artículo 43 que 
viene de la Comisión. Sin embargo, no quiero decir con error 
pero sí de una manera que me despierta muchas dudas, la 
Comisión ha decidido que ese régimen permanente no tenga 
validez en este referéndum. 


Vengo escuchando con atención al señor senador y discre- 
pando con la mayoría de las cosas que dice; pero debo señalar 
que me llama mucho la atención que se diga que se está legis- 
lando en función de este referéndum, cuando en realidad se 
presenta una solución que es diferente que la que se implante 
para el sistema general. Entonces, posiblemente llevado por la 
retórica, creo que el señor senador se ha extralimitado en su 
afirmación. 


Aprovecho esta oportunidad para hacer la aclaración de 
que tengo muchas dudas respecto a la conveniencia de votar 
el artículo 49 de este proyecto que es el que establece que 
para este referéndum concreto no va a regir el régimen gene- 
ral que determina el artículo 43- porque pienso que también se 
podría aplicar el sistema general que aquí se plantea. 


(Ocupa la Presidencia el señor senador Ricaldoni) 


-Escuchando con atención al señor senador he observado 
que ha empleado la expresión de que el debate puede ser 
ordenado, porque no se está planteando para este referéndum 
el sistema general del artículo 43, vale decir el sistema gene- 
ral que he mencionado. 


Creo, señor Presidente, que seguramente, también ha esca- 
pado a la voluntad del señor senador el decir al Senado que el 
debate sería desordenado si algunos señores senadores piensan 
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que lo que tiene que ser un régimen definitivo, debe aplicarse 
también en este referéndum. En fin, por pensar eso generarían 
un clima que llevaría al desorden en el Senado. Me parece 
que sería un poco obsesivo y como no quiero llevar el desor- 
den al Senado más tarde, quería decir cual es el sentido de mi 
pensamiento. 


Gracias, señor senador. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Américo Ricaldoni). - Puede 
continuar el señor senador. 


SEÑOR OLAZABAL - No me llama demasiado la aten- 
ción la expresión del pensamiento del señor senador preopi- 
nante y no tengo muchas dudas de que efectivamente esa es su 
forma de pensar. 


Simplemente creo que ha incurrido, además del error fun- 
damental de pensar como se piensa con respecto a lo que 
debería hacerse en esta oportunidad, en varios errores más, 


El señor senador Flores Silva hace referencia al soberano y 
a la expresión de la soberanía y, justamente, la disposición 
transitoria para este referéndum es, desde nuestro punto de 
vista, la que mejor respeta la voluntad del soberano, porque le 
da la oportunidad de votar a favor de la ley, le da la oportuni- 
dad de votar en contra y le brinda la oportunidad de abstener- 
se. Entonces, por esta vía se completan las opciones que cual- 
quier ciudadano puede aspirar a que se contemplen pará la 
expresión de su voluntad. 


Entiendo que un segundo error en que ba incurrido el se- 
ñor senador Flores Silva es en creer que algo que facilita el 
orden del debate, si no existiera sería sinónimo de desorden; 
no he dicho eso. Simplemente he dicho algo que todos sabe- 
mos y mucho más los que estamos acá. Es decir, que hay 
leyes en las que aún en posiciones discrepantes, las mismas se 
expresan sin el calor que algunos temas despiertan y que, por 
lo tanto, el intercambio de opiniones y de razonamientos se 
hace en forma fluida, tranquila y mejor que en otros asuntos. 
Y además, no va a desconocer el señor senador Flores Silva 
que él mismo en más de una discusión que ha habido aquí en 
el Senado ha tenido actitudes, digamos, de alguna forma tem- 
peramentales, que no me llevarían a decir, de ninguna mane- 
ra, que rompieron el orden o que atentaron contra la posibili- 
dad de discutir en el Senado de la República. De todas formas 
fueron expresiones de un calor que, justamente, es el que 
nosotros nos felicitamos de que no exista en este momento... 


(Suena el timbre indicador de tiempo) 


... por el hecho de que de alguna manera la Comisión ha 
decidido preservar, dejar a salvo de esta interpretación de los 
votos en blanco, la expresión de la ciudadanía en el próximo 
referéndum de abril. 


SEÑOR FLORES SILVA - ¿Me permite una interrupción, 
señor senador? 


SEÑOR OLAZABAL - Se me agotó el tiempo, señor sena- 
dor. 
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SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Américo Ricaldoni). - Efecti- 
vamente es así. 


Tiene la palabra el señor senador Pereyra. 


SEÑOR PEREYRA - En la incidencia preliminar que se 
oyó en este Senado a raíz de un planteo del señor senador 
Olazábal, también hicimos referencia a la interpretación cons- 
titucional. Pero, de inmediato, agregamos argumentaciones de 
carácter práctico y de oportunidad que iban más aJlá -si es que 
se puede ir más allá- de la interpretación constitucional y que 
se referían a que el Senado tiene hoy a consideración dos 
temas distintos. Uno, el referido a aquellas disposiciones que 
la Corte Electoral ha reclamado para poder facilitar la realiza- 
ción del referéndum sobre la Ley de Caducidad de la Preten- 
sión Punitiva del Estado en materia de violación de los dere- 
chos humanos y otro la reglamentación del artículo 79 para 
futuras instancias. 


El Senado ha resuelto, sin embargo, tratar el tema como si 
fuera uno solo y, naturalmente, que a ese criterio nos tenemos 
que someter aunque seguimos creyendo que son dos cosas 
perfectamente separables, incluso que así lo pidió el Poder 
Ejecutivo; y, diría más, así lo resolvió el Senado de la Repú- 
blica cuando el proyecto pasó a Comisión. 


Es claro que -como muy bien aquí se ha dicho por parte de 
los miembros que integran dicha Comisión- cuando un pro- 
yecto llega a Comisión nada impide que la misma agregue 
sobre la materia todos aquellos aspectos que le parezcan con- 
venientes; así ha procedido esta Comisión. 


Diría más, diría que la actitud de la Comisión es plausible 
porque teniendo que estudiar la propuesta o el Mensaje del 
Poder Ejecutivo que obligaba a que el Parlamento tomara 
determinadas medidas para facilitar la realización de este re- 
feréndum, ha razonado diciendo que en lugar de una legisla- 
ción circunstancial es más conveniente, aprovechando la 
oportunidad, elaborar una ley definitiva, cumpliendo el man- 
dato constitucional de reglamentar lo establecido por el párra- 
fo 2* del artículo 79 de la Constitución de la República. Creo 
que es un razonamiento lógico y, repito, plausible, el que ha 
seguido la Comisión. Pero, a mi juicio, el momento no es el 
adecuado para tratar ambas cosas en forma conjunta; no es el 
adecuado, porque estamos en medio de un problema que ha 
conmovido profunda y apasionadamente a la ciudadanía uru- 
guaya: unos a favor de someter la ley a referéndum y otros en 
contra de que esto sucediera; al igual que hubo en el momento 
de sancionarse la ley quienes creyeron que así solucionaban 
un problema importante al país y, por lo tanto, votaron esa 
ley, asf como hubo otros -como el que habla- que creyeron 
que por el contrario los agravaba y votó en contra de la mis- 
ma. Son situaciones que se dan en la vida política y en la 
acción legislativa en donde, naturalmente, cabe el mutuo res- 
peto por las distintas posiciones, pero que hace que cada uno 
mantenga los criterios expuestos. Más allá de eso lo que hoy 
está en discusión, es otra cosa, porque no es el momento de 
discutir ni la Ley de Caducidad, ni la conveniencia o no del 
referéndum, porque esta ley está vigente y será sometida a 
decisión del soberano cuando se efectúe el 16 de abril -según 
lo ha resuelto la Corte- el pronunciamiento popular. Ambas 
cosas no están en discusión, por lo tanto, admito que el Parla- 
mento está en omisión al no reglamentar diversas disposicio- 
nes de la Constitución, como ésta del artículo 79 y otras que, 
a través de decenas de años -desde que rige la Constitución de 
1966 y aún más desde la de 1951 y 1942 y quizás haya alguna 
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de la primera Constitución Nacional- nunca fueron reglamen- 
tadas. 


Es obligación del legislador cumplir con el mandato del 
constituyente y reglamentar estas disposiciones, así como 
complementar su sentido y su alcance, claro está que res- 
petando el espíritu de' aquél, que es lo que debe primar en la 
interpretación constitucional y en las disposiciones comple- 
mentarias, como lo es la reglamentación. Jamás se debe apar- 
tar del espíritu del constituyente. 


Eso puede suceder en momentos especiales en la vida del 
país, cuando todavía no se han apagado algunos ecos y en que 
se vive una gran pasión política por los temas que están, ya no 
“subyacentes” ni “sobrevolando”, sino implícitos en el fondo 
de esta discusión. 


Por más que se diga, este tema es político. Y lo es aunque 
debemos despolitizarlo en el sentido partidario y circunstan- 
cial. Reglamentar nada menos que el derecho del ciudadano, 
del soberano a decidir sobre cuestiones trascendentales para el 
país es algo eminentemente político, ya se trate de este asunto 
o de cualquier otro. Por eso creemos que ya que el Parlamento 
ha estado omiso -si se me permite esa expresión- no sólo éste 
sino todos a través de la vigencia de las distintas constitucio- 
nes, dejando sin reglamentar una cantidad de artículos, no era 
necesario apresurar la labor de la Comisión, la que no discuto 
que baya trabajado con un gran afán por hacer las cosas bien, 
lo que ha tenido que discutir el tema en horas. Es un hecho 
que no se puede desconocer que, más allá de la información 
proporcionada por la prensa, la que no siempre es totalmente 
confiable por no ser oficial, hasta nuestro conocimiento ha- 
bían llegado muchos de los aspectos hoy discutidos; pero lo 
cierto es que hasta el día de hoy a las diez de la mañana, en 
que recibimos el repartido de la Comisión, no sabíamos cuáles 
de esos puntos comentados y analizados públicamente habían 
sido aceptados o rechazados por ella. Muchos de esos temas 
son demasiado delicados, sobre todo aquellos que tienen que 
ver con la parte permanente de la reglamentación, no así los 
circunstanciales que están referidos a la realización de este 
referéndum que la Corte Electoral ha decidido se lleve a cabo 
en el mes de abril próximo, después de háberse comprobado 
que se habían llenado todas las exigencias dispuestas por el 
inciso segundo del artículo 79 de la Constitución de la Repú- 
blica. 


A nuestro juicio es inoportuno mezclar los temas, más allá 
de que cada uno procure ser objetivo y quitarse la dosis de 
pasión que ha puesto en estos últimos meses para dejar de 
lado la tensión con que todos hemos vivido en torno a este 
problema en virtud de que todos crefamos que nos asistía la 
razón. Lo cierto es que hubo un clima muy especial, que no es 
el más adecuado para legislar con carácter permanente. 


Entiendo que el Parlamento hubiera cumplido perfecta- 
mente bien si hubiese aprobado aquellas disposiciones que 
solicitaba la Corte Electoral porque consideraba que eran ab- 
solutamente imprescindibles para realizar este referéndum. 
Después de que han transcurrido 22 afos sin que se reglamen- 
taran estas disposiciones, podríamos haber esperado dos, tres 
O Cuatro meses y haberlo hecho cuando, transcurrido un tiem- 
po, no pesara tanto este episodio tan polémico que se ha 
planteado acerca del uso o no del recurso del referéndum en 
estas circunstancias. 
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Estimo que consciente o inconscientemente en el fondo de 
la cuestión pesan factores subjetivos que quizá no se hubieran 
presentado en otro momento. 


La legislación en general, salvo las excepciones por todos 
conocidas, debe tender a lo permanente en la vida del país, a 
lo que sucede frecuentemente o se presenta casi diariamente y 
no a lo circunstancial o excepcional, aunque a veces se tenga 
que actuar sobre estos últimos pasos. No es algo permanente 
sino excepcional la realización de un referéndum, por lo que 
se hubiera justificado aprobar ocho o diez disposiciones a 
efectos de que el mismo se pudiera realizar, tal como lo ha 
hecho la Comisión e inclusive, diría, tal como lo ha solicitado 
el Poder Ejecutivo a través de un proyecto que no tendríamos 
niogún inconveniente en haber votado sin quitarle ni agregarle 
una coma. Creo que de esa forma le hubiéramos ahorrado 
tiempo al Senado y fundamentalmente al país, dándole la 
tranquilidad a los ciudadanos y la seguridad a la Corte Electo- 
ral de que iba a contar, en un breve plazo, con las disposicio- 
nes necesarias. 


Repito que consideramos que no es oportuno traer a discu- 
sión una legislación permanente en momentos en que se está 
tramitando un referéndum como éste, que es tan polémico. 
Por supuesto, respetamos las posiciones de los demás. 


Reitero que por su esencia éste es un tema político; tam- 
bién lo es porque nos ha golpeado fuertemente en nuestras 
actitudes políticas, las que ha determinado muchas veces. La 
posición de cada uno es el fruto de su reflexión y su pensa- 
miento sobre el fondo de lo que está en juego en este referén- 
dum. 


Sin pretender desatar un debate político, como integrante 
de un Cuerpo con representación política tengo la obligación 
de señalar que lo que tiene que ver con el uso por primera vez 
del derecho consagrado en el artículo 79 de la Constitución 
respecto al referéndum, el empleo que se ha hecho del mismo 
y las circunstancias que rodearon a este recurso constitucional 
O las tareas relativas a él, debe ser sometido Ne opinión de la 
ciudadanía. 


Quiero dejar sentado, porque es mi obligación, en momen- 
tos en que en el Parlamento se trata este tema que me interesa, 
fundamentalmente, por haber sido uno de los ciudadanos que 
creyó que era conveniente someter este asunto a juicio de la 
ciudadanía, por tratarse de una cuestión polémica que dividía 
a muchos o a todos los que aquí nos sentamos porque tenía- 
mos distintas maneras de apreciar el problema -naturalmente 
que no sintiéndonos dueños absolutos de la verdad- que lo 
más conveniente era poner a consideración del soberano la 
decisión final, ta] como corresponde a una democracia. La- 
mentablemente no fue aceptado como algo natural, como el 
juego normal de los institutos que la democracia pone a dispo- 
sición del pueblo. Desde que se lanzó la idea de realizar este 
referéndum se comenzó una campaña propagandística en el 
sentido de que todo esto estaba organizado por los grupos más 
extremistas o que estaba hecho por los Partidos Políticos, lo 
que no era cierto. 


En la resolución que adoptó el grupo político que presido 
se dejó muy en claro que este problema no debía ser “partidi- 
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zado” -si cabe la expresión- es decir que no se debía hacer de 
él un caudal en lo partidario, porque el tema iba mucho más 
allá y porque el artículo 79 de la Constitución no consagra un 
derecho de los Partidos Políticos, sino de cada ciudadano, 
mejor dicho, de los ciudadanos en general. 


Son éstos, por encima de los partidos, los que toman la 
iniciativa, los que ponen su firma, los que reclaman el pronun- 
ciamiento en uno o en otro sentido. Hasta puede haber habido 
ciudadanos que eran partidarios de la ley y que sin embargo 
firmaron, para conocer el fallo del soberano. ¿Podemos afir- 
mar que no fue así? Puede haber sido así y quizás debió serlo, 
para que todos le dieran al soberano la oportunidad de emitir 
su pronunciamiento o su fallo, indiscutido, por tratarse justa- 
mente del ejercicio de la soberanía. 


Se dijo que toda esta campaña estaba destinada a destruir 
la paz. ¿Qué paz? No he creído nunca que la no realización de 
la justicia o que el someter a decisión del pueblo si aquellos 
que violaron los derechos humanos debían o no pasar por los 
organismos de justicia constituía un atentado contra la paz. 
Entiendo que justicia y paz son elementos unidos, o que se 
unen, se quiera o no, para asegurar la convivencia social civi- 
lizada y que cuando se les separa se sale de los carriles de 
ésta. 


En todo esto, hubo hechos concretos, como sanciones a 
militares -que motivaron una interpelación realizada en este 
Cuerpo- por haber firmado el referéndum. Se discutió si éo- 
rrespondía o no que los militares y funcionarios policiales 
firmaran. Asimismo, existieron afirmaciones de gobernantes 
en el sentido de que quienes firmaban el referéndum -en la 
verdad o en el error, pero en uso de un recurso legítimo- 
tenían sus mentes enfermas; naturalmente, se pretendía des- 
prestigiar el empleo de un recurso constitucional. 


Hubo, además, verdaderas campañas contra hombres pú- 
blicos destacados. No puedo olvidar la realizada contra un 
ciudadano ejemplar, como el Intendente de Cerro Largo, el 
señor Rodolfo Nin Novoa, a quien se le acusó de ejercer 
presión en las propias oficinas municipales, ante los emplea- 
dos y frente a la gente que a €l llegaba planteando sus proble- 
mas. Se llevó a cabo una investigación por parte de la Junta 
Departamental. Vi el expediente y puedo decir que no existe 
allí la más mínima prueba, ni indicio de que tal cosa haya 
sucedido, a tal punto que entiendo que nadie hoy en el depar- 
tamento de Cerro Largo cree que esa campaña tuvo alguna 
base o algún sustento. 


Luego viene la etapa del análisis de las firmas. Con res- 
pecto a él se ha dicho -se expresa varias veces en este docu- 
mento que tenemos sobre la mesa y el Poder Ejecutivo emplea 
el término- que es un mecanismo diabólico. También lo dice 
la Comisión. Se ha vuelto un lugar común señalar que el 
comprobar si las firmas son auténticas o no es una labor dia- 
bólica, imposible. Pero yo pregunto: ¿cómo pudo realizarse 
antes, cuando por iniciativa popular se obtuvieron las firmas 
para reformar la Constitución y se plebiscitaron proyectos de 
reforma constitucional? En pocos años, hubo cuatro proyectos 
de reforma constitucional y se empleó el mecanismo de ini- 
ciativa popular del 10% de las firmas de los ciudadanos ins- 
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criptos en el Registro Cívico. Esas firmas fueron analizadas y 
validadas por la Corte. Esta habilitó la realización del plebis- 
cito constitucional. Entonces, ¿por qué antes fue posible com- 
probar la veracidad o no del firmante, la autenticidad o no de 
las firmas y hoy eso es imposible? 


Creo que hubo errores cometidos por la Corte Electoral, 
como el de no consultar el padrón electoral. Este es un ele- 
mento fundamental para determinar si el ciudadano está ins- 
cripto y qué número y serie le corresponde. Aprovecho esta 
oportunidad para recordar algo que sucedió y que todos pudi- 
mos apreciar. Se eliminaron firmas porque, por ejemplo, entre 
la serie y el número había un guión, cuando la serie y el 
número no tiene otro objetivo, en esta instancia, que el de 
facilitar a la Corte la ubicación del expediente correspondien- 
te para verificar si la firma es auténtica o no. Pero al parecer 
se procedió siempre, por parte de la Corte, con un criterio de 
desconfianza, de que un alto porcentaje de la firmas era falso 
y que había que demostrar que lo era. En esa situación se 
llegó, en determinado momento, a una encrucijada de la que 
parecía que no había salida. 


El tema fue tratado por la prensa, por los partidos políticos 
y por el Directorio del partido al que pertenezco. Más allá del 
episodio en sí mismo, significó un hecho muy grave: gran 
parte de la ciudadanía comenzó a dudar de la eficacia del 
actual organismo rector de la justicia electoral; empezó a per- 
der credibilidad en él. Por eso, oportunamente, planteamos el 
tema en el Directorio del Partido Nacional, señalando que más 
allá del reconocimiento de la honorabilidad de las personas 
que integran ta Corte, los errores cometidos eran de tal magni- 
tud que habían mellado la credibilidad en un organismo cuyo 
prestigio es la base y el sustento del buen funcionamiento de 
la democracia. Sin una justicia electoral confiable, el régimen 
democrático de Gobierno no puede desenvolverse mormal- 
mente. 


Señíalo todos estos hechos, porque han rodeado a este epi- 
sodio de elementos que han irritado a alguna parte de la opi- 
nión pública. Uno de ellos -que ya se ha mencionado pero al 
que entiendo debo referirme- es el que tiene que ver con la 
validez del voto en blanco, si bien se ha eliminado para esta 
circunstancia. 


El voto en blanco no significa emitir opinión. Al que no la 
ha emitido, se le quiere atribuir una y eso no está dentro de 
nuestras facultades, ni dentro de las de la Corte. Si el ciudada- 
no vota en blanco, no emite opinión y no podemos adjudicár- 
sela, 


La argumentación de que debe contarse la mayoría absolu- 
ta sobre los votos emitidos, teniendo en cuenta que el voto en 
blanco es un voto emitido, falla desde el punto de vista del 
sentido común. Podría darse el caso, por ejemplo, de que en 
un electorado fluctuante en los 2:000.000 de habilitados, 
1:000.000 votaran por la anulación de la ley que se plebiscita, 
500.000 en blanco -o anulados, que también son emitidos- y 
501.000 a favor. De acuerdo con el criterio que se ha sustenta- 
do, esos 501.000 determinarían la vigencia de la ley en contra 
de la opinión de 1:000.000 de ciudadanos. Esto está fuera de 
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toda lógica y no es compatible con el sentido y el espíritu de 
las resoluciones democráticas. 


Tampoco compartimos una posición que en determinado 
momento pareció predominar -y que por lo menos para este 
referéndum no juega- en la que también encontramos cierta 
falta de lógica. Me refiero a todo lo que tiene que ver con la 
obligatoriedad o no del voto. Naturalmente, me voy a pronun- 
ciar por la obligatoriedad. a 


Creo que es un deber la obligatoriedad del voto y que es 
mucho más justificable aplicarla al sufragio en el acto de 
elegir los gobernantes que para emitir una opinión. Pienso que 
en el primer caso el ciudadano cumple una función social 
cuando elige los gobernantes y no así -o por lo menos no es 
tan claro- cuando se le solicita una opinión sobre determinada 
ley, que la dará o no según su conciencia. 


(Ocupa la Presidencia el doctor Tarigo) 


Considero que hubiera sido-mejor para todos haber resuel- 
to el problema que nos plantearon la Corte Electoral y el 
Poder Ejecutivo y que, transcurridos algunos meses, hubiéra- 
mos cumplido con el deber que tenemos los legisladores y que 
creo ineludible, de reglamentar las disposiciones constitucio- 
nales sin esperar que los hechos se nos vengan encima, tal 
como ocurrió en esta oportunidad. 


Claro que las circunstancias que he mencionado definen 
una posición personal; sin embargo, eilas se refieren a hechos 
notorios, como los procedimientos utilizados por la Corte 
Electoral, discutidos apasionadamente por gran parte de la 
opinión pública o, también, que se analizara la conveniencia o 
no, por lo menos por algunos sectores de los actuales miem- 
bros de la Corte; o, también, el hecho de que finalmente la 
Corte haya buscado el camino de la rectificación o ratifica» 
ción de las firmas, convocando a los ciudadanos y procurando 
de esa manera enmendar lo que ella o sus funcionarios pade- 
cieron error en el momento de la fiscalización de dichas fir- 
mas. 


Personalmente creo que debiéramos realizar la reglamen- 
tación definitiva de este tema en un clima alejado de este 
asunto tan polémico, como lo es el referéndum sobre la Ley 
de Caducidad, dejando que el legislador se desprenda de la 
dosis de pasión que como ciudadano pudo haber puesto en 
todo este problema y dejando, también, que las decisiones del 
Parlamento no se asocien consciente o inconscientemente con 
la conveniencia o inconveniencia de determinado pronuncia- 
miento. 


Estimo que la labor del legislador debe ser realizada con 
serenidad, procurando no resolver el problema en medio del 
juego de las pasiones, siempre que ello sea posible. Creo que 
esto tampoco les debe ser útil a unos u otros para procurar 
adecuarla a su manera de pensar. 


El legislador no es, ni siquiera, un hombre dependiente de 
su Partido. Debe ser, en el ejercicio de su función, un ciudada- 
no al servicio de la Nación. Es por ello que hubiéramos queri- 
do separar estos problemas, a fin de que el país entero, en un 
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clima de menor pasión, pudiera juzgar adecuadamente el 
acierto o no del Parlamento en una instancia tan importante 
como la reglamentación del funcionamiento del referéndum, 
que no constituye otra cosa más que el ejercicio de la demo- 
cracia directa, es decir, dejar en manos del soberano, que es el 
pueblo, la solución de este problema, ya que él es el gran 
protagonista de la vida del país. 


Era lo que quería manifestar. 
SEÑOR AGUIRRE. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR AGUIRRE. - Señor Presidente: era nuestra inten- 
ción no participar en la discusión general de este proyecto de 
ley, que en mi concepto es excelente, porque viene a resolver 
uno de los problemas políticos más graves que tiene por de- 
lante la República. 


El tema concreto de la realización del referéndum sobre la 
Ley de Caducidad de la pretensión punitiva del Estado y el 
tema general de la reglamentación de este recurso, de este 
instituto de gobierno directo o, mejor dicho, su omisión en 
hacerlo, fue lo que determinó la mayor parte de los problemas 
que trajeron como consecuencia graves tensiones políticas en 
el país en el curso de los últimos dos años. 


Era nuestra intención, repito, omitir nuestro pronuncia- 
miento en la discusión general, para coadyuvar a un trata- 
miento más ágil del asunto y evitar todo tipo de alusiones po- 
líticas que generalmente sólo conducen a enardecer los espíri- 
tus, a hacer perder la serenidad y a no darle a los debates un 
tono constructivo. 


Creo que esta ley le ha de hacer un excelente servicio al 
país, si pensamos en todo lo que ella tiene de positivo y, 
además, en cuanto conducirá a que el próximo referéndum se 
realice en condiciones de equidad, regulada por la ley y no 
por los criterios de un organismo administrativo y jurisdiccio- 
nal como lo es la Corte Electoral, que no tiene la responsabili- 
dad de legislar en el país. 


No hemos sido nosotros, sino otros compañeros del Cuer- 
po, que ya con la presentación de la moción de orden con que 
comenzó el debate y con otro tipo de consideraciones políti- 
cas, quienes han fijado su posición y han sentado la premisa 
de que tienen razón quienes están en determinada tesitura y 
carecemos de ella quienes estamos frente a otra posición. La 
verdad, como enseñaba Aristóteles, suele estar en el justo 
medio y es mejor tener un poco de prudencia y modestia y 
pensar que en algunos puntos somos dueños de la verdad y en 
otros quizás debemos estar en el error. 


Por consiguiente, señor Presidente, para que no quede la 
impresión de que el silencio es consentimiento de la veracidad 
de determinadas afirmaciones que se han hecho, vamos a en- 
trar a este debate de carácter general y político y no al concre- 
to de determinadas disposiciones, sobre las que ya habrá tiern- 
po, en la discusión particular, de demostrar su fundamento, si 
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es que lo tienen, de admitirlo en caso de que no sea así, y si es 
necesario, de cambiarlas en todo o en parte. 


Deseamos señalar, señor Presidente, que trataremos de 
evitar toda consideración de carácter jurídico y, más particu- 
larmente, de carácter constitucional. En otros ámbitos, apren- 
dimos muy jóvenes que en el tema jurídico todo el mundo se 
siente autorizado a incursionar. Gente que tiene conocimien- 
tos jurídicos, así como la que no lo tiene -lo que no es ningún 
demérito- y en materia constitucional en especial, quien nunca 
pasó por la Facultad de Derecho y Ciencias Sociales se consi- 
dera también habilitado a sentar opiniones concluyentes. Por 
cuya causa y a la luz de la experiencia en este Senado, en el 
que tantas veces he hecho observaciones de carácter constitu- 
cional sin que ellas fueran atendidas, pienso para qué perder 
el tiempo con esto de que es un planteamiento o una norma es 
o no constitucional, si como aquí lo ha expresado el señor 
senador Ortiz y como quien habla lo mencionó en otras opor- 
tunidades, en todas las leyes presupuestales votamos decenas 
de normas inconstitucionales -que todos sabemos que lo son- 
que son groseramente violatorias del artículo 216 de la Carta 
y nadie sintió el menor escozor y a nadie se le movió un pelo. 
Entonces, esto de la Constitución, cuando viene bien se esgri- 
me y, cuando no, se olvida. 


Vamos, entonces, al debate político que es en el que nos 
encontramos. El tema es el mismo desde el 21 y 22 de diciem- 
bre de 1986: oponerse a quienes votamos la Ley de Caducidad 
y a los legisladores o dirigentes políticos que adoptamos esa 
difícil decisión y en ella nos hemos mantenido a lo largo de 
estos dos años. Los argumentos que a veces son meros pretex- 
tos para oponerse y marcar esa oposición son para hacerle ver 
a la ciudadanía que existen dos entidades políticas, dos secto- 
res totalmente diferenciados: uno en la buena posición y el 
otro en la mala. 


Si el proyecto contiene una mala disposición, se dice que 
esto está encaminado a lograr determinado efecto, aunque ese 
no sea el propósito y , entonces, se quita esa disposición, se 
busca otra, se saca la lupa y se dice: “Esto es inadmisible”. 
Por tanto, para que no se siga en ese tren, se quita esa disposi- 
ción, pero igual continúa la polémica, el enfrentamiento y se 
aumentan los decibeles, se buscan nuevos pretextos O Nuevos 
motivos para marcar un enfrentamiento. 


Y la historia de este proyecto de ley así lo demuestra de 
manera manifiesta. 


Aquí se ha dicho, poco menos, que hemos sorprendido al 
Senado de la República con un voluminoso informe que cayó 
hoy en la casa de los colegas a las 10 de la mañana. Pero ¿no 
estuvimos aquí el jueves pasado y no se era consciente de que 
el tiempo apremiaba?; ¿no se dispuso sesionar el martes y la 
propia Comisión de Constitución y Legislación decidió dar 24 
horas más de tiempo?; ¿no es la propia Corte Electoral quien 
nos está reclamando con urgencia que sancionemos este pro- 
yecto de ley, para llegar a tiempo de organizar el referéndum 
antes de que comience la campaña electoral para los comicios 
nacionales y, también, para dar tiempo a que el sector batllista 
del Partido Colorado pueda realizar sus elecciones internas? 
¿0 es que la Comisión de Constitución y Legislación a la que 
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se le ha despertado un apuro incomprensible y desea -a tam- 
bor batiente- hacer sesionar al Senado para sancionar de cual- 
quier manera un proyecto de ley que contiene disposiciones 
desconocidas que, en realidad, no son desconocidas? Porque 
las disposiciones reglamentarias del recurso de referéndum 
-Capítulos TI, IV y V- forman parte de un proyecto que estu- 
vo en el orden del día del Senado hace más de un mes y que 
fue repartido a todos los legisladores. Precisamente, no lo 
quisieron tratar porque no compartían algunas de sus disposi- 
ciones. Entonces, ¿cómo nos vienen a decir ahora que no lo 
conocían? Conocían el proyecto, conocían las disposiciones, 
conocían la exposición de motivos y también el fundamento, 
así como conocían el Mensaje del Poder Ejecutivo, que llegó 
el miércoles pasado al Parlamento, razón por la cual se citó al 
Senado para el día jueves. Dicho Mensaje estuvo en el despa- 
cho de todos los señores legisladores, que lo habían leído de 
punta a punta, así como su Exposición de Motivos, Entonces, 
señor Presidente, no podemos admitir que se nos haga el re- 
proche de que poco menos que le queremos hacer votar al 
Senado un proyecto absolutamente desconocido. 


Lo único que recién se supo en el día de hoy son las 
modificaciones que la Comisión de Constitución y Legisla- 
ción, luego de trabajar el 30 de diciembre y el 2 de enero 
-vaya si son días impropios- durante muchas horas y de deba- 
tir largamente con los señor senador Cigliuti, Zumarán y Flo- 
res Silva, que quisieron acompañamos en la labor, determinó 
que se incluyeran en el proyecto. En tres páginas del informe 
se explica cúales son esas modificaciones; el resto ya figuraba 
en el proyecto. Por lo tanto, no creo que sensatamente se 
pueda decir que hemos sorprendido a madie y que no hay 
tiempo de asumir una posición. Por el contrario, se ba tomado 
posición en debate público, en debate militante y en debate 
agresivo con respecto a determinadas personas y definiciones, 
por la prensa, por audiciones radiales y por las cámaras de 
televisión desde hace más de un mes. Por eso es que no acepto 
el argumento de que no se pueden votar determinadas normas 
porque ellas han desembarcado hoy en los pupitres de los 
legisladores y porque son absolutamente desconocidas. 


Señor Presidente: todos conocemos el origen de este pro- 
blema. El mismo se encuentra en la Ley de Caducidad de la 
Pretensión Punitiva del Estado, sancionada hace muy poco 
más de dos años atrás. Y también todos conocemos el origen 
de esta Ley: la imposibilidad de hecho, no querida por ningún 
partido político, pero existente en el país, para juzgar a los 
militares que habían cometido delitos contra los Derechos 
Humanos durante la dictadura y someterlos a la justicia. Im- 
posibilidad que existía -todos lo sabemos- porque, como lo 
dije en aquel momento, durante dos años no se pudo lograr 
que ningún militar pasara ni siquiera por la esquina de los 
Juzgados Penales, cosa que no nos gustaba, que nos rechinaba 
y molestaba, pero que era una realidad. Y el origen de la 
imposibilidad de someter a la Justicia a los militares era la 
forma acordada -digámoslo de la manera más elegante y que 
menos moleste- mediante Ja cual se salió de la dictadura, no 
por decisión nuestra ni de nuestro Partido. Esa es la génesis de 
todo este problema y no una actitud inconsulta o de solidari- 
dad con los militares que hubiéramos adoptado un conjunto de 
legisladores y de fuerzas políticas, hace dos años y porque sí. 
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Pero, a pesar de que se sabe que ese es el origen, se insiste 
en la violencia verbal, en la agresividad contra los que esta- 
mos en determinadas posiciones políticas, aún cuando -quie- 
nes estamos en esas posiciones políticas -hemos sido cautos, 
tolerantes y no hemos usado la agresividad contra nadie, No 
hemos pretendido descalificar a nadie con adjetivos supuesta- 
mente agraviantes; no hemos usado las columnas de ningún 
órgano de prensa para acusar a nadie de haber actuado mal 
sino que, por el contrario, hemos dicho que los que estaban en 
la otra posición se hallaban en una tesitura respetable, que 
comprendíamos y explicábamos, pero que no compartíamos. 
Esa ha sido nuestra actitud durante dos años y por ella hemos 
recibido todo tipo de críticas y de censuras en órganos de 
prensa por dirigentes políticos y fundamentalmente por ciuda- 
danos que muchas veces han procedido azuzados y enardeci- 
dos por gente que tiene otras responsabilidades y debiera pro- 
ceder de otra manera. Azuzados y enardecidos por gente que 
dirige Órganos de prensa -aunque se me va a decir que no 
responden a ningún partido político, lo que es cierto- pero que 
asumen determinada tesitura política, como el diario “La Re- 
pública” en el día de hoy que, mintiendo a conciencia, dice: 
“El Senado decide hoy si los militares quedarán impunes aún 
si gana el plebiscito”. Esto es una gruesa falsedad. Pregunto: 
¿qué disposición de este proyecto de ley determina que si 
gana -no el plebiscito- el referéndum; si la ciudadanía, en 
ejercicio de un derecho que le confiere la Constitución de la 
República, decide suprimir -no digo derogar ni anular- del 
ordenamiento jurídico a la Ley de Caducidad de la Pretensión 
Punitiva del Estado, para lo cual está perfectamente habilita- 
da, quedan impunes Jos militares. No; no quedan impunes. 
Los militares -en tal supuesto- podrán quedar impunes si ellos 
lo deciden, en función de la fuerza de que disponen pero no 
por decisión nuestra, de esta ley, de ningún partido político, ni 
de nadie que haya sido electo por la ciudadanía para ocupar 
un cargo público electivo. 


Con estas cosas es que se enardece a la ciudadanía y que 
no se deja restablecer el clima de concordia y tolerancia que 
debe imperar en el país para que podamos construir la Repú- 
blica del futuro, esa que está agobiada por problemas econó- 
micos y sociales a los cuales tirios y troyanos, gobierno y 
oposición, no le hemos dedicado durante estos cuatro años 


- todo el tiempo que deberíamos haber empleado en ello. Y la 


razón es que la mayor parte de ese tiempo la hemos insumido 
en una polémica inconducente -en mi concepto- sobre cómo 
íbamos a someter a los militares a la Justicia. Una vez que 
llegamos a la conclusión de que eso no era posible, hemos 
continuado polemizando acerca de cómo íbamos a someter a 
referéndum esa ley. Y cuando finalmente la ley se va a some- 
ter a referéndum -de lo cual me felicito, a esta altura de los 
acontecimientos; y lo he dicho públicamente- continuamos la 
polémica. ¿Pero ahora contra quién? Contra los que queremos 
reglamentar el instituto del referéndum para que el día en que 
se plantee otro, sobre el divorcio, sobre el aborto o sobre la 
prohibición de vender cigarrillos, no tengamos nuevamente 
los tremendos problemas que conmovieron al país durante 
estos dos años, por un procedimiento que, aunque no se quiera 
reconocer, es diabólico. Por lo menos así lo dice la Corte 
Electoral: procedimiento por lo menos confuso y complicado, 
que derivó en enfrentamientos y en acusaciones de fraude 
inconducentes, a lo largo de los muchísimos meses que lleva 


56 -C.S. 


este proceso, que ha sido demasiado largo y que debe concluir 
de una vez por todas. 


Señor Presidente: en este proceso que ha durado dos años, 
primero se realizó la tarea de juntar las firmas. Para ello se 
utilizaron todos los expedientes y no hubo ciudadano a quien 
no se le ofreciera la cuaderneta para firmar. Inclusive a mí, 
notorio votante de la ley -que la justifiqué con pesar cuando la 
voté en este Senado el 21 de diciembre de 1986- se me ofreció 
tres O cuatro veces la cuademeta. ¿Quién podía dudar de que 
yo no iba a firmar? se recorrieron todos los rincones del país 
en cambio en mayo de 1984 el Partido Nacional juntó 510.000 
firmas en 25 días y no se argumente que hubo gente, ahora 
que no firmaba porque sentía temor; ¿cómo no había temor 
cuando estábamos en dictadura? El que no firmó fue porque 
no quiso hacerlo, Hubo 1:400.000 ciudadanos que se negaron 
a firmar, No tengo dudas de que las firmas se juntaron y de 
que se superó el número exigido por la Constitución de la 
República, pero dio un inmenso trabajo convencer a 557.000 
o quizás 580.000 ciudadanos, porque, en mi criterio, algunas 
firmas se anularon mal, en los hechos no en lo jurídico en 
función de un reglamento que contenía exigencias excesivas. 
No es cierto que la mayoría de la ciudadanía vino corriendo a 
decir: “Vamos a suprimir la Ley de Caducidad de la Preten- 
sión Punitiva del Estado”, sino que se precisó una campaña 
persistente y tenaz para lograr las firmas. Ello insumió un año 
y luego se demoró otro año discutiendo ante la Corte Electoral 
y dificultando su labor; no por nosotros -lo digo también con 
todo respeto- sino por el Partido Colorado, que colocó delega- 
dos que 'objetaban todas las firmas que se aprobaban, y tam- 
bién por la Comisión Pro-Referéndum, cuyos delegados obje- 
taban todas las decisiones que determinaban el rechazo de las 
firmas. La prueba de ello está en que, cuando esos delegados 
se retiraron, en 60 días el problema se terminó, como debía 
haber finalizado mucho antes. Si no se hubiera hostigado a la 
Corte, si se hubiera confiado en este organismo de competen- 
cia técnica indiscutible, integrado por ciudadanos honora- 
bles -que todos sabemos que lo son- ya que algunos de ellos 
tienen una larguísima trayectoria política en este país y, han 
sido ungidos representantes nacionales muchas veces por el 
voto de la ciudadanía, esto se hubiera solucionado mucho 
antes y hoy no estaríamos sosteniendo esta polémica en el 
seno del Senado, ni mañana o el lunes en la Cámara de Repre- 
sentantes, 


A dos meses de esta sesión que estamos realizando, el 
clima político estaba tremendamente enrarecido y no se sabía 
si la Corte iba a determinar que las firmas alcanzaban o no. 
Esto lo sabemos todos. Los Ministros nacionalistas de la Corte 
Electoral vinieron una y otra vez a excitar el celo del Directo- 
rio del Partido Nacional para buscar una solución política y 
lograr que no se próclamara el resultado en pleno año electo- 
ral, de modo que no se confundiera el tema de las elecciones, 
con todas las complicaciones consiguientes, con el del refe- 
réndum. 


Nosotros recogimos esa inquietud y creímos -en el error o 
en el acierto- que era necesario arbitrar un mecanismo legal 
para solucionar el tema. Los señores senadores Lacalle Herre- 
ra y Posadas me acompañaron en esa iniciativa, que redacté 
con la colaboración del señor representante Héctor Martín 
Sturla. 
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Ese proyecto no buscaba lograr ningún resultado predeter- 
minado, ni torcer la voluntad de la ciudadanía. Si algo preten- 
día torcer o lograr era que se realizara el referéndum, de 
cualquier manera. ¿Por qué esto ahora no se dice? Los que 
nos han criticado -y con mucha dureza- no dicen tal cosa. El 


* proyecto tenía un artículo 29, que decía que si la Corte Elec- 


toral no se pronunciaba al año de haberse presentado las fir- 
mas -lo que ocurrió el 17 de diciembre de 1987- y habiéndose 
alcanzado originalmente el 27.5% de firmas correspondiente 
al procentaje necesario de votantes habilitados, procedía a 
realizar el referéndum. 


Naturalmente que esto no levantó ninguna tormenta en las 
filas de quienes ahora pretenden sentarnos en el banquillo de 
los acusados. Les pareció muy bien, porque coadyuvaba a la 
realización del referéndum. La crítica vino de otras tiendas y 
aun de dentro de nuestro Partido. Se nos dijo que ese artículo 
era inconstitucional. 


El tema se empezó a tratar, hace ya dos meses, en la Co- 
misión de Constitución y Legislación y representantes de to- 
das las fuerzas políticas, sin ninguna excepción, estimaron 
pertinente detener la consideración de todos los demás pro- 
yectos de ley -muchos de ellos importantes- y estudiar este 
tema, o sea la reglamentación general y definitiva del recurso 
de referéndum, porque ella convenía. Convenía hasta el mo- 
mento en que se vio que no había votos para aprobar el artícu- 
lo 29 y que podían sancionarse las demás disposiciones, pero 
esa no. : 


Como el objetivo de esas fuerzas políticas era, exclusiva- 
mente, que se realizara el referéndum -como felizmente se va 
a realizar- desde ese momento se comenzó una oposición mi- 
litante, y aún violenta, contra ese proyecto y contra nuestra 


persona. 


Ese proyecto de ley tenfa un error. No tengo temor de 
confesarlo. Contenía un artículo que establecía el efecto dero- 
gatorio del pronunciamiento afirmativo del Cuerpo Electoral, 
no sobre esta Ley de Caducidad, sino sobre cualquiera otra 
sometida a referéndum. No tengo ninguna duda, señor Presi- 
dente, de que esa es la solución jurídicamente correcta y así 
espero demostrarlo en el curso del debate; pero, a esta altura, 
tampoco tengo ninguna duda de que en la medida en que esa 
disposición se aplicara y determinara una gran frustración de 
los casi 560.000 ciudadanos que han reclamado con su firma 
la realización del referéndum, era políticamente inconvenien- 
te. Porque me convencí de ello y de que, además, no había 
votos para aprobarla, fue que hace ya dos o tres semanas 
admití, sin violencia, que esa disposición no iba a figurar en la 
ley, que había que sacarla y que quedaría a resolución de los 
Jueces, si es que son más los ciudadanos que votan por dero- 
gar la ley que los que lo hacen por mantenerla, determinar 
cuáles son los efectos, solución, por supuesto, inconveniente, 
como lo ha dicho el señor Presidente en más de una oportuni- 
dad. Es así porque, en primer término, trasladamos una res- 
ponsabilidad política a los Jueces, cosa que mo deberíamos 
hacer; en segundo lugar, porque creamos una incertidumbre 
acerca de cuáles serían los efectos de la decisión afirmativa 
del Cuerpo Electoral; y, tercero, porque creamos en el país la 
posibilidad de que, como en tantas materias jurisprudenciales, 
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haya pronunciamientos contrarios de unos y otros Jueces. 
Creo que esto no va a ocurrir, porque estimo que no va a 
haber mayoría para suprimir la ley. Pero puede haberla. No 
podemos tener una certidumbre absoluta en contrario. Y, si 
eso ocurre, ¿cómo se van a manejar los Jueces? 


En fin; hubo que sacar esa disposición para terminar con la 
polémica. Pero antes de que termináramos con ella, hubo ex- 
presiones muy duras, manifestaciones que significan una ab- 
soluta falta de respeto para los que estamos en determinada 
posición. Hace dos días, en este mismo diario al que ya aludí, 
el periodista señor Carlos María Gutiérrez dijo que este era un 
proyecto “cocinado entre bambalinas”. Y yo digo que este 
proyecto no se ha cocinado en ningún lado; que es un proyec- 
to que el senador Gonzalo Aguirre, en uso de la facultad 
constitucional que le otorga el artículo 133 de la Carta, pre- 
sentó, luego de estudiarlo y redactarlo, por la vía regular; fue, 
luego pasado a Comisión, como corresponde, fue exhaustiva- 
mente estudiado y elevado al Senado, también por la vía re- 
glamentaria correspondiente. 


Luego, el proyecto tiene otras disposiciones. ¿Quién las 
envió? La Corte Electoral y las hizo suyas el Poder Ejecutivo. 


¿Qué es, entonces, lo que se cocinó entre bambalinas? 
Absolutamente nada. Esto es una falta de respeto que tenemos 
que rechazar. Agrego, señor Presidente, que cuando redacta- 
mos un proyecto de ley de amnistía para los tupamaros y para 
quienes estaban acusados de distintos delitos políticos durante 
la dictadura, para hacer justicia, porque habían cumplido con 
exceso -en cantidad y en calidad- las penas que merecían por 
los delitos y los crímenes que habían cometido, nadie dijo que 
ese proyecto se había cocinado entre bambalinas, porque con- 
venía a ciertos intereses políticos y coincidía con la posición 
de quienes estaban en determinada tesitura. 


Nadie nos ordenó redactar ese proyecto. Lo hicimos por- 
que alguien tenía que hacerlo y nuestro Partido tenía el deber 
de presentarlo, Pero, como no podía salir en la Cámara de 
Representantes, como tampoco iba a ser aprobado el del Fren- 
te Amplio, tomamos la decisión de entrar en contacto con el 
representante José Díaz y decirle cómo podíamos arreglar la 
situación haciendo de los dos proyectos uno. Entonces, lo dos 
juristas del Frente Amplio que habían redactado el proyecto, 
la doctora Martínez Burlé y el doctor Gervasio Guillot, vinie- 
ron a mi despacho y allí “cocinamos” un nuevo proyecto, 
hicimos de los dos uno. Y, gracias a eso, se aprobó en la 
Cámara de Representantes. 


Posteriormente, como en el Senado no se aprobaba, por 
iniciativa del señor Wilson Ferreira Aldunate, del general Se- 
regni y del señor Presidente de la República, fuimos al domi- 
cilio de la señorita Ministra de Educación y Cultura, la docto- 
ra Adela Reta, con el señor senador Batalla y “cocinamos” un 
nuevo proyecto, Quiere decir que hicimos lo que se acostum- 
bra hacer en política: acordamos, conciliamos las voluntades 
políticas para salir adelante. 


Y así es que hubo amnistía en el país. Entonces, ninguno 
de los que estaban en otras posiciones nos agravió ni nadie 
dijo que habíamos cocinado un proyecto de ley entre bambali- 
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nas. Pero ahora, como se trata de mantener coherencia con 
una posición que a conciencia sostuvimos, tienen que descali- 
ficar a los que estamos en esa posición con adjetivos que no 
corresponden, haciendo -como a veces dice el señor senador 
Batalia con razón- de la política un circo. 


Alguien que se sienta en esta Sala, no tuvo mejor ocurren- 
cia, hace de esto más de un mes, que decir por radio -y 
creemos que también por televisión- que el Gobierno había 
encontrado su amanuense, que lo era el senador Aguirre. 


Por cierto que cuando redactamos el proyecto de amnistía 
para los tupamaros nadie nos dijo que éramos amanuenses de 
los tupamaros. Los que están en la otra posición eran más 
respetuosos. 


¿Saben lo que quiere decir amanuense, de acuerdo con el 
diccionario de la Academia? “Persona que escribe al dictado”, 
es decir que alguien del Gobierno nos habría llamado y dicta- 
do un proyecto que nosotros, en un acto de indignidad y de 
falta de ética, habríamos suscrito. 


Todo el país sabe que nadie nos dicta nada, entre otras 
cosas, porque los proyectos de ley los sabemos hacer de 
acuerdo con nuestros propios conocimientos y no precisamos 
que nadie ... 


SEÑOR MEDEROS. - Apoyado. 
SEÑOR AGUIRRE. - ... nos los dicte ni nos los prepare. 


Por otra parte, nadie nos ha dictado nunca nada, desde los 
lejanos años en que abandonamos la escuela primaria. 


Digo estas cosas, señor Presidente, con mucho calor, por- 
que creo que entre personas civilizadas, entre dirigentes polí- 
ticos experimentados -mucho más que yo- nos debemos respe- 
to y tenemos que dar otros ejemplos al país. Si nos faltamos el 
respeto y pretendemos descalificar con adjetivos groseros y 
palabras gruesas a quienes no comparten nuestras posiciones 
políticas, luego debemos oir lo que no queremos y brindamos 
a toda la platea política del país la impresión de que en lugar 
de controvertir razones, controvertimos epítetos. Y así no se 
solucionan los problemas. 


Nosotros podemos estar profundamente equivocados, en 
esto como en todo, pero lo único que ratificamos es que he- 
mos actuado en este tema, como siempre, con sentido de res- 
ponsabilidad, con lealtad con nuestras convicciones y tratando 
de hacerle un servicio al país. 


Si no se hubiera tenido la vana esperanza de que no iban a 
alcanzar las firmas para realizar el referéndum, nuestro pro- 
yecto de ley, que estuvo en el orden del día del Senado en las 
primeras sesiones de diciembre, ya hubiera estado aprobado y 
no estaríamos, no digo perdiendo el tiempo, sino ocupando 
nuestro tiempo esta tarde -y por muchas horas más esta noche- 
ahora, en pleno receso, creando la incertidumbre de cómo se 
va a realizar el referéndum. 
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Reitero que se tuvo la esperanza vana de que no iba a 
haber referéndum; se quiso eludir el debate. ¿Para qué? Pero 
resulta que va a haber referéndum y estamos en el debate. 


Y a nosotros, señor Presidente, que durante la dictadura no 
nos amedrentaron los militares ni la posibilidad de marchar un 
día a la cárcel, que no nos amedrentó la violencia de los 
tupamaros ni la violencia verbal y los groseros insultos de 
quienes nos esperaron a la salida del Senado, en la mañana del 
22 de diciembre de 1986, tampoco nos amedrenta lo que nos 
puedan decir mañana. Creemos que hemos redactado este pro- 
yecto de ley y hemos trabajado en la Comisión de Constitu- 
ción y Legislación para solucionar el tema de cómo se va a 
realizar tanto el próximo referéndum como los que se lleven a 
cabo en el futuro, ya que no se deben tener dudas de que los 
va a haber en el país. No me sirve el argumento de que dentro 
de dos o tres meses vamos a estar aquí tratando ese proyecto 
de ley; dentro de dos o tres meses vamos a estar en la polémi- 
ca sobre el referéndum, que aún no se habrá realizado, vamos 
a estar observando la polémica del Batllismo en su elección 
interna, vamos a estar haciendo los acuerdos electorales para 
las próximas elecciones y vamos a estar haciendo cualquier 
cosa, menos reglamentando el recurso de referéndum contra 
las leyes. Entonces, cuando en la próxima legislatura se susci- 
te un problema de estos, será cierto aquello de que “nos acor- 
damos de Santa Bárbara cuando truena”, y con la pasión polí- 
tica desencadenada diremos entonces que no es el momento 
de reglamentar el recurso de referéndum, porque hay dos posi- 
ciones políticas contrarias en el país. Y otra vez someteremos 
a la Corte Electoral al procedimiento diabólico de la recolec- 
ción de firmas, alteraremos la tranquilidad del país y distrae- 
remos la atención de los ciudadanos con la instalación de 
mesas en todas las esquinas, para exigirle a la gente que firme 
contra otra ley, que no va a ser ésta pero que, por supuesto, va 
a ser polémica. 


Desde que se dictó la Ley de Caducidad se ha dado una 
división en el país, que no fue propiciada por nosotros, que 
tuvimos que pasar por el trago amargo de votarla. La han 
propiciado otros, en las leyendas con las cuales, no digo en- 
chastraban, pero sí llamaban la atención de toda la ciudadanía 
en cuanta pared limpia encontraron. Ellos han juzgado en 
términos de enorme severidad a quienes votamos la ley. La 
división la han hecho quienes desde los órganos de prensa han 
fustigado con tremenda dureza, en forma continua, a los que 
votamos la ley, aunque no nos hayan mencionado con nuestro 
nombre propio, a veces, porque en algunas oportunidades lo 
hicieron. Parecería que, desde que se votó la Ley de Caduci- 
dad, el país está dividido en dos bandos: los justos, los que 
saben defender los valores de la justicia, que son los enemigos 
de la Ley de Caducidad, y los réprobos, que somos sus parti- 
darios y hasta parecería que somos partidarios de los militares 
o, mejor dicho, de los excesos que éstos cometieron durante la 
dictadura. 


Ante eso, señor Presidente, me siento en la necesidad espi- 
ritual de refrescar la historia. La división que se dio en el país 
en los últimos quince años, que se comenzó a vivir antes del 
año 1973, pero que se hizo patente el 27 de junio de ese año, 
hasta el 1% de marzo de 1985, se produjo entre los que estaban 
en contra de la dictadura y los que estaban a favor de ella; 
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más concretamente, entre Jos que luchamos contra la dictadu- 
ra y los que no to hicieron, Y nosotros, que no teníamos por 
qué hacerlo, más que por un mandato de nuestra conciencia 
-puesto que no teníamos un mandato popular que defender, no 
habíamos sido candidatos a mada, no éramos dirigentes de 
nuestro partido político, no éramos responsables ante nuestros 
votantes- luchamos, y si por algo estamos sentados aquí es 
porque luchamos, tal como lo hiciera también el señor Presi- 
dente. Más allá de los méritos reales o inventados que se nos 
puedan atribuir, más allá de los conocimientos jurídicos que 
podamos tener, ocupamos una posición importante en nuestro 
Partido y se nos hizo el honor de llevarnos en un lugar prefe- 
rente en una lista al Senado de la República, porque habíamos 
estado en la primera línea de batalla contra la dictadura y 
porque conocimos las amenazas, la capucha, el procesamiento 
por la justicia militar y muchas otras cosas más. 


Por lo tanto, no admitimos que se nos pretenda descalificar 
porque hemos votado una Ley de Caducidad de la Pretensión 
Punitiva del Estado. Esa ley fue discutida en su momento y, 
cuando se quiera, lo volveremos a hacer. Pero, como muchos 
otros ciudadanos que votaron la Ley de Caducidad, tenemos 
títulos y antecedentes suficientes para decir que nunca hemos 
sido amanuenses de nadie ni sirvientes de la dictadura, ni 
hemos propiciado la impunidad de los militares. Eso no lo 
hicimos ni siquiera en el momento en que se salía de la dicta- 
dura, cuando se celebró un pacto con el que no estuvimos de 
acuerdo, ni después, cuando por todos los medios buscamos 
que de alguna manera se hiciera justicia y presentamos "en 
setiembre de 1986 un proyecto de ley que habilitaba ciertos 
mecanismos que otros se negaron a votar, al punto tal que 
cuando se llegó al borde del abismo no hubo más remedio que 
votar esa ley. 


Y queremos decir algo más, porque la memoria de mucha 
gente es frágil. No teníamos ninguna necesidad de votar la 
Ley de Caducidad. Tenfamos la más absoluta certidumbre de 
que alcanzaban los votos de otros para aprobar esa ley, en 
virtud de definiciones de otros partidos y sectores políticos. 
Por consiguiente, podíamos tener la más absoluta tranquilidad 
de que esa ley iba a ser aprobada, de que el enfrentamiento no 
se iba a producir y de que las instituciones continuarían fun- 
cionando. No era necesario nuestro voto. En el Senado de la 
República, los votos del Partido Colorado, del Herrerismo y 
del Movimiento por la Patria, que nosotros no integrábamos, 
aseguraban claramente la mayoría para votar esa ley. Enton- 
ces, podíamos decir que nos manteníamos en nuestra posición, 
que defendíamos nuestros principios; inclusive podíamos usar 
un tono admonitorio para juzgar a quienes votaban la ley, Y 
nos podíamos haber ido tranquilos, sin tener otros problemas 
subsiguientes que nos obligaran a adoptar decisiones políticas 
que son públicas y notorias y que, por supuesto, fueron muy 
ingratas y difíciles. Pero nosotros votamos porque considera- 
mos que debíamos responder al imperativo de nuestra con- 
ciencia, que no podíamos mentirnos a nosotros mismos ni al 
país. Si nuestro voto hubiera sido el decisivo, el decimosexto, 
habríamos tenido que votar. Por consiguiente, si era el vigési- 
mosegundo o vigésimotercero, tenfamos que votar también, 
No podíamos actuar en función de costos políticos, sino en 
virtud de lo que nos dictaba nuestra conciencia. Y no estoy 
diciendo que otros no hayan votado en función de lo que les 
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mandaba su conciencia; decimos simplemente cómo procedi- 
mos nosotros. Y porque lo hicimos de esa manera, creo que 
tenemos títulos suficientes como para que nadie nos diga que, 
por haber presentado un proyecto de ley reglamentario del 
artículo 79 de la Constitución, somos amanuenses del gobier- 
no o que hemos fraguado o cocinado un texto entre bambali- 
nas. Hemos actuado, como siempre, con alto sentido de res- 
ponsabilidad. El proyecto podrá ser bueno, regular o malo; 
podrá ser aprobado por este Senado o podrá ser rechazado; 
podrá ser aprobado por la Cámara de Representantes o podrá 
ser rechazado. Pero hoy, como siempre, hemos actuado de la 
misma manera. Y si vamos a descalificar a la gente porque 
alguna vez dijo algo que no pudo cumplir, no debemos olvidar 
que en la proclama del Obelisco del 27 de noviembre de 1983 
-la conocemos bien porque la redactamos junto con el señor 
Presidente del Senado- figuran varias frases que se escribieron 
con el puño y se borraron con el codo ocho meses más tarde 
en el Club Naval. 


Nosotros admitimos que había necesidades políticas y que 
esa difícil decisión, para algunos, se debió tomar a conciencia. 
No la compartimos, pero por eso no agraviamos ni le faltamos 
el respeto a nadie; por eso no pretendemos enrarecer el clima 
político del país; por eso no pretendemos ser los dueños de la 
verdad ni que un proyecto de ley no pueda tratarse porque 
queremos seguir marcando hasta el infinito una oposición, 
dividiendo a la familia oriental -como a veces se dice- entre 
justos y réprobos, entre buenos y malos, 


SEÑOR PEREYRA. - ¿Me permite una interrupción, se- 
ñor senador? 


SEÑOR AGUIRRE. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor sena- 
dor. 


SEÑOR PEREYRA. - Señor Presidente: simplemente de- 
seaba hacer una puntualización. 


El señor senador Aguirre ha hecho uso de la palabra inme- 
diatamente después de quien había, y se refirió a agravios que 
ha recibido. Soy perfectamente consciente de que los términos 
que él ha empleado no los be utilizado jamás. El sabe el 
respeto que siento por su opinión, pero en determinado mo- 
mento me vi obligado a solicitarle esta interrupción -más ade- 
lante aclaró algo al respecto y por eso no insistí con mi pedi- 
do- porque manifestó que nos habríamos mentido a nosotros 
mismos si no hubiéramos conocido esa realidad que nos llevó 
a votar una ley en la que no crefamos. Lo mismo le escuché 
decir al señor senador Aguirre la noche en que se votó dicha 
ley. 


Simplemente quería señalar que no es exacta su aprecia- 
ción de que quienes adoptamos una actitud contra la Ley de 
Caducidad nos mentíamos a nosotros mismos; estábamos en 
uso del mismo derecho que el señor senador. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor sena- 
dor Aguirre. 
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SEÑOR AGUIRRE. - Agradezco la interrupción al señor 
senador Pereyra porque el calor de la exposición y la generali- 
zación de los argumentos a veces lleva a que se interpreten 
como referencias personales lo que en realidad son aprecia- 
ciones generales. 


Conozco al señor senador Pereyra desde hace muchos 
años. Es público y notorio cuánto le debo en mi carrera políti- 
ca y la consideración personal que siempre le he tenido y que 
he mantenido a pesar de las diferencias que tuvimos en aque- 
lla oportunidad y en la discrepancia conceptual que aún hoy 
sostenemos. 


Las referencias que he hecho, en ningún sentido tienen la 
menor relación con la posición política que adoptó el señor 
senador Carlos Julio Pereyra cuando votó contra la Ley de 
Caducidad y cuando se manifestó partidario del referéndum 
contra la misma. 


Con nuestra exposición hemos querido situar el tema en 
los términos políticos que en nuestro concepto corresponden, 
Y que quienes están en otra posición se sitúen en la de aque- 
llos que no nos hemos manifestado, durante dos años, partida- 
rios del referéndum. Hemos querido que comprendan que he- 
mos actuado con tanto sentido de responsabilidad y hemos 
sido siempre tan opuestos a la dictadura y a los excesos mili- 
tares como ellos. 


Espero que esa reflexión les llegue en esta hora y les 
permita comprender que este debate no es para demostrar que 
unos tienen razón y otros no. Se trata de hacer una ley que el 
país necesita para salir de este tema de la manera más pacífica 
y Civilizada posible, lo que no lograremos enardeciendo los 
ánimos y diciendo que esta ley es un instrumento para torcer 
la voluntad popular. Vamos a lograr una campaña respetuosa 
durante el referéndum y un pronunciamiento sereno y respon- 
sable de la ciudadanía. 


Nuestro deber como dirigentes políticos, es apelar al racio- 
cinio y a la reflexión; no, apelar al agravio y a la descalifica- 
ción del adversario por la descalificación misma. Si discuti- 
mos la ley en ese terreno, quizás me convenza de que hay 
artículos que no son convenientes. Repito que quizás me con- 
venzan de que hay artículos, en la reglamentación general, 
que son contradictorios con la solución concreta para este 
próximo referéndum. Claro que hay contradicción, y ésta nace 
de la necesidad política de no encontrar motivos de oposición 
en quienes pretenden que la ley consagre todas las soluciones 
que favorecen a quienes están en su posición. Les pido que 
razonen un momento sobre este tema que se ha traído al deba- 
te. Se trata del voto por el “NO” o el “ST”. La Comisión Pro- 
Referéndum se adelantó a pedir a la Corte Electoral la vtiliza- 
ción del “NO”. ¿Por qué? Sabía que el “NO” favorece. Es 
decir, quiso obtener una ventaja porque el “NO”, desde el 
plebiscito de 1980, resulta simpático a la ciudadanía y se 
identificaba con el rechazo a la dictadura militar. Eso era 
válido si beneficiaba a quienes quieren eliminar la ley; pero, 
si la ley dice que el “NO” es patrimonio de los que están por 
confirmar la ley, es un error jurídico, es ilegítimo, es una 
ventaja que no se debe establecer en la ley. Entonces, es 
legítimo si favorece a una posición, y es ilegítimo si favorece 
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a la otra. No, señores. Vamos a ser razonables. Vamos a 
reconocer que el “NO” lo utilice quien sea, en este referén- 
dum es una ventaja que no debemos dar a nadie y por esto 
vamos a establecer que se vote de otra manera. Si se quiere 
forzar que una papeleta debe decir “NO” y la otra debe decir 
“ST”, entonces, cada uno defenderá con los argumentos que 
tenga esa posición y triunfará la mayoría, que por cierto no 
parece que haya de ser la de aquellos que quieren que el 
referéndum triunfe en el país. 


En lugar de interpretar esto como un acto de razonabili- 
dad, de buena convivencia política, en cierto sentido de gene- 
rosidad, se toma como un motivo de agravio y de nueva dis- 
cusión. No, señores, vamos a ser razonables, vamos a com- 
prender que la Comisión ha hecho un serio esfuerzo en modi- 
ficar las disposiciones transitorias para que nadie pueda decir 
que la cancha está flechada y para que todos veamos en este 
asunto un sincero esfuerzo de la Comisión de Constitución y 
Legislación por hacer un proyecto serio, constructivo, que 
resuelva de una vez por todas, en forma equitativa, la realiza- 
ción de este referéndum y junto con él, soluciones para siem- 
pre al tema de la reglamentación del recurso de referéndum 
contra las leyes y su reglamentación. 


He terminado, señor Presidente. 
(Ocupa la Presidencia el señor senador Dardo Ortiz). 
SEÑOR RICALDON!]. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Esc. Dardo Ortiz). - Tiene la pa- 
labra el señor senador. 


SEÑOR RICALDONI. - Señor Presidente: el señor sena- 
dor Aguirre con su brillante exposición me ha colocado en 
una dificultad porque quizás por una razón muy clara él ha 
abandonado lo que suele ser su estilo habitual que es el que 
debería normalmente ordenar la labor de todos nosotros, es 
decir, el análisis del texto legal que a su turno estemos consi- 
derando para hacer una reflexión política que comparto sin 
quitarle un punto ni una coma, 


Digo que se me ha adelantado, porque quizás por las mis- 
mas razones de la experiencia acumulada durante tantos me- 
ses en torno al tema que hoy nos convoca, me había hecho 
llegar a la misma conclusión. 


Siento que en esta sesión de hoy, en esta tarde de 4 de 
enero de 1989, tiene algo de irreal, de ocioso pretender un 
análisis en la discusión general de los textos que la Comisión 
de Constitución y Legislación que integro, somete al Cuerpo. 
Porque creo que tenemos realmente suficientes explicaciones 
del señor senador Aguirre y de muchos otros miembros del 
Senado, para poder postergar, por una vez, algunas considera- 
ciones de tipo técnico jurídico para cuando así lo justifique la 
discusión particular de este proyecto. 


Creo que si algo puede significar como la prueba del nue- 
ve, respecto de las consecuencias indeseables que tiene la 
consideración de un tema que se genera a partir de la sanción 
de la llamada Ley de Caducidad, es el mantenimiento de 
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ciertas posiciones enfrentadas y su agudización. Quizás con 
cierta dosis de ingenuidad alguno de nosotros -incluido el que 
habla- supuso quizás por una inexperiencia parlamentaria y 
política, que es notoria, que desde 1984 para adelante nos iba 
a ir enseñando a todos, a su turno, uno por uno, que el único 
ser viviente que tropieza dos veces con la misma piedra, es el 
ser humano. Y hoy, los hombres políticos estamos encerrados 
en una especie de gueto en el cual estamos permanentemente 
haciendo declaraciones públicas, no dirigidas a la gente, por- 
que es nuestro mandante, pues somos despositarios del senti- 
miento de la cuidadanía sino tratando de mandar mensajes 
entre líneas a través de los medios de difusión, no para que los 
entienda esa gente sino para fijar nuestra posición para otros 
que integramos esta especie de secta de iniciados en la que 
nos estamos convirtiendo muy a nuestro pesar los dirigentes 
políticos y los legisladores. Estas expresiones del señor sena- 
dor Aguirre -que, repito comparto totalmente- deben obede- 
cer, sin duda, a un estado de ánimo parecido al que muchos 
tenemos en este Parlamento. Esto ocurre no por casualidad, no 
por imperio del azar sino porque ha venido corriendo -y dis- 
cúlpeseme la recurrencia, una vez más, a una frase común- 
mucha agua, diría que demasiada, debajo de los puentes. 


Sancionada la Ley de Caducidad, quienes convencidos la 
votamos, sufrimos o sentimos distintos juicios destinados a 
descalificar, ya no desde el punto de vista de nuestro acierto 0 
error sino de nuestra solidez ética, la decisión adoptada; una 
decisión meditada, difícil y dolorosa en más de un aspecto, 
Allí se empieza a gestar una etapa, al amparo de un recurso, 
que con toda justicia se implanta en la Constitución de 1967, 
y que permite a la ciudadanía impugnar leyes salidas del Par- 
lamento. Me refiero al referéndum, recurso previsto en el artí- 
culo 79 de la Constitución vigente. 


Yo advierto, señor Presidente, que a partir de ese momen- 
to, como es natural, como es respetable y como es, diría hasta 
bueno que suceda, sobre este tema que era y sigue siendo 
esencial para la democracia uruguaya, hubo y hay opiniones 
diferentes. Es de esta manera que entiendo la democracia; no 
creo en los monólogos, en los soliloquios, en las opiniones 
que vienen verticalizadas porque todo ello es contradictorio 
con la existencia de un sistema democrático republicano como 
el nuestro, del que todos estamos orgullosos y que implica ni 
más ni menos que reconocer el pluralismo, no sólo en lo que 
tiene que ver con las distintas tendencias políticas simo con 
algo que es más profundo todavía, que está por encima de 
ellas, que modela la política tal como la entiende cada uno, y 
que son las ideologías que cada uno tenga. 


Respeto las discrepancias sobre este tema, señor Presiden- 
te. ¡Cómo no voy a hacerlo! Estoy obligado por mi formación 
de demócrata y también por razones morales. Sé distinguir 
muy bien entre aquellos que pueden pensar como yo y aque- 
llos que pueden estar instalados en la vereda de enfrente; pero 
creo que dentro de esas posiciones divergentes, apasionadas 
mucbas veces, radicalizadas otras, es menester saber lo que 
significa el reconocimiento y el respeto de la opinión ajena y 
lo que es un mero ataque descalificador de esa opinión. 


Eso lo vivimos en una etapa que termina un poco arbitra 
riamente, diría, cuando la Corte Electoral finalmente dispone, 
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verifica, la existencia de las firmas necesarias para habilitar el 
recurso del referéndum. Ello ocurrió hace pocos días. 


¿Cómo hemos vivido esa etapa, señor Presidente? En pri- 
mer término se le dijo a la gente que había que firmar para 
retirar la llamada Ley de Caducidad del ordenamiento jurídico 
del país. Más tarde se le dijo que no era para eso que había 
que firmar, sino para que luego el pueblo decidiera. Con ello 
se hacía una invocación, no sólo a los que pudieran estar en 
contra de dicha ley sino también a los que estaban a favor. Se 
hacía un llamamiento a su espíritu y convicción democráticos 
a los efectos de habilitar el recurso del referéndum, a los 
efectos de que todos, en definitiva, pudieran opinar con res- 
pecto a una ley como la que se estaba impugnando o preten- 
diendo impugnar, 


Por último vino la etapa de la defensa de las firmas, que 
para mí adquirió una característica distinta de las anteriores. 


Puedo llegar a entender, inclusive como una habilidad po- 
lítica, que alternativamente se hablara de firmar para que de- 
terminada ley no se aplique y de firmar para que el pueblo 
decidiera. Pero cuando se empieza a hablar de defender las 
firmas, paralelamente se comienza a sostener que dicha defen- 
sa era necesaria porque se estaba tramando una maniobra in- 
calificable cuyo objetivo era -según esos voceros- falsear, en- 
torpecer la expresión de la opinión pública uruguaya, concre- 
tamente de la ciudadanía. Empiezan los ataques sistemáticos, 
no por parte de todos los contrarios a la Ley de Caducidad -lo 
vuelvo a decir una vez más- sino por un sector de entre ellos, 
contra el máximo órgano jurisdiccional que prevé la Constitu- 
ción de la República, y por lo tanto el país, en materia electo- 
ral y de referéndum, que obviamente es la Corte Electoral. Se 
ataca a la institución y a quienes la integran, 


Aunque quizá resulte innecesario, ahora, al pasar, deseo 
sumar mi voz no en defensa de la integridad moral, de la 
capacidad funcional de todos los Ministros de la Corte, sino 
de solidaridad, con respecto a esa campaña desconocida en la 
historia de la República, para con los integrantes de un Órgano 
jurisdiccional. 


Comprendo y puedo imaginar cuáles deben haber sido y 
deben seguir siendo los sentimientos de personas honorables 
que han visto, en los muros de la ciudad de Montevideo y de 
muchas ciudades del interior, cuestionados sus procederes y 
su honra. Aquí empieza, por parte de algunos, a realizarse, 
lamentablemente, una distinción inaceptable entre lo que es el 
punto de vista diferente al que se tiene de lo que es la honora- 
bilidad de la gente. 


Le ha tocado también, a su tumo, a partidos y sectores 
políticos que representamos una clarísima mayoría en este 
Parlamento ser objeto de cuestionamientos similares. Pertene- 
cemos a esa clarísima mayoría parlamentaria a la que hemos 
accedido en comicios que nadie ha objetado y en virtud de 
ello nos sentimos con todo el derecho constitucional y político 
de ocupar estas bancas. 


Dentro de ese clima, señor Presidente, luego de esa etapa 
que termina cuando la Corte Electoral verifica la existencia 
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del 25% de ciudadanos habilitados que desean la realización 
del referéndum, se empieza a menospreciar indirectamente a 
las mayorías nacionales y parece que la única opinión válida 
que existe en este país es la que se ha plasmado en las firmas 
recogidas por las conocidas cuadernetas. Pienso que algunos 
no deben haber advertido que ese clima tuvo por efecto, sin 
duda, más allá de las intenciones de algunos pero en virtud de 
las intenciones de otros, el propósito de ir desprestigiando la 
esencia misma de este sistema democrático uruguayo que, 
como decía hace unos minutos, es democrático y representati- 
vo y, por tanto, republicano y pluralista, 


No obstante, ya acercándonos más a lo que es este mo- 
mento, creo comenzar a advertir que el tema no es tanto la 
Ley de Caducidad de la Pretensión Punitiva del Estado sino 
otra cosa. Considero que en torno a la discusión de este pro- 
yecto, junto con el cuestionamiento que algunos le realizan, se 
advierten otros propósitos y otros objetivos. 


Reitero que el mecanismo del artículo 79 de la Constitu- 
ción, que aún no está reglamentado, es legítimo y deseable en 
aquellos casos que, desde mi particular punto de vista, deben 
ser excepcionales, porque lo normal debe ser que el Parlamen- 
to dicte las leyes y que éstas sólo sean modificadas o deroga- 
das por el propio Poder Legislativo. Estimo que el referén- 
dum, tanto en materia nacional como municipal, debe ser un 
recurso excepcional, porque si no se perturbaría permanente- 
mente la tarea eficiente y armoniosa del Poder Legislativo y 
sus relaciones con los demás Poderes. De todas maneras, creo 
Que el instituto del referéndum es uno de los progresos más 
importantes que se consagró en el Derecho Constitucional 
Uruguayo a partir de la Constitución vigente. 


Sin embargo, para algunos -reitero que no para todos los 
que están en contra de la Ley de Caducidad- este recurso 
establecido en el artículo 79 de la Constitución ha sido un 
pretexto para perturbar la tarea de pacificación nacional, sin 
perjuicio de lo cual todos decimos que esa tarea nos es funda- 
mental. Como ejemplos de esa tarea de perturbación, pode- 
mos citar todas esas campañas desatadas contra la Corte Elec- 
toral, contra las mayorías parlamentarias e inclusive aquellas 
destinadas a poner de manifiesto imaginarias componendas 
realizadas entre bambalinas por representantes de las mayo- 
rías que existen en este Parlamento. Y esto, lo reitero, es una 
forma muy clara de intentar quebrar el proclamado propósito 
de consolidar la pacificación nacional, 


Luego, señor Presidente, se empieza a deslizar un mensa- 
je, que cada vez es menos subliminal, que no sólo está desti- 
nado a descalificar desde el punto de vista moral, sino tam- 
bién desde el jurídico, a quienes entendemos que, por razones 
obvias, es necesario reglamentar ahora mismo el recurso de 
referéndum y que, además, es necesario que en esa reglamen- 
tación se eliminen, dentro de lo factible y al máximo, todas 
las posibilidades de que se vuelva a repetir en el país lo que 
hemos advertido en todos estos meses, o sea, que por falta de 
soluciones, por omisiones o por comodidad parlamentaria, le 
estemos trasladando alternativamente a la Corte Electoral 
como órgano jurisdiccional, a la Suprema Corte de Justicia, 
también como órgano jurisdiccional aunque en otra materia, y 


62 -C.S. 


a los jueces, la resolución de temas que nosotros, como hom- 
bres políticos, sabemos que forman parte de nuestra obliga- 
ción impostergable de todos los días, sobre todo cuando se 
trata de la consideración de temas de la magnitud del que está 
implícito y explícito en la Ley de Caducidad, en su deroga- 
ción o en su confirmación. 


En este momento, se me ocurre señalar algo a raíz de 
expresiones del señor senador Aguirre. Hace algunas semanas, 
luego de anuncios previos, el señor senador Aguirre, junto con 
los señores senadores Lacalle Herrera y Posadas -todos ellos 
del Partido Nacional- presentaron en este Senado un proyecto 
de ley destinado a reglamentar el recurso del referéndum. Ese 
proyecto pasó a la Comisión de Constitución y Legislación. 
No tengo fresco en la memoria la serie de sesiones y de horas 
que se le dedicó al tema y tampoco tengo encima de mi mesa 
la carpeta con todas las apreciaciones a favor y en contra de la 
idea de reglamentar el recurso del referéndum que se fueron 
vertiendo por todos los sectores políticos representados en el 
Parlamento e incluso por otros que no son políticos, pero que 
tienen un particular interés en este tema. Ese tema se elevó al 
Senado. No fue considerado por razones que son notorias, 
entre ellas, porque algunos consideraban que no era la oportu- 
nidad política adecuada tratarlo en ese momento. Se entendió 
que no se podía considerar ya que, como se sabe, para aprobar 
una ley reglamentaria de recurso del referéndum se necesita la 
mayoría absoluta de componentes de ambas Cámaras. 


Sin embargo, quiero señalar en esta ocasión, no sólo en mi 
nombre sino también en el del Partido Colorado, nuestra total 
identificación con el propósito de los firmantes de ese proyec- 
to, porque en torno a él, originado en la pluma del señor 
senador Aguirre, se pretendió personalizar en dicho señor se- 
nador poco menos que la imagen de lo que era un propósito 
reaccionario destinado a frustrar las expectativas de la opinión 
pública y los legítimos propósitos de la ciudadanía. Quiero 
señalar, pues, señor Presidente, la solidaridad personal y la de 
mi bancada, porque podría resultar muy cómodo, para aque- 
llos que permanentemente piensan mal de los políticos, que- 
dar en silencio dejando que por lo menos un sector del Partido 
Nacional cargara con el costo político de algo que, evidente- 
mente, va a ser muy criticado por esos voceros de la radicali- 
zación, y aprovechar luego, obviamente, Jos beneficios resul- 
tantes, como Partido de Gobierno que somos, de la sanción de 
ese proyecto. 


Señor Presidente: quiero señalar nuestra solidaridad con 
ese proyecto, con la idea que lo inspiró y también poner de 
manifiesto que si hay costos políticos en el mismo, a esos 
costos políticos no le rebuye tampoco el Partido Colorado. Y, 
entendemos que en este país, afortunadamente, una abruma- 
dora mayoría ya ha aprendido a valorar a aquellos sectores 
políticos que no están calculando los beneficios, cuando de lo 
que se trata es de la felicidad y la paz de la República. 


Hoy, señor Presidente, que estamos ya dentro de lo que 
podríamos esquemáticamente mencionar o referir como una 
especie de tercera etapa en esto que comienza con la sanción 
de la Ley de Caducidad de la Pretensión Punitiva del Estado, 
se ha comprobado por la Corte Electoral que existe la mayoría 
constitucional establecida en el artículo 79 de la Constitución 
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y que, por lo tanto, habrá referéndum en el mes de abril, y me 
acota el señor senador Cigliuti que el mismo se llevará a cabo 
el 16 de abril. Y ya en esta etapa, que tiene pocos días, 
aparece más claro un mensaje que ahora tiene muy poco de 
subliminal y que más que centrarse en la Ley de Caducidad, 
se preocupa por descalificar uno de los pilares de nuestro 
sistema democrático, que es el que debe acatarse siempre, sin 
condicionamientos, sin salvedades y que es, el pronuncia- 
miento de las mayorías. 


En vez de estar discutiendo en este momento en el terreno 
de las ideas, en el plano de las convicciones políticas o mora- 
les que cada uno legítimamente puede tener, algunos de los 
que están contra la Ley de Caducidad -no todos- lanzan agra- 
vios, deslizan adjetivos que sugieren deshonestidad, titulan en 
los medios de difusión aludiendo a supuestas complicidades, y 
el diario “La República”, hace un par de días hablaba de 
acuerdos entre bambalinas. Yo digo que si en este país son 
“acuerdos entre bambalinas” decisiones políticas que salen 
todos los días en los medios de difusión, que no se esconden a 
nadie y que todos nosotros se las participamos a los medios de 
difusión sin distinción alguna de filiación política, bienveni- 
das fueran estas componendas entre bambalinas. 


Esto ha sido de una notoriedad como pocas veces puede 
recordarse en estos casi cuatro años de labor parlamentaria. 
Sin embargo, la pasión, la radicalización, yo diría hasta el 
bloqueo emocional y racional de algunos, impone este tipo de 
etiquetamiento a lo que es normal, natural, limpio y claro, 
propio de un sistema democrático que queremos reforzar to- 
dos los días, 


Me pregunto, señor Presidente, después de esta etapa que 
debería terminar el 16 de abril con la proclamación por la 
Corte Electoral del resultado obtenido en ocasión del referén- 
dum ¿qué habrá de ocurrir? Después de esto ¿qué tendremos 
que presenciar en el país por parte de los desconformes de 
siempre?. Me pregunto si se pretenderá legitimar luego algún 
procedimiento antidemocrático como resumen de un resultado 
contrario a la derogación de la ley. Me pregunto, además, si 
en el plano nacional se continuará como hasta ahora remando 
contra la corriente, poniendo en tela de juicio lo que ya no se 
reconoce mi siquiera en ciertos sectores ideológicos y políti- 
cos, que hasta hace poco tiempo, en otras partes del mundo, 
renegaban de lo que es el respeto de las mayorías democráti- 
cas. 


En la mañana de hoy, por ejemplo, como prueba de este 
extravío permanente en el que algunos, contrarios a la Ley de 
Caducidad, se vienen moviendo sistemáticamente, aparece un 
editorial en el diario “La Hora” que se titula “Los guardianes 
de la impunidad”. En €l se hace referencia a mi punto de 
vista, tergiversa las conclusiones que debería merecer mi opi- 
nión, se comparta o no, y se regocija de expresiones de un 
senador del partido político al que pertenece “La Hora”, que 
según dice el editorial, calificó como “flechar la cancha”, en 
la Comisión de Constitución y Legislación de la Cámara Alta, 
la postura que sostenía la mayoría de la Comisión, entre otros 
el senador que habla. 
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De este tema no hubiera hecho mención en el Senado, si 
no hubiera sido porque alguien le llevó al diario “La Hora” la 
información de lo ocurrido en una sesión de la Comisión, en 
la que para trabajar seriamente habíamos acordado que no 
hubiera taquígrafos. Pero, el flechamiento de la cancha tal 
como acá se define, el punto de vista contrario al del señor 
senador comunista consistió, pura y simplemente, en eliminar 
algunas normas del proyecto de ley, no por lo que en este 
editorial se dice, por la presión de una opinión pública que 
pos señalaba con un dedo acusador poniendo de manifiesto 
nuestra deshonestidad, sino como lo dijo otro senador asisten- 
te, no miembro de la Comisión -me refiero al señor senador 
Zumarán- que en el acierto o en el error -porque eso no intere- 
sa- para no dar pretextos a nadie íbamos a dejar de considerar 
en el proyecto el tema del sí y el no en las papeletas, y el tema 
del voto en blanco. Pero antes de eso la propia Comisión 
también, para no dar pretexto había decidido eliminar el polé- 
mico artículo 20 -y digo polémico entre comillas, porque jurf- 
dicamente de polémico no tiene absolutamente nada- relativo 
al efecto derogatorio y no anulatorio de un referéndum contra- 
rio a la Ley de Caducidad. 


SEÑOR OLAZABAL. - ¿Me permite una interrupción, 
señor senador? 


SEÑOR RICALDONI. - Y, señor Presidente, señalo que 
en la corta historia, naturalmente, de este senador en este 
Parlamento -historia que arranca hace muy poco tiempo, el 15 
de febrero de 1985- jamás había escuchado a un compañero 
de Cuerpo sustituir la consideración del proyecto de ley, susti- 
tuir la confrontación de ideas por el cuestionamiento del ho- 
nor de los senadores que sostenían el punto de vista contrario. 
Si esto ocurre con un compañero de Cuerpo, señor Presidente 
-y uso deliberadamente la expresión “compañero de Cuerpo”- 
¿qué podemos pensar de otro tipo de personas alejadas de lo 
que es la realidad política que es mucho más limpia de lo que 
algunos suponen, más clara de lo que algunos sostienen y más 
leal de lo que algunos pretenden dar a entender? 


Eso que se expresa en una Comisión y que puede ser un 
arrebato al que nadie puede considerarse ajeno, para el diario 
“La Hora” parece ser la información política de mayor impor- 
tancia en el día en que en el Senado se considera este proyec- 
to de ley. 


Si un diario que representa a un partido político importan- 
te en el país, que tiene una vieja tradición, como es el Partido 
Comunista, recoge frases poco felices -diría infelices- de un 
legislador para darles el realce que considera del caso, me 
pregunto qué es lo que se busca sustituyendo el contraste de 
ideas, el planteo de puntos de vista contrapuestos, por más 
que lo sean, por esto que es la insinuación de todo tipo de 
conductas inadmisibles, 


Por ejemplo, se señala: “El senador Ricaldoni pretendía 
imponer un criterio ventajero”. Más allá de la elegancia litera- 
ria de este editorial, evidentemente me siento, al respecto, 
encamando la posición mayoritaria del Parlamento y creo, sin 
duda, la de la opinión pública del país. 
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SEÑOR OLAZABAL. - ¿Me permite una interrupción, 
señor senador? 


SEÑOR RICALDONI. - También se habla de “flechar la 
cancha”. Voy a repetir algo que ya expresó el señor senador 
Aguirre: soy absolutamente coherente con mi posición de 
1985. En marzo de ese año este Parlamento votó la amnistía 
de los llamados presos políticos. En ese entonces yo no dudé 
un momento en apoyarla, porque pensé que era un aporte que 
le debía este Parlamento a una pacificación nacional que se 
requería desesperadamente para consolidar la democracia que 
recién se reimplantaba en el país. Hechos posteriores ocurri- 
dos muy cerca de nuestro país me han convencido de la sabi- 
duría que tuvo la mayoría de este Parlamento. 


De todos modos sentí en aquel momento -como creo que 
lo sintieron muchos otros- que se trataba de una obra incon- 
clusa, incompleta, por razones que no vale la pena ni es del 
caso señalar ahora. Esa obra hubo que completarla luego, 
repito, en el acierto o en el error, como en el acierto o en el 
error aprobamos también en 1985 aquella otra ley, para que 
de una buena vez en este país pudiéramos mirar hacia adelan- 
te sin dejar ningún remanente de lo sucedido en aquellos casi 
12 años que no debieron haberse dado en el país, pero que 
tuvieron lugar porque muchos fueron o fuimos insensibles, 
quizá miopes, ante lo que se iba preanunciando, ante aquello 
que se iba viendo venir desde el horizonte y que obedecía a 
causas múltiples y que, sin justificar, sin embargo explicó 
muchos hechos que se sucedieron en el país antes y después 
del golpe de estado. Repito que sin justificarlos en modo algu- 
no, en cambio sí los puede haber estado explicando. 


Repito que en el acierto o en el error -y lo digo para cubrir 


' todas las hipótesis- este Parlamento por mayoría -que yo inte- 


gré- aprobó aquella y esta ley, Ahora resulta que algunos que 
acompañaron aquella ley y que hoy no quieren votar afirmati- 
vamente ésta -lo cual significa una diferencia que resulta difí- 
cilmente entendibile- nos dicen a quienes mantenemos la mis- 
ma actitud que en 1985 que queremos flechar la cancha. 


Digo que flechar la cancha es, ante situaciones iguales, 
actuar en forma diferente. Pero cuando se procede en forma 
similar ante situaciones iguales no se flecha la cancha. Quien 
dice que se flecha la cancha está lesionando algo que por lo 
menos para quien habla es muy importante: el honor personal. 
Eso se podría aceptar si alguien lo dijera en un mal momento; 
pero cuando eso se convierte en un pretexto para luego utili- 
zar un medio de difusión y darle un carácter general, enton- 
ces, forma parte de un objetivo que no voy a calificar, aunque 
tengo mi opinión al respecto. 


Todas estas consideraciones, por lo menos desde mi punto 
de vista, evidencian la razón que tuvo el señor senador Agui- 
rre y la que creo tener yo también en cuanto a que en este 
tramo de la consideración de este proyecto de ley no vale la 
pena hacer una exégesis técnico-jurídica del mismo, porque, 
creo que a esta altura de las cosas -lo digo con cierta decep- 
ción porque estimo que esto prueba que este tema no ha caídó 
poco menos que de contrabando al análisis del Parlamento y 
de la opinión pública- quien no haya cambiado de opinión 
sobre algo tan llevado y traído y tan manido difícilmente lo 
haga. 
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Espero que después de la etapa del referéndum, sea cual 
fuere su resultado -aunque creo saber cuál será- no se opere, 
en el caso de que se mantenga la Ley de Caducidad de la 
Pretensión Punitiva del Estado, una escalada más de esta con- 
frontación que para algunos parece ser la única razón de sus 
actividades políticas, 


En las sesiones de la Comisión de Constitución y Legisla- 
ción realizadas el viernes y el lunes, con la presencia de sus 
integrantes y la de los señores senadores Olazábal, Zumarán, 
Cigliuti y Flores Silva, se contaba con los votos necesarios 
para traer a Sala una norma respecto de la interpretación a dar 
al voto en blanco y respecto a la inclusión o no en las papele- 
tas del Sí o el No, pero luego se decidió retirarlas del proyecto 
de ley. 


El editorial del día de hoy del diario “La Hora” a ese 
respecto señala lo siguiente: “¿Qué había ocurrido? Sencilla- 
mente que este criterio no pudo mantenerse ante la gravita- 
ción de la opinión pública que, a través de dirigentes de la 
Comisión Nacional Pro-Referéndum y de los medios de difu- 
sión que apoyaron la recogida de firmas, ya había hecho oir su 
nítida posición al respecto. La opinión pública no estaba dis- 
puesta a admitir que, luego de las maniobras en cadena perpe- 
tradas por la Corte Electoral al influjo del Gobierno y del 
Partido Colorado, se entrara a la nueva etapa con otra gruesa 
ilegalidad, esta vez hecha por las mismas manos que se levan- 
taron para consagrar la impunidad de los violadores de los 
derechos humanos”. Luego le dedica unos párrafos similares 
al diario “El País”. 


Todo esto es mentira, señor Presidente, Todos quienes es- 
tuvieron presentes en la Comisión saben que es mentira. 


El señor senador Zumarán manifestó algo que yo luego 
repetí empleando sus propias palabras, o sea, que eso no era 
para darle pretextos a nadie respecto del resultado del referén- 
dum. Sia embargo, acá se está diciendo que tenemos la con- 
ciencia sucia y que adoptamos esa decisión porque fuimos 
poco menos que -discúlpeseme la expresión- tomados con las 
manos en la masa, que se nos vio haciendo el paquete de ese 
acomodo contrario a la ciudadanía y que entonces, ante la 
flagrancia de nuestras irregularidades y ante la evidencia de 
nuestras incorrecciones, avergonzados, tuvimos que retroce- 
der. Eso no es así, señor Presidente. Eso se debió, tal como lo 
dijimos muy claramente -quienes no lo puntualizamos lo pen- 
samos y quienes no lo dijimos en Comisión lo hicimos luego 
ante los medios de difusión- lisa y llanamente, pura y exclusi- 
vamente, al deseo de no dar más lugar a pretextos en esta 
tarea de deterioro de nuestro sistema institucional. 


Por estas razones fue que anteriormente dije que el tema 
aquí no es, en puridad, la Ley de Caducidad de la Pretensión 
Punitiva del Estado, porque lo que se está cuestionando en 
definitiva es el sistema democrático. En virtud de que se sabe 
de antemano el resultado del referéndum, se está creando el 
microclima para que luego se empiece a cuestionar la validez 
política, moral y social de un pronunciamiento de la mayoría, 
ya sea de este Parlamento o de la ciudadanía. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. - No apoyado. 
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SEÑOR RICALDONI. - Me he cuidado muy bien de decir 
que me estoy dirigiendo a algunos de los que están en contra 
de la Ley de Caducidad y no a todos. Y si el señor senador 
Rodríguez Camuso quiere saberlo, estos juicios críticos no 


están dirigidos a él. 


Creo que todas las normas que retiramos del proyecto eran 
claras, jurídicamente correctas e inatacables desde el punto de 
vista político. Debe quedar claro, sin embargo, que esas dis- 
posiciones fueron retiradas, quizás con error, porque muchos 
de nosotros estamos cansados de este ataque, ya no personal 
-porque eso es lo de menos- sino al propio sistema que tanto 
costó restaurar en el país. 


Digo también, señor Presidente, que no va a ser por imagi- 
narias presiones de la opinión pública que vamos a renunciar 
a lo que entendemos lealmente es el cumplimiento de nuestro 
deber de legisladores. 


Sabemos muy bien -y que no suene esto a jactancia- que la 
opinión pública, en contra de lo que se dice por algunos, en 
forma muy mayoritaria siente como nosotros el problema de 
los derechos humanos. 


Para terminar, quiero decir que esa mayoría de la opinión 
pública, silenciosa, muy a la uruguaya -porque ese es el estilo 
de la opinión pública mayoritaria de este país- sabe cuál es la 
decisión que va a adoptar el 16 de abril. Esa opinión pública 
abrumadoramente mayoritaria y tradicionalmente silenciosa, 
al igual que nosotros, tiene la conciencia muy tranquila. 


Nada más. 
(Ocupa la Presidencia el doctor Tarigo) 


SEÑOR OLAZABAL. - Pido la palabra para contestar una 
alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR OLAZABAL,. - Señor Presidente: durante largo 
rato he escuchado al señor senador Ricaldoni hacer graves 
acusaciones, pero a la vez diferenciaciones, entre los partida- 
rios del referéndum, de tal manera que en ningún momento 
intenté interrumpirlo, porque descartaba que esas acusaciones 
no estaban dirigidas contra mí, ni contra mi partido, ni contra 
el Frente Amplio. Sin embargo, a determinada altura del dis- 
curso, ha quedado claro que no era así y que, concretamente, 
habían sido dirigidas hacia mi persona, cosa que lamento y 
que quiero de algún modo contestar. 


En primer lugar, se me acusa de haber violado el secreto, 
-que no existía- de lo que se habló en una Comisión que, por 
supuesto, no era secreta. Si no había taquígrafos, ni siquiera 
puedo presumir por qué no estaban presentes. Muchas veces 
no lo están en las sesiones de las Comisiones, por lo que no 
me llamó la atención que en esa oportunidad no lo estuvieran, 
De lo que estoy seguro, sí, es de que la sesión no era secreta. 
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En segundo término, debo señalar que yo no mando decir 
las cosas; cuando las tengo que manifestar, lo hago y no preci- 
so intermediarios. En ese sentido, tengo que resaltar que me vi 
absolutamente obligado a hablar en la Comisión de Constitu- 
ción y Legislación y dejé constancia de ello al hacerlo. Había 
concurrido a esa Comisión simplemente con la idea de ente- 
rarme de qué era lo que se estaba discutiendo o incluyendo en 
el proyecto y no tenía la más mínima intención de participar 
en el debate. Sin embargo, me encontré con que varios seño- 
res senadores -que extrañamente no coinciden con el señor 
senador Ricaldoni- estaban haciendo apreciaciones políticas 
de corte tal que obligaban, de alguna forma, a dar una res- 
puesta. Esas apreciaciones eran, diría, más suaves que las que 
acaba de hacer el señor senador Ricaldoni, 


Debo decir que contesté esas apreciaciones políticas y que 
efectivamente empleé la expresión “flechar la cancha”. Pero 
he de dejar sentado también que la solicitud de que no se 
flechara la cancha la hice cuando la Comisión aún no había 
decidido quitar los artículos más polémicos de su aplicación 
en este referéndum. Es decir que en ese momento lo que se 
estaba discutiendo era que todos estos artículos que hemos 
objetado desde el punto de vista de su constitucionalidad y de 
su conveniencia, iban a regir para este referéndum. Entonces, 
y en términos absolutamente respetuosos, pedí que no se fle- 
chara la cancha si no se quería recibir después determinadas 
críticas, 


Quiero destacar ahora un último aspecto, que es el uso 
indebido de la política de la oferisa. Durante largo rato hemos 
estado escuchando que los partidarios del referéndum tenemos 
como único objetivo el de desprestigiar las instituciones. Du- 
rante la sesión de la Comisión, escuchamos asimismo que 
había quién apoyaba el referéndum exclusivamente para lo- 
grar ventajas personales; y además, el ejercicio constitucional 
parece que se convierte -según algunas opiniones- en un pre- 
texto para perturbar la tarea de pacificación nacional. 


¡Y todavía tenemos que escuchar que hay quienes se ofen- 
den porque nosotros hablamos de flechar la cancha! ¿En qué 
política caemos? En la de ver quien se ofende más. Me parece 
que es un absurdo y que no es lo que está en discusión. Por 
otra parte, lamento que en el debate sobre un proyecto de ley, 
lo único que se haya hecho por parte de los miembros infor- 
mantes haya sido hablar de cualquier cosa menos de una ini- 
ciativa que tiene carencias muy importantes y que no se han 
animado a defender. 


SEÑOR CERSOSIMO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR CERSOSIMO. - Voy a tratar de hablar del pro- 
yecto de ley en examen, aunque de él se ha estado hablando 
en el seno de este Cuerpo: aquí no se ha estado platicando 
sobre el sexo de los ángeles. Hemos debatido respecto de este 
asunto que ha motivado la convocatoria del Senado a sesiones 
extraordinarias por parte del Poder Ejecutivo, en aplicación de 
las disposiciones correspondientes. 
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No vamos a hacer una interpretación de carácter jurídico 
de este proyecto de ley, porque está claramente establecida en 
sus disposiciones, en la exposición de motivos y en el informe 
en mayoría de la Comisión y porque las normas particulares 
que el proyecto contiene, son de fácil alcance. Pero, en lo que 
tienen que ver con el tema respecto de que a través de este 
proyecto se pretende resolver una situación particularmente 
difícil en la vida del país -como es esta por la que está atrave- 
sando- tenemos que repetir conceptos que parece que en for- 
ma providencial expresamos en las sesiones de los días 20 y 
21 de diciembre de 1986, cuando se trató en este Cuerpo, lo 
que fue después la Ley N* 15.848, de Caducidad de la Preten- 
sión Punitiva del Estado. 


Manifestábamos en aquella oportunidad y en todos los 
demás casos en que nos hemos ocupado de estos temas, res- 
pecto de los que la Unión Colorada y Batllista ha dado su 
opinión, desde marzo de 1985 hasta la actualidad, que lamen- 
tábamos y seguimos lamentando que la Nación y el Senado 
hayan llegado a esta etapa, que ahora estamos reeditando, y se 
tengan que tomar decisiones de esta naturaleza, que tanto 
enfrentamiento y tanta polémica han suscitado, suscitan y sus- 
citarán, no sólo en el Cuerpo del que formamos parte, sino en 
la vida misma del país. Todo esto se hubiera evitado si el 
Senado, la Cámara de Representantes, el Parlamento en su 
totalidad, hubieran adoptado como criterio el que entonces 
propugnamos e inclusive si aquella amnistía de 1985, consa- 
grada en la Ley N* 15.737 no se hubiera unilateralizado en 
contra de nuestra opinión -cabe recordarlo- y no se hubiera 
establecido la discriminación inconducente e inidónea que 
denunciamos en aquel momento y en cada una de las ocasio- 


. nes en que nos fue dable hacerlo. Lo dijimos entonces y lo 


seguimos sosteniendo ahora, que el artículo 5% de aquella ley 
vulneraba la disposición del artículo 8* de la Constitución de 
la República, en cuanto esta última establece que todas las 
personas son iguales ante la ley, 


Se estaba legislando sobre casos iguales en situaciones 
análogas, porque unos atacaban y otros defendían, con la co- 
misión de excesos por ambas partes, aunque no vamos a reite- 
rar todos los conceptos que entonces expusimos. 


Si todo esto se hubiera tenido en cuenta y se hubieran 
equiparado las situaciones en la ocasión en que el Poder Eje- 
cutivo presentó el primitivo proyecto de pacificación nacional 
o en cada una de las circunstancias en que se decidió rechazar 
cualquier iniciativa de esa naturaleza, no existiría esta polémi- 
ca que se viene repitiendo largamente y que va obliterando el 
destino nacional, como está ocurriendo en el día de hoy. Y el 
país no tendría que asistir, como lo hace, con sorpresa y con 
dolor, al hecho de que nosotros estemos, en este Cuerpo, dis- 
cutiendo un problema que lacera profundamente su interés, 
que le detiene e impide que nos aboquemos definitivamente, 
dejando de lado los enfrerttamientos, a la gran empresa de 
desarrollo nacional, desde el punto de vista económico, social 
y político. 


Todo esto lo expresamos entonces y lo repetimos ahora. 
Eso es lo que está ocurriendo y, sin duda, expresamos que de 
obtener mayoría la decisión de dejar sin efecto la Ley N* 
15.843, los problemas van a seguir suscitándose a pesar de 
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que con criterio, que hemos apoyado decididamente, la Comi- 
sión de Constitución y Legislación dejó sin efecto el artículo 
20 de la iniciativa elaborada por los señores senadores A gui- 
rre, Lacalle Herrera y Posadas, que disponía que el acto del 
referéndum tendría efecto derogatorio. Esta disposición no 
existe actualmente pues se eliminó del texto del proyecto de 
ley que estamos considerando. 


Con el respeto que me merecen profesores y jurisconsultos 
de gran categoría, que han opinado sobre el tema, debo decir 
que no puede ser otro su efecto, que el de carácter derogato- 
rio. Como lo expresa el informe, con acierto -razones políticas 
y de conveniencia y oportunidad determinaron que se elimina- 
ra ese efecto- pero ello no constituye que la Comisión se haya 
apeado de ese criterio que aún sostiene la mayoría de sus 
miembros, sino que buscó evitar confrontaciones y problemas 
que derivarían de una disposición de esta naturaleza. 


A pesar de todos dichos aportes a la pacificación, parece 
que se va a seguir el camino de la confrontación, el mismo 
que pretendíamos evitar a través de lo que manifestamos hace 
más de dos años. Como al parecer, en la tarde de hoy se puso 
de moda leer artículos de la prensa en Sala, voy a citar uno de 
ellos editado en el diario “La República”, de fecha de hoy. 


Dicho órgano de prensa, publica, de un destacado catedrá- 
tico y jurisconsulto, su opinión al respecto y, justamente, 
cuando estaba leyéndola, salí de Sala y me encontré con él en 
la puerta, por lo que no sorprenderá lo que voy a manifestar, 
ya que entonces se lo anticipé, En el ambulatorio se encontra- 
ba el doctor Alberto Pérez Pérez, catedrático de Derecho 
Constitucional, destacado jurisconsulto e integrante de la Co- 
misión Nacional Pro-Referéndum. 


Fíjense lo que aún le espera al país, en cuanto a confronta- 
ción, si ge obtiene la mayoría para dejar sin efecto la Ley N* 
15.848. El doctor Pérez Pérez expresa que: “Aunque el plebis- 
cito derogue, tendrá efecto retroactivo” pues aunque se le 
haya quitado el carácter derogatorio, e igualmente si lo tuvie- 
ra, tendrá efectos retroactivos en función de los argumentos 
que desarrolla. 


El Proyecto aprobado en la Comisión parlamentaria esta- 
blece que quienes voten por derogar la ley utilizarán la pape- 
leta que dice “voto por dejar sin efecto la Ley de Caducidad”. 
Con esto el Parlamento buscó no pronunciarse acerca de si el 
referéndum tiene efecto derogatorio o anulatorio, porque no se 
aclara desde qué momento la ley es dejada sin efecto”. El 
integrante de la Comisión Pro-Referéndum sostuvo que si el 
Proyecto no precisa este aspecto y triunfa el plebiscito “ten- 
drán que ser los jueces quienes determinen cómo atenderán 
cada caso denunciado. El tema podría ser considerado por la 
Suprema Corte en una instancia superior, como por ejemplo si 
se interpusiera un recurso de Casación”. 


Después agrega algo que me llama la atención: “Yo he 
debatido” -dice- “con muchos profesionales que sostienen que 
el referéndum deroga y no anula y nunca habíamos discutido 
acerca de este aspecto contenido en nuestro Código Penal, 
seguramente porque estábamos preocupados por otros proble- 
mas como era la campaña del referéndum. Ahora que las 
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firmas dieron y el tema está nuevamente en el tapete es im- 
prescindible abordarlo” acotó. El constitucionalista pro-refe- 
réndum afirmó que “en Derecho Penal se dice que sólo hay 
retroactividad cuando una ley es más benigna que lás anterio- 
res pero no es verdad”. Sin embargo, la doctora Reta dice que 


- sí, que es verdad, que en materia penal no se puede admitir un 


efecto retroactivo, y ella es catedrática de Derecho Penal. 
Tengo frente a mí su opinión; en “Lea” del día de ayer, dice, 
además, que el efecto es derogatorio y, por lo tanto, como 
elemento de esa naturaleza, aplicable a partir de la fecha de 
promulgada la ley, que no puede ser efecto anulatorio y que 
esto lo ha enseñado desde que llegó a la cátedra. El doctor 
Pérez Pérez continuó expresando: “el Código Penal uruguayo 
establece con esa claridad los efectos para aquellas leyes que 
señalan nuevos delitos o agravan la pena y en ese caso se 
toma en cuenta si la ley es anterior o posterior al hecho delic- 


un” 


tivo”, 


Indicó asimismo, “que lo que ocurre en el Derecho Penal 
es que, si hubiera un acto cometido durante la dictadura que 
no era delito de acuerdo a las leyes entonces vigentes, no se 
podía aplicar sobre ellos, una ley sancionada después de la 
dictadura”. Todo esto está comprendido en el artículo 15 del 
Código Penal” -agrega- “pero el artículo 16 es el que habla de 
las leyes procesales, y éstas se aplican de inmediato, salvo, 
dice la Constitución, que eliminen algún recurso”. 


Y agrega esto, que me sorprende profundamente: “Por Jo 
tanto, aún cuando se diga que el referéndum deroga” -si'lo 
hubiéramos puesto- “eso no les resuelve el problema”. Quiere 
decir que de ninguna manera se resolvía el problema. Enton- 
ces ¿por qué se criticó airadamente que íbamos a establecer 
un efecto derogatorio, si, como dice este destacado catedráti- 
co, aún cuando así lo hubiéramos dispuesto, tendría, igual 
efecto anulatorio? Quiere decir que se aplica la máxima “pa- 
los porque bogas y porque no bogas, palos”. 


Por otra parte, expresa que si hubiéramos establecido que 
los votos en blanco se contaban en este referéndum a favot de 
la ley, ya le había entregado al sefior senador Batalla un recur- 
so para que también reclamara sobre ese aspecto. Sacamos lo 
relativo a los votos en blanco; parecería que pende sobre 
nosotros la espada de Damocles con respecto a la posibilidad 
de contabilizar, en el futuro, los votos en blanco. No obstante, 
el doctor José Korzeniak, distinguido profesor y jurisconsulto, 
dice -en opinión que transcribe el diario “El Día” de fecha 3 
de enero de 1989- en otra hipótesis, la del plebiscito constitu- 
cional, que “los votos en blanco operarían a modo de votos 
por no” De modo que tampoco hemos tenido acierto en este 
caso, porque, por un lado, distinguidos catedráticos de la 
Comisión Pro-Referéndum sostienen aunque por analogía, que 
el voto en blanco se debe contabilizar a favor de aquellos que 
están en contra del recurso y, por otro lado en este supuesto 
aducido por el doctor Pérez Pérez, se dice que, para el caso en 
que hubiéramos establecido que el voto en blanco se contabi- 
lizara, en el acto de referéndum del 16 de abril próximo, en 
favor del mantenimiento de la ley, también iba a interponerse 
uN Fecurso. 


Nosotros establecimos todas estas disposiciones, con la fi- 
nalidad de que no hubiera ningún tipo de problemas en este 
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referéndum, muy especial y atípico en virtud de las connota- 
ciones de carácter político que ya ha vivido y vivirá el país el 
1'6 de abril. Tratamos de eliminar todos los puntos que pudie- 
ran dar lugar a enfrentamiento o controversia, todo lo que 
luera urticante, pero parece que tampoco hay acuerdo con 
respecto a las sanciones que establecimos en el proyecto de 
ley, porque son severas en demasía, se dice. Creo que alguna 
razón tiene quien así lo manifiesta ya que se ha puesto en 
vigencia el Capítulo II de la Ley N? 13.882 de 18 de setiem- 
bre de 1970, que había sido derogado por el decreto-ley de 25 
de octubre de 1984, que hace más leve el mecanismo de las 
sanciones correspondientes. 


Todo lo que tratamos de hacer fue darle a este referéndum 
la posibilidad de que no tuviera el carácter de contestatario y 
que pudiera ser llevado a la práctica para terminar definitiva- 
mente con este problema que desde hace más de dos años está 
afectando la vida del país. Hace dos años que en él se habla si 
las firmas alcanzan o no; si se roban las firmas o no; si ellas 
están, o no están; si la Corte Electoral no actúa como debe, O 
que sf lo hace; que sus ministros no ofrecen ningún tipo de 
garantías de imparcialidad, o que si la ofrecen -posición, la 
última, a la que naturalmente me sumo- y creo que esta situa- 
ción debe finalizar definitivamente. Ese fue el propósito que 
tuvo la Comisión al eliminar, para esta oportunidad, el voto 
en blanco, dejándolo establecido para el futuro. Nosotros se- 
guimos sosteniendo que el voto en blanco está en contra de la 
pretensión que se quiere llevar adelante, en este caso, a través 
del referéndum que está en trámite y se va a consagrar el 16 
de abril. Entonces, suprimimos el voto en blanco de la estruc- 
tura del proyecto que hemos traído a la consideración del 
Cuerpo, precisamente con el objeto de no dar lugar a ningún 
tipo de problemas después de realizado el acto de que se trata. 


De la misma manera, también eliminamos algo que para 
nosotros es una realidad y una verdad incuestionable y es que, 
para que se pudiera dejar sin efecto la Ley de Caducidad de la 
Pretensión Punitiva del Estado y el referéndum resultara afir- 
mativo, es necesario que voten, en la forma correspondiente, 
la mitad más uno de los ciudadanos que concurran a las urnas. 
Eso levantó una tremenda resistencia y nosotros lo elimina- 
mos del proyecto, luego de largas sesiones de la Comisión que 
comenzaron el 30 de diciembre último y siguieron el 2 de 
enero durante dos jornadas enteras. Aunque lo eliminamos, el 
voto en blanco también constituye una posibilidad de confron- 
tación en el futuro, si es que este proyecto de ley se convierte 
en norma de derecho positivo. Eliminamos, además el efecto 
derogatorio, pero, sin duda, con ello no eliminamos la contes- 
tación sobre el fondo del problema. Si el resultado del refe- 
réndum fuere el de dejar sin efecto la Ley N* 15.848, induda- 
blemente nos veríamos enfrentados a situaciones particular- 
mente difíciles en cuanto se habrán de llevar a los estrados 
judiciales todas las situaciones que esa norma legal trató de 
solucionar mediante sus disposiciones. Otra vez se volvería al 
“gobierno de los jueces” en cada una de las circunstancias de 
que se trata y volverá a reeditarse y ponerse sobre el tapete 
todo lo que entonces quiso eliminarse en pro de la pacifica- 
ción nacional que nosotros entendíamos lograda en aquella 
ocasión. Consecuentemente, el país nunca terminará con esta 
incertidumbre en la que ha estado viviendo y continuará ha- 
ciéndolo, si estos propósitos que determinamos se extinguen 
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el próximo 16 de abril en caso de que el referéndum deje sin 
efecto la Ley N* 15.848. 


Nosotros también tratamos de etiminar la posibilidad que 
se preveía a través de una disposición de votar por sí o por no, 
por las mismas razones que exponía el señor senador Aguirre 
en su discurso. 


Hemos conformado un texto de disposiciones especiales y 
transitorias que, indudablemente, no contiene la verdadera 
opinión de los integrantes de la mayoría de la Comisión pero 
que, no por razones de legalidad, sino de oportunidad y con- 
veniencia, la hemos dejado de lado con el propósito de darle a 
este acto de gobierno directo las características de paz que 
debe tener y a las que nosotros aspiramos. 


Todo hace suponer que de triunfar la posición de dejar sin 
efecto la Ley N* 15.848, indudablemente se han de poner de 
manifiesto argumentaciones similares a las que hasta este 
momento han venido estableciéndose por parte de los inte- 
grantes de la Comisión Pro-Referéndum, y por juristas y ciu- 
dadanos acordes con esa postura, que determinaría una situa- 
ción de rueda sin fin, que, repetimos, no le hace ningún bien 
al país y que sí, obliteran, indudablemente, el destino de la 
República. Esto se da en circunstancias particularmente difíci- 
les para el Uruguay, ya que tiene por delante, en el correr de 
este año, este acto de referéndum y, para algunos ciudadanos, 
la disputa electoral para decidir la candidatura dentro de su 
Partido; además 90.000 profesionales universitarios deben 
cumplir con lo que determina la Ley Orgánica de la Universi- 
dad; y asimismo, el último domingo de noviembre, terminare- 
mos con las elecciones nacionales ordinarias para elegir las 
autoridades representativas del país para los próximos cinco 
años. 


Todo eso va a distraer no sólo la función legislativa sino 
también la ejecutiva, los esfuerzos y la aplicación de los habi- 
tantes de este país y de aquellos que tienen obligaciones irre- 
nunciables en ese sentido y de otros, que deberían dedicar sus 
conocimientos a la solución de los graves problemas naciona- 
les para canalizarlos ese otro tipo de actos, que, si bien son 
importantes, no son los que el país requiere y los que la 
República debe llevar adelante para concretar, de esa manera, 
la aspiración de toda la Nación, que necesita con urgencia y 
con angustia el esfuerzo de todos sus habitantes a fin de lograr 
la mejor expresión de sus horizontes económicos, sociales y 
políticos. 


La Unión Colorada y Batllista pretende, de acuerdo con lo 
que ha sido su permanente posición y ha constituido su conti- 
nua prédica, que, de una vez por todas, se abra camino en el 
país “la doctrina que ha triunfado en los últimos años, y de la 
que puede decirse que informa casi todas las legislaciones y 
es la doctrina basada en la presunción del olvido”. A esto 
aspiramos y por eso hemos deseado fervientemente, y segui- 
mos anhelándolo así, que este acto de referéndum se lleve a la 
práctica, porque “tiene que existir cierta relación entre la fun- 
ción punitiva y la conciencia colectiva”. Cuando la conciencia 
colectiva no refleja un delito o no acepta una pena, constituye 
un error configurar la infracción o admitir el castigo”. 
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“En la práctica ocurre que después de pasado cierto tiem- 
po de cometido el hecho criminal -es oportuno citar todos 
estos conceptos que son del doctor José Irureta Goyena- éste 
se pierde en los pliegues del espíritu, y si se pretende mante- 
ner la sanción se lleva ante los tribunales a un sujeto psicoló- 
gicamente inocente. Esa no es la verdad "real” -nosotros tam- 
bién lo reiteramos- “pero es la verdad aparente a través del 
espejismo de la conciencia colectiva y que se sobrepone a la 
desnudez de los hechos”. 


“En consecuencia y para mantenerse al diapasón de la 
conciencia colectiva, es preciso concederle al olvido los efec- 
tos de la inexistencia y tratar pasado cierto tiempo al delin- 
cuente como si no hubiera delinquido”. 


Eso es lo que nosotros hemos dicho repetidamente y lo que 
expresamos en oportunidad de tratarse la ley de defensa de la 
democracia, en octubre de 1986. Es lo que el Partido Nacional 
expresó -y aspiramos ocurra a través del resultado de este 
referéndum- cuando en marzo de 1985 presentó su proyecto 
de amnistía. 


“Quienes postulamos esa amnistía” -que el Partido Nacio- 
nal reclamaba y promovía en aquellas circunstancias- no nos 
solidarizamos” -se decía entonces - con la conducta pasada de 
aquellos que serán sus beneficiarios, ni dejamos de condenar 
en el plano ideológico y ético, los delitos que se cometieron. 
Esto debe quedar en claro: queremos la reconciliación con sus 
personas, pero ño con las que fueron sus ideas. Queremos que 
vuelvan a vivir en paz y libertad, pero no aprobamos los 
hechos injustificables de que fueron protagonistas. Abogamos 
por la tolerancia para con sus ideas, pero juzgamos inadmisi- 
ble, hoy como siempre, que una minoría supuestamente ilumi- 
nada, se autoproclame única depositaria de la verdad, e inten- 
te imponerla por la fuerza al resto de la sociedad, con olvido 
de las reglas elementales de la convivencia democrática. Que 
cesen de inmediato sus padecimientos y vuelva a reconocerse 
su dignidad humana, sí, pero que ello no se mal interprete”. 


Es necesario que se recuerde, como lo hacíamos hace dos 
años, ante el panorama que vive el país, lo que reclamábamos 
en aquellas circunstancias, o sea la pacificación nacional a 
través de la ley con la que se pretendió obtenerla, como lo 
pedimos hoy, prácticamente en las vísperas de la realización 
del referéndum que se encuentra en trámite, que para todos 
debe existir una situación igualitaria, con el propósito de que 
se cumpla el precepto constitucional que establece que todas 
las personas son iguales ante la ley. Todos los señores senado- 
res integrantes del Frente Amplio, en marzo de 1985 decían, 
en este sentido y frente a este problema lo mismo a que 
aspirábamos entonces: que no hay que otorgar “ni indulto ni 
revisión caso por caso. Amnistía sí”. 


Eso es lo que afirmamos ahora y terminamos nuestras pa- 
labras en el día de hoy, repitiendo la de aquellos señores 
senadores, para que el país recuerde, fundamentalmente, cuá- 
les deben ser las características de esa pacificación nacional 
que propugnamos, que se alegó desde las tiendas del Partido 
Nacional y desde las del Frente Amplio, lo que ahora pretende 
desconocerse por parte de algunos, y que deseamos se man- 
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tenga en todos sus términos, como lo expresamos en aquella 
oportunidad. 


Estos conceptos pertenecen a los entonces senadores 
Araújo y Cardoso y a loz señores senadores Batalla, Martínez 
Moreno, Rodríguez Camusso y Senatore, 


“Son, pues, innumerables los fundamentos que militan en 
favor de la amnistía sin distinciones y sin exclusiones. Cual- 
quier diferenciación marcará y dejará abierta una herida, pon- 
drá de manifiesto una limitación voluntaria a la capacidad de 
perdón u olvido de la sociedad, a la generosidad de los gober- 
nantes, a la concepción de la justicia democráticamente admi- 
nistrada. Cualquier pretexto para revisar los casos oficiará de 
oportunidad para continuar abriendo y maltratando heridas 
que todos deseamos cerrar para siempre. La amnistía es, en- 
tonces, la única solución justa, jurídicamente válida y abierta 
y generosamente pacificadora”. 


Palabras sabias, señor Presidente, que deberán cumplirse 
como nosotros pretendemos que se haga. 


SEÑOR PRESIDENTE, - Tiene la palabra el señor sena- 
dor Rodríguez Camusso. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. - Señor Presidente: 
debate peculiarísimo este de hoy. Estaba pensando que cuan- 
do se publique la versión definitiva del Diario de Sesiones tlel 
Senado, voy a procurar leerla de derecha a izquierda porque 
realmente se han dado en ella una serie de elementos anóma- 
los y contradictorios con todo lo que es habitual en la Cámara 
de Senadores: lo blanco descrito como negro y viceversa, Si la 
técnica actual permitiera que nos observaran desde las antípo- 
das, allá en el Mar de Ojotsk, en el extremo oriental de Sibe- 
ria, tal vez nos verían así. Pero vamos a tratar de volver a este 
Uruguay, pequeño, con pocos habitantes, donde el día es día, 
la noche es noche y todos nos conocemos. 


Hemos escuchado hoy las cosas más insólitas: juristas o, 
por lo menos, abogados que renuncian a reconocer el valor de 
la juridicidad; razonadores que no razonan; serenos que decla- 
man; posiciones que insultan asumiendo la postura del insulta- 
do, atacantes que posan de defensas. Realmente, al terminar 
algunas intervenciones del día de hoy me sentí como algún 
futbolista cuando va a una práctica y el director técnico le 
pone diez pelotas frente al área para que tire con la que quie- 
ra. Hemos escuchado cosas incomprensibles. Nuestros buenos 
amigos; los señores y señoritas taquígrafos saben desde ya que 
cuando una Comisión los llame es porque la sesión va a ser en 
broma, porque sólo cuando se trabaje sin taquígrafos será para 
hacerlo en serio. Nunca me imaginé que iba a escuchar esto 
en una sesión del Senado. Pienso que, justamente, cuando se 
estima que la sesión de una Comisión tiene una especial tras- 
cendencia, va a tratar temas delicados o existe la preocupa- 
ción porque lo que se diga resulte documentado y pueda ser 
trasmitido en plenitud a los señores senadores que no asistan y 
deseen examinar el tema con mayor detenimiento, se pide 
versión taquigráfica. Ahora no; ahora resulta que cuando una 
Comisión va a trabajar en serio, no quiere taquígrafos. Anóte- 
se alos efectos correspondientes. 


4 de Enero de 1989 


Por otro lado, se han dicho las cosas más insólitas. Resulta 
que quienes estamos contra la ley que determinó la impunidad 
para los torturadores y violadores, o procuró hacerlo, quere- 
mos beneficiamos políticamente. Pero ya se sabe que vamos a 
perder. Entonces, si vamos a perder, ¿Cuál es el beneficio 
político? Naturalmente, que si alguien actúa para beneficiarse 
políticamente, trata de ponerse del lado de quienes van a ga- 
nar. Pero que se sepa que va a perder y a la vez se adopte una 
posición militante, airada, de lucha, de definición, de procla- 
mación de sus puntos de vista, amerita que por lo menos se 
respete el principismo, la ideología, el desinterés, la generosi- 
dad de quien en aras de un convencimiento muy profundo 
sostiene una causa que estima por anticipado perdida. ¿Cómo 
gente que habitualmente, con acierto o con error -todo es 
legítimo- razona, y muy bien, incurre en estas cosas? 


Considero que no podemos examinar este tema sin saber 
que él está vinculado a la ley que determinó la impunidad 
para los violadores y los asesinos de la dictadura, También 
debemos saber que todo lo que directa o indirectamente ba 
tenido que ver con esta ley ha estado teñido de elementos 
diferentes con relación a todo los demás. 


Recuerdo que cuando se empezó a discutir la ley en 1986, 
se declaró debate libre. El primer orador, del Partido Nacio- 
nal, habló cuatro o cinco horas. Inclusive una de las interrup- 
ciones que concedió duró casi dos horas. Inmediatamente des- 
pués, me tocaba hablar. La mayoría del Senado, los partida- 
rios de la impunidad, que nunca antes hicieron eso, que nunca 
después lo volvieron a hacer, ese día cortaron el debate libre 
y, además, me bombardearon con pedidos de interrupciones, 
procedimiento que no se usa en el Senado y que fue utilizado 
esa vez, ¿Por qué? Porque el tema está teñido de elementos 
que son distintos a todos los demás. Es por esto que gente que 
razona bien siempre, fundamentando sus puntos de vista, hoy 
no lo ha hecho; es por ello que gente que ha atacado perma- 
nentemente, hoy sostiene que es atacada. Obsérvese que gran 
parte de los debates han transcurrido examinando editoriales 
de la prensa. Bueno, si fuera a traer aquí cada uno de los 
artículos de la prensa adversaria que se refieren a nosotros, el 
Senado tendría muy poco espacio para trabajar. 


A propósito de todas estas intervenciones -y me disculpa 
el señor senador Ortiz que tenga que volver a referirme a él- 
recuerdo que un día vino al Senado el señor senador Ortiz y 
atacó al señor Presidente del Cuerpo por un editorial que 
había sido publicado en aquel entonces en “El Día”. Y el 
señor Presidente del Senado dijo que él en el Cuerpo no pole- 
mizaba sobre editoriales periodísticos. Sin embargo, hoy, 
quienes coinciden con él en la defensa de la impunidad, per- 
manentemente han sentado sus intervenciones en artículos pe- 
riodísticos. Cuando los periodistas hablan de “cocinar” de 
“componendas” o de “pactos”, utilizan el lenguaje que les 
parece y asumen su responsabilidad como tales. Y nosotros, 
los legisladores, asumimos nuestra respousabilidad por lo 
nuestro, y no por lo que salga en un artículo de este diario o 
de aquel semanario en cada oportunidad. El hecho de que 
gente que tiene sobrados recursos intelectuales y sobrada ca- 
pacidad informativa y técnica como para manejarse en otros 
planos recurra a ese procedimiento, revela la orfandad que 
ellos padecen. 
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SEÑOR LACALLE HERRERA. - ¿Me permite una inte- 
rrupción, señor senador? 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. - Con mucho gusto, 
señor senador, pero adelanto que después de ésta no voy a 
poder conceder más interrupciones porque mi tiempo no es el 
de los señores miembros informantes. 


SEÑOR PRESIDENTE, - Puede interrumpir el señor sena- 
dor. 


SEÑOR LACALLE HERRERA. - En vista de la posición 
asumida y explicada por el señor senador Rodríguez Camusso 
referente a los adjetivos que se utilizan en la prensa, creo que 
€l tendría que continuar su intervención mencionando la Ley 
de Caducidad de la Pretensión Punitiva del Estado por su 
verdadero nombre y no llamándola la ley de la impunidad. 
Ese no es su nombre correcto ni es un adjetivo que pueda 
denominar una ley que se trató.con otra carátula en el Senado 
de la República. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor sena- 
dor Rodríguez Camusso. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. - He hablado de la 
prensa y de los legisladores. He dicho que nosotros, a mi 
juicio, por lo menos, no podemos centrar la fundamentación 
de una posición en el análisis de un artículo periodístico. 
Cuando hablo de la impunidad para los torturadores, secues- 
tradores, violadores, colgadores y todo eso, lo estoy diciendo 
yo; no lo está diciendo “La Hora” ni “La República” ni “Bre- 


_cha” ni “El Popular”. Lo estoy diciendo yo, y yo digo que la 


ley tiene otro título que no me interesa porque es algo formal 
y me estoy refiriendo a su contenido. Soy responsable yo 
porque desde mi punto de vista lo que se procuró obtener con 
esa ley fue eso; lo otro, es un título, pero el contenido real de 
la ley es ese. 


Yo la llamo así y de eso me hago responsable, no de lo 
que se escriba en los diarios y semanarios sino de lo que 
expreso acá, como digo también que hay un hecho real a tener 
en cuenta. Se presentó un proyecto al Senado con la firma de 
tres señores senadores refiriéndose no solamente a este tema 
sino al referéndum en su conjunto, pero este tema estaba in- 
cluidó en las disposiciones. ¿Cuándo se presentó? El 9 de 
noviembre. Entró a la Comisión el 10 de noviembre. Fue 
informado el 29 de noviembre, o sea, 19 días después. En un 
tema como éste no se llamó a nadie, no se consultó y se 
resolvió en menos de tres semanas. Claro, si vamos a discutir 
la conveniencia y la necesidad de reglamentar la disposición 
del artículo 79 de la Constitución que refiere al referéndum, 
¿quién puede estar en contra? Nosotros no somos contrarios a 
que esta disposición constitucional se reglamente. Yo pregun- 
to, ¿por qué razón la misma Comisión desde hace más de dos 
años, desde 1986, tiene a su estudio un proyecto sancionado 
por la Cámara de Representantes que reglamenta la disposi- 
ción constitucional -creo que es el inciso m) de las disposicio- 
nes transitorias- que fue tan publicitada cuando la campaña 
por la reforma constitucional naranja, por la cual el Directorio 
del Banco de Previsión Social se integra con representantes de 
los empresarios, los trabajadores, jubilados y pensionistas? 
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Desde 1986 está en la Comisión y es también la reglamenta- 
ción de una disposición constitucional seguramente no menos 
importante que esta. ¿Por qué razón la misma Comisión tiene 
desde 1987 un anteproyecto de ley que remitió la mesa 
permanente del Congreso Nacional de Ediles y que modifica 
la Ley Orgánica Municipal? Tampoco ha tenido tiempo para 
tratar este asunto, para avanzar en su consideración y traerlo 
al Senado. Está desde 1987. Es decir que aquí existió el 
propósito político deliberado de sacarlo a tambor batiente, 
Pero hay que decir otras cosas: mosotros tenemos -y en eso 
recordará el señor Presidente que alguna participación me 
cupo, de la que no me arrepiento- una Comisión Especial del 
Orden del Día, que se ha reunido poco y con una asistencia 
generalmente rala. El mes pasado se reunió y con una asisten- 
cia importante y en esa sesión se alteró por mayoría todo el 
ordenamiento de asuntos para dar preferencia absoluta a este 
proyecto que la Comisión había informado en 19 días. Se le 
anunció a la Comisión que la totalidad de la bancada del 
Partido Colorado estaba de acuerdo y que la mayoría de la 
bancada del Partido Nacional también lo estaba. Se dijo que 
era un acuerdo político y que iba a salir y por esa razón se 
incluía en primer lugar del orden del día, inmediatamente 
después de un asunto que estaba en discusión. Sin embargo, 
cuando se reunió el Senado, hubo un cuarto intermedio 
inicialmente proyectado por 15 minutos y que duró horas. 
Luego de ese intermedio, a raíz de declaraciones públicas de 
colegas -a mosotros no nos corresponde entrometermos para 
mada y no lo hacemos, las discusiones internas de organizacio- 
nes políticas de que no formamos parte- nos enteramos que no 
era verdad lo que se le dijo a la Comisión del Orden del Día 
en el sentido de que la mayoría del Partido Nacional ya estaba 
dispuesto a votar ese proyecto con la inclusión de un artículo 
20 para el cual cuando se habla de que si el referéndum fuera 
afirmativo, la proclamación de su resultado por la Corte Elec- 
toral, determinará la simultánea derogación de las disposicio- 
nes legales recurridas. Entonces se aplicaba un criterio que ha 
sido hecho público reiteradamente por varios señores miem- 
bros de la Comisión en aplicación del cual la palabra “deroga- 
ción” implica que aun venciendo en el plebiscito la posición 
contraria a la ley que algunos llaman de Caducidad de la 
Pretensión Punitiva del Estado, nombre ideal como para que 
nadie lo recuerde -y otros la llamamos de impunidad- ninguno 
de los torturadores iba a ir a la cárcel, 


Este es un hecho que crispa, emociona, que provoca no 
solamente la reflexión sino también la emoción, el calor de la 
gente. Uno vio por ejemplo -para tomar un suceso ocurrido 
hace pocos días, y si hubiera hablado hace unos días segura- 
mente habría otros- que un ciudadano mientras estaba traba- 
jando él y su esposa, un “monstruo” intentaba violar a su hija 
de tres años. El hombre vuelve a su casa, se entera, va a 
buscarlo, lo castiga. Por supuesto que nadie tiene derecho a 
hacerse justicia por sus manos. Nadie va a estar de acuerdo 
con eso, pero humanamente hay que ponerse en el lugar de 
este individuo ante esta terrible situación. Sin embargo él está 
preso, y los que se ponían en fila para violar a presas que 
estaban atadas, no io están. 


Días pasados, me contaba un antiguo amigo -que todavía 
no ha sido restituido, pero que fue destituido por la dictadura, 
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cuyo asunto está todavía en la Oficina de Servicio Civil, y que 
se gana la vida cobrando cuotas de una empresa- lo siguiente: 
golpeó a la puerta de una casa en un barrio de los alrededores 
de Montevideo y salió a atenderlo una persona cuya voz reco- 
noció, Era quien lo había tenido colgado y le había quemado 
los pies. 


El hombre contestó con un monosílabo y cerró la puerta de 
inmediato. Este compañero me dijo que había pasado una 
semana y todavía no había podido recomponerse por la emo- 
ción de haberse encontrado frente a frente con el individuo 
que lo había torturado y que no podía hacer nada. Estas son 
cosas que conmueven en profundidad a la gente, perturban, 
despiertan emociones. Cuando la gente vive todo esto y ade- 
más se nos dice que somos los que insultamos, que somos los 
que atacamos, los que agredimos, es cuando pienso que la 
versión de esta sesión la voy a leer de derecha a izquierda, Se 
va a buscar un editorial, una declaración, cosas aisladas, pero 
yo digo, ¿quién dijo acá que somos extraviados mentales o 
desviados mentales quienes estamos contra la ley? El señor 
Ministro de Defensa Nacional. ¿Quién dijo que este es el 
plebiscito del odio? El Presidente de la República. ¿Quién nos 
señaló como extremistas? El Presidente de la Corte Electoral. 
Si trajera aquí una colección periodística de todo lo que ha 
dicho el señor diputado Díaz, designado por el Partido Colora- 
do para entenderse con el tema, ¿a qué conclusiones podría- 
mos llegar? Es un diputado, no es un articulista. Sobre todos 
estos conceptos de que ganamos o perdemos o de las mayorías 
silenciosas, vamos a verlo en las urnas, porque hasta hace 
pocos días hemos leído y ofdo por todas partes que las firmas 
no estaban y de la noche a la mañana ocurre que las firmas 
están. Eso sucedió a pesar de que nos trampearon y cómo y 
cuánto. 


¿Alguien cree que el señor senador Carlos Julio Pereyra no 
firmó? ¿Alguien cree que se puede poner en duda que Líber 
Seregni firmó? ¿Alguien cree que se puede poner en duda que 
el señor Senatore firmó, así como Enrique Rodríguez o Wil- 
fredo Penco? Sin embargo todas estas firmas fueron observa- 
das y en algún caso anuladas por funcionarios designados en 
condiciones muy especiales a cierta altura del procedimiento. 
Se llegó, incluso a que una funcionaria anunciara que estaba 
siendo amenazada telefónicamente en su domicilio y ocurre 
que no tiene teléfono. Es decir, que el tema está salpicado de 
elementos irregulares y a veces pintorescos. A pesar de las 
condiciones en que hubo que salir a buscar decenas de miles 
de firmas en sólo 48 horas, que fueron en su inmensa mayoría 
ratificadas y oportunidad en la que solamente 30 ó 35 perso- 
Das se presentaron a anular su firma, se llegó a la cantidad 
exigida. 


A pesar de ello, sin una convocatoria oficial y en forma no 
regular, se legó. Todo esto está vistiendo, de modo bastante 
lastimoso, el camino recorrido, y a ello, naturalmente, tene- 
mos que hacer alusión. Esta fiebre por resolver todo lo que 
tiene que ver con el referéndum, se ha dicho que después de 
22 años -yo no digo 22, porque no comparto ese criterio- en 
realidad de diez años y medio porque el resto es porquería, y 
al que no le guste la expresión que se aguante y que vaya al 
diccionario, si no sabe, a buscar lo que digo. -Sí, señor Presi- 
dente, el resto es porquería- porque en diez años y medio no 
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se reglamentó nada con respecto a la integración del Directo- 
rio del Banco de Previsión Social y tampoco se modificó la 
Ley Orgánica Municipal; pero ahora hay que reglamentar el 
recurso de referéndum y hacerlo ya, Habría que haberlo hecho 
ya, pero en otros términos, no en los que quedaron; esto surge 
del debate de hoy y ha sido confesado y reconocido pública- 
mente. 


Aquí no hay generosidad, no hay espíritu de transacción ni 
de amplitud; lo que ocurre es que la mentada unidad del 
Partido Colorado para aprobar el proyecto único, no lo era 
para con todo el texto. Hay componentes del Partido Colorado 
que no iban a votar algunas disposiciones de aquel proyecto, 
lo que es legítimo y es un hecho real; y la mentada mayoría 
del Partido Nacional, no era verdad para todo el proyecto. De 
modo que había disposiciones que no contaban con la mayo- 
ría. Existían dudas sobre si iban a contar con ella en el Senado 
y había certeza de que no se iba a lograr en la Cámara de 
Representantes. 


Este es el hecho nuevo que se planteó en el camino y al 
que tenemos que hacer referencia. Aquí no es cuestión de 
sutilezas jurídicas ni de búsqueda de calificativos; aquí se 
escribió lo que se escribió y para determinados efectos. Es 
decir, para efectos que coinciden con el interés de los tortura- 
dores, que no quieren ser sometidos a investigación. 


El General Alvarez tampoco quería ir al Juzgado y demoró 
su comparecencia cuanto pudo, interponiendo todos los recur- 
sos que encontró; pero finalmente asistió, porque hubo volun- 
tad para que fuera, 


Entonces, a cierta altura del debate -estaba escuchando 
con todo respeto, como lo hago siempre, las exposiciones de 
los colegas- no pude contenerme e interrumpl, por lo que pido 
excusas al señor senador Ricaldoni, a quien siempre, también 
hoy, escucho con mucho respeto, con un más o menos esten- 
tóreo “no apoyado”. Interrumpí porque en rigor se hizo una 
reflexión -que, como decía el doctor Echegoyen, me rechinó 
profundamente- sobre que se está especulando, que se quiere 
combatir contra el orden constituido, que es un pretexto para 
otras finalidades, etcétera. No, señor Presidente; a esto tene- 
mos que ir “clarito”, ahora y, si fuera posible, cosa que no 
creo, todos. 


Digo, señor Presidente, y estoy seguro de que interpreto a 
todo el Frente Amplio, y aunque no he hablado con ellos, 
porque los conozco, estoy seguro de que también interpreto a 
todos los ciudadanos y organizaciones políticas y sociales no 
frenteamplistas que en esta materia comparten nuestro punto 
de vista, que nosotros queremos que la ley sea anulada. He- 
mos hecho cuanto hemos podido para que lo sea. Vamos a 
hacer cuanto esté a nuestro alcance, dentro de lo legítimo, 
para que la ley resulte anulada. Si no lo es, el fallo del pueblo, 
para nosotros, será soberano y se terminó, 


Pregunto si dicen lo mismo los del otro lado. Los del otro 
lado dicen “nosotros queremos que la ley se mantenga, por 
estas o aquellas razones. Nosotros vamos a sostener pública- 
mente y hacer todo lo que se pueda para que la ley se manten- 
ga; pero si el pueblo resuelve que la ley sea anulada, natural- 
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mente que acatamos”. ¿Dicen eso? No; no lo hemos escucha- 
do. Ni siquiera de parte del señor Presidente de la República. 


Por lo tanto tengo derecho a expresar que quienes estamos 
afirmando las instituciones, quienes estamos defendiendo cla- 
ra y ahincadamente el orden institucional, somos nosotros, los 
que decimos que esta es una ley que nos desagrada, que nos 
hiere y que rechazamos. 


(Interrupciones) 


Discutimos esta ley en el Parlamento, la votamos en contra 
y perdimos. En fin; de la misma forma en que perdió la Unión 
Colorada y Batllista en 1985, cuando no quiso aquella amnis- 
tía. La votó en contra y perdió. La Unión Colorada y Batllista 
pudo haber recurrido al referéndum pero no lo hizo por razo- 
nes que respetamos; ellos sabrán cuáles son. En cambio todo 
el Frente Amplio, sí, también lo hicieron sectores del Partido 
Nacional, un sector del propio Partido Colorado, la mayoría 
de la Unión Cívica y un conjunto de organizaciones sociales. 


Estuvimos recorriendo el país, recolectando firmas, y abo- 
ra vamos al referéndum. Si lo ganamos, la ley queda anulada; 
si lo perdemos, la ley queda en vigor y si así sucede sus 
efectos son los que el texto dice. ¡Qué se nos va a ocurrir 
discutir más si el pueblo, soberano resolvió! No lo hizo ni 
siquiera la dictadura, en 1980, cuando perdió. Pero si anula- 
mos, los procesos continuarán y si se cita a gente acusada de 
haber cometido delitos, tendrá que presentarse a donde deba. 
Este es el tema, señor Presidente. 


Es a esto que debemos referirnos con claridad y mo salir 


% por ahí a decir que hay que votar por el mantenimento de la 


ley porque si la resolución del pueblo es contra ella quién 
sabe lo que irá a suceder, que quizá vuelva la dictadura, la 
subversión. No; los que queremos afirmar el orden institucio- 
nal, los que queremos la Constitución y el imperio de la ley, 
los que queremos un Parlamento libre, decimos: queremos 
ganar, queremos que nuestras ideas consigan la mayoría; pero 
si perdemos porque el pueblo nos derrota, aceptaremos las 
consecuencias y aplicaremos lo que corresponda, Nosotros lo 
decimos con toda la fuerza de nuestra voz y lo vamos a decir, 
también, por todos los rincones de la República. 


Como es natural, señor Presidente, vamos a denunciar y 
con severidad, y si las palabras que utilicemos no gustan, 
¡mala suerte! Si alguien está desconforme con alguno de nues- 
tros calificativos, bueno ¡que otra vez aplique el desafuero!, 


Total, lo que se hizo una vez, se hace dos. Pero de todas 
formas vamos a denunciar. 


La defensa del orden institucional radica en que cada uno 
afirme, por anticipado, que aceptará lo que salga de las urnas. 
De la misma manera que en noviembre de 1989, nosotros 
aceptaremos al gobierno del Partido Colorado si se le procla- 
ma ganancioso, o al del Partido Nacional. Así como si las 
urnas proclaman ganancioso al Frente Amplio, tanto el Parti- 
do Colorado como el Nacional lo van a aceptar, en el mes de 
abril sabremos qué piensa el pueblo, que es el soberano supre- 
mo, 
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Además quiero manifestar, sin sutilezas jurídicas, para las 
que -porque pasé solamente unos meses por la Facultad de 
Derecho y Ciencias Sociales- probablemente no esté demasia- 
do calificado, que a mi juicio hay otras cosas más profundas 
que ese tipo de sutilezas. Nosotros tenemos, sí, una democra- 
cia republicana representativa. ¿Por qué la tenemos, funda- 
mentalmente? Porque hay tres millones de habitantes y 
2:300.000 ciudadanos habilitados para votar. Entonces, para 
votar cada ley no vamos a convocar a 2:300.000 personas. 
Aquella democracia directa del tiempo de las ciudades griegas 
ya no es aplicable en ninguna parte del mundo; pero lo supre- 
mo es el pueblo. No es un recurso secundario, excepcional, 
complementario, sino que es lo supremo. Cuando se convoca 
al pueblo, esto tiene que hacersejcon Tam. a amplitud, sin 
retrancas, sin limitaciones, sin buscar pretextos extrafíos. No; 
debe hacerse con total amplitud porque para nosotros la deci- 
sión popular no tiene parangón. Y la decisión que el pueblo 
tome en abril será suprema e irrevocable, será a la que debe- 
mos estar adscriptos todos los que queremos las instituciones. 


Naturalmente, no lo estarán los Aldo Rico uruguayos, pero 
esos no tienen representación en las fuerzas políticas del país. 
Todos los que estamos acá lo vamos a aceptar. Pero, además, 
sería muy bueno e importante que todos lo dijéramos en for- 
ma anticipada, porque a lo largo de la historia en el Uruguay 
se han planteado muchas cosas extrañas. Recuerdo hace algo 
más de 40 años, cuando se intentó la pintoresca teoría de los 
golpes de Estado buenos y de los malos. Para algún personaje, 
de cuyo nombre no vale la pena acordarse, si le servía a sus 
intereses políticos, el golpe de Estado era bueno; si no, era 
malo. 


SEÑOR CERSOSIMO. - ¿Me permite, señor Presidente, 
para una moción de orden? 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor, 


SEÑOR CERSOSIMO. - Formulo moción para que se pro- 
rrogue el término de que dispone el orador, 


SEÑOR PRESIDENTE, - Se va a votar la moción. 
(Se vota:) 

- 18 en 20. Afirmativa. 

Puede continuar el señor senador Rodríguez Camusso. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. - Agradezco la vota- 
ción y en atención a lá hora que es y, además, a lo extenso del 
articulado que tengo entendido se desea tratar esta noche, voy 
a suprimir algunas otras referencias y me voy a limitar a las 
que estimo centrales. 


En todo este tema hago una distinción clara, no tanto entre 
quienes son partidarios de la ley de 1986 y quienes somos 
contrarios a ella, posiciones harto conocidas, sino en cuanto a 
que ahora, desde fines de 1988, ha surgido una nueva reali- 
dad: entre quienes votaron en 1986 hay algunos que son parti- 


CAMARA DE SENADORES 


4 de Enero de 1989 


darios de esa ley, la aprobaron entonces, la sostienen hoy, van 
a adoptar la actitud correspondiente en abril en el referéndum, 
pero no intentan deslizar elementos complementarios que des- 
naturalicen el procedimiento, mientras que hay otros que lo 
hacen. 


Entonces, distingo entre los partidarios de aquella ley y 
sus fanáticos, los que se han manifestado dispuestos a arrasar 
con todo con tal de que ninguno de los responsables de las 
violaciones de los derechos humanos nunca sea sometido a la 
justicia. 


Aunque sea en medio de un tema tan trascendente siento la 
necesidad de hacer una breve referencia personal. Sé que ten- 
go que hacerla porque reiteradamente se ha hablado de adjeti- 
vos y calificaciones y en algunos casos me he sentido aludido 
aunque no haya sido nombrado directamente. 


Escuché con cierta envidia cómo un colega señalaba hace 
un rato que había ingresado al Parlamento en febrero de 1985, 
Yo ingresé hace cerca de 40 años, con el receso obligado de 
12 años que todos conocemos, y naturalmente sobre mi lucha 
y mi estilo de definición no tengo nada que agregar porque 
todo el mundo los conoce. Para bien o para mal, siempre me 
hago responsable de cada una de mis afirmaciones. 


En este caso he leído y escuchado apreciaciones de diri- 
gentes políticos, muchos de ellos senadores, con quienes dis- 
crepo en este tema de punta a punta. Por ejemplo, el señor 
senador Zumarán y el señor senador Posadas, con quien, a raíz 
de un artículo que publicó en “La República”, que me dolió 
mucho, tuve una conversación personal porque él contestaba 
en términos fuertes algo que suponía había dicho referido a él 
y que nada tenía que ver con el señor senador. Creo saber 
distinguir entre las diferencias de ideas y las diferencias de 
procedimientos. Si hay organizaciones políticas y si hay diri- 
gentes que en 1986 estimaron que debían votar la ley a la que 
estoy haciendo referencia, nosotros los combatimos en el pla- 
no de las ideas y no en el de los procedimientos personales. 
Esos políticos, en general, hoy mantienen sus puntos de vista 
pero han aportado definiciones personales y sectoriales que 
han sido decisivas para que algunos intentos que se quisieron 
llevar adelante no prosperaran. 


Este es un hecho político y real que todo el mundo conoce. 
Hay artículos que no pudieron ser objeto de insistencia porque 
legisladores del Partido Colorado y legisladores y sectores 
enteros del Partido Nacional les negaron su voto. Este es un 
hecho público y notorio. Si no hubiera sido así, se bubiera 
intentado llevarlos adelante. 


Se trata de un hecho real al que me he referido y me 
seguiré refiriendo con plena responsabilidad de mis afirmacio- 
nes, porque ese intento sirve a la impunidad de los torturado- 
res. No es el problema de la ley de 1986, porque ella fue 
votada, por ejemplo, por el sector de Por la Patria, y duras 
diferencias tuvimos con ellos en ese momento y vamos a tener 
otra vez ahora en la campaña electoral. Pero no se plegaron a 
estos intentos. Y en el sector del Partido Colorado, dentro de 
lo que no sé si seguir llamando Batllismo Unido -o como se 
llame- el sector popularmente conocido como “Jorgista” o 
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como “Batllista”, también ha adoptado una posición similar 
respecto a algunos de los artículos, por lo menos hasta donde 
mis conocimientos llegan. 


En los hechos reales, aquella mayoría arrasadora que in- 
tentó sacar aquel proyecto informado con tanta velocidad por 
la Comisión, antes del fin de semana en el que las firmas se 
iban a juntar, quedó por el camino porque no tuvo votos y 
porque si los hubiera tenido en el Senado no los iba a lograr 
en la Cámara de Representantes. Esta es una realidad política 
que juzgué con dureza, porque no tiene relación directa con el 
hecho de que se haya votado o no la ley en 1986, sino con el 
de que se utilicen procedimientos ocasionales para gravitar de 
modo presumiblemente importante en el resultado de la con- 
frontación ideológica que vamos a realizar en abril de 1989. 


Quiero, entonces, que quede perfectamente en claro. Me 
sentí profundamente agraviado y dolido, como legislador y 
como ciudadano, porque en la Comisión del Orden del Día se 
nos dijeron cosas que no eran verdad y que después se demos- 
tró que no lo eran. Bastó la reunión que tuvieron algunos 
senadores nacionalistas inmediatamente después de aquel 
cuarto intermedio que se pidió por 15 minutos y que duró 
mucho más, para que ello fuera notorio, Y quiero que esto 
quede claro en el día de hoy. 


(Ocupa la Presidencia el señor senador Ricaldoni) 


Este es un hecho que ha motivado nuestra reacción y que 
no va más allá de eso. Ni somos desconformes de siempre, ni 
somos alteradores del orden ni de la paz. No podemos respon- 
der por cada artículo periodístico ni por cada letrero que se 
escriba. También se escribe contra nosotros. Se escribe, se 
dice y se informa de todo. Sí, respondemos por los procedi- 
mientos y las disposiciones que asumimos. 


En abril llegará la hora de la verdad. Nosotros vamos a 
acatar sin protesta, con alegría o con dolor, pero sin protesta, 
lo que el pueblo resuelva. 


SEÑOR TARIGO. - ¿Me permite una interrupción, señor 
senador? 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. - Sí, con mucho gus- 
to. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Américo Ricaldoni). - Puede 
interrumpir el señor Vicepresidente de la República, doctor 
Tarigo. 


SEÑOR TARIGO. - Agradezco la interrupción que me ha 
concedido, a pesar de que usted había anunciado que no iba a 
conceder más. Supongo que ese habrá sido el motivo por el 
cual ningún otro señor senador, ni del Partido Colorado ni del 
Partido Nacional, le ha solicitado una interrupción. 


La finalidad de esta interrupción es aclarar algo que es 
mucho más simple que esa especie de novela que está tejiendo 
el señor senador Rodríguez Camusso, acerca de lo que ocurrió 
en la Comisión del Orden del Día y la mentira que le dijeron 
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cuando señalaron que estaban los votos necesarios, y todas 
esas consecuencias. 


No hubo nada de esa naturaleza, señor senador, tenga la 
absoluta tranquilidad de ello. 


Puedo asegurar que la inmensa mayoría de los señores 
senadores blancos y colorados -no digo todos, porque no pue- 
do asumir la representación de la totalidad- compartimos el 
contenido del artículo 20 del proyecto del señor senador A gui- 
rre. 


Después de haber estampado, redactado e incluido el ar- 
tículo en el proyecto, la única duda que se planteó fue la de si 
era políticamente conveniente o no. Y ¿por qué si.eta política- 
mente conveniente o no? Es decir, que no tenemos ninguna 
duda de que esa es la solución jurídica de que un referéndum 
afirmativo lo único que puede hacer es derogar la ley, Hemos 
hablado hasta el infinito, hemos repetido todos o casi todos 
desde que el problema del referéndum empezó a plantearse, el 
ejemplo de la ley que establece una nueva causal de divorcio, 
que luego es objeto de un referéndum y que los matrimonios 
disueltos en virtud de esa causal, que los nuevos matrimonios 
contraídos por lo divorciados, los hijos nacidos, etcétera; todo 
eso no puede anularse retroactivamente, sino que simplemente 
se deroga de ahí para adelante. El tema es sumamente conoci- 
do y no vale la pena ni siquiera mencionar, 


La duda que se nos planteó a muchos, indistintamente -y 
aquí no hay problemas de sectores, ni de “Jorgistas”, ni de “no 
Jorgistas”, que es otro capítulo de la novela- era simplemente 


_ si eso era políticamente conveniente o no. ¿Por qué? Porque 


en este país estamos todos sometidos, nos guste o no a una 
especie de amenaza colectiva; a una amenaza colectiva que si 
ese artículo hubiera sido incluido y sancionado, esa manifesta- 
ción que se realizó el otro día, hubiera sido en este país, algo 
así como la toma de la Bastiila, con dos siglos de retraso. Fue 
eso lo que quisimos evitar. Quisimos evitat que algo que era 
absolutamente bonesto, que traducía la solución jurídica que 
libremente le habíamos dado un conjunto de senadores colora- 
dos y blancos, al tema, pudiera interpretarse por quienes siem- 
pre piensan mal, por quienes siempre están en la teoría de la 
conspiración, por aquellos a quienes nada les viene bien, ni la 
Corte Electoral, ni ninguna institución del país cuando contra- 
dice sus deseos o propósitos y supusieran que aquí lo que se 
quería hacer era estafarles el resultado del referéndum. No 
sólo que lo supusieran ellos, sino que se lo trasmitieron a la 
gente que no tiene porqué saber lo que dice la Constitución, ni 
cómo se interpreta, ni cuál es la diferencia entre derogación y 
anulación, y al país se lo volcara a una aventura sin término, 
cuyo fin no se sabía cual podía ser. No fue nada más que la 
intención de contemporizar, sabiendo que nuestros adversarios 
no contemporizan, sabiendo que iban a cargar la tintas, y que 
eso era una maniobra, lo que nos llevó a algunos, como al 
propio senador Aguirre -que lo acaba de manifestar hace un 
rato- quien hace tres semanas se convenció de que ho era 
políticamente conveniente esa solución y aceptó de buen gra- 
do retirarla de su proyecto. 


De manera que no se haga toda esta historia compleja, 
porque no la hay, lo que sí hay, simplemente, gente que pen- 
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samos con nuestra cabeza, que pensamos dos veces, que a 
veces nos equivocamos, que nos pudimos haber entusiasmado 
con una solución que jurídicamente seguimos compartiendo y 
que, posteriormente, en un segundo examen algunos dijeron 
que políticamente esto no era conveniente. 


Gracias por la interrupción, señor senador. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Américo Ricaldoni). - Puede 
continuar el señor senador Rodríguez Camusso. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. - Iba a continuar sin 
interrupciones pero, naturalmente, si el señor Vicepresidente 
de la República deja la Presidencia del Senado en una situa- 
ción especial como la que él tiene dirigiendo el debate, y me 
solicita una interrmpción, obviamente, no podía negársela, 
por eso la he concedido y con mucho gusto. 


Sefíalo que el concepto de novela no excluye que sea refle- 
jo de la realidad; los aficionados a la literatura saben muy 
bien que la novela realista ha sido muy rica en descripción de 
realidades. En todo caso, de esta novela o como se la quiera 
llamar se ha modificado el concepto, se han explicado los 
fundamentos en términos que son atendibles. Naturalmente 
que expresan el punto de vista de gente que piensa con su 
cabeza; aquí todos pensamos con nuestra cabeza, ¡nadie vaya 
a creer que aquí ninguno de nosotros piensa con cabeza ajena! 
Todos pensamos con nuestra cabeza, si lo haremos! y a veces 
nos produce hacerlo buenos dolores de cabeza. De manera que 
hay gente que piensa con su cabeza y revisó su opinión ante- 
rior y, eso es lo que importa. ¿Por qué lo hizo, qué fundamen- 
tos tuvo, qué evaluación política? Bueno, es.lo suyo. El hecho 
real es que hay gente que se propuso algunas cosas y a cierta 
altura modificó ese punto de vista. La modificación, de puntos 
de vista de algunas personas que integran el Parlamento hizo 
que determinados artículos que hasta cierta altura aparecían 
con mayoría, dejaran de tenerla. Este es el hecho real, el 
sustrato del asunto; lo demás es todo polémica, es todo -en el 
buen sentido de la palabra no despectivamente- hojarasca. En 
rigor decir “gente a la que nada conforma, gente a la que 
ninguna institución sirve”, puede dar lugar a que diga que hay 
gente a la que ninguna manifestación pública le gusta, sobre 
todo si es numerosa. Puede haber políticos a los cuales les 
gustan los actos de 400 ó 500 personas, y no aquellos a los 
que concurren cincuenta mil. Es un punto de vista. Puede 
haber políticos a los que guste la gente que va simplemente a 
escuchar y después aplaude o no y, otros, a los que nos gustan 
más lo actos ardorosos, vivos, con expresión popular, siempre, 
naturalmente, que se realicen en forma ordenada y pacífica. 
Estas son preferencias personales. Lo que sí importa, lo que 
queda en pie es que nosotros somos profundamente respetuo- 
sos del orden institucional, podemos no compartir lo que suce- 
de en algunos lados, por ejemplo, no compartimos lo que pasa 
en la Intendencia de Montevideo, así como no compartimos 
las actuaciones cumplidas por la Corte Electoral, lo cual des- 
de mi punto de vista personal, digo que no compromete para 
nada el honor personal de sus miembros, a algunos de los 
cuales conozco, prácticamente, de toda la vida. Repito que no 
comprometo para nada su honor personal, pero sí la eficiencia 
de los procedimientos cumplidos sobre este tema. El hecho de 
que no estemos de acuerdo con la Corte Electoral ni con la 
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Intendencia de Montevideo; por ejemplo, esta última expre- 
sión clara y típica de lo que es el Partido Colorado todo en el 
Gobierno, no significa que estemos desconformes con todo. 
En absoluto, para nada. 


Finalmente, también tengo que decir, por ejemplo -y es 
otra reflexión que quería hacer a propósito de los estilos- que 
no es precisamente a causa de nuestra organización política, 
ni de nuestra bancada, que cabe poner el acento, especialmen- 
te, en los estilos y ataques pesonales. Señalo esto porque del 
propio Partido Nacional, han partido recientemente ataques 
mucho más duros a los que no sé en qué oportunidad ni 
porqué vía se les dará respuesta; ataques personales contra el 
señor senador Zumarán, que no comparto en absoluto, pero 
que salieron de un legislador de su Partido; ataques personales 
contra quien sigo pensando que ha sido un brillante Ministro 
de Relaciones Exteriores, y que salieron de su propio Partido, 
entre otros ataques durísimos... 


SEÑOR GARCIA COSTA. - No tiene nada que ver con el 
proyecto. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. - ¡Se ha dicho tanta 
cosa que no tiene nada que ver con el proyecto, que una más 
no le hace mal y, sin embargo, se han dicho tan pocas que 
tengan que ver con él! 


Pero como se ha aludido a los estilos y a los calificativos, 
simplemente, quiero sostener que me atengo al que he sosteni- 
do toda mi vida en el Parlamento y que continuaré sostenien- 
do. Una cosa son las diferencias ideológicas y califico perso- 
malmente a quienes son partidarios de la ley de 1986; no 
califico tampoco, a quienes revisaron puntos de vista con res- 
pecto a determinados artículos y resolvieron retirarlos. Sí digo 
que si este proyecto hubiera tenido votos, se vota y se convi- 
erte en ley antes del fin de semana en el cual recogimos las 
firmas. También digo que si nosotros, los que queremos que la 
ley de caducidad o de impunidad de 1986 sea anulada, vamos 
a acatar el fallo de las urnas, y lo vamos a cumplir. Nuestra 
posición es de paz, es de integración nacional, es de defensa 
de la justicia; la Justicia existe para quien tiene uniforme y 
para quien no lo tiene. La Justicia con todas las garantías, con 
la defensa debida, sin torturas ni malos tratos, sin apremios y 
sin nada parecido; la Justicia en estado puro, la queremos para 
todos. Si el pueblo nos dice que no, bueno, nos habrá derro- 
tado, el tema estará terminado y la decisión será irreversible. 
Pero, naturalmente, la misma palabra tendrá que ser dicha por 
todos y si se dice algo que no sea exactamente eso, nosotros lo 
vamos a marcar con los términos que nos parezcan adecuados 
y, en cada caso, nos haremos responsables por ello. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Américo Ricaldoni). - Tiene 
la palabra el señor senador Tourné, 


SEÑOR TOURNE. - Vamos a tratar de fijar en los térmi- 
nos más breves posibles nuestra posición sobre el tema en 
debate, en el entendido de que el objetivo esencial consiste en 
poder dotar a la Corte Electoral de los medios e instrumentos 
necesarios para que se verifique el acto de referéndum en un 
plazo relativamente corto y con la infraestructura de recursos 
y legal adecuadas. 
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Entendemos que la Comisión de Constitución y Legisla- 
ción y ahora el Senado deberían atenerse a lo que incluido en 
el Mensaje de la Corte Electoral referido, en términos genera- 
les, a consideraciones que en primer lugar trataban de introdu- 
cir modificaciones a la Ley de Elecciones N* 7.812 de enero 
de 1925, que actualizarían las normas legales y las pondrían 
de acuerdo con actos legislativos posteriores, fundamental- 
mente con el Decreto-Ley N* 15.654, de 25 de octubre de 
1984, en que se aprueban normas relativas a las comisiones 
receptoras de votos y con el Decreto-Ley N* 15,655 que regla- 
mentó la obligatoriedad del voto y derogó algunos capítulos 
de una ley anterior. 


En forma conjunta la Corte Electoral ha solicitado recur- 
sos por un orden de N$ 1.250:000.000 a efectos de poder 
atender el acto del referéndum así como las Elecciones Nacio- 
nales de 1989. 


El Mensaje que la Corte Electoral elevó al Poder Ejecutivo 
y lo que éste comunicó al Parlamento es un texto sobrio, 
ponderado, referido estrictamente a remover los obstáculos 
que impedirían la concreción del plebiscito por paste del 
Cuerpo electoral. 


Creemos que no debió haberse salido de ese carril, porque 
en definitiva ahí se establecía lo que de urgencia tiene la 
consideración de este tema. El agregado que se hizo posterior- 
mente de un largo capítulo que, a su vez, comprende tres 
subcapítulos, el de la reglamentación del recurso de referén- 
. dum, ya sea por la vía de las disposiciones generales o por 
aquellas que atienden a la promoción e interposición del re- 
curso, así como la convocatoria y el pronunciamiento del 
Cuerpo electoral, hubieran podido esperar hasta mejor oportu- 
nidad, o sea, hasta que se hubiera podido realizar un estudio 
profundo por parte del Parlamento. 


En esta última parte se han incorporado disposiciones que 
consideramos contrarias a la tradición nacional existente en 
materia electoral, pues se han incluido disposiciones que 
constituyen un constreñimiento de la voluntad del Cuerpo 
electoral y que generan un proceso inverso al que 
correspondería a una ley que busca la transparencia de nuestro 
sistema electoral y que trata de establecer bases que eviten 
una polémica. Algunas normas que se establecen para el futu- 
ro no han sido maduradas en un grado adecuado; inclusive, ha 
faltado una experiencia histórica fundamental en toda esta 
etapa y en el caso concreto del acto electoral en que se diluci- 
de esta situación, las que igualmente hubieran requerido un 
asesoramiento puntual y conforme. 


En primer término señalamos la modificación a la Ley de 
Elecciones en lo que respecta, básicamente, a las comisiones 
receptoras de votos. De todos modos, nosotros le damos nues- 
tro aval a la totalidad de los artículos, aunque no comprende- 
mos algunas discordancias que surgen del texto legal aproba- 
do, 


Una modificación que entendemos muy importante y que 
fue introducida por la Corte Electoral se refiere al artículo 92, 
el que conlleva nada menos que una consecuencia no deseable 
para el elector. La falta de firma del Presidente o del Secreta- 
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fio de la Mesa en la tirilla no aparejará la nulidad del voto. La 
Corte Electoral ha entendido razonable y fundamental elimi- 
par ese requisito porque hacía recaer la responsabilidad sobre 
quien no estaba en condiciones de realizar el control debido 
sobre la falta de las firmas. La corrección que propone la 
Corte Electoral y que aparentemente no es aceptada por la 
Comisión, constituye sin duda alguna un elemento que reque- 
rirá lo que podríamos llamar una explicación plausible por 
parte de los señores Miembros Informantes de este proyecto. 


Señalamos como un factor menor la modificación al artí- 
culo 77 de la Ley de Elecciones N* 7.812. Atendiendo al tenor 
de las normas dispuestas ese artículo desaparece de la redac- 
ción que consigna la Comisión de Constitución y Legislación. 
Suponemos que puede tratarse de un error a corregirse en el 
curso de la discusión, pero que afecta o altera el acápite del 
artículo 1”, 


(Ocupa la Presidencia el doctor Tarigo) 


SEÑOR CERSOSIMO. - ¿Me permite una interrupción, 
señor senador? 


SEÑOR TOURNE. - Sí, señor senador. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor 
Miembro Informante. 


SEÑOR CERSOSIMO. - Es verdad Jo que señala el señor 
senador Toumé. Ha sido una omisión involuntaria que se co- 
metió al confeccionar el texto del proyecto el que el artículo 
77 no haya sido incluido dentro de las disposiciones que lo 
conforman. 


En el propio informe de la mayoría de la Comisión se 
explica que el artículo 77, de acuerdo con el proyecto del 
Poder Ejecutivo que recoge el de la Corte Electoral, habrá de 
sufrir modificaciones en su redacción actual. De manera que 
ese artículo debe ser incorporado porque fue aprobado por la 
Comisión; simplemente se omitió al transcribir el texto al re- 
partido que está a consideración del Senado. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor sena- 
dor Tourné. 


SEÑOR TOURNE. - Esta aclaración supera una observa- 
ción meramente de detalle que no pasó desapercibida a los 
Miembros Informantes. En definitiva, se omitió algo que ha- 
bía sido aprobado por la Comisión y que debe aparecer en el 
proyecto. 


No resulta tan clara la situación respecto a lo que podría 
ser un cambio de opinión de la Comisión acerca del artículo 
92 y la eliminación de la anulación del voto como consecuen- 
cia de la falta de la finma de alguno de los miembros de la 
Mesa, lo que en mi criterio tiene que ser superado recogiendo 
el texto que la Corte Electoral elevó al Poder Ejecutivo, por- 
que constituye una observación desde todo punto de vista 
atendible. 
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Con respecto al segundo capítulo -el referido a la regla- 
mentación de la obligatoriedad del voto- creemos que tenía 
una fórmula precisa, sobria y concreta en el proyecto de la 
Corte Electoral, cuyo artículo tercero declaraba aplicable los 
procedimientos y sanciones previstas en el Decreto-Ley N* 
15,655 de 25 de octubre de 1984. La Comisión, en cambio, ha 
redactado esta temática de la obligatoriedad dei voto de ma- 
nera en extremo detallada. 


Quiero señalar, sobre todo, que no compartimos el carácter 
punitivo, realmente extremo, que tienen algunas de las dispo- 
siciones de este proyecto de ley. Es asf que en el caso concre- 
to del inciso d) del artículo 11 que figura en la página 13 del 
repartido que tenemos a consideración, se establece la prohi- 
bición de ingresar a la Administración Pública para quienes 
no hayan sufragado, sin que esa omisión pueda ser subsanada 
ni siquiera con “el pago de la multa prevista en el artículo 8% 
de la presente ley”. En la realidad de los hechos, sin embargo, 
nos encontrábamos con que la norma modificativa de esta ma- 
teria -el Decreto-Ley N” 15.655- daba una naturaleza similar a 
la sanción, sin llegar al plano en que la ha puesto la Comisión 
de Constitución y Legislación. 


Fuera de este hecho referido a la reglamentación de la 
obligatoriedad del voto, que podría establecerse a través de un 
único artículo, como lo ha hecho la Corte Electoral, el capítu- 
lo que nos merece severas objeciones es el que tiene que ver 
con la reglamentación del referéndum, que contiene un con- 
junto de disposiciones diversas. Algunas de ellas recogen los 
textos constitucionales, por lo que parecería que en una 
instancia de urgencia, en la que es necesario proveer una 
norma y un texto legal adecuado, resultarían superfluas, por- 
que las propias disposiciones constitucionales ya prevén las 
distintas situaciones en las que está enmarcada esta orienta- 
ción, 


Por otra parte, entendemos que hay un proceso de burocra- 
tización del referéndum, que prácticamente va a condenar a 
este instituto de democracia directa -de presencia directa del 
pueblo, participando en mecanismos tan importantes como los 
de esta naturaleza- en el sentido de que en el futuro sea prácti- 
camente imposible lograr pronunciamientos del cuerpo electo- 
ral, dado que ello queda librado exclusivamente a lo que po- 
dríamos llamar, en términos muy breves, la decisión de la 
Corte Electoral, de acuerdo a como está planteado el pro- 
blema. 


Quiero señalar, particularmente, que en la reglamentación 
se prevé que un número no inferior al uno por mil de los 
inscriptos está en condiciones de promover el funcionamiento 
del instituto. del referéndum, y que la Corte calificará la pro- 
cedencia del recurso en un término que fija en 10 días. Luego, 
dentro de los 60 6 90 días -en un domingo entre el segundo y 
tercer mes del pronunciamiento de la Corte admitiendo el 
recurso- convocará a los inscriptos habilitados para votar que 
deseen adherir al recurso, a que lo hagan en la forma que se 
determina en los artículos siguientes. Y ¿qué es lo que se 
determina en los artículos siguientes? Que en cada capital de 
departamento van a funcionar las comisiones receptoras de 
esa voluntad popular, y que fuera de las capitales de los de- 
partamentos, en aquellos pueblos, villas o ciudades en los que 
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exista un número de inscriptos no inferior a 10.000, también 
funcionarán comisiones receptoras de votos. ¿Qué significa, 
en definitiva, este planteo? Implica condenar a que el 30 ó 
40% del electorado que se encuentra en el interior de la Repú- 
blica se vea imposiblilitado de acceder a un pronunciamiento 
en esta materia, salvo que esté dispuesto a trasladarse a luga- 
res que se encuentran a distancias superiores a los 250 6 300 
kilómetros, lo que constituye, sin duda, un verdadero tras- 
torno. 


Afirmamos esto teniendo en cuenta la realidad de nuestro 
país. Nos encontramos, por ejemplo, con que en departamen- 
tos como Canelones únicamente existen tres ciudades que es- 
tán en condiciones de poner en funcionamiento comisiones 
receptoras de votos: la capital del departamento «la ciudad de 
Canelones- Las Piedras y Pando; en el resto de las decenas y 
decenas de pueblos, villas y ciudades del departamento de 
Canelones, la gente que quiera adherir al recurso tendrá que 
recorrer distancias kilométricas hasta uno de estos tres Inga- 
res, alos efectos de manifestar su voluntad. 


Pensemos en los demás departamentos del país; integran 
este Cuerpo señores senadores que los conocen muy bien. 
Tomemos, concretamente, el caso de Soriano. Unicamente en 
la ciudad de Mercedes se estaría en condiciones de poner en 
funcionamiento comisiones receptoras. Ninguna otra localidad 
del departamento cuenta con un número de inscriptos superior 
a 10.000 y, por ende, quienes quieran adherir a un referéndum 
tendrán que trasladarge, insistimos, desde puntos muy alejados 
para poder emitir su pronunciamiento. Y esto que digo con 
respecto a Soriano, vale para el resto de los departamentos del 
país. ¿Qué sucede, por ejemplo, en Durazno? Sólo la capital 
departamental está en condiciones de que funcionen comisio- 
nes receptoras de votos. Ninguna de las ciudades o pueblos de 
ese departamento cuenta con un número de inscriptos superior 
a los 10.000, Quiere decir que quienes viven en Sarandí del Yi 
o en localidades alejadas 150 6 200 kilómetros de la capital 
departamental tendrán que hacer un verdadero desfile, formar 
una larga caravana, para poder ilegar hasta un lugar donde se 
recoja su manifestación de voluntad. Y esto que señalamos 
con respecto a los departamentos que hemos nombrado, lo 
podemos trasladar al resto de los departamentos de la Repú- 
blica, 


En cuanto a San José, solamente la capital departamental 
está en condiciones de instalar comisiones receptoras; el resto 
de las ciudades no cuentan con el número de inscriptos sufi- 
cientes como para figurar dentro de aquellas localidades, vi- 
llas o pueblos en los que pueden funcionar las citadas comi- 
siones. 


Si hemos compartido de manera tan firme los procesos de 
descentralización; si escuchamos la palabra macrocefalismo 
referida a Montevideo y del mismo modo a las capitales de- 
partamentales sobre el resto de las ciudades, villas o pueblos 
de cada departamento, ¿de qué manera podemos tildar un pro- 
yecto de ley de esta naturaleza, que genere un hecho tan grave 
y distorsionante de lo que tiene que ser un pronunciamiento 
electoral, en el que absolutamente todos los ciudadanos del 
país deben tener la posibilidad de concurrir a manifestar su 
voluntad, sin que se imponga a los ciudadanos del interior ese 
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gravísimo peaje, ese traslado masivo -a través de medios ab- 
solutamente onerosos- ese gravamen, para poder prestar su 
concurso a este acto? 


Estas características, estas circunstancias que señalamos 
concretamente en torno a este proyecto de ley, hechos que 
extraemos de él, nos revelan claramente que debe ser objeto 
de una más profunda meditación, de un mayor análisis, si es 
que se va a instrumentar el camino a seguir por la Corte 
Electoral en relación al referéndum, permitiendo el control 
adecuado previo sobre quienes aportan su aval favorable al 
funcionamiento del instituto del referéndum. Sabemos y tene- 
mos la convicción, que trasmitimos al Cuerpo, de que tendrá 
que verificarse por otra metodología y otros procedimientos, 
que esta actitud no sea en grave perjuicio sobre el 30 6 40 % 
del electorado del país que se encuentra en el interior de la 
República. 


No vamos a insistir en otros aspectos, como por ejemplo, 
que se tome el voto en blanco como uno que incide en un 
sentido determinado. Creemos que esto constituye una gravÍ- 
sima violación a nuestras tradiciones electorales, desde lo que 
podríamos llamar las leyes constitutivas orgánicas del voto 
popular en 1925 y lo que ha sido una aplicación pacífica en 
nuestro país de cómo computar y de qué es lo que debe enten- 
derse como un voto válido. 


Indudablemente, asimilar el voto en blanco como un no 
pronunciamiento, como se ha señalado en forma categórica y 
con sólidas razones por parte de otros señores senadores, es 
hacer pesar, también, extendiendo el mismo género de razona- 
miento, el voto nulo como en contra de una decisión de refe- 
réndum. Esto, sin duda alguna, constituye una aberración del 
punto de vista de lo que debe ser la transparencia de los pro- 
cedimientos electorales. 


Consideramos que de nada sirve, que no vale y que afecta 
profundamente la dinámica de este procesó electoral que se 
diga que para este referéndum estas normas quedan sin efecto, 
pero que para el futuro sí regirán, ya que ello implicaría entro- 
nizar realmente una decisión absolutamente desacertada que 
debe ser objeto de condena y -sin extremar los adjetivos- de 
una reflexión serena y profunda que no puede cumplirse en 
esta instancia, determinando claramente a nuestro criterio, que 
todo el capítulo, en orden a la reglamentación del recurso, 
debe ser dejado para la oportunidad en la que, con serenidad 
de espíritu y una visión global de estos mecanismos y de su 
importancia, se determine que el Poder Legislativo eche mano 
a lo que debe ser un pronunciamiento global sobre el refe- 
réndum. 


No nos sirve tampoco que cuando se legisle sobre el recur- 
so del referéndum, del plebiscito o de iniciativa popular, de 
alguna manera omitamos todo un enorme capítulo referido al 
referéndum en materia municipal que es necesario actualizar. 
Como lo hemos dicho reiteradamente, se trata de normas que 
datan desde 1935 y la Ley Orgánica Municipal N” 1915 esta- 
bleció una reglamentación que de alguna manera, diríamos, 
fue inicial o primaria de dicho recurso. En diversas oportuni- 
dades, ha sido preciso que la Corte Electoral, acudiendo a los 
fundamentos de leyes análogas y a lo que puedan ser mecanis- 
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mos electorales consagrados en nuestra legislación, haya su- 
plido las carencias que en esa materia tiene el recurso del 
referéndum. 


Recuerdo que en el período inicial de esta Legislatura se 
presentó un proyecto de ley, cuya autoría fue del sefior sena- 
dor Fá Robaina, con quien podemos discrepar en relación a 
las soluciones con que debe encararse la temática del referén- 
dum municipal, pero con el que coincidimos en que este texto 
resulta de imprescindible consideración y análisis cuando se 
está legistando sobre la problemática del mencionado recurso, 
lo que en este caso lamentablemente sería omitido. 


Sin entrar en la polémica de fondo que, naturalmente, está 
generada por el marco político en que esta discusión se inscri- 
be, debemos decir que desde nuestro punto de vista debería 
abrirse un cauce para lo que debe ser la transparencia de los 
procedimientos electorales, porque en ello le va mucho al 
país. La única manera de que este proceso se genere adecua- 
damente es tratando el texto del Mensaje elaborado por la 
Corte Electoral y ratificado por el Poder Ejecutivo a través de 
un proyecto, en el que se establecen las bases elementales y 
esenciales para que el acto del referéndum a celebrarse en el 
mes de abril, pueda hacerse en los términos en que la voluntad 
popular dirima esta grave controversia que ba sido alentada 
desde el momento mismo de iniciado el período democrático 
en el país y que, fundamentalmente, debe hacerse a través de 
los mecanismos más claros y de mejor percepción posible de 
lo que el legislador estima como una forma de contribuir 
también a profundizar en los procesos democráticos que el 


país reclama. 


Nada más, señor Presidente. 
SEÑOR FLORES SILVA. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el sefior sena- 
dor. 


SEÑOR FLORES SILVA. - Señor Presidente: muy breve- 
mente deseo hacer algunas aclaraciones y lamento que no se 
encuentren en Sala algunas de las personas que han motivado 
que por las derivaciones del debate, quien habla se vea obliga- 
do a hacer uso de la palabra en tal sentido. 


En primer término, quiero decir que cuando se expresa que 
el Batllismo Unido no está unido con respecto a este punto, 
ello no es verdad; sencillamente eso. 


El Batllismo Unido ha estado unido en cuanto a este tema 
desde el mismo momento en que se anexó el Comité Ejecuti- 
vo Nacional del Partido en febrero de 1987, oportunidad en la 
que se emitió un documento y no hubo ninguna votación, tal 
como se afirma en las declaraciones que he leído en la prensa, 
que marcara diferencias en relación a este punto. Como esto 
se ha expresado y como es grave que ello ocurra, quien babla 
no podía dejar pasar la circunstancia sin aclararlo. 


En segundo lugar, señor Presidente, deseo hacer otra acla- 
ración que me parece sustantiva, en el ánimo de dejar las 
cosas claras. Se habla de la eventualidad -y concretamente se 
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menciona al señor Presidente de la República- de que no se 
acaten la ley y el orden constitucional o el resultado de un 
referéndum. Esto no es así, señor Presidente. El señor Presi- 
dente de la República es un hombre de derecho que ha dicho 
en cada circunstancia de su vida que siempre está dispuesto a 
defender el Estado de derecho. Es más; hace pocos meses él 
definió su actitud diciendo: “Con la Constitución, todo; sin la 
Constitución, nada”, 


No deseo hacer alusiones personales, pero siento que no 
existe derecho a lanzar la duda siquiera a la opinión pública 
de que el doctor Sanguinetti puede no ser claro en este terre- 
no. Esto no le hace bien ni a las instituciones ni al país y, 
además, es falso. Es buena cosa que ello se diga y que resuene 
en el ámbito de este Senado y en la República toda: el señor 
Presidente de la República es un hombre que siempre acatará 
la ley. No es justo que se diga otra cosa. El doctor Sanguinetti 
no tiene tentaciones de apoyos críticos de comunicados núme- 
108 4 y 7, tentaciones que un día llevaron a sectores políticos a 
poner, por sobre la defensa de la Constitución y las leyes, otro 
tipo de valores. 


En tercer término, señor Presidente, se expresa que hay 
quienes no dicen con suficiente claridad que van a aceptar el 
resultado de las urnas. Para empezar, recuerdo el reconoci- 
miento que la oposición hizo en esta Sala hace no muchos 
meses, cuando el señor Ministro de Defensa Nacional, Te- 
niente General Medina, dijo concretamente que se iba a acatar 
el resultado, cualquiera fuera. Entonces, señor Presidente, 
creo que no hay derecho a lanzar así los conceptos, por opues- 
tas que sean hoy las posiciones. Nos conocemos; hemos vivi- 
do una dictadura y todos sabemos dónde estaban en ese mo- 
mento el doctor Tarigo, y los señores senadores Pozzolo y 
Batlle que habían estado presos; todos tenemos claro quiénes 
son, Creo que en el entorno de un debate estas cosas se sien- 
ten -y se sienten honestamente- como dudas, pero considero 
que en este tipo de circunstancias hay que tener mucho tino 
para no arrojar sobre el escenario político este tipo de dudas 
tan esenciales. 


En resumen, señor Presidente, básicamente lo que me inte- 
resa aclarar, al margen de lo que vengo diciendo y al margen 
de que el batllismo está unido -cosa que quizá le cueste enten- 
der a gente que permanentemente está viviendo la desunión- 
es que el Presidente de la República acata la ley. A veces 
siento que hay gente que quisiera que el Presidente de la 
República fuese golpista, para que entonces les cerrara mejor 
sus sueños y sus posiciones políticas. Pues bien, el señor Pre- 
sidente de la República no es golpista, sino todo lo contrario. 
Pero también siento, señor Presidente, que un eje fundamental 
de la reflexión en que nos veremos embarcados en los próxi- 
mos meses es con qué sentido quienes defendemos la Ley de 
Caducidad de la Pretensión Punitiva del Estado, lo hacemos; 
es más, con qué sentido quienes la votamos lo hicimos. No la 
votamos sintiendo una amenaza o bajo un chantaje, ni le esta- 
mos transfiriendo a la sociedad chantaje alguno, sino que esta- 
mos en otro canal espiritual, señor Presidente. Estamos en la 
vertebración sustancial de un argumento de índole moral. Yo, 
por razones morales, quiero que esta sociedad supere un pasa- 
do; por razones morales y éticas quiero trabajar para que esta 
sociedad tenga armonía y no confrontación; quiero trabajar 
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para la vida y no para la muerte; y la muerte en este país no la 
desencadenaron en primera instancia las Fuerzas Armadas 
sino que, justamente señor Presidente, quienes empezaron a 
ultimar ciudadanos son fuerzas políticas que anuncian que en 
pocos meses van a integrarse a coaliciones políticas. 


Entonces, creo que el debate podrá ser apasionado o inten- 
so, pero que en las actitudes de los demás hay que distinguir 
los valores espirituales y morales. El perdón, señor Presidente, 
podrá ser entendido o rechazado, otorgado o negado, pero no 
es otra cosa que un acto de vocación, de índole, de sustancia y 
de esencia moral, 


Fundamentalmente me ha animado a intervenir el deseo de 
hacer una contribución al afinamiento del debate en el futuro, 
porque en el país tendremos que discutir una y otra posición y 
todos deberemos acatar y defender el resultado de las urnas. 
Naturalmente que ello debe ser así, pero si algo es bueno en el 
ejercicio democrático es que todos empecemos por respetar 
los tonos morales con que cada uno asume sus posiciones, 
Entonces, por discutible que pueda ser nuestra posición, ella 
estaba y está animada de un contenido fundamentalmente mo- 
ral que se refiere a la reconciliación de la sociedad -lo que 
resulta naturalmente difícil cuando hay un stock de ilegalidad 
y de sufrimiento de más de una década- a la reconciliación, a 
la armonía, a la superación del pasado y de la confrontación y 
a la afirmación de un país que pueda ser diferente al escenario 
que presentó en lo que han sido los últimos 15 años. 


Deseaba formular esta precisión, señor Presidente, porque 
tengo la impresión de que el debate que vivirá el país en los 
próximos meses será productivo, fecundo y en definitiva po- 
drá ser superado en la medida en que seamos rigurosos en la 
observación de las actitudes de los demás. 


Muchas gracias, señor Presidente. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. - Pido la palabra para 
una aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. - Señor Presidente: 
utilizo la vía de la aclaración porque en rigor el señor senador 
Flores Silva no me aludió y por eso la alusión nó cabe. Pero sí 
hizo referencia de modo notorio a expresiones incluidas en mi 
participación, por lo que cabe la aclaración, 


He escuchado al señor senador con la atención y conside- 
ración con que siempre lo hago y debo decir, en primer lugar, 
con respecto a las apreciaciones que yo formulé sobre posicio- 
nes de sectores de su Partido y a las opiniones y referencias 
que él establece al respecto, que naturalmente él conoce por 
dentro lo que ocurre en su Partido y yo no. 


Me he atenido a declaraciones de figuras muy representati- 
vas de distintos sectores del Partido Colorado y a actitudes pú- 
blicas notorias. Es decir, el señor Presidente de la República 
convocó a su despacho a primeras figuras del Partido Colora- 


4 de Enero de 1989 


do con fines que fueron objeto de publicidad y cada uno de 
estos dirigentes máximos de distintos sectores de su Partido 
adoptó la actitud que estimó pertinente y la hizo pública. Na- 
turalmente, yo me enteré a través de la versión pública que los 
propios protagonistas del episodio suministraron. 


En lo que refiere a la aceptación -nos guste o nos disguste- 
del resuhtado de las umas, la apreciación que yo hice intentaba 
responder a otras que se hicieron anteriormente señalando 
que, entre quienes discrepamos con la ley de 1986, se desliza- 
ban propósitos o intenciones contrarios al mantenimiento del 
orden institucional. Naturalmente, a eso respondí entonces 
afirmando que todos cuantos estamos en esta línea de opinión 
con respecto a la mencionada ley estamos dispuestos, sin nin- 
guna duda, a acatar el resultado de las urnas y que basta que 
quienes están en la posición opuesta expresen pública y cate- 
góricamente lo mismo, para que el problema desaparezca. Es 
decir, nadie le va a poder decir, ni siquiera insinuar directa ni 
indirectamente, frontalmente ni entre líneas a nadie, que el 
resultado -sea cual fuere- puede ser de enfrentamiento. El 
resultado termina con el problema: o se cumplen los procedi- 
mientos si la ley es anulada; o no se cumplen, si la ley es 
mantenida. Y sea cual fuere el resultado, éste será acatado y 
puesto en ejercicio. 


Esto es lo que importa y lo que hemos querido afirmar. 
Naturalmente, me complace mucho que el señor senador afir- 
me lo mismo y espero que esta sea la actitud de toda la otra 
parte del país que va a votar de modo opuesto -legítimamente, 
desde su punto de vista- a lo que nosotros votaremos... 


SEÑOR FLORES SILVA. - Parece que recién se está ente- 
rando hoy, señor senador. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. - No se trata de que 
me esté enterando hoy o que me haya enterado antes; se trata 
de que he leído y ofdo muchas cosas, y de muchos gobernan- 
tes. Cuando a nosotros se nos señala como adoptando una 
actitud de enfrentamiento con nuestra posición o cuando des- 
de la propia Presidencia de la República se dice que este es el 
plebiscito del odio, nosotros decimos que no; que este es el 
plebiscito de la paz y de la justicia. Que nadie intente nunca 
hacerse justicia por mano propia; que la gente no piense en 
este tema por el resto de sus días, como lo han hecho otros 
que, a medio siglo de crímenes cometidos, andan buscando 
con lupa por el mundo entero a los responsables, para vengar- 
se. No; aquí se terminó. Después del mes de abril se terminó: 
o los procedimientos se cumplen, o ellos no tienen efecto, 
pero se terminó. 


SEÑOR ORTIZ. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR ORTIZ. - No pensaba hacer uso de la palabra, 
pero algunas de las últimas expresiones oídas me mueven a 
hacerto. 


Durante todo este tiempo -yo diría, los últimos dos años- 
hemos oído expresiones similares en cuanto a que este gran 
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tema debería ser sometido a la resolución del pueblo, que éste 
es el gran soberano y que lo que él decida sería la última 
palabra. Naturalmente, quizás tenfamos un concepto posible- 
mente antiguo, derivado de lo que ocurre en las elecciones 
nacionales, donde se postulan diversos partidos y candidatos, 
que hacen su campaña expresándole a la gente que ellos son 
los mejores. 


Una vez transcurrido el acto eleccionario, unos ganan y 
otros pierden. Los que triunfan se alegran y los que pierden se 
lamentan. Ahí se terminó el asunto. Con respecto al referén- 
dum tenía la impresión de que iba a ser así, es decir, ambos 
sectores postulan sus ideas, las que serán sometidas al referén- 
dum en el próximo mes de abril. Una vez que el pueblo se 
pronuncie, como acaba de expresar el señor senador RodrÍ- 
guez Camusso, el tema se acabó. Unos quedarán conformes y 
otros no. Pero todos acatarán el resultado. 


No entiendo completamente el sentido de la expresión 
“acatarán”, porque si acatar es, simplemente, mo recurrir a las 
vías de la violencia para desconocer un pronunciamiento elec- 
toral, es algo que no me alcanza. 


Se acaba de decir en Sala que sea cual sea el resultado, ahí 
terminó el asunto. Sin embargo, en el día de ayer el señor 
senador Olazábal, ante un planteamiento similar a este, expre- 
só en la Comisión que si perdían, iniciarían un recurso de 
inconstitucionalidad. Quiere decir que acatan formalmente 
pero, al mismo tiempo no lo hacen, porque no se conforman y 
el fallo del pueblo, en estas circunstancias, no es soberano, A 
pesar de que la ciudadanía decrete que son perdidosos, igual 


. ese fallo se tratará de elevarlo a la categoría de pleito consti- 


tucional. 


Entonces, señor Presidente, ese es el problema. El asunto 
no termina con el referéndum. En todo caso, termina una 
etapa, pero comienza otra. 


En consecuencia, encuentro cierta contradicción entre las 
palabras pronunciadas por el sefior senador Rodríguez Camus- 
so, que comparto en este aspecto, y lo que ayer manifestaba el 
señor senador Olazábal, en el sentido de que no se iban a 
conformar con el fallo del pueblo, al cual hasta ahora indica- 
ban como la autoridad máxima en una democracia, y que su 
palabra era santa. Si a pesar de que la palabra del pueblo les 
sea adversa, no cejan en sus propósitos y acuden a un recurso 
de inconstitucionalidad y, tal vez si pueden iniciar otra reco- 
lección de firmas, lo hagan, no entiendo el por qué de algunas 
expresiones. No quisiera emplear palabras que no definan 
bien la situación, pero parecería que todo esto está relaciona- 
do con aquello de que partido que se perdió en la cancha se 
quiere ganar en la Liga. En consecuencia, debo confesar que 
estoy confuso en cuanto a que se va a acatar el resultado del 
plebiscito, ya que el pueblo es soberano, pero que, al mismo 
tiempo, se va a continuar recurriendo. Si además del recurso 
de inconstitucionalidad, los juristas inventaron otros, también 
se emplearían, y no se conformarían con que todo termine en 
el mes de abril. 


Creo interpretar -puedo equivocarme- que el pueblo entero 
desea que sea así. Ha sido una lucha ardorosa, casi una guerra, 
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pero tendrá su fin en el mes de abril. Por algo existe una 
decisión del pueblo. 


La perspectiva es que sigamos de abril en adelante, por lo 
menos hasta las elecciones, con la bandera de la caducidad y 
de la impunidad. Creo que todo esto no le hace bien al pueblo, 
al país ni a los Partidos. Naturalmente, no puedo inmiscuirme 
en las actitudes de los Partidos. 


Señalaba esta confusión que, como comprenderán los se- 
fiores senadores, tengo desde que oí expresiones tan contradic- 
torias. 


SEÑOR OLAZABAL. - Pido la palabra para una aclara- 
ción. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR OLAZABAL, - Señor Presidente: lamento profun- 
damente haber concedido algunas interrupciones cuando hice 
uso de la palabra. Quizás inconscientemente se me ha metido 
en la cabeza la cortesía parlamentaria. Concedí alrededor de 
cinco o seis interrupciones, y luego he solicitado dos que me 
fueron sistemáticamente desconocidas, ni siquiera se me ha 
contestado que no. 


Quiero dejar claramente establecido que las expresiones 
del señor senador Ortiz surgen de la gran confusión que pade- 
ce. Tanto es así que lo que se discutió anteayer en Comisión, 
fue la reiteración de los argumentos que hizo el señor senador 
Ricaldoni, pero que en esa oportunidad los había realizado el 
señor senador Ortiz. Este señor senador manifestaba que quie- 
nes estábamos a favor del referéndum, sin hacer mayores dis- 
tingos, perseguíamos otros objetivos y que esto no se iba a ter- 
minar nunca. En dicha oportunidad intervine para manifestar- 
te al señor senador Ortiz que se quedara tranquilo, ya que res- 
pondía por mi fuerza política y que adivinaba la respuesta de 
las demás que propician el referéndum, en el sentido de que 
para nosotros la decisión del pueblo es la decisión del pueblo 
y se acabó. Agregué que el hecho de perder, no iba a signifi- 
car que pidiéramos perdón por haber promovido el referén- 
dum. Además, también expresé que no fbamos a cambiar la 
manera de pensar por haber sido derrotados por la ciudadanía. 
Esto sería un absurdo, pero sin embargo, aseguré que el tema 
se terminaba con el plebiscito. 


El señor senador Ortiz confunde eso con otra cosa, que 
tiene relación con los artículos inconstitucionales que hay en 
ese proyecto. Expresé que si había artículos inconstitucionales 
en este proyecto, iba:a haber quien -y yo iba a ser uno de 
ellos- siguiera las vías que la Constitución prevé para interpo- 
ner recursos cuando el Parlamento vota leyes inconstitucio- 
nales. 


En consecuencia, no veo cuál puede ser la contradicción 
entre una y otra cosa, salvo que se pretenda que resignemos 
todos los derechos constitucionales, para no molestar o hacer 
sombra a la mayoría de la Comisión de Constitución y Legis- 
lación del Senado de la República. 
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SEÑOR PRESIDENTE. - No hay más señores senadores 
anotados para hacer uso de la palabra. 


SEÑOR AGUIRRE. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Miem- 
bro Informante. 


SEÑOR AGUIRRE. - Señor Presidente: he dicho todo lo 
que tenía que decir sobre el tema de la ley en su discusión 
general, en cuanto al fundamento que me lleva a acompañar- 
la. Pero en el curso del debate, hace aproximadamente una 
hora y minutos, se hicieron una serie de afirmaciones que no 
se ajustan a los hechos de los cuales he sido protagonista, al 
igual que la Comisión de Constitución y Legislación del Sena- 
do. 


Por lo tanto, no voy a reiterar las consideraciones de ca- 
rácter general que ya formulé, pero voy a dejar constancia de 
algunas precisiones, exclusivamente relacionadas con afirma- 
ciones que se hicieron y no se ajustan a los hechos que se han 
producido. No las califico de falsas y no digo que respondan 
al propósito de faltar a la verdad, sino que simplemente son 
consecuencia de una inexacta información de los hechos ocu- 
rridos. 


Se ha dicho que la Comisión de Constitución y Legisla- 
ción del Senado se apresuró a tratar este proyecto de lgy 
reglamentario del artículo 79 de la Constitución, cuando tiene 
en sus carpetas, desde data muy antigua, un proyecto de Ley 
Orgánica Municipal y un proyecto de ley reglamentario de la 
disposición M) de la Constitución, que establece que se deben 
elegir representantes de los afiliados activos y pasivos para 
integrar el Directorio del Banco de Previsión Social. Ambas 
afirmaciones son inexactas, por defecto de información. 


La Ley Orgánica Municipal no fue presentada al Parla- 
mento por las vías constitucionales. El Congreso de Ediles 
trabajó en el tema, y un día elevó un anteproyecto que no 
estaba en condiciones de considerarse. Como el tema importa 
y mucho, le di mi firma. En lo que a mf respecta, el asunto es 
al revés. Quise que el asunto se tratara, y logré que así se 
hiciera en la Comisión de Constitución y Legislación. 


Están aquí presentes los señores senadores Cersósimo, Ri- 
caldoni, Ortiz y Fá Robaina -el señor senador Batalla no se. 
encuentra en este momento en Sala- quienes saben perfecta- 
mente que bregué por que ese proyecto de ley se tratara y lo 
logré. Se consideró en muchas sesiones de la Comisión de 
Constitución y Legislación. Requerimos informes; vinieron 
los representantes del Congreso de Ediles en dos oportunida- 
des; solicitamos información del Congreso de Intendentes; la 
prometieron, pero no llegó y lo lamentamos mucho. A deter- 
minada altura del trabajo, dada su inmensa complejidad y el 
hecho de que nos estaba insumiendo la mayor parte del tiem- 
po disponible de la Comisión -a pesar de tener muchos otros 
proyectos en nuestras carpetas- se argumentó que era muy 
dudoso que el proyecto se aprobara, pórque hacía a posiciones 
políticas que, sobre todo los legisladores del interior del país, 
podían defender con otros puntos de vista que los que se 
estaban manejando en ese ámbito. Colegas de la Comisión 
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pensaron en la conveniencia de que cesáramos de considerar 
ese proyecto de ley y así fue, pero no es exacto que aquélla 
haya dejado dormir en sus carpetas dicho texto. Y menos 
£xacto es que este legislador -aunque eso no se diga- haya 
tenido desinterés. Por el contrario, fue el único que lo firmó y 
por eso se le dio estado parlamentario. 


Respecto de la ley reglamentaria de la disposición M) de 
la Constitución, que vino de la Cámara de Representantes 
hace dos años, ignorábamos que estaba en nuestras carpetas 
de la Comisión de Constitución y Legislación. Así lo sabe el 
señor Secretario de la Comisión, que me está escuchando. Un 
día, alguien se interesó por ese proyecto. Solicité información, 
acudí a la Secretaría de Comisiones del Senado y el proyecto 
apareció. Pregunté cómo un proyecto tan importante estaba 
durmiendo. Luego planteé en la Comisión que se tratara y ésta 
comenzó a hacerlo. Estudiamos algunos artículos, pero trope- 
zamos con dificultades y, un día, ante la urgencia de tratar 
otro proyecto, todos sus miembros llegamos a la conclusión 
que era un texto polémico desde el punto de vista político y 
nos preguntamos si era posible que saliera aprobado en el 
breve lapso que falta para que termine la legislatura. Así, se 
resolvió comenzar a tratar otro poyecto. 


Reitero que es absolutamente inexacto que esos dos pro- 
yectos hayan dormido en las carpetas de la Comisión. Por el 
contrario, fueron objeto de preocupación y en su momento se 
trataron, sin llegar a culminar su estudio. 


Me voy a referir ahora a una tercera afirmación que tam- 
bién es absolutamente inexacta. Se dijo aquí que se fue a la 
Comisión del Orden del Día del Senado a mentir que la mayo- 
ría del Partido Nacional estaba de acuerdo en que se incluyera 
en el Orden del Día el proyecto reglamentario del artículo 79 
de la Constitución. Nosotros, en cambio no usamos la palabra 
“mentira” porque es muy agresiva. 


Voy a explicar cómo ocurrió este episodio y el señor sena- 
dor García Costa, Presidente de la bancada, podrá decir si es 
cierto o no. El día en que se reunió la bancada del Partido 
Nacional, a solicitud de varios sefiores senadores, para tratar, 
entre otros temas, el punto que estaba a consideración de la 
Comisión de Asuntos Internacionales sobre los tratados cele- 
brados con Alemania Federal en materia de doble tributación 
y de inversiones, planteamos también este tema. Expresamos 
que el Presidente de la Comisión del Orden del Día, señor se- 
nador Ricaldoni, quería incluir el proyecto en el Orden del 
Día, en acuerdo con quien habla, y requería el quórum necesa- 
rio, en la Comisión que lo estructura. Expresamos que se tra- 
taba de un proyecto muy polémico y preguntamos si había 
ambiente para tratarlo en la bancada del Partido Nacional por- 
que, en ese caso, el señor senador Zumarán, que representa los 
votos de Por la Patria, quien habla y otras personas miembros 
de la Comisión sostendríamos esa posición. Se adoptó una re- 
solución afirmativa, quizás con cierto apresuramiento o sin 
medir todas las consecuencias políticas del tema. En función 
de eso, y con autorización de la bancada, acudí a la Comisión 
del Orden del Día y expresé lo que expresé. Y no dije ninguna 
mentira ni admito que nadie diga lo contrario. 


CAMARA DE SENADORES 


C.3.-81 


Posteriormente, así como cambié de opinión, otros legisla- 
dores lo hicieron con respecto al famoso y polémico artículo 
20. Se advirtió que se había creado un clima político inconve- 
niente, se observó que se imputaba a la inclusión de ese ar- 
tículo 20 una intención aviesa que no tenía y, por consiguien- 
te, hubo quienes cambiaron de opinión. Así, cuando se plan- 
teó en el Senado la posibilidad de tratar o no el tema, en lg 
bancada dei Partido Nacional algunos compañeros considera» 
ron inconveniente tratarlo sobre tablas y se cambió de opi- 
nión, tal como lo ha manifestado el señor Presidente del Sena- 
do, porque se hizo una consideración de orden político y se 
advirtieron los problemas que el asunto traía aparejado. En- 
tonces, lo que en un momento determinado había sido resuelto 
de una manera, fue revertido y resuelto de otra, como tantas 
veces ocurre en todos los órdenes de la vida. Sin embargo, de 
esta situación política no se puede hacer un tema de escándalo 
ni se pueden realizar acusaciones imposibles de probar, por- 
que se carece de elementos para sustentarlas. 


Por otra parte, señor Presidente, en uso de una interrup- 
ción, el señor senador Lacalle Herrera manifestó que algunos 
compañeros del Cuerpo se sentían agraviados porque se califi- 
caba de determinada manera a algunas conductas políticas o 
se juzgaban artículos de prensa, pero que a una ley, que se 
denomina Ley de caducidad de la pretensión punitiva del Es- 
tado, con intención peyorativa para quienes la votamos y para 
adjudicarnos connivencia con quienes cometieron delitos du- 
rante la dictadura, se la llama ley de impunidad. Y continua- 
mente se la denomina así y hoy se insistió en ello, so pretexto 
de que cada uno se hace responsable de sus dichos. Muy bien; 
quienes creen que la impunidad nació de la ley, la llaman ley 


. de impunidad, y quienes creemos que aquellos que olvidaron 


sus promesas del Obelisco y pactaron en el Club Naval que se 
salierá de la dictadura de una manera condicionada -que fue 
lo que autorizó a los militares a alzarse después contra las 
citaciones de la justicia- no pactaron un acuerdo del Club 
Naval, que es el nombre formal e histórico de ese hecho, sino 
que pactaron el pacto de impunidad. Para algunos, la impuni- 
dad nace de la ley, y se puede admitir. Para nosotros, nace del 
pacto. La prueba está que durante dos años no se pudo llevar a 
nadie a los juzgados penales, a pesar de que ningún dirigente 
político ni ley alguna lo prohibían. Por el contrario, el ordena- 
miento jurídico vigente en la República así lo establecía. Por 
lo tanto, si alguien quiere llamar a la ley “ley de impunidad”, 
con el mismo derecho, la misma voz fuerte y, convicción y 
haciéndonos también responsables de nuestros dichos, noso- 
tros decimos que el Pacto del Club Naval, que suscribieron 
determinadas fuerzas políticas, mediante el cual salieron de la 
proscripción, pudieron votar e instalarse en estas bancas, fue 
“el pacto de la impunidad”. Con el mismo derecho con que se 
dice una cosa, nosotros decimos la otra, 


También señalamos, señor Presidente, que aquí se ha he- 
cho un distingo entre quienes apoyaron un proyecto de ley y 
luego modificaron su opinión, y quienes redactaron determi- 
nado artículo. El señor Presidente ha dicho bien ai manifestar 
que el artículo simplemente era la expresión de una opinión 
jurídica que tenemos quienes creemos que un recurso de refe- 
réndum no puede anular una ley porque eso trae el caos y la 
inseguridad total en el mundo del derecho, que es el que crea 
las obligaciones y los derechos de los ciudadanos. Si una 
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conducta que hoy se desarrolla y se considera lícita, va a 
resultar ilícita porque un recurso de referéndum resulte afir- 
mativo, nadie sabrá cómo actuar en el futuro. Si algo que hoy 
es lícito mañana puede ser un delito, estamos en el mundo de 
la inseguridad. 


No tengo violencia en admitir que esa opinión, jurídica- 
mente exacta e indiscutible, aplicada a este caso concreto de 
una ley que parece que produjo sus efectos en el mismo acto 
en que fue dictada, trae consecuencias no queridas. Lo que 
rechazamos y no admitimos es que se nos impute que nuestra 
intención al redactar un proyecto de ley reglamentario del 
recurso de referéndum para siempre, que rija para todas las 
leyes que dicte el país de aquí a la eternidad y que se vean 
sometidas a un recurso de referéndum, fue provocar la impu- 
nidad de los militares. Rechazamos eso porque quien nos hace 
esa acusación prejuzgando intenciones, no la puede probar, 
Además, nuestra conducta anterior la desmiente y la posterior 
también lo va a hacer. No nos hemos aferrado a esa opinión 
jurídicamente correcta pero políticamente equivocada porque, 
en la realidad, esas opiniones de correligionarios y adversarios 
nos hicieron comprender que nos habíamos colocado en el 
mundo de la abstracción jurídica y no en el de la realidad 
política. Y como no somos personas aferradas a nuestras con- 
vicciones, ni tercas ni tozudas, cuando se nos hizo compren- 
der la realidad retrocedimos y admitimos que estábamos equi- 
vocados, porque fbamos a provocar una consecuencia no que- 
rida al impulsar un artículo redactado por otra persona, plan- 
téandonos los supuestos futuros y no éste relativo a este recur- 
so concreto de referéndum. 


Queremos expresar, además, que hemos escuchado con 
verdadero asombro que aquí se dijera que es muy claro que 
hay quienes van a acatar la decisión del pueblo, a la cual se 
remiten, y que si éste confirma la Ley de caducidad de la 
pretensión punitiva del Estado, aquí no pasará más nada, sin 
perjuicio del recurso de inconstitucionalidad que se nos ha 
anunciado en la Comisión y en el Senado. Pero admito que 
eso lo va a decidir la Suprema Corte de Justicia, si tal recurso 
se plantea. 


Aquí se ha dicho -y recuerdo que el señor senador Cigliuti 
interrumpió de hecho la discusión como algunas veces lo hace 
cuando alguna expresión le molesta o la considera totalmente 
fuera de lugar- que está clara la posición de algunos. Nosotros 
-se dijo- acatamos la decisión del pueblo y no está clara la 
posición de los demás. ¿Eso no es agraviante? ¿Poner en tela 
de juicio nuestra voluntad de acatar hoy, siempre y en todos 
los episodios políticos de nuestro país la decisión del pueblo? 
¿Cuándo hemos desacatado una decisión popular? ¿Cuándo 
nos hemos negado a cumplir la voluntad del pueblo? No ha- 
blamos en tono personal. Creo representar en esto el criterio 
de toda mi colectividad política, que tiene varios sectores. 
¿Cuándo el Partido Nacional ha desacatado una decisión del 
pueblo? ¿Quién puede decir y con qué fundamento que si el 
pueblo decide dejar sin efecto la ley de caducidad nos vamos 
a alzar contra esa decisión? Vamos a respetar esa decisión y el 
Partido Colorado también. Lo que está en tela de juicio no es 
eso. Lo que no se sabe es lo que van a hacer los jueces. Si el 
referéndum es afirmativo, los jueces tendrán que decidir cuál 
es el efecto del referéndum, que no se ha querido poner en la 
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ley, y lo que decidan los jueces se va a cumplir. Lo que no 
sabemos es lo que van a hacer los militares. Vamos a exigir 
que también los militares acaten, que es lo que les correspon- 
de hacer. 


Nosotros oímos aquí al Teniente General Medina, el día de 
la interpelación que promovió el señor senador Pereyra -y a 
pesar de que en su momento la consideramos inoportuna, 
como muchas veces nos equivocamos como seres humanos 
falibles que somos, después de desarrollada, pensamos como 
todo el país que fue un episodio político muy positivo- le 
oímos digo, expresar que si había una decisión sobre el refe- 
réndum, se iba a acatar. Eso es lo que todos queremos y lo 
que todos vamos a exigir. Nadie tiene la absoluta certidumbre 
de que vaya a ser así. 


Entonces yo digo ¿con qué derecho se nos hace esa acusa- 
ción? ¿Con qué derecho se quiere lanzar la sospecha de que 
en el país hay unos que van a acatar y otros que no? Eso no se 
puede decir en el Senado de la República ni en ningún lado, 
porque nuestros antecedentes no son de desacatar las decisio- 
nes populares. Queremos decir esto enfáticamente. No hay 
ningún fundamento sobre lo que se ha dicho, de la misma 
manera que no lo había para decir que si triunfa la otra tesis y 
si el pueblo confirma en las umas la ley de caducidad, vamos 
a sostener que quienes fueron derrotados en las urnas se van a 
alzar contra ese pronunciamiento. Por supuesto que no se van 
a alzar. Tienen una formación democrática y respetarán la 
decisión popular, que se va a cumplir tanto en un caso como 
en el otro. La única diferencia reside que en el caso de que se 
deje sin efecto la ley de caducidad, el hecho de que ello se 
respete no depende sólo del Poder Judicial, del Poder Ejecuti- 
vo y del Poder Legislativo, que van a estar mancomunados en 
la defensa del pronunciamiento popular. Aquí no hay que 
negarse a ver la realidad. Esa duda existe por otras razones, y 
nosotros vamos a exigir que el pronunciamiento popular se 
respete en cualquier circunstancia. Reitero que no hay dere- 
cho a querer sembrar la duda de que puede ocurrir algo con- 
trario. Ningún legislador que se sienta en este Parlamento va a 
permitir que se desacate el pronunciamiento. Si se desacata, 
será por una razón de hecho y contra ella estaremos. 


Lo último que quiero decir es que nosotros nunca le hemos 
faltado el respeto a nadie. Aquí en este Parlamento nunca 
hemos calificado con adjetivos irrespetuosos la conducta de 
nadie, ni aún la de aquel ex senador cuya cesación como 
senador votamos, por creer que había excedido totalmente los 
límites del tratamiento respetuoso que nos debemos entre to- 
dos los legisladores. Yo fui, quizás, el único que habiendo 
votado su exclusión de este Parlamento, cuando reclamó el 
derecho a comparecer ante un Tribunal de Justicia de este país 
para impugnar ese acto, dije que tenía ese derecho y lo hice 
en cumplimiento de las normas constitucionales y de lo que 
son mis convicciones jurídicas. 


Por consiguiente, señor Presidente, sostengo que para de- 
fender posiciones políticas, no hay porqué calificar la conduc- 
ta de nadie ni atribuirle intenciones que no tiene. Hay que 
discutir con conceptos y no hay que atribuir intenciones que 
no se pueden probar. Si todos procedemos de esa manera las 
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cosas se van a resolver como se debe; si todos atribuimos 
intenciones y aplicamos adjetivaciones que nadie se merece, 
entonces los debates se enardecen y caemos en las cosas que 
debemos y tenemos todos la responsabilidad de evitarlo. 


No quería hacer más uso de la palabra, pero ante las afir- 
maciones que se han hecho y en defensa de la verdad y de mi 
henorabilidad, me he sentido en la obligación de formular 
estas expresiones. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. - Pido la palabra para 
una aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE, - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR RODRIGUEZ CAMUSSO. - Sefor Presidente: 
dentro del reducido lapso de que dispongo quiero decir: pri- 
mero, la Dirección General de Comisiones del Senado, con su 
habitual y reconocida eficiencia, mes a mes, nos hace un 
distribuido con los asuntos a estudio de las Comisiones per- 
manentes del Senado. El distribuido 828, correspondiente a 
diciembre de 1988 incluye en su página 22, Carpeta 705/86, 
una información según la cual desde el 11/12/86, el proyecto 
que reglamenta la elección de representantes de los afiliados y 
contribuyentes al Directorio del Banco de Previsión Social, 
está en la Comisión de Constitución y Legislación. Igualmen- 
te en la página 27, Carpeta 1004/87, con fecha 10/12/87, lo 
referente a la Ley Orgánica Municipal. No he hecho referen- 
cia a actitudes individuales de ninguno de los miembros de la 
Comisión pero sí al hecho de que la Comisión tiene estos 
asuntos desde las fechas mencionadas y me apoyo en docu- 
mentos oficiales del Senado. 


Segundo; en materia de hacer afirmaciones que no se pue- 
den probar tomo una, típica y definitiva. La impunidad no fue 
pactada en el Club Naval. Nadie podrá probar nunca que lo 
haya sido. Son opiniones políticas que escuchamos, las cuales 
discutimos, enfrentamos, pero naturalmente el criterio según 
el cual la impunidad fue pactada, y reconocida expresamente 
en el Club Naval, no es así y nunca podrá ser aprobado y las 
afirmaciones que se hacen reflejan, simplemente, opiniones 
fundadas en elementos que incluyen una estricta subjetividad. 


Tercero; lo que tiene que ver con el artículo 20 en su 
redacción inicial, representaba las consecuencias, según lo de- 
terminaron los autores del artículo, de que aún en el caso de 
que a través del referéndum la ley de 1986 fuera anulada o 
derogada, de ninguna manera los procedimientos jurídicos que 
por este recurso se ha querido descartar, podían serlo. Es decir 
que la relación de causa a efecto de aquel artículo, impulsaba 
a que nunca ningún torturador, ningún violador, ningún asesi- 
no, ningún criminal de la dictadura pudiera ser juzgado, fue- 
ran cuales fueren las denuncias. 


Cuarto; quiero expresar que cuando afirmé -y reitero cada 
una de mis manifestaciones sobre el tema- que nosotros va- 
mos a acatar expresamente lo que el pueblo decida, lo hacfa- 
mos en respuesta a afirmaciones que se hicieron acá en el 
Senado, señalando que muchos, sino todos, de quienes soste- 
nemos la necesidad de anular aquella ley, estamos atentando 
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contra la firmeza y la vigencia del ordenamiento institucional. 
Respondí categóricamente diciendo que todos los que estamos 
de este lado en el tema queremos afirmar el orden institucio- 
nal y vamos a aceptar el resultado de las urnas aunque no nos 
guste. Pero pensamos que nos va a gustar; si no nos gustare, lo 
aceptaremos igual. Reclamamos igual postura por parte de 
quienes están en otra posición. Nosotros no trajimos el tema, 
se nos acusó y contestamos. Por lo tanto, todo lo que se diga 
al respecto y todo lo que se manifieste, se declare y proclame 
en voz baja o alta con el énfasis que se quiera, no va directa- 
mente dirigido a nuestra posición, sino al senador que planteó 
el tema acusándonos a nosotros. 


Fianalmente digo que con respecto a las formas de con- 
ducta política y parlamentaria, no tengo nada que rectificar y 
nada que improvisar. Hace varias décadas que estoy en la 
política y en el Parlamento Nacional todos me conocen. He 
sostenido debates muy duros y muy arduos y enfrentamientos 
ideológicos muy severos, con muchos de los colegas de ésta y 
de la otra Cámara. Cada uno sabe cómo aplico mis criterios, 
mis calificativos y cómo me manejo. Lo que pasa es que 
naturalmente actúo según la evaluación que hago de cada 
procedimiento, de cada acto y de cada ocasión. No tengo nada 
que borrar, nada que rectificar ni nada que arrepentirme de las 
manifestaciones que he hecho, sobre todas las actuaciones 
cumplidas por cada uno de nosotros con respecto a este tema. 


Y hago un distingo muy claro entre aquellos, la mayoría 
del Parlamento, con los cuales discrepo en la apreciación di- 
recta de los contenidos de la ley de 1986 y los procedimientos 
a los que asistimos en la semana inmediatamente anterior a 


- aquella en la cual tuvimos que salir a buscar las 23.000 firmas 


que finalmente obtuvimos. 
Nada más. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar en general el proyecto. 


(Se vota:) 
- 25 en 25. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
SEÑOR PEREYRA. - Pido la palabra para fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR PEREYRA. - Sefíor Presidente: de acuerdo con lo 
que nosotros manifestamos en la exposición que formulamos, 
hemos votado en general este proyecto. Haremos lo propio 
con el capítulo 1 y con algún otro artículo que tiene relación 
con este capítulo pero que aparece en otra parte del proyecto. 
No acompañaremos otras disposiciones porque entendemos 
que no es oportuno realizar la reglamentación total del artícu- 
lo 79 sino que debemos limitamos a lo que en esta oportuni- 
dad solicitó la Corte Electoral y el Poder Ejecutivo. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se pasa a la discusión particular. 


SEÑOR PEREYRA. - Pido la palabra. 
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SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor se- 
nador. 


SEÑOR PEREYRA, - Señor Presidente: nosotros -hablo 
en mi nombre y en el del señor senador Tourné porque estuvi- 
mos juntos viendo el proyecto en la mañana de hoy- no tene- 
mos inconveniente en que se vote globalmente el Capítulo 1% 
porque se remite a lo que entendemos debió circunscribirse el 
Senado en la sesión de hoy. Pero nos llama la atención la 
supresión de la mención del artículo 92 de la Ley de Eleccio- 
nes N* 7.812 de 1925, Quisiéramos alguna explicación al res- 
pecto. Por cuanto nos parece que nunca están de más las 
garantías en materia electoral. Por otra parte, desde 1925 la 
ley ha sido un pilar fundamental para el sustentamiento de la 
democracia nacional. De modo que toda corrección no nos 
parece conveniente salvo que se nos demuestre que alguna 
disposición ha perdido actualidad. 


SEÑOR RICALDONI. - Pido la palabra para aclarar el 
punto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor se- 
nador, 


SEÑOR RICALDONT. - Señor Presidente: admito desde la 
comparación del texto actual con el que remitió la Corte Elec- 
toral, que a primera vista podría surgir la impresión de que se 
suprime el artículo 92 de la Ley de 1925. Pero no es-así. Se 
eliminó la modificación propuesta por la Corte Electoral que 
es el segundo párrafo del artículo 92 tal cual viene en el 
proyecto del Poder Ejecutivo. Al eliminar el artículo 92 tal 
cual viene, lo que está diciendo la Comisión es que se mantie- 
ne la redacción original, Me refiero al primer párrafo de lo 
que era el proyecto de la Corte Electoral, remitido por el 
Poder Ejecutivo, sin el segundo, que implicaba un agregado. 
No sé si con esto queda clara la posición de la Comisión. 


SEÑOR BATALLA. - Pido la palabra para complementar 
la aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR BATALLA. - De todos los artículos comprendi- 
dos en el proyecto del Poder Ejecutivo que modificaban la 
Ley de Elecciones, el artículo 92 fue el único que fue votado 
negativamente en la Comisión. Ello no implica, como bien 
señalaba el señor senador Ricaldoni, que se suprima el artícu- 
lo 92 sino que la modificación proyectada por el Poder Ejecu- 
tivo que está contenida en el inciso 2* del artículo 92 no fue 
compartida por la Comisión. 


SEÑOR PEREYRA. - Entonces, interpreté incorrectamen- 
te la supresión. 


SEÑOR BATALLA, - Por el contrario entiendo que fue 
correcta la petición de una aclaración en la medida en que el 
artículo 92 aparecía modificado en el proyecto del Poder Eje- 
cutivo y desaparecía en el de la Comisión. 


CAMARA DE SENADORES 


4 de Enero de 1989 


El artículo se puso a votación en la Comisión. El señor 
senador Cersósimo y el que habla votamos favorablemente la 
modificación sugerida porque entendimos que tendía a respe- 
tar la voluntad del votante. Pero la mayoría de la Comisión 
creyó -con un criterio que no compartimos pero que es respe- 


* table- que era mejor mantener el sistema formal que durante 


muchos años ha mantenido en el país la vigencia y el respeto, 
y diría, también, la limpieza, en materia electoral, La supre- 
sión de dicho artículo implica -como lo señalaba el señor 
senador Ricaldoni- que la modificación establecida por el Po- 
der Ejecutivo, que decía que, “La omisión de firmar por parte 
de uno de ellos o de ambos no será causal suficiente para la 
anulación del voto observado”. 


El señor senador Cersósimo y yo estimamos que por enci- 
ma del formulismo electoral era importante rescatar y respetar 
la voluntad del votante. La Comisión no compartió el criterio. 
Lo único que estuvo en tela de juicio fue este inciso 2% que 
agregaba el Poder Ejecutivo y que fue rechazado por la Comi- 
sión. 


Sin embargo, pienso que este primer capítulo, que consta 
de tres artículos -en el primero de ellos se sustituyen varios 
artículos de la Ley de Elecciones- puede ser votado en bloque 
puesto que contó con la aprobación unánime de la Comisión 
y, por lo tanto, pienso que también puede ocurrir lo mismo en 
el plenario. 


Formulo moción en ese sentido. 

SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar la moción formulada que coincide con el pensa- 
miento expresado por el señor senador Pereyra, 

(Se vota:) 


- 26 en 26. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Léase el Capítulo 1, que comprende los artículos 1% al 3% 
inclusive. 


(Se leen:) 


"CAPITULO 1 


DE LAS MODIFICACIONES A LA LEY DE ELEC- 
CIONES 


ARTICULO 11. - Sustitúyense los artículos 32 a 44 (Capt- 
tulo IV) y los artículos 55, 56, 57, 58, 59, 61, 62, 65, 73, 77 y 
78, inciso 1%, de la Ley de Elecciones N* 7.812, de 16 de 
enero de 1925 y sus modificativas, por los siguiente artículos: 


*'CAPITULO IV 
DE LAS COMISIONES RECEPTORAS 
Artículo 32. - Las Comisiones Receptoras de Votos se 


compondrán de tres miembros. Las funciones de actuario se- 
rán desempeñadas por el Secretario de la Comisión. 
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Art. 33. - Las designaciones para integrar dichas Comisio- 
nes recaerán en funcionarios públicos. Sólo por excepción, si 
éstos no fueran suficientes, podrán recaer en ciudadanos que 
no tengan esa calidad. En ambos casos se tomarán en cuenta 
solamente a quienes tengan su inscripción cívica vigente en el 
departamento en que deban actuar. 


Art. 34. - Para ser miembro de las Comisiones Receptoras 
se requiere saber leer y escribir. No podrán ser designados 
quienes se hallaren en las condiciones que prescribe el artícu- 
lo 27 de la Ley de Registro Cívico Nacional. 


Art. 35, - La condición de miembro de las Comisiones 
Receptoras es irrenunciable sin causa justificada. Las renun- 
cias se presentarán ante la Junta Electoral respectiva, cuya 
resolución será irrecurrible. 


Art. 36. - Veinte días antes de la elección, por lo menos, 
Jas Juntas Electorales procederán a designar tres titulares y 
tres suplentes ordinales para cada Comisión Receptora de Vo- 
tos. 


Art. 37. - A efectos de hacer posible el cumplimiento del 
cometido previsto por el artículo precedente, los organismos 
públicos deberán proporcionar a las Juntas Electorales, por lo 
menos noventa días antes del acto eleccionario, la nómina de 
los funcionarios de su dependencia, en las condiciones que 
determinará la Corte Electoral. 


Bajo la responsabilidad de los respectivos jerarcas, deberá 
incluirse en las referidas nóminas la totalidad de los funciona- 
rios que pertenezcan a su repartición, con la única excepción 
de los que, por encontrarse en la situación prevista en el artí- 
culo 34, no pueden integrar Comisiones Receptoras. 


Art. 38. - Los integrantes de las Comisiones Receptoras de 
Votos, sean o no funcionarios públicos, deberán actuar con 
imparcialidad y tener presente que su designación se ha efec- 
tuado con total prescindencia de su filiación política. 


Durante el funcionamiento de las Comisiones Receptoras 
de Votos el contralor político de sus actos quedará a cargo de 
los delegados partidarios. 


Art. 39. - Los funcionarios públicos que sean designados 
para integrar Comisiones Receptoras de Votos, en caso de 
ejercer sus funciones, tendrán derecho a una licencia de cuatro 
días. 


Los que no concurran o lo hagan pasada la hora prevista 
en el artículo 55, sin justificar debidamente su omisión serán 
sancionados con una multa equivalente al importe de un mes 
de sueldo, que será retenido de sus haberes. 


Los descuentos se efectuarán a requerimiento de la Corte 
Electoral, la que instrumentará las medidas necesarias para la 
aplicación de sanciones. 


Art. 40. - La Junta Electoral publicará las designaciones, 
comunicará a cada uno de los designados su nombramiento y 
los convocará para constituirse el día de la elección y a la 
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hora fijada en el artículo 53, en el local en que ha de funcio- 
nar la Comisión Receptora. 


Art. 41. - En la comunicación a que se refiere el artículo 
anterior se hará constar el orden, en que fueron designados 
por la Junta Electoral'los miembros de la Comisión Recepto- 
ra, titulares y suplentes. 


Art. 42. - Son atribuciones de las Comisiones Receptoras: 


a) Recibir los sufragios de los ciudadanos con arreglo a lo 
establecido en el Capítulo VIT. 


b) Decidir inmediatamente todas las dificultades que ocu- 
rran a fin de no suspender su misión. 


c) Efectuar los escrutinios primarios a que se refiere el 
Capítulo XI. 


d) Conservar el orden impidiendo que se altere la normali- 
dad del ejercicio del sufragio, para lo cual dispondrá de la 
fuerza pública necesaria, 


Art. 43. - Las Comisiones Receptoras deberán actuar con 


la totalidad de sus miembros, pero podrán adoptar resolución 
por mayoría de votos. 


Cuando se produjeran discordias, el miembro disidente 
podrá fundarlas en el acta de clausura. 


Art. 44. - La Junta Electoral remitirá a cada Comisión Re- 


- ceptora, por intermedio de los funcionarios a quienes autorice 


para tal fin la Corte Electoral, los elementos siguientes: 


12.- La nómina de electores del circuito que corresponde a 
la Comisión Receptora dispuesta en la forma que establece el 
artículo 23. En esta nómina figurarán, al lado de cada nombre, 
el número y la serie de la inscripción. 


2*.- Los cuadernos de las hojas electorales correspondien- 
tes a los electores del circuito en que funcione la Comisión 
Receptora, preparados por la Oficina Nacional Electoral, con 
arreglo a lo que establece el artículo 31. 


3*.- Cuaderneta que contenga los formularios impresos 
para la lista ordinal de votantes y las actas que deba levantar 
la Comisión. 


4”.- Una o varias urnas para la votación, las cuales tendrán 
cada una dos cerraduras diferentes. 


5*.- Una caja de cuatrocientos cincuenta sobres de vota- 
ción para cada circuito urbano y sub-urbano, y de trescientos 
cincuenta para los circuitos rurales. Estos sobres serán de pa- 
pel no transparente y llevarán una tirilla perforada en su unión 
con el sobre. En éste, que ostentará el escudo nacional, se 
hallarán impresas las palabras: “Firma del Presidente..”, “Fir- 
ma del Secretario..” y en la tirilla las que siguen: “Serie... 
Circuito N*..., Sobre N?*... (aquí el número correlativo de la...) 
Votante N?...”. 
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6*.- Los sellos que sean necesarios. 
7*.- Útiles para tomar impresiones dactiloscópicas. 


8”.- Utiles de escritorio necesarios para el buen funciona- 
miento de la Comisión. 


9”.- Hojas para identificación u observación. 


10.- Folleto conteniendo las disposiciones legales y regla- 
mentarias pertinentes al funcionamiento de la Comisión Re- 
ceptora de Votos. 


«e | 1.- Formularios para extender constancia de voto. 


Además, las Juntas Electorales remitirán a las Comisiones 
Receptoras todos los útiles que consideren indispensables al 
buen funcionamiento de dichas Comisiones. 


Art. 55. - El día de la elección, a la hora siete, deberán 
concurrir al local correspondiente todos los miembros desig- 
nados, titulares y suplentes, a fin de proceder a la instalación 
de la Comisión Receptora de Votos y dar cumplimiento a las 
tareas previas a la recepción del sufragio. 


Art. 56. - Los miembros titulares que al llegar la hora siete 
no se hubieran hecho presentes, serán sustituidos inmediata- 
mente por los suplentes ordinales, en el orden que correspon- 
da. De todo ello se dejará constancia en el acta de instalación. 


Art. 57. - Llegada la hora establecida en el artículo ante- 
rior se procederá en la forma siguiente: 


a) si estuvieran presentes los tres miembros designados 
como titulares, deberán constituirse sin demora. 


b) si faltare alguno de los tres miembros titulares, la Comi- 
sión se integrará con los suplentes que hubieran concurrido, 
respetando el orden en que fueron designados. 


Cc) si no estuviera presente ninguno de los miembros titula- 
res, la Comisión se integrará con los suplentes. 


Art. 58. - Si los titulares y suplentes presentes no llegaran 
a tres, invitarán a cualquier ciudadano o ciudadanos para que 
ocupen provisoriamente los puestos de los ausentes e inmedia- 
tamente comunicarán a la Junta Electoral lo ocurrido. 


Art. 39. - Recibida por la Junta Electoral la comunicación 
a que se refiere el artículo anterior, designará de inmediato el 
miembro o miembros que sean necesarios para integrar la 
Comisión. 


Esta designación será comunicada de inmediato al Presi- 
dente de la Comisión que corresponda. 


En las zonas rurales la comunicación se hará en la forma 
más rápida posible y por intermedio de la dependencia poli- 
cial más próxima al Ingar en que fincione la Comisión 
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En este último caso, el funcionario policial dejará constan- 
cia de la comunicación en los libros de la Oficina y la trasmi- 
tirá por escrito al Presidente de la Comisión. 


Art. 61. - La Presidencia de la Comisión Receptora de 


* Votos será ejercida por el primer titular designado por la Junta 


Electoral. En caso de ausencia de éste, por el segundo titular 
y, en caso de inasistencia de ambos, por el tercer titular. 


Si ninguno de los titulares se hiciera presente, ejercerá la 
Presidencia uno de los suplentes ordinales, de acuerdo al or- 
den en que fueron designados. 


Art. 62. - La Secretaría de la Comisión Receptora de Vo- 
tos será desempeñada por el segundo titular designado por la 
Junta Electoral. A falta de éste, por el tercer titular y, en 
ausencia de ambos, ocupará el cargo uno de los suplentes 
ordinales, conforme al orden de su designación. 


Art. 65. - Si en el transcurso de la votación un integrante 
de la Comisión se viera imposibilitado de continuar actuando 
por razones de fuerza mayor, se invitará a un ciudadano para 
que lo sustituya provisoriamente y se dará cuenta de inmedia- 
to a la Junta Electoral para la designación definitiva. 


De esta sustitución se dejará constancia en el acta de clau- 
sura. 


Art. 73. - Acto continuo, los sobres de votación serán 
firmados por el Presidente y por el Secretario y se llenarán los 
claros correspondientes a la serie y al circuito. Cumplidos 
estos requisitos, se colocarán los sobres recibidos en la caja 
correspondiente, con la tirilla hacia abajo. 


Art. 78, - Ante las demás Comisiones Receptoras podrán 
sufragar también los electores del departamento no compren- 
didos en el circuito en que éstas actúen, siempre que se cum- 
plieren las condiciones siguientes”. 


ARTICULO 2”.- Deróganse los artículos 64 y 80 de la Ley 
N* 7812, de 16 de enero de 1925. 


ARTICULO 3”.- Suprímese en el artículo 63 de la referida 
ley la referencia al Actuario incorporada por la Ley 
N” 10.789, de 23 de marzo de 1946". 

SEÑOR PRESIDENTE. - En consideración. 

SEÑOR TOURNE. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR TOURNE. - Señor Presidente: Entre los artículos 
que se sustituyen o modifican venía el artículo 77, que ahora 
no figura en el texto del proyecto de ley de la Comisión. 


SEÑOR AGUIRRE. - ¿Me permite una interrupción? 


SEÑOR TOTMRNE - Con macho apto 
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SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor sena- 
dor. 


SEÑOR AGUIRRE. - Voy a aclarar definitivamente el 
problema. 


La modificación del artículo 77 venía en el texto del Po- 
der Ejecutivo. La Comisión la aprobó y luego, por inadverten- 
cia o error de copia, no se incluyó en el texto que está a 
consideración del Cuerpo. Sin embargo, en la página 49 del 
repartido, donde se transcribe el proyecto del Poder Ejecuti- 
vo, figura el artículo 77 con su modificación. Esto debe votar- 
se porque, de lo contrario no tiene sentido la modificación al 
artículo 78, que también se incluye. Además se violentaría la 
voluntad de la Corte Electoral en el sentido de modificar este 
artículo, lo que ha sido compartido por toda la Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Léase el artículo 77, que figura 
en la página 49 del repartido. 


(Se lee:) 


“Artículo 77. - El sufragio se emitirá solamente ante las 
Comisiones Receptoras del departamento en que se halle vi- 
gente la inscripción cívica. 


Ante las Comisiones que actúen en las ciudades sólo po- 
drán sufragar los electores comprendidos en el circuito que 
corresponda a cada una de dichas Comisiones. Exceptúanse 
de esta disposición los miembros de la Comisión Receptora 
de Votos, los integrantes de la custodia militar y los delega- 
dos partidarios, quienes podrán sufragar ante la Comisión que 
actúen, debiendo en tal caso admitirse sus votos con observa- 
ción por identidad si no pertenecieran al circuito.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el señor senador 
Toumé. 


SEÑOR TOURNE. - Hecha la aclaración y luego de esta 
lectura queda superada la observación que habíamos formula- 
do. 


A continuación vamos a retomar el planteamiento del se- 
for senador Pereyra en torno al artículo 92 pero con el si- 
guiente sentido. Creo que el Senado no puede desatender las 
poderosas razones que la Corte Electoral expuso en su Mensa- 
je y que me voy a permitir glosar. 


Dice que propicia esta modificación del artículo 92 por 
cuanto entiende que la falta de firma del Presidente o Secreta- 
rio de la Comisión Receptora o de ambos, en la hoja de 
observación, no debe dar lugar a la anulación del voto. 


La Corte señala los fundamentos que no pueden ser desa- 
tendidos y dice: “La realidad demuestra que el elector no tiene 
la posibilidad de controlar el cumplimiento de esos requisitos, 
como se ha afirmado en la antigua jurisprudencia de la Corte. 
La hoja de observación con la impresión digital queda ence- 
rrada en el correspondiente sobre de observación y mo hay 
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posibilidad alguna de que pueda ser sustituida antes de reali- 
zarse al escrutinio departamental”, 


Y agrega: “Por otra parte, se evitaría todo tipo de manio- 
bras que pudiera intentarse sobre la base de la omisión de 
estos requisitos en mesas que ya no dan seguridades de que el 
Presidente y el Secretario pertenezcan a distintos partidos”. 


Parece, pues, elemental que el Senado no desatienda razo- 
nes tan importantes como las que suministra la Corte Electo- 
ral, que tienden a dar validez al pronunciamiento del elector 
que no puede controlar estos requisitos de carácter formal y 
que están dirigidos, de alguna manera, a respetar algo que 
tiene que ser esencial en un sistema electoral: la voluntad del 
votante y la verdad electoral. 


SEÑOR FA ROBAINA. - ¿Me permite una interrupción, 
señor senador? 


SEÑOR TOURNE. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor sena- 
dor, 


SEÑOR FA ROBAINA. - Creo que no se ha percibido 
claramente cuáles fueron las razones por las que la Comisión 
deliberadamente prescindió de esa modificación que sugería 
la Corte Electoral. Lo dice claramente el Informe de la Comi- 
sión en el párrafo que me voy a permitir leer porque creo que 
está muy claro el motivo por el cual se dejó de lado esta 
propuesta de la Corte. Se trata de mantener en la ley lo que la 
Comisión entendió que era una garantía para el votante, y no 


suprimirla. 


En el informe se dice lo siguiente: “Se suprimió la modifi- 
cación propuesta al artículo 92 de la Ley N* 7.812, por enten- 
der esta Comisión que la legislación electoral, en todo lo 
relativo al ejercicio del sufragio y a sus garantías, es esencial- 
mente formalista, por cuya causa establecer en la ley que la 
inobservancia de una de sus formalidades clásicas no es cau- 
sal de anulación, implica disminuir tales garantías e invadir 
una esfera de actuación tradicionalmente reservada a la juris- 
prudencia de la Corte Electoral. 


Debe quedar claro, por último, que ello no equivale -a 
“contrario sensu”- a erigir esta omisión en causal preceptiva 
de anulación del voto. Ello quedará, en cada caso, a criterio 
de la Corte Electoral”. 


En otros términos, el criterio que sustentó la Comisión al 
no acoger esta propuesta de la Corte Electoral, es que se 
mantiene en la arquitectura de la Ley de Elecciones una de las 
garantías en favor del votante, y que en todo caso siempre está 
en última instancia sometida a decisión de la Corte Electoral 
la resolución de un conflicto que se pudiera suscitar. Por lo 
tanto, no queda cerrada la posibilidad de la impugnación, pero 
sí se mantiene lo que es una garantía para el votante. Por eso 
la Comisión entendió que debía mantenerse el texto original 
del artículo 92 de la Ley de Elecciones. 


Muchas gracias señor senador. 
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SEÑOR PRESIDENTE. - Continúa en el uso de la palabra 
el señor senador Tourné. 


SEÑOR TOURNE. - Efectivamente, hemos entendido las 
razones, porque incluso la propia Corte señala que la antigua 
jurisprudencia de la Corte en la materia tendía a dar validez, 
precisamente, al voto. Pero destaca, además, otra serie de 
consideraciones, de oportunidad y de conveniencia, de reco- 
ger esa jurisprudencia y establecerla en el propio texto legal, 
porque en definitiva, las formalidades tienen que servir a la 
vida y al proceso electoral, así como a respetar la voluntad del 
elector. En tal sentido, una ley que de alguna manera contra- 
venga esos objetivos, me parece que desde todo punto de vista 
está generando un problema cuando realmente podría contri- 
buir a despejarlo. 


De manera que más allá de lo que es el formalismo estric- 
to que tiene que cumplirse en todos los casos en esta materia, 
parece prudente y necesario recoger lo que la jurisprudencia 
de la propia Corte ya valida y establecerlo en el texto legal, a 
los efectos de dirimir este problema en el futuro. 


A nuestro criterio, lo que sostiene la Comisión no alcanza- 
ría a eliminar la valiosa observación que formula la Corte al 
respecto y, por tanto, nos inclinaríamos a votar este artículo 
92 tal como viene propuesto en la nueva redacción de la Corte 
Electoral. 


SEÑOR BATALLA. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. , 


SEÑOR BATALLA. - Como están planteadas las dos posi- 
ciones, pienso que se puede proceder a votar el Capítulo ínte- 
gro, y luego el artículo 92, que algunos votarán afirmativa- 
mente y otros por la negativa. De esa manera, se daría forma a 
una votación en general sobre el tema en lo que estamos todos 
de acuerdo, y votaríamos separadamente lo que es objeto de 
discrepancia en el Cuerpo. 


SEÑOR CIGLIUTL. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR CIGLIUTI. - Deseo referirme al artículo 92, pero 
antes de hacerlo, deseo consultar si conviene que haga uso de 
la palabra ahora o después que se vote en bloque el capítulo. 


SEÑOR BATALLA. - ¿Me permite una interrupción, se- 
for senador? 


SEÑOR CIGLIUTI. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor sena- 
dor. 


SEÑOR BATALLA. - Pienso que el momento de referirse 
al artículo 92 es ahora, porque la discusión es por capítulos 
aunque la votación se haga en forma separada. 
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SEÑOR PRESIDENTE. - Continúa en el uso de la palabra 
el señor senador Cigliuti. 


SEÑOR CIGLIUTL - Señor Presidente: en ninguna parte 
del proyecto se establece que eso sea causal de nulidad del 
voto. Las leyes electorales son de interpretación estricta, y 
cuando los requisitos establecidos no se cumplen, entonces la 
Corte Electoral o la Junta en su caso, anula el voto si ello 
corresponde. 


En este caso concreto, suele ocurrir que a veces las hojas 
de identificación no tienen la doble firma, y como no se cum- 
plen todos los requisitos, entonces el voto se anula, Pero ob- 
sérvese cómo se realiza la ejecución del voto observado, para 
comprender de qué forma el votante controla el acto. El es el 
que defiende su voto y el que en ese momento garantiza que 
su voto no va a ser anulado por esa razón. 


El artículo 90 dice que si el voto fuera observado por 
identidad, se llenará la causal en la hoja de observaciones y 
que si la observación fuera por identidad se tomará la impre- 
sión dígito pulgar. A su vez, el artículo siguiente dice que el 
Presidente de la Comisión entregará al votante observado un 
sobre de observación, y establece que encerrará dentro de este 
sobre el de votación. Además, agrega que si hubiere sido 
observado, encerrará también la hoja de identificación, y en- 
tonces el votante colocará el voto en la uma. Quiere decir que 
cuando el votante recibe la hoja de identificación, ve si está 
debidamente firmada por el Presidente o por el Secretario, y 
no la devuelve hasta ver que está en perfecta situación. 


El artículo siguiente dice cómo se procede cuando la hoja 
de identificación además de la impresión digital tenga el nom- 
bre del elector, la serie y el número de su inscripción y las 
firmas del Presidente y el Secretario. En ninguna parte se dice 
que si falta alguno de estos requisitos, el voto es nulo. Si le 
ponemos que no es nulo, le quitamos una de las garantías del 
sufragio, porque la Junta Electoral y la Corte en última instan- 
cia, van a ver si en cada caso en particular ha habido o no 
mérito para decretar la nulidad del voto. Si nosotros lo pone- 
mos de antemano, significa que va a ser más que difícil que la 
hoja de votación siempre esté perfectamente extendida y fir- 
mada. 


La prueba de esto que estoy diciendo radica en que en la 
última elección la Corte Electoral no ha tenido inconveniente 
en validar aquellos votos que no tenían las dos firmas en la 
hoja de identificación. Además, debemos resaltar que en esta 
oportunidad parece más difícil que falten las firmas, porque 
mientras que el Presidente es de un Partido y el Secretario de 
otro, puede haber omisiones, pero como ahora todos son fun- 
cionarios públicos, lo más correcto es pensar que van a estar 
todas las firmas y que, por lo tanto, no va a existir la anula- 
ción del voto. 


Yo defiendo el derecho del votante pero defiendo aún más 
la pureza del sufragio y la doble garantía que el sufragio tiene. 
De ninguna manera el voto puede dar mérito a que se sospe- 
che que se pueda averiguar la orientación del votante, y por 
ello, entonces, se busca esa garantía con la concurrencia de 
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más de un miembro de la Comisión Receptora y el contralor 
directo y personal del propio votante. 


SEÑOR BATALLA. - ¿Me permite una interrupción, se- 
ñor senador? 


SEÑOR CIGLIUTI. - Con mucho gusto. 


SEÑOR BATALLA. - Creo que tenemos que precisar la 
forma en que está planteado aquí el contradictorio. 


En el sistema actual, es evidente que la falta de firmas no 
establece la anulación preceptiva del voto. Eso queda librado 
a la decisión posterior de la Corte. 


Esta norma modificativa que la Corte hace llegar al Poder 
Ejecutivo y al Parlamento, entiendo que establece un princi- 
pio general más liberal. Vamos a tratar de manejamos con 
realidades: el votante no tiene un conocimiento cabal de lo 
que es toda nuestra legislación electoral, excesivamente for- 
malista -tal vez por suerte excesivamente formalista- y, por lo 
tanto, no puede controlar este tipo de garantías; no tiene me- 
canismos, ni conocimento ni posibilidades de controlar. En la 
medida en que como la misma Corte lo dice en su Mensaje, 
esa hoja de identificación va dentro del sobre de observación 
que se abre en el momento de realizarse el escrutinio definiti- 
vo. Por lo tanto, parecería no tener sentido establecer la posi- 
bilidad de anulación por el solo hecho de que no existan 
firmas del Presidente y del Secretario. 


Personalmente me inclino a una más dura porque creo que 
ni elimina garantías ni respeta en forma esencial la voluntad 
del elector. Las veces en que me ha tocado participar en la 
Junta Electoral de Montevideo, hace ya muchos años, siempre 
entendí que es principio esencial que toda norma que pretenda 
dar garantías al sistema democrático, fundamentalmente debe 
hacerse sobre la base del respeto de la voluntad del elector. 


Pienso que aquí estamos estableciendo una inversión de 
los principios generales. Todo queda librado a la jurispruden- 
cia posterior de la Corte Electoral, porque aquí no se establece 
la validación necesaria y preceptiva del voto. Simplemente se 
establece que no será causal suficiente de anulación. Entiendo 
que esto es una garantía, que el votante no tiene posibilidad 
de controlar. 


Quiere decir, en mi concepto, que el principio que la Corte 
establece es el correcto, no disminuye garantías, y establece 
un principio de mayor respeto por la voluntad del elector. 


Muchas gracias, señor senador. * 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor sena- 
dor Cigliuti. 


SEÑOR CIGLIUTI. - Sería la primera vez que la ley esta- 
bleciera que algo no implica nulidad del voto. Esta legislación 
no dice qué voto es nulo y qué voto es válido, simplemente, 
dice lo que se debe hacer en cada caso y, luego, la Corte 
Electoral o la Junta, en su caso, actuarán. Teniendo en cuenta, 
asimismo, que si falta este requisito u otro, proceden a la 
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anulación del voto. Si, por el contrario, decimos que la hoja 
de identificación que no tenga firma, no autoriza a anular el 
sufragio, perdemos la garantía de que la hoja de votación va a 
ser bien expedida. Una cosa es cuando se vota por razones que 
no determinan la observación por identidad, pero cuando en la 
hoja de observación debe figurar la impresión digital del vo- 
tante, también tiene que estar la firma del Presidente y del 
Secretario que certifican el acto por el cual el votante estampó 
allí su huella digital. Posteriormente, el dactilóscopo controla- 
rá la hoja de identificación comparándola con la Credencial 
Cívica o con la hoja electoral, a efectos de comprobar si 
corresponden a la misma persona. Pero si a la Junta Electoral 
llega una hoja de identificación con tres impresiones digitales, 
con nombre, serie y número, o sin estos, inclusive, y sin fir- 
ma, ¿ante qué documento nos encontramos? ¿Acaso el docu- 
mento que emite el votante en el momento de estar sufragan- 
do fuera de su circuito, no tiene que tener la firma de la 
autoridad administrativa que está realizando el acto? Es algo 
elemental, debe llevar la firma del Presidente y del Secretario 
de la Comisión que le toma la impresión digital y que luego 
va a verificar la pareja de dactilóscopos en la Junta Electoral 
correspondiente. No creo que sea correcto que la Junta Electo- 
ral diga que es un documento válido aquella hoja de identift- 
cación que no tiene ninguna firma y que se va aceptar el voto 
si las inscripciones coinciden. Me da la impresión de que esta 
es una disminución natural de las garantías del sufragio, sobre 
la base de un documento que hasta que no se defina es un 
documento apócrifo y, entonces, ¿qué valor tiene desde el 
punto de vista legal y jurídico? 


En la ley no se establece que tal omisión es causal de 
nulidad. Si no se cumple, se anula. En consecuencia, no inclu- 
yamos esa frase que dice que la falta de firmas por sí sola no 
implica la nulidad del sufragio y dejemos como hasta ahora ha 
ocurrido, que en cada caso particular el organismo electoral 
decida y con todas las garantías. Parece elemental que que- 
brantamos el principio general de toda la legislación electoral 
desde 1924 a la fecha y establecemos que si hay algo que no 
se cumple no provoca la nulidad del sufragio. Puede provocar- 
lo o no, según la decisión del órgano electoral actuante. 


Por tales motivos, quien habla que estuvo en la Comisión 
y se permitió esta posición que ahora sostengo, creo que es 
correcta la posición de la Comisión en el sentido de que debe 
mantenerse el texto de la ley tal como está y no incluir el 
agregado que remitió la Corte Electoral, 


SEÑOR PRESIDENTE, - Se va a votar el Capítulo l inclu- 
yendo el artículo 77 con la redacción que figura en la página 
49 del Repartido, menos el artículo 92, que será objeto de 
votación separada. 


(Se vota:) 

—26 en 26. Afirmativa. UNANIMIDAD, 

Léase el artículo 92 del texto enviado por la Corte Electo- 
ral que es el que tiene el 2? inciso, No votar por él significa 


mantener el texto de la ley electoral vigente, 


(Se lee:) 
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“Artículo 92.- La hoja de identificación a que se refieren 
los artículos anteriores, además de la impresión digital, tendrá 
el nombre del elector, la serie y el número de su inscripción y 
las firmas del Presidente y del Secretario de la Comisión Re- 
ceptora. 


La omisión de firmar por parte de uno de ellos o de ambos 
no será causal suficiente para la anulación del voto observa- 
do”. 


—-En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

— en 26. Negativa. 


SEÑOR AGUIRRE, - ¿Esto significa que este artículo 
quedó suprimido? 


SEÑOR PRESIDENTE. - Exactamente, señor senador y, 
en consecuencia, quedó vigente el artículo 92 de la Ley Elec- 
toral. 


SEÑOR GARCIA COSTA. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR GARCIA COSTA. - Es para solicitar un cuarto 
intermedio hasta mañana a las 15 horas. 


Según puedo apreciar el señor senador Flores Silva me 
hace señal que desearía otra hora. Naturalmente, lo de la hora 
es materia estrictamente opinable. 


SEÑOR FLORES SILVA. - ¿Me permite una interrupción, 
señor senador? 


SEÑOR GARCIA COSTA. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor sena- 
dor. 


SEÑOR FLORES SILVA. - Estaba pensando -tal vez en el 
egoísmo de respetar mi agenda personal que ya estaba, obvia- 
mente, confeccionada- si no sería mejor fijar la sesión para la 
hora 17. 


SEÑOR OLAZABAL. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR OLAZABAL. - Señor Presidente: voy a adherir- 
me a lo que manifiesta el señor senador Flores Silva. 


Debo manifestar que mi oposición a que se fije la sesión 
para las 15 horas es porque en previsión a que esto se termina- 
ba hoy, como era la intención manifiesta de todos los sectores, 
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he contraído un compromiso que no puedo eludir y que va 
desde las 15 a las 16 horas. En consecuencia no sé si se 
podrán unificar las mociones. 


Comparto la idea de establecer un cuarto intermedio hasta 
el día de mañana, pero pediría que no fuera antes de las 17 
horas. 


SEÑOR PEREYRA. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR PEREYRA. - Hace un rato conversé con algunos 
señores senadores y existía el propósito de seguir trabajando 
hasta finalizar. 


Creo que la mayor parte de las discrepancias que existen 
en lo que resta de la ley, ya han sido analizadas y se han 
sentado las posiciones. No creo que esta discusión vaya a 
prolongarse demasiado. Digo esto en virtud de que tenemos 
para el día de mañana algunos compromisos que, naturalmen- 
te, tendríamos que suprimir a efectos de poder cumplir con el 
Senado. Sin embargo creo que siendo las 22 y 45, podemos 
continuar trabajando y ver si es posible, en un par de horas, 
finalizar con el estudio de este tema. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Algunos señores senadores se 
han tenido que retirar porque tenfan compromisos que cumplir 
esta noche. En atención a su pedido cambiamos la opinión 
sobre la cual habíamos conversado son el seftor senador Pe- 
reyra en el sentido de terminar la consideración de este tema 
en el día de hoy. 


SEÑOR AGUIRRE. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. A 


SEÑOR AGUIRRE. - En principio, participaba de la opi- 
nión del señor senador Pereyra porque entendía que era razo- 
nable terminar hoy. Eso era lo lógico ante el verdadero “tour 
de force” para concluir el estudio de este proyecto; pero se 
trata de disposiciones que requieren en su mayoría quórum 
especial. Las normas electorales necesitan dos tercios de votos 
y las reglamentarias del recurso de referéndum, mayoría abso- 
luta, 


Además, sabemos que respecto de algunas disposiciones 
no hay concordancia de criterios. Entonces, estaríamos arries- 
gando frustrar todo el trabajo realizado en razón de que el 
quórum en este momento oscila entre los 20 y los 23 señores 
senadores. 


Contra mi propia voluntad de terminar en el día de hoy, 
creo que la mejor solución es pasar a cuarto intermedio, 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar la moción formu- 
lada en el sentido de que el Senado pase a cuarto intermedio 
hasta mañana hasta las 17 horas, 
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(Se vota:) Rodríguez Camusso, Senatore, Terra Gallinal, Tourné y 
Xavier). 
—-24 en 26. Afirmativa 


6) SE LEVANTA LA SESION. DR. ENRIQUE E. TARIGO 


5 s (Presidente) 
SEÑOR PRESIDENTE. - Se levanta la sesión. 


Dn. Mario Farachio 


Así se h; la h 22 y 51 minutos, sidiendo el A 
(As ace a la hora y minutos, pre: lo e Dn. Félix B. El Helou 


doctor Tarigo y estando presentes los señores senadores 


Aguirre, Batalla, Bomio de Brun, Capeche, Carrere Sapri- (Secretarios) 

za, Cersósimo, Cigliuti, Fá Robaina, Flores Silva, Forteza, 

García Costa, Jude, Lacalle Herrera, Martínez Moreno, Dn. Jorge Peluffo Etchebarne 
Mederos, Olazábal, Ortiz, Pereyra, Pozzolo, Ricaldoni, (Director del Cuerpo de Taquígrafos) 
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